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Aboaf, Alessandro, extradición 111 

Accomazzo. Carlos c/. Graglia, José (h.) 120 

Aduana de la Capital c/. Juan Crocco 111 

Aduana de la Capital c/. Serra linos 233 

Alzaga, Angela Unzué de, c/. Provincia de Buenos Aires. 136 

Amaral, Dioclesiano y otros (homicidio) 178 

Auchorena, Juan Esteban c/. Provincia de Córdoba .... 188 
Audorno, Pedro J. c/. Caja Nacional de Jubilaciones Fe- 
rroviarias 209 

Ansa-ldi, Juan (suc.) c/. Caja de Jubilaciones Ferrovia- 
rias 154 

Aparicio, Francisco e/. la Nación h 265 

Aragone, Félix C. c/. Provincia de Buenos Aires 291 

Araño linos, c/. River Píate Trust Loan Co. y otro 114 

Aviles, Moroni y Cía. c/. Provincia de Santa Fe 95 

B 

Banco Central de la República Argentina 5 

Banco de la Provincia de Buenos Aires c/. Juan Magneres 292 

Banco Hipotecario Nacional c/. Jensen, Rodolfo 267 

Baratta y Savio ©/. la Nación 353 

Barreiro Magariiío José, infracción 301 

Bustamante, María Carlota y María Isabel c/. la Nación 147 
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Cabanas linos, y otros c/. Provincia de Buenos Aires .... 2!)1 
('áceres. Manuel e/. Provincia ile Santiago del Estero.. 17 

Caja de Jubilaciones Ferroviarias c/, Andorno Pedro J. 20!) 

Caja de Jubilaciones Ferroviarias c/. Ansaldi. -luán (suc.) 154 

Caja *ie Jubilaciones Ferroviarias e/. II. L. Schage 288 

Camps, <luan e/. Provincia de Entre Ríos 315 

Cavallieri. Pedro, infracción 203 

Compañía de Electricidad del Süd Argentino c/. Munici- 

pnlidail de Azul 33Q 

Compañía de Trunwuys "ha Nacional" c/. Pedro Sal- 

tamartiui 22 

Compañía Hidro Eléctrica de Tucunuin c/. Municipali- 
dad de Tueumán 355 

Cumple y Cía. e/. [barra y Cía 218 

Croceo, Juan e/. Aduana de la Capital 111 

D 

Dield de Mi^uens, María c/. Provincia de Buenos Aires . 115 
Dirección General de Irrigación c/. Avelina Martínez de 

Sánchez 151 

Donadeu y Cía., Emilio c/. Provincia de Buenos Aires .. 175 

E 

Empresa de los Ferrocarriles de Entre Ríos c/. la Nación 'MY¿ 

Estado Argentino c/. Urquizú, Joaquín C. y otra 306 

F 

Ferrari de Oyhanarte. Elisa M. e/. Provincia de Buenos 

Aires 164 

Ferrer. Julio, carta de ciudadanía 177 

Perrero, -losé <•/. Provincia de Buenos Aires 2!)1 

Ferrocarril de Buenos Aires al Pacífico c/. Pedro Irosla. 11'* 
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Ferrocarril Transandino Argentino c/. Moreno, José Fe- 
derico < 206 

Fisco Nacional c/. Gutiérrez José Albino 250 

Fisco Nacional c/. Rodolfo Medina ¿. 73 

G 

Giagnoni, Bartolomé E. c/. la Nación 327 

Graglia, José (h.) c/. Carlos Accomazzo 120 

Grau, Santiago c/. Gutiérrez, Carmen Díaz de 304 

Groppo de Rivas, María L c/. la Nación 70 

Gutiérrez, Carmen Díaz de c/. Grau, Santiago 304 

Gutiérez, José Albino c/. Fisco Nacional 250 

I 

Ibarra y Cía. c/. Compte y Cía 218 

Impuestos Internos c/. Pluchino y Fernández 20 

Irusta, Pedro c/. Ferrocarril de Buenos Aires al Pacífico 113 

J 

Jensen, Rodolfo c/. Banco Hipotecario Nacional 267 

L 

La Nación c/. Aparicio, Francisco 265 

La Nación c/. Baratta y Savio 353 

La Nación c/. Bustamante, María Carlota y María Isabel 147 

La Nación c/. Empresa de los FF. CC. de Entre Ríos . . 363 

La Nación c/. Giagnoni, Bartolomé E 327 

La Nación c/. Groppo de Rivas, María 1 70 

La Nación c/. Orsolini de Detry E 242 

La Nación c/. Libregule S. A. de Mandatos y Finanzas 

y otros 114 

La Nación c/. Urquizú, Joaquín C. y otra 306 
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Lagrutta, Teresa P. y su hija c/. Provincia de Buenos 

Aires 388 

La Unión Mercantil c/; Francisco C. Ozta 179 

Ledesma, Honorio Felipe, suc 110 

Libréenle S. A. de Mandatos y Finanzas y otros c/. la 

Nación 114 

• 

M 

Magneres, Juan c/. Banco de la Provincia de B. Aires . . 292 
Martínez de Sánchez, Avelina c/. Dirección General de 

Irrigación 151 

Medina, Rodolfo c/. Fisco Nacional 73 

Mi ¿roñe de Noceti, María O. C. (competencia) 176 

Montaldo, Alberto c/. Provincia de San Juan 182 

Moreno, José Federico c/. Ferrocarril Trasandino Argen- 
tino 206 

Municipalidad de Azul c/. Compañía de Electricidad del 

Sud Argentino 330 

Municipalidad de Tucumán c/. Compañía Ilidro Eléctrica 

de Tucumán 355, 

• 

N 

Xarun, Xacib c/. Provincia de San Juan 178 

Xin Posadas, Adela y Sofía c/í la Nación (nota) 151 

O 

Orella, Juan Manuel c/. ! rovincia de Jujuy 103 

Orsolini do Detry, E. c/. la Nación 242 

Ozta, Francisco C. c/. La J'nión Mercantil 179 

p 

Padrós. José y otros c/. Provincia de Buenos Aireff .... 194 
Paipmeque, Alberto e/. Provincia de Corrientes 230 
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Pluchino y Fernández c/. Impuestos Internos 20 

Provincia de Buenos Aires c/. Alzaga, Angela Unzué de. 136 
Provincia de Buenos Aires c/. Félix C. Aragone 291 



Provincia de Buenos Aires c/. Cabanas linos, y otros . . 291 

Provincia de Buenos Aires c/. Diehl de Miguens, María. . 115 

Provincia de Buenos Aires c/. Emilio Donadeu y Cía. . . 175 

Provincia de B. Aires c/. Ferrari de Oyhanarte Elisa M. 164 



Provincia de Buenos Aires c/. José Ferrero 291 

Provinciu de Buenos Aires c/. Lagrutta, Teresa P. y su 

•"ja 388 

Provincia de Buenos Aires c/. Padrós, José y otros 194 

Provincia de Córdoba c/. Anchorena, Juan Esteban 188 

Provincia de Corrientes c/. Palomequc, Alberto 230 

Provincia de Entre Ríos c/. Camps, Juan 315 

Provincia de Jujuy c/. Juan Manuel Orel la 103 

Provincia de Mendoza c/. S. A. Bodegas y Viñedos D. 

Tomba 157 

Provincia de San Juan c/. S. A. Echesortu y Casas 128 

Provincia de San Juan e/i Manuel Vales 179 

Provincia de San Juan c/. Moutaldo, Alberto 182 

Provincia de San Juan c/. Xacib Narun 178 

Provincia de Santa Fe c/. Aviles, Moroni y Cía. ...... 95 

Provincia de Santiago del Estero c/. Manuel Cáceres 17 

Pujol, Federico y otros, defraudación 203 

R 

River Píate Trust Loan Co. e/. Araño Unos 114 

s 

Saltamartini, Pedro c/. Compañía de Tramvays "La Na- 
cional" 22 

Schage H. L. c/. Caja de Jubilaciones Ferroviarias 288 

Serra Unos. c/. Aduana de la Capital 233 
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S. A. Bodegas y Viñedos D. Tomba c/. Provincia de 



Mendoza 157 

S. A. Echesortu y Casas c/. Provincia de Mendoza .... 128 

Suárez de Gatica, Gertrudis (suc.) 359 

Suárez, Mariano II. F. (sucesión) 339 

T 

Tarando de Salas, Salas de Gavióla y otras, eviceió» 212 

Tejerina de Casanova, Emperatriz P. (homicidio) 176 

u 

Urquizú, Joaquín C. y otra c/. Estado Argentino 306 

v 

Vales Manuel e/. Provincia de San Juan 179 
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A 

Acción. — (Impuestos Internos). Véase: Prescripción, pá- 
gina 20. 

Adttana.— Véase: Inconstitucionalidad. Página 233. 

Aduana. — Vóasc: Ordenanzas de Aduana. Página 353. 

Aduané interior. — Véase: Inconstitucionalidad. Impuesto al 
consumo. Página 313. 

A(luá¡na, — (Jurisdicción. Investigación judicial). Nota. Pá- 
gina 111. 

Aforo. — Véase: Ordenanzas de Aduana. Página 353. 

Apararía. — Véase: Banco Hipotecario Nacional. Página 267. 

Aportes de le t&U & 9 10.650. — Los intereses correspondientes 
a los aportes debidos a la Caja Nacional de Jubilaciones 
y Pensiones de Empleados y Obreros Ferroviarios, corren 
desde la oportunidad en que esos aportes debieron efec- 
tuarse, sin necesidad de intimación previa, pues se trata 
de un caso de mora legal. Página 288. 

Arrendamiento. — Véase: Banco Hipotecario Nacional. Pá- 
gina 267. 

Arrendamiento. — Véase: Banco de la Provincia de Buenos 
Aires. Página 292. 
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B 

Banco Central déla República Argentina. — El Banco Central 
de la República Argentina no es una dependencia del Go- 
bierno ni una institución oficial. Reviste el carácter de 
empresa bancaria mixta y sui géneris, y su personal no está 
comprendido en la ley X' 4:*4!>, sino en la ley N» 11.575, 
de creación de la Caja Nacional de Jubilaciones San- 
earías. Pagina 5. 

Banco de ta Provincia de Buenos Aires. — Véase: Inconstitu- 
cional ¡dad. Página 292. 

Banco tic la Provincia eh Buena* Aires. — Véase: Jurisdicción 
originaria. Página 164. 

Banco Hipotecario Nacional. — La facultad que acuerda al 
Hanco Hipotecario Nacional el art. 66 de la ley orgánica, 
para sacar a remate el inmueble de su deudor ejecutado 
por otro acreedor, no puede ser ejercida antes de quedar 
ejecutoriado el auto que ordenó la venta judicial. Xo debe, 
pues, entenderse que hizo renuncia de esa facultad, o que 
hubo negligencia en ejercerla, si notificado para ello antes 
de la debida oportunidad, hizo saber al juez de la ejecu- 
ción, que aguardaba la notificación del auto de venta, 
para disponer el remate. Página 120. 

Banco Hipotecario Nacional. — La situación del aparcero, se- 
gún la Ley Orgánica del Hanco Hipotecario Xacional, es 
la de un simple ocupante, sin derecho para invocar las 
disposiciones que aquélla y el Código Civil establecen a 
favor de los arrendatarios. 

Solamente la situación del arrendatario con contrato 
aceptado por el Banco, y la del poseedor que invocando 
un derecho de dominio deduce una tercería, pueden dete- 
ner la acción ejecutiva del Banco Hipotecario. Página 267. 

Banco Hipotecario Nacional. — Véase: Inconstitucionalidad. 
Página 267. 
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c 

Caja de Jubilaciones Bancarias. — Véase: Banco Central de 
la República Argentina. Página 5. 

Caja de Jubilaciones Ferroviarias. (Aportes). — Véase: Apor- 
tes de la ley X« 10.650. Página 288. 

Caja de Jubilaciones y Pensiones Civiles. — Véase: Banco 
Central de la República Argentina. Página 5. 

Carta de ciudadanía. — Recurso extraordinario. (Xota). Pá- 
gina 177. 

Cáteos Mineros. — Concesión. — Véase: Xota. Página 114. 
Competencia. — Véase: Jurisdicción. 

Compraventa. — Cobro de precio (notas). Páginas 178 y 179. 

Cómputo para la jubilación. — Véase: Jubilación. Sobresuel- 
do. Página 327. 

Concesión municipal. — El derecho de un concesionario de su- 
ministro de corriente eléctrica a un municipio, surge tan 
sólo de la concesión respectiva. Vencido el plazo de ésta, la 
municipalidad puede hacer efectivo el cese de la misma e 
impedir el uso de las calles con los postes e implementos 
correspondientes. La ordenanza que así lo dispone no con- 
traría los preceptos de la Constitución Nacional, y no 
puede obstar al cumplimiento de aquélla la ley de la pro- 
vincia que autoriza a la compañía para utilizar todos los 
camiuos de jurisdicción provincial con el fin de colocar 
las líneas destinadas al transporte de corriente. Pági- 
na 330. 

Concesión de servicios. — Véase: Expropiación. Página 363. 

Condena administrativa. — Véase: Inconstitucionalidad (De- 
creto Reglamentario, ley 11.588, arts. 4 y 9). Página 233. 
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Contratos de cumplimiento en el pata — Véase: Jurisdicción. 
Página 218. 

Costas. — Véase: Expropiación. Página 151. 

Crédito hipotecario. — Véase: Impuesto a la herencia. Pá- 
gina 3fc8. 

Cuestión federal. — Véase: Recurso extraordinario. Pági- 
na 901. 

D 

Defensa en juicio. — Las multas aplicadas por la Municipali- 
dad de Tueumán a la compañía actora, son sanciones pu- 
iiitorias que aquélla no ha podido establecer válidamente, 
porque la Provincia no le delegó el poder de policía en 
cuanto a la concesión de dicha empresa, que ha sido. pues, 
penada sin juicio previo fundado en ley anterior al hecho 
del proceso, contra lo dispuesto en el art. 18 de la Consti- 
tución Nacional. Página 355. 

Delito (sucesión). — Véase: Jurisdicción. Página 203. 

DelÜO pasional. — Homicidio. — Graduación de la pena. — 
(Nota). Página 176. 

Demanda contra la Nación, — Véase: Prescripción (Pensión). 
Página 70. 

Demanda contra la Nación. — Véase: Concesión de cáteos (no- 
ta). Página 114. 

Demanda contra una provincia. — Véase: Jurisdicción origi- 
naria. Página 103. 

Desalojo de ocupantes. — Véase: Banco Hipotecario Nacional. 
Página 267. 

Desalojo di ocupantes. — Véase: Banco de la Provincia de 
Buenos Aires. Página 292. 
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Despido ele empicados de comercio (Ley N* 11.729). — Véase: 
Iiit'onstitueionalidad. Página 22. 

Despido de empleados de empresas ferroviarias (Ley N 9 11.729). 
— Véase: Nota. Página 113. 

Distinta nacionalidad. — Véase: Jurisdicción. (Nota). Pá- 
gina 114. 

E 

Embarejabilielael de sueUlos (Ley de Santa Fe N p 2092). — La 
ley N? 2092 de la Provincia de Santa Fe, en cuanto legisla 
sobre inembargabilidad de sueldos, jubilaciones, etc., usa 
de una facultad que corresponde a la Nación y que ésta 
ha ejercido al dictar la ley N v 9511, la cual rige y debe, 
pues, aplicarse en todo el país. Página 304. 

Embargo. — Véase: Rentas de ¡as provincias. Página 230. 

Empleados de comercio (Ley de despido X 9 11.729). — Véase: 
Inconstitücionalidad. Página 22. 

Encubrimiento (nota). — Página 178. 

Exención de impuesto a la herencia. — Véase: Inconstitücio- 
nalidad. Página 339. 

Expedicionario al desierto. — Véase: Pensión militar. Pági- 
na 205. 

Expropiación. — Habiendo mediado motivos para que la parte 
demandada por la Nación en un juicio sobre expropiación, 
haya tenido que valerse de letrado y procurador y siendo 
injustificada la desproporción entre la suma ofrecida por 
la actora y la que fija la sentencia, corresponde aplicar las 
costas a Ja Nación, incluyéndose en ellas los honorarios de 
los representantes y letrados. Página 151. 

Expropiaciein. — La expropiación de un inmueble debe reali- 
zarse con arreglo al plano a que se refiere la ley respec- 
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tiva, aunque ulteriormente se presente por el P. E., otro 
plano definitivo que rectifica errores del anterior acerca 
de las condiciones del terreno. Página 306. 

Expropiación. — El derecho que surge de una concesión de 
servicios públicos se halla protegido por las disposiciones 
constitucionales que salvaguardan el derecho de propiedad. 

La expropiación de un ramal de una línea férrea cons- 
truida antes de la sanción de la ley X» 5315, no se rige por 
ésta sino por la ley en vigor al tiempo de construirse aqué- 
lla, la N» 189, en el caso, completada por las disposiciones 
del Código Civil. 

El monto del resarcimiento que corresponde pagar por 
la expropiación, debe fijarse con el criterio del momento 
económico en que ella se ha realizado. Página 363. 

Extradición. — Tratado con Italia. (Nota). Página 111. 



F 

Facultades no delegadas. — Véase: Defensa en juicio. P. 355. 

Ferrocarriles. — Ley de despido X v 11.729. — Código de Co- 
mercio. — Indemnización. (Nota). Página 113. 

Fuero federal (Prórroga). — Véase: Jurisdicción. Página 206. 



G 

■ 

Garrapata* — Véase: Policía Sanitaria. Página 283. 

Gastos causídicos y funerarios (impuesto a la herencia). — 
Véase: Inconstitucionalidad. Página 359. 

Guerrero de la Independencia. — Véase: Pensión militar. Pá- 
gina 147. 
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H 

Heredero único. — Jurisdicción. (Nota). Página 110. 
Ilipoteca. — Véase: Jurisdicción. Página 179. 

Hogar ferroviario (Ley N 9 11.173). — Véase: Moratoria hi- 
potecaria. Página 200. 

Homicidio. — Delito pasional. — Graduación de la pena. — 
(Nota). Página 176. 

Homicidio. — Kobo. — Participación criminal. — Encubri- 
miento. — (Xota). Página 178. 

Honorarios. — Véase: Expropiación. Página 151. 

I 

Impuesto. — La generalidad, igualdad y uniformidad de los 
impuestos, no excluye la formación de categorías con 
tasas diversas; hasta con exención de gravamen, siem- 
pre que no se llagan distribuciones o distinciones arbi- 
trarias. Página 157. 

Impuesto (Inconstitucionalidad). — Véase: Protesta. Página 
115. 

Impuesto al ausentismo. — Véase: Inconstitucionalidad (ley 
de Córdoba 3594). Página 188. 

Impuesto al camino. — Véase: Inconstitucionalidad (leyes de 
Buenos Aires Nos. 3915 y 4069. 

Impuesto al consumo — (Ley N* 2097. Santa Fe). — Véase: 
Inconstitucionalidad. Página 95. 

Impuesto al consumo. — (lay N 9 3907 de Buenos Aires). No- 
tas. Páginas 175 y 291. 
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Impuesto al consumo. — (Leyes Nos. 2631 y 2735 de Entre 
fííos). — Véase: Inconstitucionalidad. Página 315. 

Impuesto a la herencia. — El impuesto a la transmisión gra- 
tuita de un crédito hipotecario debe ser satisfecho de 
acuerdo con la ley que rige en el lugar de su cumplimien- 
to, que es aquel donde el deudor debe pagar el capital y 
puede ser demandado judicialmente, aunque otro se ha- 
ya convenido para abonar los intereses. Página 388. 

Impuesto a la herénda. — Véase: Inconstitucionalidad. Pági- 
nas 339 y 359. 

Impuesto a la producción. — Véase: Inconstitucionalidad. Ley 
do Mendoza N» 77í». Página 157. 

Impuesto a los réditos . — ¡tintas d* Itis hijos menores. — Xo 
procede acumular a las rentas de los padres las de sus hi- 
jos menores bajo su patria potestad, para liquidar el im- 
puesto a los réditos (pie deben pagar los primeros. Pá- 
gina 242; 

Impuestos a los réditos, — (Magistrados judiciales). — Véase: 
Inconstitucionalidad. Página 73. 

Impuesto al ciño y a la Uva. (Leyps de Mendoza Nos. 810. 854. 
866, 886 y 903). — Véase: Inconstitucionalidad. Pá- 
gina 128. 

Impuestos internos. — Véase: Prescripción. Página 20. 

Incapacidad para trabajar. — Véase: Pensión ferroviaria. Pá- 
gina 154. 

Inconstitucionalidad, — Ley orgánica del Banco Hipotecario 
nacional. — El procedimiento pie establece la Ley Or- 
gánica del Banco Hipotecario Nacional para desalojar a 
los ocupantes del bien ejecutado j entregado al compra- 
dor libre de toda restricción, no os violatorio dé las dispo- 
siciones de la Constitución Xaeional. Página 267. 
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Inconstitucionalidad. — (Art. 3 ley N* 11.287 de Impuestos a 
la herencia). — La interpretación dada por una sentencia 
al art. 3 de la ley N 9 11.287, según la cual la exención es- 
tablecida por este debe aplicarse sobre el monto total de los 
bienes dejados por el causante y no sobre el monto de ca- 
da hijuela, es contraria a la igualdad del impuesto y, por 
lo tanto, al art. 16 de la Constitución Nacional. Página 
339. 

Inconst nacionalidad. — (Arts. 4 y 9 decreto reglamentario ley 
N* 11. 588). — No es violatoria del art. 18 de la Cons- 
titución Nacional, la resolución condenatoria dictada por 
la Aduana en el sumario administrativo qjie, sin inter- 
vención del recurrente, instruyó por infracción a las leyes 
aduaneras. 

Tampoco son inconstitucionales los arts. 4 y 9 del de- 
creto de fecha diciembre 16 de 1932. reglamentario de la 
ley N* 11.588, pues se limitan a instrumentar el art. 3* 
de la misma. Página 233. 

Inconstitucwnalidad (Ijey N? 11.682. Impuestos a los réditos. 
— Magistrados judiciales). — El art. 18 de la ley Nv 11.682 
es violatorio del art. 96 de la Constitución Nacional, en 
cuanto impone 'una contribución sobre el sueldo de los 
magistrados judiciales de la Nación. Página 73. 

Inconstitucivnalidad (Ley de despido A" p 11.729). — Es cons- 
titucional el art. 157, inc. 2<\ del Código de Comercio re- 
formado por la ley N? 11.729. No lo es. en cambio, el art. 
2 9 de esta ley, en cuanto obliga al principal, a pagar al 
empleado, en todos los casos de despido, haya o no prea- 
viso, una indemnización no inferior a la mitad de su re- 
tribución mensual por cada año de servicio, reconocién- 
dose la antigüedad de éste hasta cinco años anteriores a 
la sanción de la ley. Página 22. 

Inconstitucionalidad (Ley de despido N* 11.729. Empkado 
ferroviario). — (Nota). Página 113. 
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Inconstitucionalidad (Ley de Buenos Aires, N? 3907.) — Im- 
pucsto al consumo. — (Notas). Páginas 175 y 291. 

Inconstitucionalidad {Leyes de Buenos Aires, Xos. 3915 y 4069). 
— No procede la repetición de lo papado por concepto de 
impuesto al camino, si el actor no indicó concreta y clara- 
mente en la protesta a qué impuesto se refería la misma, 
o si con ultcrioridad a ella, prestó su conformidad al gra- 
vamen discutido, pagándolo después de observar y hacer 
reajustar las respectivas liquidaciones. Página 194. 

Inconstitucionalidad (Ley orgánico dd Banco de la Prov. de 
Buenos Aires). — La disposición de la Carta Orgánica 
del Banco de la Provincia de Buenos Aires (pie autori- 
za el procedimiento sumario y directo del mismo contra 
sus deudores morosos y ocupantes de los bienes hipo- 
tecados, no es violatoria de los principios y garantías 
constitucionales. Página 292. 

Inconstitucionalidad — (Ley de Córdoba X 9 3594). — El 
impuesto al ausentismo establecido por la ley K 9 3504 de 
la Provincia de Córdoba, en forma de sobretasa progre- 
siva sobre la propiedad inmueble, no es violatorio de las 
disposiciones de la Constitución Nacional referentes al 
libre tránsito y a la igualdad, ni se superpone ¡legalmen- 
te al impuesto a la renta establecido por la ley nacional. 
Página 188. 

Inconstitucionalidad. — (Ley de Entre Ríos, Xos. 2631 y 
2735 dt mipuesto al consumo). — El impuesto a los al- 
coholes y tabacos que establecen las leyes Nos. 2ÍJ31 y 
2735 de la Provincia de Entre Ríos, grava el consumo in- 
terno de los mismos y no viola las disposiciones de la 
Constitución Nacional. Página 315. 

Inconstitucionalidad. — (Ixy de Mendoza X 9 779). — La 
generalidad, igualdad y uniformidad de los impuestos, 
no excluye la formación de categorías con tasas diver- 
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sas, hasta con exención de gravamen, siempre que no 
se hagan distribuciones o distinciones arbitrarias. 

El impuesto creado por la ley N v 779 de la Provincia 
de Mendoza, cuyo producido se destina a fines de carác- 
ter general, no viola las disposiciones de la Constitución 
Nacional. Página 157. 

Inconstilucionalidad. — (Leyes de Mendoza Nos. 810, 854, 
866, 886 y 903). — La ley N« 854 de la Provincia de 
Mendoza es inconstitucional en cuanto grava con un im- 
puesto a determinada clase do industriales en beneficio de 
otros. 

Es también inconstitucional la ley N v 810, en cuanto de- 
lega en el P. E. la forma y oportunidad de percibir el im- 
puesto, que aquel cobra en la estación de embarque de la 
mercadería. 

Las leyes Nos. 866 y 88 r no son violatorias de la Cons- 
titución Nacional. 

No basta para declarar que el impuesto creado por la 
ley N* 903 gravita sobre la circulación, la circunstancia 
de (pie se haya pagado en la estación de embarque, si no se 
probó que sean ese sitio o sus similares los únicos en que 
se cobra el impuesto, ni que la uva embarcada estuviera 
consignada afuera de la provincia, ni (pie la restante que- 
dara exenta de impuesto. Página 128. 

Inconstilucionalidad. — (Ley de San Luis. Impuesto a la he- 
rencia). — La ley do impuesto a la herencia de la Provin- 
cia de San Luis, no es inconstitucional porque no autori- 
ce a deducir del haber imponible los gastos causídicos ni 
los funerarios. Página 359. 

Inconstilucionalidad. — (Ley de Santa Fe JV* 2097. Impues- 
to al consumo). — Las leyes provinciales llamadas de im- 
puestos al consumo son inconstitucionales en cuanto gravan 
la circulación territorial de las mercaderías, y son sólo el 
ejercicio de una facultad legítima de las provincias en 
cuanto crean impuestos al consumo dentro de sus fronteras 
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sin establecer diferencias entre las mercaderías introdu- 
cidas y producidas dentro de ellas mismas. 

El impuesto a los vinos establecido en los arts. 1 a 9 
de la ley X* 2097 de la Provincia de Santa Fe, es un me- 
ro impuesto al consumo que no viola las disposiciones de 
la Constitución Nacional. Página 95. 

Inconstitucionalidad. — Véase: Concesión Municipal. Pági- 
na 330. 

InconstUucümQlidad, — Véase: Ordenanzas de Aduana. Pá- 
gina 393. 

Incomtitucionalulad. — Véase: Protesta. Página 115. 

Interdicto de retener. — Las órdenes administrativas, aunque 
envuelvan una pretensión a la propiedad o a la posesión 
y una amenaza al libre ejercicio de la misma, no importan 
una turbacióu real y efectiva de la posesión, ni consti- 
tuyen, antes de que medie un principio de ejecución, una 
vía de hecho (pie lesione positivamente la posesión. Debe 
rechazarse, pues, el interdicto de retener la posesión de- 
ducido contra la Provincia de Buenos Aires, si ésta no ha 
producido hasta el día de la demanda, acto material con- 
trario a la posesión del actor. Página 136. 

Intereses. — Véase: Aportes de la ley ft? 10.1550. (Caja de Ju- 
bilaciones Ferroviarias). Página 288. 

Inviolabilidad. — Véase: Defensa en juicio. Pág.ua 355. 



J 

Jubilación. — A los efectos de fijar la jubilación a que tie- 
ne derecho el actor, corresponde computar el sobresueldo 
de que gozó en virtud de un decreto dictado por el P. E. 
de la Nación, en ejercicio de una facultad constitucional. 
Página 327. 
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Jubilación bancaria. — Véase: Banco Central de la República 
Argentina. Página 5. 

Juicio ejecutivo. — Véase: Recurso extraordinario — Banco 
Hipotecario Nacional. Página 120. 

Jurisdicción originaria. — Procede la jurisdicción originaria 
de la Corte Suprema por razón de la materia, si en la 
demanda promovida contra una provincia por un vecino 
de la Capital Federal se ha puesto en cuestión la validez 
legal de la organización minera existente en Jujuy, sos- 
teniéndose la inconstitucionalidad de diversas disposicio- 
nes del Código de Minería. Página 103. 

Jurisdicción originaria. — No corresponde a la jurisdicción 
originaria de la Corte Suprema, el juicio promovido con- 
tra la Provincia de Buenos Aires, para que se anule la 
venta de un inmueble en remate público decretado por el 
Banco de la Provincia, en uso de las facultades que le 
acuerdan las disposiciones de su ley orgánica, que se im- 
pugnan de inconstitucionales. Página 164. 

Jurisdicción aduanera. — Investigación Judicial. — (Nota). 
Página 111. 

Jurisdicción. — Distinta nacionalidad. — (Nota). Página 114. 

Jurisdicción. — Sucesión. — Delito. — Tramitando ante la jus- 
ticia de la Capital Federal el juicio sucesorio respecto del 
cual se tramaba el apoderamiento fraudulento de los bie- 
nes, es competente aquélla para entender en el proceso 
iniciado con motivo de ese delito. Página 20.'$. 

Jurisdicción. — Sucesión. — Domicilio. — Residencia. — (No- 
ta). Página 17G. 

Jurisdicción. — Sucesión. — Heredero único. — (Nota). Pá- 
gina 110. 

Jurisdicción. — Sucesión. — Hipoteca. — Es juez competen- 
te para ordenar la subasta del inmueble hipotecado, el que 
de acuerdo con lo convenido en la escritura respectiva, en- 
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tiende en la ejecución que sigue el acreedor, y no el juez 
de la sucesión de la esposa del deudor, ante el cual los he- 
rederos obtuvieron que se declarase ganancial el inmueble 
gravado. Página 179. 

Jurisdicción. — Prórroga. — Siendo prorrogablc la jurisdic- 
ción fundada en la distinta vencidad o nacionalidad de las 
partes, el demandado que lo fué primero ante la justicia 
federal y consintió el fallo denegatorio de esta, ha perdi- 
do el derecho al fuero y no puede invocarlo al ser deman- 
dado ante la justicia ordinaria, que es así la competente 
para conocer en el asunto. Página 206. 

Jurisdicción. — Prórroga. — Contratos. — La jurisdicción de 
los tribunales nacionales en el caso de contratos que deben 
cumplirse en el país, es de orden público, privativa, exelu- 
yente c improrrogable. Es, por lo tanto, nula la cláusula 
del conocimiento de embarque por la cual el consignata- 
rio de la carga renuncia a su fuero y acepta de antemano 
someterse a la jurisdicción de los tribunales extranjeros 
para cualquier litigio emergente del contrato de transpor- 
te, el cual debe ser ventilado ante los jueces de la Nación. 
Página 218. 

L 

Ley aplicable. — Véase: Expropiación. Página 363. 

Ley aplicable. — Véase: Impuesto a ln herencia. Página 3881 

Uy de Ferrocarriles. — Véase: Nota. Página 113; 

Loterías, — Véase: Premios. Página 182. 

Lugar del cumplimiento de la obligación. — Véase: Impuesto 
a la herencia. Página 388. 

Lugar dtl cumplimiento de la obligación. — Véase: Jurisdic- 
ción. Página 218. 
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Magistrados judiciales. — (impuesto a los réditos). — Véase: 
Ineonstitucionalidad. Página 73. 

Monto imponible. — Impuesto a la herencia. — Víase: In- 
constitucionalidad. Página 330. 

Mora. — Víase: Aportes de la ley N* 10.650. (Caja de Jubi- 
laciones Ferroviarias). Página 288. 

Moratoria hipotecaria. — El régimen de la moratoria hipoteca- 
ria establecido por la ley 11.741, es inaplicable a los 
préstamos para edificación autorizados por la ley X 9 11.173 
Página 209. 

Multa. — (Impuestos Internos). — Véase: Prescripción. Pá- 
gina 20. 

Multas. — Véase: Defensa en juicio. Página 355. 

O 

Ordenanza Municipal. — Véase: Concesión. Página 330. 

Ordenanzas de Aduana. — El art. 148 de las Ordenanzas do 
Aduana no obsta al reclamo del interesado sobre el aforo 
que considera injusto, cuando no existe divergencia acer- 
ca de la calidad de la mercadería. 

La resolución ministerial que modifica una partida de 
la tarifa de avalúos referente al aforo de los vidrios 
(1764) es contraria a la Constitución. Página 353. 

Ordenes administrat iras. — Véase: Interdicto de retener. Pá- 
gina 136. 

p 

Participación Criminal. — (Nota). Página 178. 

Pena. — Impuestos Internos. — Véase: Prescripción. Pá- 
gina 20. 

Pensión Ferroviaria. — Debe declararse extinguida la pensión 
ferroviaria de que gozaba la hija mayor de edad inhabilita- 
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da para trabajar, si al practicársele la revisión médica se- 
mestral se comprueba que ha cesado aquella incapacidad. 
Página. 154. 

Pensión Militar. — La ley N 9 11.412 no distingue entre comba- 
tientes y no combatientes, y el decreto reglamentario sólo 
exige que el causante haya formado parte de alguno de 
los ejércitos de la Independencia, por lo cual esta circuns- 
tancia es suficiente para que proceda la pensión, siendo in- 
diferente el lugar, la función o la comisión a que hubiera 
sido destinado el causante. Página 147. 

Pensión Militar. — Debiendo ser considerados como expedicio- 
narios al desierto, los jefes, oficiales y marinos de los bu- 
ques de la armada que en servicio de guerra cooperaron 
a la campaña del Chaco o expediciones precursoras, y com- 
probado que el peticionante se encontró en campaña a bor- 
do de uno de esos barcos, corresponde acordar la pensión 
que establece la ley. Página 265. 

Pensión militar. — Véase: Prescripción. Página 70. 

Planos. — Véase: Expropiación. Página 306. 

Poder de Policía. — Véase: Defensa en juicio, Página 3S5. 

Policía Sanitaria. — De acuerdo con los arts. 4 y 29 de la ley 
N v 3959, 52 y 53 y concordantes del Reglamento de Policía 
Sanitaria de los animales, incurre en la sanción penal que 
aquéllos establecen, quien trasladó animales con garrapa- 
ta desde un campo situado en zona infectada a otro de zo- 
na intermedia, sin ajustarse a lo prescripto por dicha re- 
glamentación. Página 28». 

** 

Posesión. — Véase Reivindicación. Página 250. 
Posesión, — Turbación. — Véase: interdicto de retener. Pá- 
gina 136. 

Preaviso (empleados tic comercio). — ( Ley N 9 11.729). — Véa- 
se: Inconstitucionalidad. Página 22. 

Premios. — laterías. — No habiendo demostrado el actor que 
el concurso de premios en el cual resultó favorecido, se ha- 
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ya realizado con los requisitos exigidos por la ley, corres- 
ponde rechazar la demanda deducida contra la provincia 
con el objeto de cobrar el premio. Página 182. 

Prescripción. — La prescripción de cinco años establecida en el 
art. 1» de la ley N« 11.585, se refiere tanto a la acción co- 
mo a la pena. Página 20. 

Prescripción. — Debe declararse proscripta la acción tendiente 
a obtener una pensión militar, deducida más de diez años 
después del fallecimiento del causante. Página 70. 

Prescripción. — Las leyes locales no pueden modificar los pla- 
zos fijados para la prescripción en las leyes de la Nación. 
Página 115. 

Prórroga de jurisdicción. — Véase: Jurisdicción. Página 206 
y 218. 

Protesta. — Es válida la protesta, aun cuando no se haya he- 
cho al depositar a la orden del juez el dinero destinado al 
pago de un impuesto que se reputa inconstitucional, sino 
en el escrito con el cual se acompañó la boleta respectiva 
dando en pago el dinero. Página 115. 

Protesta. — Véase: Inconstitucioualidad. Página 194. 

R 

Ramal férreo. — Véase: Expropiación- Página 363. 

Recurso extraordinario. — Procede el recurso extraordinario 
contra la sentencia que declaró improcedente la afiliación 
del personal del Banco Central de la República Argentina 
a la Caja Nacional de Jubilaciones Bancarias. Página 5. 

Recurso extraordinario. — Si bien el carácter definitivo e irre- 
parable del auto dictado en juicio sumario autorizaría el 
recurso extraordinario, éste es improcedente porque aque- 
lla resolución se fonda en razones de orden procesal. Pági- 
na 17. 

Recurso extraordinario. — Procede e] recurso extraordinario 
deducido por el Fiscal de Cámara respecto del fallo dicta- 
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do contra la inteligencia dada por el Fisco al arl. V f de la 
ley N* 11-585. Página 20. 

Recurso extraordinario. — Procede el recurso extraordinario 
contra la sentencia definitiva contraria al derecho que se 
funda en la Constitución Nacional. Página 22. 

Recurso extraordinario. — Procede el recurso extraordinario 
contra la sentencia dictada en juicio ejecutivo por un tri- 
bunal de provincia que, fundado en la interpretación de 
una disposición de la ley procesal local, desconoce un pri- 
vilegio concedido al Manco Hipotecario Nacional por su 
ley orgánica. Página 120. 

Recurso extraordinario. — Procede A recurso extraordinario 
contra el fallo contrario al derecho fundado en una ley na- 
cional, que el recurrente invocó desde el escrito de con- 
testación de la demanda. Página 200. 

Recurso extraordinario. — No procede el recurso extraordina- 
rio contra la sentencia adversa al reclamo del contribu- 
yente fundado en el art. :*4 de la ley .V 11.683 y relativo 
a impuestos vencidos, pues aquélla no es definitiva y 
puede el interesado, después de pagarlos, demandar su 
repetición en juicio ordinario. Página 242. 

Recurso extraordinario. — Procede el recurso extraordinario 
contra la sentencia adversa a los derechos (pie el actor 
funda en una ley nacional, y que rechaza la impugnación 
de ¡nconstitucionalidad de una disposición de esa ley. Pá- 
gina 267. 

Recurso extraordinario. — Procede el recurso extraordinario 
contra la sentencia definitiva que reconoce la validez de 
una ley provincial impugnada como violatoria de la Cons- 
titución Nacional. Página 292. 

Recurso extraordinario. — La cuestión federal base del recurso 
extraordinario debe plantearse en los escritos (pie estable- 
cen los términos de la litis, y sólo por excepción y causa 
justificada, puede suscitarse después. Es así improcedente 
el recurso que el demandado funda en la impugnación de 
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inconstitucionalidad dé un decreto, formulada por él al 
contestar la expresión de agravios del Ministerio Fiscal, 
que lo había invocado desde el comienzo en su acusación. 
Pagina; 301. 

Recurso extraordinario. — Procede el recurso extraordinario 
contra la sentencia que hace prevalecer la ley provincial 
sobre la ley nacional. Página 304. 

Recurso extraordinario. — Procede el recurso extraordinario 
contra la sentencia definitiva que interpreta una ley na- 
cional en sentido contrario al derecho fundado en ella. Pá- 
gina 300. 

Recurso extraordinario. — Procede el recurso extraordinario 
contra la sentencia de la Suprema Corte de Justicia de la 
Provincia de Huenos Aires, dictada en juicio substancia- 
do ante ella en instancia única, si en ésta se ha planteado 
una cuestión federal que aquel tribunal no ha resuelto por 
considerarse sin jurisdicción para elta Página 330. 

Recurso extraordinario. — Procede el recurso extraordinario 
contra la sentencia que declara la validez de una ley 
provincial impugnada como inconstitucional por ser con- 
traria a lo dispuesto en el Código Civil. Página 359. 

Recurso extraordinario. — Procedencia. — Sentencia definiti- 
va. — (Nota). Página 112. 

Recurso extraordinario. — Carta de ciudadanía. (Nota). Pá- 
gina 177. 

Reivindicación. — Xo procede la acción reivindicatoría contra 
el que no so halla en posesión del inmueble a que se refiere 
el título del actor. Página 250. 

Remate judicial. — Véase: Banco Hipotecario Nacional. Pá- 
gina 120. 

Rentas de los hijos menores. — Véase: Impuesto a los réditos. 
Pagina 242. 

Rentas provinciales. — Procede reducir provisionalmente a un 
25 % el embargo trabado sobre la totalidad de la renta co- 
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rrespondiente a una provincia en razón de la ley nacio- 
nal N* 12.139, siempre que ella sea necesaria para el 
pago de sus servicios públicos y sin perjuicio de la re- 
solución definitiva que corresponda dictar oportunamen- 
te. Página 230. 

Resolución Ministerial. — (Tarifa de avalúos). — Véase: 
Ordenanzas de Aduana. Página 353. 

Robo. — (Nota). Página 178. 

s 

Sentencia definitiva. — Véase: Recurso extraordinario. Pá- 
ginas 17 y 112. 

Sobresueldo. — Véase: Jubilación. — Cómputo. Página 327. 
Sucesión. — Hipoteca. — Véase: Jurisdicción. Página 179. 

Sucesión. — (Delitos). — Véase: Jurisdicción. Página 203. 

Sucesión — Jurisdicción — Heredero único. — (Nota). Pá- 
gina 1 10. 

Sucesión — Jurisdicción — Domicilio — Residencia. — (Nota). 
Página 176. 

Sucesión. — (Impuesto a la herencia). — Véase: ínconstitu- 
cionalidad. Páginas 339 y 359. 

Sucesión. — (Impuestos a la herencia). — Crédito hipotecario. 
Página 388. 

Sueldos. — Salarios. — Jubilaciones. — (Ley de Santa Fe N 9 
2092). — Véase: Embargabilidad. Página 304. 

Superposición de impuestos. — Véase: Inconstitucionalidad. 
Página 188. 

T 

Tarifa de avalúos. — Véase: Ordenanzas de Aduana. Página 
353. 

Tratado con Italia. — Extradición. — (Nota). Página 111. 
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RECURSO EXTRAORDINARIO — BANCO CEN- 
TRAL — CAJA DE JUBILACIONES BANCA. 
RIAS — CAJA DE JUBILACIONES Y PENSIO- 
NES CIVILES. 

SUMARIO: Procede el recurso extraordinario contra la 
sentencia que declaró improcedente la afiliación del 
personal del Banco Central de la República Argentina, 
a la Caja Nacional de Jubilaciones Banca rus. 

El Banco Central de la República Argentina no 
es una dependencia del Gobierno ni una institución 
oficial. Reviste el carácter de empresa bancaria mixta 
y sui géneris, y su personal no está com p rendido en 
la ley N" 4349, sino en la ley N 9 11.575, de creación 
de la Caja Nacional de Jubilaciones Sanearías. 

JUICIO: Banco Central de la República Argentina. 

Caso: Resulta de la3 piezas siguientes: 



DICTAMEN' DEL PROCURADOR GENERAL 
Suprema Corte: 

Según resulta de la nota obrante a fs, 1, el señor 
gerente del Banco Central de la República Argentina 
se dirigió a la Caja Nacional de Jubilaciones Bancarias, 
expresándole que, de acuerdo con el art. 59 de la ley 
N° 12.155, una parte del personal de dicho Banco había 
de someterse al régimen de la Caja; por lo cual soli- 
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citaba informes acerca de los requisitos a cumplir, y 
también la provisión de fichas y demás elementos com- 
plementarios. La Caja resolvió que podría incorporar- 
se a ella el personal del Banco Central sujeto, en ese 
momento, al régimen de la ley de jubilaciones civiles u 
otra nacional de jubilaciones (art. 59, ley N> 12.155), 
debiendo dicho Banco efectuar aportes solamente sobre 
los sueldos de tales empleados; y que, en cuanto a los 
restantes, no procedía la afiliación ni debía a su respec- 
to efectuarlos (fs. 9, febrero 28 de 1936). 

La presidencia del Banco interpuso entonces ape- 
lación para ante la Cámara Federal, y ésta, a fs. 29, con- 
firmó lo resuelto por la Caja. Tal es el caso que se trae 
ahora a conocimiento de V. E. por vía del recurso ex- 
traordinario, procedente por haberse puesto en tela de 
juicio la interpretación do una ley especial del Con- 
greso. 

A partir del escrito de apelación, obrante a fs. 10, 
quedó planteada claramente la tesis del Banco acerca 
del derecho de sus empleados para acogerse a la ley de 
jubilaciones banenrias, hállense o no comprendidos en 
el caso del art. 59 de la ley X 9 12.155. Cabría observar, 
sin embargo, que, propiamente hablando, el recurrente 
no pide condena o absolución alguna en contra de la 
Caja, o a favor de sí mismo o de algún empleado deter- 
minado, suponiendo pudiera invocar esta última repre- 
sentación para asuntos de carácter tan personal; de 
suerte que el fallo de V. E., caso de dictarse, parecería 
destinado a resolver mas un problema jurídico de ca- 
rácter general, que una cuestión concreta entre partes 
litigantes, susceptible de terminar por absolución o por 
condena. Es obvio que ese fallo, aunque importe valioso 
precedente para la resolución de litigios ulteriores, no 
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podría utilizarse, por vía de cumplimiento inmediato, 
a favor o en contra de ningún empleado del Banco Cen- 
tral en particular. Hecha esta salvedad, considero que 
la sentencia recurrida interpreta correctamente las le- 
yes Nos. 11.575 y 12.155, en la parte pertinente. 

Respecto de la primera de las dos cuestiones con- 
trovertidas, recordaré a V. E. que el Banco Central ha 
nacido de la fusión de diversas reparticiones depen- 
dientes antes del Ministerio de Hacienda, o semiautó- 
nomns, tales como la Caja de Conversión, la Comisión 
de Redescuentos, o el Crédito Público Nacional, a las 
que se agregó otras ramas desprendidas del Banco de 
la Nación y de la Oficina de Control de Cambios (arts. 
3', 18, 20 y 21, decreto N* 61.127, del 18 de mayo de 
1935); y aun sin tal antecedente, sería inadmisible in- 
terpretar la ley en el sentido de que se quiso poner en 
manos de un Banco particular, el derecho exclusivo de 
emitir billetes de curso forzoso (arts. 35 y 38, ley N° 
12.155), mantener el valor de la moneda nacional y ac- 
tuar como un regulador del comercio exterior de la 
República, todo ello a título de concesión gratuita. Esas 
funciones corresponden al Banco de la Constitución, 
esto es, a una entidad que desempeñe funciones oficia- 
les. ¿Cómo admitir que a dicha entidad no le alcance la 
garantía de los tribunales federales y deba acudir, co- 
mo cualquier Banco particular, a los tribunales ordina- 
rios o a la justicia provincial, cuando necesite pedir 
amparo de sus derechos? Aunque esté integrado el 
directorio con representantes de los institutos de cré- 
dito particulares, es siempre el Poder Ejecutivo Na- 
cional quien nombra el presidente y vice de la institu- 
ción con acuerdo del Senado, y al síndico y otro de los 
directores, sin ese acuerdo; y el mismo Gobierno, sus- 
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oriptor por un torció do la totalidad de las acciones, 
prohibe a cualquier otro do los accionistas serlo en pro- 
porción tan elevada, impone la cxpi.sa restricción de 
hacer préstamos a los gobiernos de provincia y a las 
municipalidades, lija ciertas limitaciones a la tasa del 
interés, y establece correlaciones permanentes entre el 
Banco, el Ministerio de Hacienda y la Contaduría Gene- 
ral, que no tendrían sentido tratándose de una asocia- 
ción privada de capitales. No son los accionistas sino 
el Congreso Nacional, quien traza al directorio las 
nonnas a que debe ajustarse en el desempeño de su 
mandato. 

La segunda cuestión a que esta controversia se re- 
fiere — alcance del art. 59 de la ley N* 12.155 — está 
íntimamente ligada a la anterior, y me limitaré a dar 
por reproducidos, a su respecto, los fundamentos del 
fallo de la Cámara Federal, agregando tan sólo que 
parece buena norma de interpretación admitir haya 
querido someter la Nación al Banco Central, a un sis- 
tema jubilatorio semejante al de los otros Bancos oficia- 
les, incluso el extinguido Nacional, y el de la Nación, que 
en algún momento fueron también organizados para 
funcionar como institutos mixtos. 

Pienso, pues, que corresponde confirmar la resolu- 
ción apelada. — Buenos Aires, junio 25 de 1936. — 
Juan Alvares. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, septiembre 2 de 1936. 

Y Vistos: El recurso extraordinario deducido con- 
tra la sentencia de la Cámara Federal do esta Capital, 
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pronunciado en la cuestión promovida entre el Banco 
Central y la Caja de Jubilaciones Sanearías. 

Y Considerando: 

Que el Banco Central, creyendo quo su personal se 
halla amparado por la ley N 9 11.575 de creación de 
aquella Caja, ha pedido su afiliación a la misma, la que 
le fué negada por resolución de su directorio. Que ape- 
lada ésta ante la Cámara Federal, ha sido confirmada. 
Hay, en consecuencia, un derecho que se fundaba en la 
interpretación de una ley nacional que ha sido desco- 
nocido en el fallo apelado, y por ello correspondería el 
recurso extraordinario — art. 14, inc. 3? ley N 9 48. 

Pero habiéndose observado que en el asunto de que 
se trata no se ejercita un derecho lesionado ni se pide 
una condenación concreta, lo que querría decir que no 
existe la contienda judicial que se requiere para que 
la justicia pronuncie su fallo con fuerza compulsoria, 
ya que sería improcedente un pronunciamiento pura- 
mente teórico o doctrinario, conviene recordar que el 
Banco Central en su nota de fs. 7 reclama categórica- 
mente para su personal la afiliación que en su concep- 
to lo acuerda la ley N 9 11.575 citada y ofrece hacer los 
aportes que le corresponde, a lo que la Caja, de acuerdo 
con su resolución de fs. 9, contesta negándola y rehu- 
sando recibir aquéllos. 

Que no se puede negar que el Banco Central, como 
toda institución de su carácter, tiene un interés legí- 
timo on que su personal se acoja a la ley de amparo 
social que le corresponde, independientemente del inte- 
rés que pueda tener cada uno de sus miembros, como 
que la institución misma está encargada por la ley de 
hacer los aportes que le corresponde, además de los 
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propios, siendo así su derecho correlativo de sus de- 
beres legales, y entonces pudo requerir de la Caja un 
pronunciamiento al respecto. 

Que la Caja al negar la afiliación desconoce el de- 
recho invocado e inhabilita al Banco para llenar los 
deberes que en su concepto le incumben por la ley cita- 
da, arts. 4 9 y 17, produciéndole un verdadero agravio 
o lesión, cuya reparación debe forzosamente buscarse 
ante la justicia, desde que fuera de ella no habría 
ninguna otra autoridad investida de la suficiente potes- 
tad para dirimir esta cuestión planteada entre dos en- 
tidades independientes. 

Que de no ser así ella quedaría sin resolverse in- 
definidamente, si se considera que los empleados no 
tienen acción directa para reclamar su afiliación den- 
tro del mecanismo establecido por la ley, desde que no 
son ellos los que llevan sus aportes a la Caja, sino que 
es el Banco quien debe retenerlos periódicamente y en- 
tregarlos por mandato indeclinable de la ley. La reía- 
cióu jurídica del empleado con la Caja, puede ponerse 
en ejercicio recien cuando el empleado se presenta re- 
clamando su jubilación o pensión, y esta situación no 
podría ser reconocida a empleados de un estableci- 
miento que por habérsele negado la afiliación, no hizo 
los aportes (art. 22 de la ley X o 11.575 y concordantes). 

Que establecida en estos términos la cuestión, por 
una parte, el Banco Central que reclama para su per- 
sonal el amparo de aquella ley con todas sus conse- 
cuencias jurídicas, y por otra la Caja de Jubilaciones 
Bancarias que se lo niega, hay, sin duda, lo contencioso 
para que pueda la justicia pronunciarse, o sea la mate- 
ria propia del litigio, del cual únicamente puede surgir 
el recurso extraordinario, pues no siendo éste sino la 
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última etapa de aquél, no se concibe que pueda haber 
recurso extraordinario donde no ha habido verdadera 
contienda. 

Por estas consideraciones, se declara bien conce- 
dido. 

En cuanto al fondo de la cuestión conviene exami- 
nar ante todo, si el establecimiento de que se trata es o 
no un Banco. 

El art 7' de la ley N» 11.575 define lo que debo 
entenderse por empresas bancarias, y dice: "Las que 
explotan en forma permanente y como objetivo princi- 
pal de sus operaciones la industria del crédito median- 
te la acumulación de capitales que se entregan en prés- 
tamos a terceros, bajo cualquiera de las formas usua- 
les del crédito personal o real". La ley N» 12.155 dice 
a su vez, art. 3", que el Banco Central tiene por objeto : 
a) "Concentrar reservas suficientes (claro que es de 
capital) para moderar las consecuencias de las fluctua- 
ciones en las exportaciones y las inversiones de capita- 
les extranjeros, sobre la moneda, el crédito y las acti- 
vidades comerciales, a fin de mantener el valor de la 
moneda"; b) "Regular la cantidad de crédito y de los 
medios de pago, adaptándolos al volumen real de los 
negocios"; c) "Promover la liquidez y funcionamien- 
to del crédito banca rio", etc., etc. Y como medios de 
acción para llenar estos fines, el art. 32 lo autoriza para 
hacer, entre otras, las siguientes operaciones: "Re- 
cibir dinero en depósito de cuenta corriente; redescon- 
tar a los Bancos accionistas (que son todos los que 
operan en el país con un capital de más de un millón 
de pesos) documentos provenientes de operaciones so- 
bre mercaderías generales; a éstos y a los que no lo 
son, documentos provenientes de negociaciones sobre 
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ln producción agropecuaria o industrial del país; acor- 
dar a los Bancos accionistas adelantos sobre valores 
fiscales, letras de cambio y pagarés de aquella natura- 
leza; sobre oro amonedado y en barras; actuar como 
agente y corresponsal dé otros Bancos". 

Todas estas atribuciones, cuyo ejercicio constituye 
la vida diaria de la institución, referidas a su función 
primordial de regular la cantidad de crédito y los rae- 
dios de pago f adaptándolos al volumen real de los nego- 
cios, para evitar las consecuencias de las fluctuaciones 
violentas do la exportación e importación de capitales 
sobre el crédito y el valor de la moneda, para lo cual 
debe operar constantemente con el redescuento y los 
otros medios ya indicados, caracterizan suficientemen- 
te la condición de empresa bancariá que reviste el Ban- 
co Central. 

El redescuento que consiste en proporcionar el di- 
nero a un Banco recibiendo por endoso su cartera, me- 
diante determinada diferencia de interés, en lugar de 
prestarlo directamente al público, es una operación 
netamente de crédito, desde que a base del crédito del 
Banco y de sus clientes es que se negocia y se realiza 
una ganancia. Las otras operaciones autorizadas, sea 
que se facilite dinero en adelanto a los Bancos sobre sus 
documentos o papeles comerciales, o sea sobre oro amo- 
nedado, barras, valores fiscales, etc., etc., constituyen, 
igualmente, modalidades del ejercicio del crédito real 
o personal, capaces de producir utilidades. 

Bien es cierto que no es la ganancia ni el dividen- 
do el fin único que persigue el Banco Central, pues al 
fundarlo se ba buscado otros fines más altos y trascen- 
dentes y se le ha conferido facultades que son propias 
de la soberanía del Estado, erigiéndolo, bajo cierto as- 
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pecto, en una institución pública. Pero es innegable que, 
habiéndose optado por organizado por suscripción de 
acciones, llamando a contribuir al capital privado de 
los Bancos, imprescindiblemente debía ofrecerse el ali- 
ciente de la utilidad o dividendo que la ley con sabia 
discreción en este caso ha limitado al 5 % (art. 51), 
para evitar, sin duda, que ese interés privado pese de- 
masiado en sus determinaciones. De manera que no 
puede afirmarse que esta institución, que opera cons- 
tantemente sobro el crédito, no persiga hacer ganan- 
cias, pretendiendo despojarlo del carácter de una in- 
dustria, para negarle el de empresa bancaria. 

El Banco Central, proporcionando "a los demás 
Bancos los beneficios de una organización bancaria 
central será un Banco de los Bancos", decía Otto Nie- 
meyer al proponer su fundación (mensaje del P. E. 
acompañando el proyecto de ley, C. de Senadores, t. 
III, pág. 604, segunda columna). 

Que establecido que el Banco Central es un ver- 
dadero Banco, habría que averiguar si no es también 
una dependencia del Gobierno o una institución oficial 
que pudiera estar entre las que comprende la ley ge- 
neral de pensiones y jubilaciones civiles, N° 4349. 

Que, desde luego, la enumeración concreta y pre- 
cisa que hace esta ley de las instituciones de crédito 
que ampara, es excluyente de toda otra. 

El Banco Central de reciente creación, no es el 
Banco de la Nación a que se refiere el art. 2% inc. 3*. 
Si fuera una institución oficial o una dependencia 
el Gobierno, su personal estaría comprendido en el 
, inc. I 9 . Pero indiscutiblemente no lo es, según 
carta orgánica. Su capital de 30.000.000 debe ser 
uscripto por el Gobierno en 10.000.000 y el resto por 
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los Bancos asociados (arts. 5 9 y &>) ; su directorio, 
compuesto por un presidente, un vice y doce miembros, 
es nombrado en su gran mayoría por los Bancos ac- 
cionistas, puos el P. E. nombra, con acuerdo del Senado 
solamente los dos funcionarios primeramente enuncia- 
dos y un director (arts. 11 y 12); siendo sus resolu- 
ciones tomadas por simple mayoría de votos (art. 19) ; 
sus presupuestos de gastos y balances, formulados por 
el directorio, son votados o aprobados por la asamblea 
de los representantes de los Bancos, sin intervención 
alguna del P. E. ni del Congreso (arts. 20 y siguientes), 
a diferencia de lo establecido para todas las reparticio- 
nes autónomas del Gobierno. A todo esto podemos 
agregar que la Inspección de Justicia interviene, como 
en toda sociedad anónima, al efecto de asegurar el 
cumplimiento de las disposiciones legales (art. 56) y 
que las utilidades del Banco se dividen entre accio- 
nistas y el Gobierno, de acuerdo al art. 51. 

Un Banco constituido en esta forma y con tales 
directivas no puede ser clasificado como una institu- 
ción netamente oficial. Y si se objetara que es el Ban- 
co de la Constitución, investido de la facultad delica- 
dísima de emitir billetes, que mandaba fundar el art. 
67, inc. 5% puede contestarse que no por ello debe ser 
necesariamente una dependencia del Gobierno. Puede 
ser un Banco particular investido de ésa y de otras 
funciones públicas, por delegación, dentro de formas, 
reglas y condiciones de garantía, que la ciencia aconse- 
ja y cuyo ejemplo ofrecen Francia, Inglaterra, Bélgica, 
Estado* Unidos, y aun nuestro propio país con la fun- 
dación del Banco Nacional en 1872, sobro el cual y dis- 
cutiéndose su carácter tuvo ocasión de pronunciarse es- 
ta Corte Suprema declarando 44 que la Constitución no 
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exige que el Congreso funde un Banco rigurosamente 
de Estado, dirigido por los poderes públicos de la 
Nación" y que confiriendo la autorización para organi- 
zarlo sin determinar forma ni sistema, 4 4 la Constitu- 
ción ha dejado la elección al prudente criterio del Con- 
greso" (Fallos: t. 9, serie 2% pág. 162). La misma doc- 
trina ha sido sostenida por Albbrdi (Confederación 
Argentina, t. 2 o , pág. 648); Lucio Vicente López (De- 
recho constitucional, pág. 213); J. V. González (Cons- 
titución Argentina, pág. 446, párrafo 411); Terbt (La 
crisis — Sistema bancario, pág. 239) y otros. 

El P, E. en el mensaje de referencia dijo: 14 La 
independencia del instituto emisor frente al Estado, 
para que éste no trate de convertir en fondos propios 
los recursos de aquél, obliga a poner al Banco Central 
totalmente a cubierto de influencias que resultarían 
perturbadoras de su funcionamiento." Y siguiendo en 
este orden de ideas agregó: 4 4 Son bien conocidas las 
consecuencias deplorables del funcionamiento de un 
instituto emisor que no haya gozado de un alto grado 
de independencia con respecto a los directores del te- 
soro público". El Congreso Nacional ha sancionado el 
proyecto con el mismo espíritu y puede decirse que con 
rara uniformidad se han pronunciado a este respecto 
los diputados y senadores de los diversos sectores polí- 
ticos que intervinieron en el debate, como puede verse 
en los respectivos diarios de sesiones. 

Que con estos antecedentes no es posible decir que 
el Banco Central es una dependencia del Gobierno, ni 
una institución oficial, cuyos empleados revisten el ca- 
rácter de empleados públicos, habilitados a ampararse 
en la disposición del art. 2% inc. I 9 de la ley de jubila- 
ciones civiles. 
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Es una empresn bancada mixta y $üi generis, con 
particularidades que la distinguen de todas las demás 
y cuyo buen funcionamiento interesa sobremanera al 
Estado, como que en ella tiene sus órganos de control 
y de supervisión (el síndico que designa el P. E.) ; pero 
que no por eso deja de estar comprendida, como las 
demás empresas de Banco, entre las que ampara la ley 
N* 11.575. 

Que si se ha de buscar la intención presunta con 
que el legislador ha sancionado la ley X 9 12.155 sobre 
el punto en discusión, la encontramos clara y casi ex- 
plícita en el art. 59 cuando, al acordar la opción a los 
empleados que antes hubiesen tenido una determinada 
afiliación» les abre las puertas de la Caja Banca rin co- 
mo la más indicada. Si no fuera así, los habrían diri- 
gido a la Caja de Jubilaciones Civiles; pues nunca 
podría interpretarse que tuvo la intención de establecer 
diferencias o desigualdades en la situación del personal 
que no tendrían razón de ser, interpretación que, por 
otra parte, importaría contrariar normas de derecho 
que esta Corte ha refirmado siempre en sus pronun- 
ciamientos. 

En su mérito y oído el señor Procurador General, 
se revoca la sentencia aipelada en todo cuanto pudo ser 
matoria del recurso y se declara que la Caja de Jubila- 
ciones de Empresas Bancarias, está en el deber de re- 
cibir los aportes que el Banco Central ofrece depositar 
como afiliado a la misma, de acuerdo a la ley X 9 11.575. 
Xotifíqucsc y en su oportunidad devuélvanse. 

Roberto Repetto — Antonio 
Sagarna — Luis Linares 
— B. A. Nazar Ancho- 

RENA — JüAX B. TeRAN. 



• 
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RECURSO EXTRAORDINARIO IMPROCEDENTE — 
SENTENCIA DEFINITIVA — FUNDAMENTO. 

SUMARIO: Si bien d carácter definitivo e irreparable del 
auto dictado en juicio sumario autorizaría el recurso 
extraordinario, éste es improcedente porque aquella 
resolución se funda en razones de orden procesal. 

JUICIO: Cáeeres Manuel c|. Gobierna de Santiago 
del Estero. — Cobro ejecutivo. 

Caso : Resulta de las piezas siguientes. 



DICTAMEN DEL PROCURADOR GENERAL 
Suprema Corte: 

Salvo diferencias de detalle — aquí el crédito re- 
clamado procede de cupones vencidos de la deuda pú- 
blica provincial de Santiago del Estero — el problema 
jurídico planteado en este expediente ofrece analogía 
con el que he estudiado en mi dictamen del caso: "Gas- 
par Lemos v|. Provincia de Santiago del Estero, expte. 
L. 60, VIH", Por las razones allí aducidas, en cuanto 
resulten aplicables, opino que corresponde conceder el 
o extraordinario traído directamente ante V. E. 
t el Dr. Manuel C. Cáeeres. 

Buenos Aires, abril 24 de 1936. 




Ju<m Alvar ez. 
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, septiembre 4 de 1936. 

Vista: La queja por recurso extraordinario que 
ha sido denegado por la Cámara Civil de Santiago del 
Estero, interpuesto contra la sentencia de fs. 37, pro- 
nunciada en el juicio ejecutivo seguido por el doctor 
Manuel Cáceres contra el Fisco Provincial, y 

Considerando : 

Que, no obstante tratarse de un auto pronunciado 
en juicio sumario, teniendo efecto de carácter defini- 
tivo o irreparable, es de aquéllos que pueden por excep- 
ción dar origen al recurso interpuesto, de acuerdo a 
la jurisprudencia establecida por este Tribual (Fa- 
llos: t. 42, pág. 69; t. 100, pág. 157; t. 112, pág. 5; t. 118, 
pág. 490 y otros). 

Que siendo así, habría que averiguar si la senten- 
cia recurrida se funda, como lo sostiene el recurrente, 
en una ley local impugnada de inconstitucional, por 
oponerse a preceptos de la ley civil, solamente, o si, pol- 
lo contrario, trae otros fundamentos de derecho proce- 
sal o de orden común suficientes para sustentarlos. 

Que examinada la sentencia, se ve que cae en el 
segundo supuesto. Después de sostener la inembarga- 
bilidad de las rentas de la provincia, fundada en el 
destino presuntivo que la Ley de Presupuesto Provin- 
cial da a las mismas, para llenar las necesidades de 
la administración, lo que podría dar lugar al recurso 
de acuerdo a lo resuelto en el caso de Gaspar Lemos 
contra la misma provincia, fallado en agosto 5 del co- 
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rriéllíe año, agrega que el embargo que se discute se 
opone a la interpretación que debe darse al art. 839 
del Código de Procedimientos, porque, tratándose de 
la ejecución de cupones vencidos de la Ley N» 982, la 
que en su art. 6' destina especialmente para el pago' de 
sus servicios el producido no afectado del rubro "Im- 
puestos atrasados" y el veinte por ciento de patentes, 
agregando, que si estos recursos no fueran suficientes 
se completará de rentas generales, lo que correspondía 
era, en caso de ser embargables las rentas, que se hu- 
biese procedido primeramente a ejecutar los recursos 
afectados y después, en caso de insuficiencia, recién 
los que se han embargado correspondientes a la Ley 
N* 12.139 que ingresan a rentas generales. 

Esto último motivo, fundado en una ley local, es 
suficiente para determinar el levantamiento del em- 
bargo, sin que esté en las atribuciones de este Tribu- 
nal pronunciarse si esa interpretación es o no la que 
corresponde a la disposición citada, que por su natu- 
raleza es de mero procedimiento, pues tiende solamen- 
te a reglar el orden en que debe procederse en el ejer- 
cicio de un derecho sin afectar ni desconocer el dere- 
cho mismo. 

En su mérito y oído el señor Procurador General, 
se declara bien denegado el recurso, 

Notifíquese, repóngase el papel y archívese, de- 
volviéndose los autos remitidos como mejor informe al 
tribunal de su procedencia con transcripción de la pre- 
sente resolución. 

Roberto Bepetto — Antonio 
Sacatín a — Luis Linares 
— B. A. Nazab Anchore- 
na — Juan B. Terán. 
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RECURSO EXTRAORDINARIO PROCEDENTE — 
IMPUESTOS INTERNOS — MULTA — PRES- 
CRIPCION — ACCION — PENA. 

SUMARIO: Procede el recuno extraordinario deducido 
por el Fiscal de Cámara respecto del fallo dictado con- 
tra la inteligencia dada por el Fisco al art. T de la ley 
N* II 585. 

La prescripción de cinco años establecida en el 
art. r de la ley N 9 11 585, se refiere tanto a ta acción 
como a la pena. 

JUICIO: Impuestos Internos c| Pluchino & Fernandez. 
Infracción. 

Caso : Resulta del siguiente 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, septiembre 7 de 1936. 

Y Vistos : Los del recurso extraordinario deduci- 
do por el Fiscal de Cámara contra la sentencia de la 
Cámara Federal de la Capital de fs. 174, y 

Considerando: 

V Que el recurso extraordinario es procedente 
por haberse fallado esta causa por la Cámara a-quo en 
contra de la inteligencia dada por el Fisco al art. I 9 
de la ley nacional X* 11.585 (art. & de la ley 4055 y 14 
inc. 3* ley X 9 48). 

2* El art. 1° de la ley 11.585, dispone que "los 
impuestos y las multas por infracción de las leyes de 
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impuestos se prescriben a los 10 y 5 años respectiva- 
mente". Esta disposición no distingue entre acción 
y pena. Y aun cuando pudiera parecer de su texto, 
que so refiriese tan sólo a esta última, como lo sostie- 
ne la sentencia, es de advertir que la disposición con- 
tenida en el art. 3* de la misma ley al disponer que los 
actos de procedimiento judicial interrumpen el término 
do prescripción de la acción y de la pena, aclara su 
interpretación en el sentido de que se refiere a ambas, 
como ha sido el propósito del legislador al alargar 
hasta 5 años los breves términos del Código Penal en 
cuanto a la prescripción de la acción y de la pena. La 
ley N 9 11.585, en efecto, se propuso el evitar la notoria 
impunidad que alcanzaban los infractores a las leyes 
de impuestos internos especialmente con innúmeros 
recursos tendientes a demorar la tramitación de las 
causas hasta que se produjera la prescripción. El Se- 
nador Campos, miembro informante, al fundar el des- 
pacho de la comisión se refiero a la facilidad con que 
ee prescriben "casi todas las infracciones a las leyes 
de impuestos internos Y al votarse la modificación 
agregada "La acción para imponer multas y la acción 
para hacerlas cumplir una vez impuestas se prescribo 
a los cinco años'', el mismo Senador pidió se suprimie- 
se, por no tener objeto, a lo que accedió el Senado, que- 
dando la ley en la forma actual. Nada se dijo en nin- 
guna de las Cámaras que permita inferir el propósito 
del legislador en el sentido de que sólo se haya referi- 
do a la pena y no a la acción correspondiente a la in- 
fracción cometida, cuyo término de prescripción se 
resolvió extender a cinco anos, como antes se expresa. 

En su mérito se revoca la sentencia de fs. 174 que 
declara prescripto el derecho de acusar. 
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Kotifíquese, repóngase el papel y devuélvanse los 
autos. 

Antonio Sagarna — Luis Li- 
nares — B. A. Nazab An- 
choreka — Juan B. Te- 
rán. 

NOTA. — En la misma fecha, se dictó análoga sen- 
tencia en el juicio seguido contra Moussión Gustavo. 
(5846 P 1933). 



RECURSO EXTRAORDINARIO PROCEDENTE — 
INCONSTITUCIONALIDAD — EMPLEADOS 
DE COMERCIO — DESPIDO — PREAVISO — 
INDEMNIZACION. 

SUMARIO: Procede el recuno extraordinario contra la 
•emenda definitiva contraria al derecho que se funda 
en la Constitución Nacional. 

Es constitucional el art. 157, inc 2 del Código 
de Comercio reformado por U ley N 11.729. No 
lo es, en cambio, el art. 2° de esta ley, en cuanto obli- 
ga al principal a pagar al empleado, « todos los casos 
de despido, haya o no preavk.% una indemnización no 
inferior a la mitad de su retribución mensual por cada 
año de servicio, reconociéndose la antigüedad de éste 
hasta cinco áfios anteriores a la sanción de la ley» 

JUICIO: Saltamartini Pedro c| Compañía de Tran- 
ways "La Nacional f \ indemnización de despido. 

Caso: Resulta de las piezas siguientes. 
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DICTAMEN* DEL PROCURADOR GENERAL 



Suprema Corte: 

Un operario despedido de la Compañía de Tran- 
ways La Nacional, de La Plata, demandó a esta últi- 
ma por cobro de dos meses de sueldo y la indemniza* 
ción correspondiente a seis años de servicios, q*je auto* 
riza la ley 11.729. En primera instancia rolo so discutió 
si dicha ley es aplicable a las empresas tranviarias; 
pero ante el tribunal de apelación, la parte demandada 
opuso inconstitucionalidad, en cuanto la referida refor- 
ma al Código de Comercio importe modificar contratos 
anteriores a su vigencia. Por tal concepto, el recurso 
extraordinario procede. 

Entrando al fondo del asunto cabría, ante todo, 
preguntar si realmente hay en este caso algún contrato 
celebrado entre las partes con anterioridad a la vigen- 
cia de la ley 11.729. Se trata de un obrero a jornal, y 
semejante forma de estipular el precio está ya reve- 
lando que el ajuste se renovaba diariamente. La in- 
demnización se exige sobre la base de los jornales pa- 
en febrero de 1935, que, según el propio actor, 
multan ser superiores a los exigibles al tiempo de ser 
promulgada la ley (21 de septiembre de 1934). Bajo 
concepto, resultaría que el trato se- hizo cuando re- 
ía ya la ley nueva. 

El problema se complica, sin embargo, al advertir 
la misma ley, para graduar el monto de las indem- 
¡aciones, utiliza un criterio determinado por el nú- 
mero de años que el obrero estuvo al servicio del pa- 
trón; y en este caso, la demanda hace derivar parte de 
reclamos, de servicios prestados mucho antes de 
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septiembre de 1934, o sea bajo el imperio del art. 157 
del Código de Comercio, sin modificaciones. Corres- 
ponde establecer, entonces, si la ley nueva ha podido 
modificar, con referencia a ciertos actos del pasado, 
las responsabilidades que por entonces derivaron legal- 
mente de tales actos. 

La obligación del comerciante de pagar un mes de 
sueldo a sus empleados en caso de despido, regía des- 
de tiempo atrás, por precepto expreso del Código de 
Comercio, sin necesidad de contrato previo alguno; y 
así la ley de reformas, se limita a extender y ampliar 
obligaciones nacidas de otra ley. 

¿Ha podido hacerlo con efecto retroactivo! La re- 
forma en cuestión, al ser sancionada por las Cámaras, 
el 26 de septiembre de 1933, prevenía en su art. 3': "las 
disposiciones de esta ley se declaran de orden público, 
y se aplicarán a los casos de despido ocurridos desde 
. el 1» de agosto de 1932", El Poder Ejecutivo, conside- 
rando inconstitucional tal rctroactividad, vetó ese ar- 
tículo, en 2 de octubre del mismo año, y por falta do 
insistencia, quedó definitivamente suprimido. Mediaba 
igual razón para vetar los demás que crean obligacio- 
nes derivadas de ajustes de jornal, cancelados con mu- 
cha anterioridad a la reforma, y que, en su época no 
dieron origen al crédito que hoy invoca el actor contra 
la empresa demandada; poro el veto no alcanzó a esta 
segunda parte, y a ello se debe que situaciones equipa- 
rables, hayan resultado encararse con criterios distin- 
tos. 

Considero francamente inconstitucional este tipo 
de rctroactividad, por cuya virtud la ley toma del bol- 
sillo del patrón una cierta suma de dinero y se la hace 
entregar al empleado, a título de ajustes que, al tiem- 
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po do producirse, no creaban tal responsabilidad ni 
permitieron presumirla. Como lo ha dicho V. E. en 
el fallo del tomo 144, pág. 219 y en otros más, aunque 
la u retroactividad de las leyes sea un precepto del Có- 
digo Civil y no de la Constitución, ella adquiere la 
trascendencia de un principio constitucional cuando la 
aplicación de la ley nueva priva al habitante de la Na- 
ción de algún derecho incorporado a su patrimonio, 
pues entonces tal principio se confunde con la garantía 
dé ln inviolabilidad de la propiedad. 

No tiene importancia alguna el argumento de que 
aquí puede imponerse rctroactividad, porque la refor- 
ma al Código de. Comercio afecta al orden público. El 
art. 3' de la primitiva sanción que daba caracteres de 
orden público a la reforma, fué vetado por el P. E.; 
y aparte de ello, ha de recordarse que el mismo código, 
durante toda su vigencia, o sea hasta septiembre de 
1934, prohibía dar efecto retroactivo a las interpreta- 
ciones que de su texto hiciera el Poder Legislativo (art. 
4», título preliminar). 

El Congreso de 1934, en uso de facultades consti- 
tucionales indiscutibles, pudo reformar al Código de 
Comercio, concediendo o negando ciertos derechos, pa- 
ra lo sucesivo; pero no estuvo entre sus atribuciones 
la de declarar que existió en el pasado, por virtud de 
la ley, un crédito que en aquél momento no era impues- 
to por ley alguna. Semejante declaratoria importaría 
admitir que los legisladores de 1934 tuvieron el dere- 
cho de legislar para 1929, reemplazando a quienes en 
esa techa ejercitaban válidamente la representación na- 
cional. Parece abiertamente violatorio de las normas 
fundamentales de nuestro Estatuto este sistema de le- 
gislar hacia atrás, por cuya virtud un Congreso decía- 
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ro en 1934, que ha sido ley y obligatorio en 1929, lo que 
los legisladores de entonces no quisieron que lo fuera. 
Con el mismo derecho, otra ley futura podría ordenar 
a los empleados despedidos hoy, devuelvan mañana a 
sus patrones todo lo que éstos les paguen por concepto 
de la actual reforma. No se concibe una organización 
jurídica respetable, a base de semejante instabilidad. 
Cuando la Constitución declara que nadie está obliga- 
do a hacer lo que la ley no manda — o en el caso actual, 
a pagar lo que ella no ordene — se refiere evidente- 
mente a leyes actuales, cognoscibles por los habitantes 
del país, y no a preceptos futuros acerca de cuyo con- 
tenido es imposible formarse idea y que, por lo tanto, 
no pueden servir de norma reguladora de los actos, ni 
de las obligaciones emergentes de ellos. 

A mérito de lo expuesto, opino que la demanda es 
procedente sólo en cuanto se refiere al ejercicio de los 
derechos emanados de la ley 11.729, desde el día de su 
promulgación en adelante; y que debe declararse in- 
constitucional dicha ley 11.729, en cuanto ella importe 
crear responsabilidades derivadas de actos anteriores 
a su vigencia. — Buenos Aires, diciembre 9 de 1935. — 
Juan Alvares. 
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Buenos Aires, septi ?mbre 10 de 1936, 

Y Vistos: Los del recurso extrac rdinario concedi- 
do a fs. 39 a la Compañía de Tranways 44 La Nacional" 
contra la sentencia de la Cámara 1* de Apelación de 
La Plata en los autos que le sigue Pedro Saltamnrtim, 
sobre indemnización por despido. 
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Considerando : 

l 9 Que el recurso es procedente por haberse sos- 
tenido por la parte apelante que la ley X 9 11.729 es con- 
traría a los arts. 14 y 17 de la Constitución Nacional y 
ser la sentencia definitiva de la Cámara a-qno contraria 
al derecho invocado. (Art. 14, inc. 3 9 ley N 9 48). 

2 9 Que el actor, fundado en la ley N 9 11.729, de- 
manda el cobro de dos meses de sueldo por despido sin 
proaviso y además la indemnización correspondiente a 
seis años de servicios, en concepto de indemnización 
por despido. 

La sentencia de primera instancia confirmada por 
la Cámara a-quo de acuerdo con la ley N 9 11.729 conde- 
na a la demandada a pagar al obrero actor el importe de 
dos retribuciones mensuales por haber sido despedido 
sin aviso previo (art. 157, inc. 2') y también el importe 
de medio mes de retribución por cada año de servicios 
(Art. 157, inc. ». 

3 9 Que la. citada ley en su art. I 9 , al sancionar el 
nuevo art. 157, inc. 2 9 del Código de Comercio, ha 
podido, a semejanza de lo preceptuado en el anterior 
art. 157, disponer que no se disuelva en lo futuro el 
contrato de empleo sin previo aviso dado con un mes 
de anticipación cuando el empleado tuviera una anti- 
güedad en el servicio no mayor de cinco años y de dos 
meses cuando la antigüedad fuese mayor de cinco años; 
y establecer una indemnización a cargo del empleador 
o empleado que viole esta disposición (ver art. 157 inc. 
6°) equivalente a una o dos retribuciones mensuales, 
según que el empleado tuviese una u otra antigüedad. 
Pues es atribución del Congreso Nacional el dictar los 
Códigos comunes y hacer las leyes y reglamentos que 
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sean convenientes para poner en ejercicio los poderes 
concedidos al Gobierno de la Nación (art. 67 inos. 11 
y 28 de la Constitución Nacional) y ya que aquella 
disposición legal sólo produce sus efectos respecto de 
los despidos que se produzcan con posterioridad a la 
ley tal como lo establecía el art. 157 del Código de 
Comercio, respecto al preaviso de un mes, antes de 
ser modificado por la ley N° 11.729. Es éste un caso 
de los previstos en el art. 4044 del Código Civil 
que dispone que las nuevas leyes deben ser aplicadas 
a los hechos anteriores, cuando sólo priven a los parti- 
culares de derechos que sean meros derechos en expec- 
tativa, por que como lo dice la nota del codificador 
*'el interés general de la sociedad exige que las leyes 
puedan ser modificadas y mejoradas, y que las leyes 
nuevas que necesariamente se presumen mejores, reem- 
placen cuanto antes a las antiguas, cuyos defectos van 
a corregir". No puede aceptarse, pues, que principio 
alguno constitucional se encuentra afectado por la san- 
ción «leí art. 157 inc. 2% en la forma que lo dispone la 
ley N* 11.729. 

4 9 Que no puede decirse lo mismo del art. 2 9 de 
la ley N 9 11.729 que da efecto retroactivo al art. 157 
inc. 3*, en la parte impugnada por la demandada* En 
efecto, la obligación con que se grava al empleador, 
en todos los casos de despido, haya o no preaviso, 
consistente en una indemnización no inferior a la mitad 
de la retribución mensual dcLcmpleado por cada año 
de servicio o fracción mayor de tres meses, tomándose 
como base de retribución el promedio de los últimos 
cinco años, o de todo el tiempo del servicio cuando es 
inferior a aquel plazo, dispone que la antigüedad en 
el servicio ha de contarse desde los cinco años anterio- 
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res a la sanción de la ley, a los efectos de las indem- 
nizaciones establecidos en el art. 157. 

Es patente que tal efecto retroactivo dado a la ley 
sancionada en 1934 que grava con una indemnización 
ineludible al patrimonio del empleador en forma que 
éste no lia podido prever, aunque con el elevado pro- 
pósito de beneficiar al empleado, viola el derecbo de 
propiedad de aquél al imponerle una nuev¿i obligación 
en razón de servicios realizados y finiquitados con an- 
terioridad a la ley — cinco años — término durante el 
cual el legislador no creyó conveniente gravar con esa 
carga al empleador que despidiera a sus empleados. 
Pues si bien la irretroactividad de la ley, en materia 
civil, no es un principio o garantía constitucional que 
el Congreso no pueda derogar cuando el interés gene- 
ral lo exija, es de advertir — como lo tiene resuelto 
esta Corte en numerosos fallos — que esa facultad de 
legislar hacia el pasado no es ¡limitada, desde que so 
pretexto de legislar no podría violarse la garantía de 
la propiedad, que consagra el art. 17 de la Constitución. 
Y ello ocurre precisamente con el art. 2» de la ley 
N» 11.729, sólo en cuanto a ella hace surtir los efectos 
del despido legislado en el art. 147, inc. 3», a los cinco 
años anteriores a la sanción de la ley. 

5' Si se reconociera al Congreso la facultad de 
legislar hacia el pasado modificando las modalidades 
y efectos de los contratos vigentes, con efecto retro- 
activo a una época anterior a la sanción de la ley — 
cinco años en este caso — esa facultad podría igual- 
mente extenderse a cualquier número de años 10, 20 o 
30 años, con los desastrosos efectos jurídicos, econó- 
micos y sociales que es fácil imaginar. La inestabili- 
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dad v la inseguridad, el malestar económico y social 
serían sus fatales consecuencias. 

6" Es cierto que los nuevos hechos y las nuevas 
necesidades requieren la nueva y adecuada legislación 
que los contemple y regule, siguiendo el ritmo del pro- 
greso y de la vid« social. Y si el legislador, con ese 
criterio, ha considerado que la situación de los emplea- 
dos y obreros de comercio debe mejorarse, y por tanto 
que deben modificarse razonablemente las modalida- 
des y los efectos de los contratos existentes, nada obsta 
para que so realice esa alta finalidad poivmedio de una 
legislación adecuada, justa y razonable, cuyos benefi- 
cios en favor de los empleados, han empezado a sentir- 
se inmediatamente después de sancionada la ley. Pero 
de ahí a violar flagrantemente el patrimonio del em- 
pleador al punto de impedirle despedir a sus emplea- 
dos existentes al sancionarse la ley, sin pagarles una 
indemnización cuyo monto depende de servicios con- 
cluidos y liquidados con anterioridad a la misma y de 
acuerdo al contrato libremente pactado y a ley entou- 
ces vigente, hay una manifiesta diferencia que prohibe 
hacer el art. 17 de la Constitución Nacional, cuando 
declara la inviolabilidad de la propiedad, tal como ha 
sido interpretada esa garantía en los numerosos casos 
sometidos a la decisión de esta Corte. Con razón ju- 
rídica sostiene el Señor Procurador General 4 4 que es 
francamente inconstitucional este tipo de retroactivi- 
dad, por cuya virtud la ley toma del bolsillo del patrón 
una cierta suma de dinero y se la hace entregar al 
empleado a título de ajustes que, al tiempo de pro- 
ducirse, no creaban tal responsabilidad ni permitieron 
presumirla Y que "el Congreso de 1934, en uso de 
facultades constitucionales indiscutibles, pudo refor- 
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mar el Código de Comercio, concediendo o negando 
ciertos derechos para lo sucesivo; pero no estuvo en- 
tre sus atribuciones la de declarar que existió en el pa- 
sado, por virtud de la ley, un crédito que en aquel 
momento no era impuesto por ley alguna. Semejante 
declaratoria importaría admitir que los legisladores de 
1934 tuvieron derecho de legislar para 1929, reempla- 
zando a quienes en esa fecha ejercitaban válidamente 
la representación nacional"... "Con el mismo dere- 
cho otra ley futura podría ordenar a los empleados 
despedidos hoy, devuelvan mañana a sus patrones todo 
lo que éstos les paguen por concepto de la actual re- 
forma". 

7* En el caso "Avico v. de la Peza" (Fallos: 
t. 172, pág. 21) la mayoría de esta Corte no consi- 
deró que la llamada ley de moratoria hipotecaria 
N 9 11.741 fuera inconstitucional, aparte de las razones 
dadas, porque sus efectos regían para lo futuro. La 
prohibición de cobrar intereses que excedan de un má- 
ximo de 6 % anual sólo se la disponía "durante la vi- 
gencia de la ley", como lo dice expresamente el art. 6*. 
Los intereses que ya se habían percibido por el acree- 
dor, o que se le estuviese adeudando por cualquier 
lapso de tiempo anterior a la vigencia de la ley, no 
fueron modificados por ésta, ni habrían podido serlo 
constitucionalmente. 

8» Que la solución a que lógicamente conducen las 
consideraciones precedentes no está contradicha por el 
antecedente de otras leyes que se invocan, tales como 
la de Jubilaciones y Pensiones de Ferroviarios, y la 
de los empleados de empresas particulares N 9 11.110, 
que acuerdan, es cierto, beneficios al personal despe- 
dido del servicio sin causa justificada, un año o dos 
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antes dé la saución de dichas leyes, recargando con este 
especial favor los servicios de las respectivas Cajas y 
por ende la contribución de las empresas. Pero hay 
que tener presente que este recargo es insignificante en 
relación al volumen de los intereses de la Caja, y que 
por estas leyes el aporte de las empresas no se hace con 
desmedro de sus utilidades ni dividendos, ni mucho 
menos de su capital, sino con el aumento de las tarifas 
en los servicios públicos que prestan en la medida de 
lo necesario; aumento que naturalmente lo paga el pú- 
blico. (Arts. 2' y 3<\ ine. d de la ley X 9 9653, correla- 
cionados con los arts. 9*, inc. 6 9 y 59 de la lev X* 10.650. 
Art. 58 de la ley X 9 11.110). 

Que tampoco puede citarse como contradicción la 
ley de Accidentes del Trabajo X* 9688, porque ésta al 
conceder un amparo al trabajador a costa del patrón, 
dispone para lo futuro, sin alterar el régimen de los 
contratos en cuanto hace a situaciones pasadas y li- 
quidadas. 

Por los fundamentos expuestos, y de acuerdo a lo 
dictaminado por el Señor Procurador General, se de- 
clara inconstitucional el art. 2 9 de la ley X 9 11.729 en 
cuanto obliga al principal a abonar ni empleado, en to- 
dos los casos de despido, haya o no preaviso, una indem- 
nización no inferior a la mitad de su retribución men- 
sual por cada año de servicio reconociéndose la anti- 
güedad de éste hasta cinco años anteriores a la sanción 
de la ley. En consecuencia se revoca la sentencia de 
fs. 28 en cuanto hace lugar a la demanda por el importe 
de un medio mes de retribución mensual por cada año 
de los cinco anteriores a la vigencia de la ley N v 11.729, 
confirmándosela respecto a la indemnización de dos 
meses de sueldo por el despido, sin preaviso, que dis- 
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pone el art. 157 inc. 2' del Código do Comercio, cuya 
ínconstitncionaUdad .so rechaza. Xotifíquesc, repónga- 
se el papel y devuélvanse los autos. 

Roberto Rei»etto, en disiden- 
cia parcial. — Antonio Sa- 
OAitNA, en disidencia par- 
dal- — Luis Linakks. — B. 
A. N.vz.ui Ajcchorenm. — 
Juan B. Teráx (en disiden- 
cia parcial). 

niSim-XCIA PARCIAL DEL Dr. ROBERTO RKI'ETTO. 

Buenos Aires, septiembre 10 de 193G. 

V Vistos: Los del recurso extraordinario conce- 
dido a is. 39 a la Compañía de Trauwavs "La NaWo- 
nal" contra la sentencia de la Cámara T de Apelación 
de La Plata en los autos (pie le sigue Pedro Saltamar- 
tini, sobre indemnización por despido. 

Y Considerando: 

Que el recurso es procedente por haberse sostenido 
por la parle apelante que la ley N> 11.729 es violatoria 
de los.arts. 14 y 17 de la Constitución Nacional v sel- 
la sentencia definitiva de la Cámara a-rjno contraria 
al derecho invocado (Art. 14, inc. 3', lev X' 48) 

Que el art. 2' de la ley N» 11.729 establece lo si- 
guiente: 'A los efectos de las indemnizaciones esta- 
blecidas en el art. 157 del Código de Comercio la anti- 
güedad en el servicio anterior a la sanción de esta Icv 
soio so reconocerá hasta un máximo de cinco años". La 
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ostión sometida a la decisión del Tribunal consiste 
en saber si esta cláusula en cuanto toma en cuenta 
servicios anteriores a la promulgación de la ley para 
determinar el importe de las indemnizaciones, vulnera 
o no un derecho adquirido o altera las obligaciones que 
nacen de los contratos. 

Que durante la vigencia del Código de Comercio, 
es decir, en la situación jurídica preexistente a la pro- 
mulgación de la ley N° 11.729, los patrones no tenían 
a su cargo la obligación de indemnizar el despido. Al 
coutrario, el propio Código — art. 157 — establecía 
que no estando determinado el plazo del empeño, los 
contrayentes podían en cualquier momento dejarlo sin 
electo avisando a la otra parte, con un mes de anticipa- 
ción y el factor o dependiente sólo tenía derecho al 
salario correspondiente a ese mes cuando el aviso se 
omitiera. 

Que este sistema inspirado en el predominio de la 
voluntad de los contratantes ha sido substituido por el 
de la ley X* 11.720, cuyo art. 157 que da, en cambio, 
prevalcncia ai interés público, dispone que 44 El contrato 
de empleo no podrá ser disuelto por voluntad de una 
do las partes sin previo aviso o, en su detecto, indem- 
nización, además dé la que corresponderá al empleado 
por su antigüedad en el servicio cuamlo se disuelva 
por voluntad del principal". 

Que el actor trabajó como conductor de tranvías 
desde el 13 de enero de 1929 hasta el 16 de febrero 
de 1935, es decir durante seis años de los cuales cinco 
son anteriores a la fecha de la ley. Demanda el pago 
de una doble indemnización f a) la correspondiente a 
la falta de preaviso o sea el importe de dos meses de 
•neldo conforme al último párrafo del inc. 2 o del art. 
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1í>7 de la ley N» 11.729 y />) la <lo despido emergente 
del tiempo de servicios a razón de medio mes de sueldo 
or cada año de ellos, legislada por el inc. 3* del ar- 
o y ley citados. 

Que de la oposición existente entre los regímenes 
do las dos leyes fluye el conflicto constitucional. Nada 
se ha objetado en esta causa acerca de la validez de la 
ley N» 11.729 desde la fecha do su promulgación en ade- 
lante. Las observaciones surgen y plantean la cues- 
tión sobre su validez cuando se trata de saber si la lev 
nueva puede producir efectos en el campo de la antigua, 
o en términos más concretos, si cuando la primera au- 
toriza a computar los cinco años anteriores a su san- 
ción para establecer la indemnización por despido o 
por falta de preaviso, se han alterado las obligaciones 
que nacían de los contratos en vigor privándoseles por 
consiguiente a los patrones de un derecho adquirido. 

Que la Constitución de la Nación ha organizado un 
gobierno de poderes limitados y no se contiene en ella 
cláusula alguna que expresa o implícitamente autorice 
al Congreso a dictar leyes que desconozcan el derecho 
de propiedad. El art. 67, inc. 11, lo faculta para dic- 
tar los códigos comunes tendientes a reglamentar los 
derechos de orden civil o privado reconocidos a todos 
los habitantes de la República y a todos los hombres 
del mundo que quieran habitarla, por los arts. 14, 20 y 
17 de la Carta Fundamental. 

Que el principio de la inviolabilidad de la pro- 
piedad, que el último precepto asegura, se refiere tanto 
al dominio y a los demás derechos reales como a los 
derechos derivados de los contratos y en general a to- 
los los que tengan un valor reconocido como tal por 
leyes en vigor. Mientras la inviolabilidad de estos 
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derechos se halle garantizada en la Constitución, el 
Poder Legislativo no podrá tomar la propiedad pri- 
vada o alterar los derechos derivados de los contrato* 
sin la correspondiente indemnización. 

Que el poder que el inc. 16 del art. 67 atribuye 
al Congreso para dictar las leyes encaminadas a pro- 
mover el bienestar general de la población en su con- 
junto o dentro de las diversas actividades o profesio- 
nes en que aquélla se subdivide, debe ejercitarse den- 
tro de los principios y garantías acordados por otros 
preceptos del mismo instrumento al derecho de propie- 
dad y a la facultad.de usarla, pues, sólo así, tal derecho 
alcanzará en la vida económica y jurídica de la Nación 
la plenitud de su eficacia. 

Que si bien la Constitución Nacional omite en su 
texto la declaración de que las leyes no pueden alterar 
las obligaciones nacidas de los contratos, ellas están 
en el hecho tan ampliamente protegidas en la Repú- 
blica como en los Estados Unidos cuya Constitución 
la inserta en la sección lO" del art. I 9 . Los principios 
recordados de la inviolabilidad de la propiedad y el 
de que su titular tiene el derecho de usar y disponer 
do ella, comporta una declaración tan amplia y general 
como la expresa que prohibe menoscabar los contratos, 
desde que éstos una vez celebrados, se incorporan al 
patrimonio de sus otorgantes como cualquier bien ma- 
terial del cual no podrían ser privados sin indemniza- 
ción previa. (T. 136, pág. 160). 

Que fijados de un modo general los principios 
constitucionales aplicables a esta causa, llega el mo- 
mento de preguntarse qué derechos tenían adquiridos 
los patrones antes de la sanción de la ley Ñ* 11.729 y 
cuales eran los deberes recíprocos de las partes con 
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arreglo a las convenciones ya existentes. Desde luego, 
principal y dependiente habían incorporado a su con- 
trato de locación de servicios, como una clausula parti- 
cular del mismo, la disposición del art. 157 del Código 
de Comercio en su redacción anterior. Podía en conse- 
cuencia cada parte darlo por acubado avisando a la 
otra con un mes de anticipación, y, el patrón, pagando 
un mes de salario, cualquiera fuese la antigüedad 
del empleado, no estabn obligado a conservarlo en su 
establecimiento ni a indemnización especial alguna. Tal 
era la voluntad de las partes acorde con la de la ley 
que se mantuvo hasta la sanción de la N* 11.729. Du- 
rante los cinco años anteriores a la promulgación de la 
ultima el contrato de locación de servicios concebido 
en tales términos rigió las relaciones de derecho de 
unos y otros. 

Que en el art. 2* de la citada ley al disponer que "a 
los efectos de las indemnizaciones establecidas en el 
art. 157 del Código de Comercio, la antigüedad en el 
servicio anterior a la sanción de esta ley, sólo se reco- 
nocerá hasta un máximo de cinco años", altera o anula 
aquella la cláusula contractual que constituía el art. 
157 en su antigua redacción y priva por consiguiente 
al patrón del derecho que su convenio y la propia ley 
le habían constituido de no estar obligado al pago de 
indemnización especial alguna en concepto de despido. 

Que los pagos mensuales o periódicos hechos por 
el principal a sus empleados durante los cinco años an- 
teriores a aquella ley y a los cuales se refiere el art. 2° 
citado, le han creado el derecho de oponerse a toda 
exigencia de ellos, o, del Estado en su nombre, que im- 
porte revivir en cualquiera de sus elementos la relación 
jurídica extinguida. Al empleado actual que intentara 
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prevalerse de la relación de derecho existente antes de 
la sanción de la ley, para obtener un beneficio de orden 
pecuniario, podría el patrón oponerle su propio recibo 
de pago pues en el momento de abonarle el sueldo, ni 
del contrato, ni do la ley, surgía para el otra obliga- 
ción, de aquella naturaleza, que la entonces cumplida. 

Que si se ahonda el análisis de este punto, colo- 
cándose dentro de lns modalidades propias de la vida 
y prácticas del comercio, la privación del derecho ad- 
quirido aparece más patente todavía. Con el pago de 
sueldos y jornales, durante los cinco años anteriores a 
la ley, las obligaciones derivadas del contrato de loca- 
ción de servicios habíanse cumplido por ambas partes. 
No quedaba nada pendiente, pues ni la voluntad indivi- 
dual ni la de la ley en vigor a la sazón, se habían puesto 
en la hipótesis de un salario diferido. Ningún efecto 
nuevo podía nacer do la relación extinguida por el pago 
de los sueldos. Con ese criterio legal se efectuaron los 
balances comerciales durante esos cinco años, no se de- 
bía nada al personal ni era necesario a su respecto 
constituir reservas especiales para hacer frente á obli- 
gaciones diferidas o condicionales. Se determinaron 
las ganancias o las pérdidas de cada ejercicio, se dis- 
tribuyeron las utilidades y se estuvo tranquilo acerca 
del pasado. De pronto, se sanciona la ley N p 11.729 ; de 
acuerdo a ella es necesario indemnizar a los trabaja- 
dores del comercio, en caso de despido en relación a 
su antigüedad y para realizar ese propósito débese 
remover ul pasado y reabrir todas estas operaciones; 
los balances con ganancias durante cinco años se con- 
vierten en balances con pérdidas y relaciones jurídicas 
que se hallaban extinguidas cobran nueva vida. 

Que, en efecto, un factor de comercio despedido 
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un día antes do la sanción de la ley N* 11.729 que hu- 
biera recibido el preaviso correspondiente y que conta- 
ra con cinco años de antigüedad en el empleo, no ten- 
dría derecho a indemnización alguna. En cambio, si se 
le despide 24 horas después de la promulgación de 
aquélla, le correspondería una indemnización igual al 
importe de dos meses y medio de su sueldo, no obstante 
haberse limitado su labor a un día de trabajo bajo la 
vigencia de la léy nueva. Diráse que el ejemplo de- 
muestra que es la ley última la que se aplica y no la 
anterior, pero no sería exacto el reparo pues si fuese 
la nueva ley sólo la aplicada, no habría indemnización 
por despido, toda vez que ella requiere un plazo míni- 
mo de tres meses para obtenerla y entre tanto en el 
caso planteado* sólo ha existido un día de trabajo. Los 
cinco años corresponden al tiempo de las relaciones ju- 
rídicas gobernadas por otra ley y por un contrato dis- 
tinto. 

Que es exacto que la ley N* 11.729 no rige los des- 
pidos ya producidos y liquidados conforme a las pres- 
cripciones del contrato y de la ley anterior, lo que im- 
portaría sin duda dar a aquélla un efecto retroactivo 
acerca de las relaciones jurídicas totalmente extingui- 
das, pero, eso no impide que el art. 2 9 de aquélla traiga 
aparejada, como se ha visto, una alteración del conte- 
nido de los contratos celebrados por los patrones y em- 
pleados durante los cinco años anteriores a la ley, en 
perjuicio de los primeros. 

Que el art. 2 9 de la ley N* 11.729, crea inesperada- 
mente al comercio un pasivo amortizable, cuya im- 
portancia es manifiesta. Cuando se consideran las re- 
laciones de un empleado con su principal, el recono- 
cimiento de la antigüedad de cinco años tiene sólo un 



40 



FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 



valor relativo. En cambio cuando se considera la mis- 
ma relación jurídica entre un solo principal y cientos 
de miles de obreros, ese pasivo amortizable, que de 
improviso surge del pasado, puede acarrear graves da- 
ños a la estabilidad y solvencia del comercio. Y no 
puede decirse que exista el evento probable do que he- 
chos futuros previsibles permitan la reducción de ese 
pasivo en favor del empleador pues si se piensa que 
dentro de la economía de la ley X 9 11.729, la indemni- 
zación por despido se debe también para el caso de fa- 
llecimiento del empleado y que serán muy raros los 
supuestos de retiro voluntario o de inconducta, negli- 
gencia o incapacidad, puede afirmarse que los patrones 
no tendrán el medio de disminuir el valor de ese pa- 
sivo en el futuro. 

Que esta solución, impuesta por la interpretación 
de textos constitucionales de aplicación ineludible en 
nuestro régimen legal, no vulnera ningún principio de 
justicia individual o social. Impide, eso sí, que se eche 
sobre el patrimonio del empleador una deuda repen- 
tina, fundada en relaciones jurídicas extinguidas, que 
el art. 2° de la ley hace revivir en cuanto al tiempo y 
en cuanto a la responsabilidad. Y permite, además, al 
patrón desenvolverse con libertad en su derecho de 
trabajar y de ejercer toda industria lícita para tomar 
en presencia de la nueva ley de acuerdo con sus po- 
sibilidades económicas las medidas que juzgue necesa- 
rias. Y tal libertad no existe cuando la ley crea la 
obligación de indemnizar durante los cinco anos ante- 
riores a ella, desde el día siguiente de su sanción. La 
situación desastrosa que se le podría crear a un em- 
pleador que tuviera cien, quinientos o mil empleados 
y obreros y deseara poner punto final a sus negocios, 
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ya en ritmo de crisis, da la medida cabal de los serios 
inconvenientes que derivan de legislar hacia el pasado 
alterando relaciones concluidas. 

Que si bien el interés general de la sociedad, exige 
que las leyes viejas puedan ser substituidas por otras 
que las perfeccionen y mejoren, no sería admisible, que 
las nuevas alteren las convenciones ya cumplidas, por- 
que entonces ya no se trataría de simples hechos ante- 
riores o de meras expectativas, sino do verdaderos de- 
rechos adquiridos. El interés de los empleados no es 
separable dol de los patrones sino solidario con él, 
cuando se lo mira desde la altura de los grandes prin- 
cipios constitucionales. El bienestar de los unos pre- 
supone necesariamente la buena marcha de los negocios 
de los otros. Si éste faltara, por obra de la propia ley, 
podría llegarse hasta perder el bienestar actual que ya 
representa para los empleados un progreso respecto 
del pasado. 

Que la circunstancia de que las leyes Nos. 9653, 
10.650, 11.110, 11.232 y 11.575 hayan establecido benefi- 
cios aun para obreros o empleados despedidos sin justa 
causa varios años antes de la sanción de aquéllas, no 
constituye un antecedente aplicable al caso de autos. Si 
se tratara, en efecto, de empleados públicos se habría 
gravado con eso el patrimonio del Estado y sabido es 
que éste por medio de sus órganos constitucionales se 
halla autorizado para disponer de lo suyo en la forma 
que considero más justa y conveniente. Si se tratara 
de obreros o empleados acogidos a leyes jnbilatorias 
de naturaleza semejante a la ferroviaria o bancaria se 
estaría frente a un patrimonio especialmente creado 
por el aporte de los patrones y obreros con acuerdo recí- 
proco para llenar los fines perseguidos. La diferencia 
es substancial pues en el caso de la ley N* 11.729 el 
peso de la carga gravita directamente sobre bienes del 
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dominio privado del patrón que constitucionalmente es- 
te gobierna y administra con entera libertad y no sobre 
un conjunto de bienes afectado especialmente por obra 
de todos con intervención del Estado para satisfacer 
exigencias de orden colectivo. 

(¿ue acerca del preaviso si bien la letra del artícu- 
lo segundo en examen parece comprenderlo no debe 
olvidarse a mayor abundamiento que al tiempo de vo- 
tarse en la Cámara de Diputados aquel precepto, el di- 
putado Ruggieri manifestó que él se refería a la in- 
demnización por despido no teniendo nada que hacer 
en la cuestión la indemnización por falta de preaviso. 
( I'xsain, Empicados de Comercio, pág. 175). 

Que en estas condiciones si sólo corresponde apli- 
car la ley X» 11.729 desde la fecha de su sanción para 
el futuro, la indemnización por falta de aviso ascenderá 
únicamente a la retribución que el obrero defiló perci- 
bir durante un mes del preaviso (art. 157, inc. 2 9 ); y, 
la indemnización por despido al importe de medio mes 
de sueldo por cada año de servicio prestado después de 
la promulgación de la ley (art. 157, inc. 3*). 

En su mérito y de conformidad con lo dictaminado 
por el señor Procurador General de la Nación, se de- 
clara que el art. 2 9 de la ley X o 11.720 es inconstitucio- 
nal por ser contrario a los arts. 14 y 17 de la Constitu- 
ción Nacional. Por consiguiente, se reforma la sentencia 
apelada en la parte que ha podido ser materia del re- 
curso, condenándose a la Compañía demandada a pa- 
gar dentro del término de diez días la suma que resulte 
de la liquidación practicada con arreglo al último con- 
siderando. 

Notifíquese y repuesto el papel, devuélvanse al 
tribunal de su procedencia. 

Roberto Repetto. 
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DISIDENCIA PARCIAL DEL Dr. ANTONIO SAGARXA. 

Buenos Aires, septiembre 10 de 1936. 

Y Vistos: Los del recurso extraordinario inter- 
puesto por la Compañía de Tranways "Xa Nacional" 
de La Plata contra el fallo de la Cámara Primera de 
Apelación de dicha ciudad — Provincia de Buenos 
Aires — quo la condena a pagar a Pedro Saltamartini 
la cantidad de quinientos cuarenta y cinco pesos mo- 
neda nacional como indemnización por despido confor- 
me a lo previsto en los incs. 2 9 y 3 9 del art. 157 de la 
ley N 9 11.729 modificatoria del Código de Comercio; y 

Considerando: 

V La cuestión federal está planteada a fs. 25 vta. 
de los autos en los términos siguientes: 

"Esa ley altera y transgrede las garantías que 
otorgan los arts. 14 y 17 de la Constitución Nacional, 
pues la contratación de los servicios del actor — en 
este caso — ha sido anterior a la sanción de la citada 
ley y, por consiguiente, esta no ha podido modificar, 
adjudicándole nuevas modalidades y efectos, un con- 
trato celebrado libremente entre las partes — empresa 
y obrero — sin otro compromiso que el de la lealtad 
y el cumplimiento del deber, y sin otro término de 
duración que el de la voluntad de cada uno de los con- 
tratantes, según conviniera a sus intereses y a los ser- 
vicios prestados. Esa ley — siempre en la hipótesis 
de que pudiera aplicarse a esos obreros — vendría a 
imponer obligaciones y erogaciones que no fueron pre- 
vistas ni instituidas por ellos. Ella, en el mejor de los 
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casos, solo tendría aplicación a los contratos celebra- 
dos con posterioridad a su sanción, como correspondo 
a toda legislación que regla la actividad privada cuan- 
do en sus determinaciones se lia querido imponer obli- 
gaciones en orden a situaciones de emergencia o de 
necesidad social". 

2 9 Como la Cámara a-qito ha resuelto negativa- 
mente la mencionada cuestióu — de incompatibilidad 
entre la ley N* 11.729 y la Constitución Nacional — el 
recurso extraordinario es procedente, en principio, de 
conformidad con el inc. 2° del art. 14 de la ley 48 y 
los arts. 28 y 100 de la Constitución Nacional. 

I? 9 De los términos en que la recurrente planteó 
H cuestión federal — y que se han transcripto — re- 
sulta que para ella, el art. 157 de la ley N* 11.729 en sus 
ines. 2' y 3*, en cuanto modifica el monto y las con- 
diciones de la indemnización por despido sin preaviso, 
que preceptuaba el art. 157 del Código de Comercio y 
en cuanto sanciona una indemnización por despido sin 
justa causa, con o sin aviso previo, vulnera los dere- 
chos y garantías previstos en los arts. 14 y 17 do la 
Constitución Nacional, pero sin especificar cuáles de 
esos derechos y garantías — pues son varios y diver- 
sos — han recibido el agravio de la nueva ley contra- 
riándose así la norma que surge de la letra y del espí- 
ritu del art. 15 de la ley N 9 48 y de la jurisprudencia 
de esta Corte Suprema — Fallos: Tomo 85, pág. 395; 
T. 112, pág. 79 entro otros — pues debió decirse clara 
y precisamente si los preceptos de la ley tachada agra- 
vian al derecho de trabajar, o ejercer toda industria 
lícita, o de comerciar, o de asociarse, o de propiedad, 
etc.; pero como en el escrito en que se interpone el 
recurso extraordinario — fs. 36 — se aclara en cierta 
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medida el fundamento del mismo, en cuanto menciona 
las libertades de trabajo, de comercio y «le contratación 
y la inviolabilidad de la propiedad afectada por el 
electo retroactivo dado a la ley que modifica la vigente, 
cuando el actor y la demandada convinieron la presta' 
eion de servicios, el Tribunal entra al fondo de la cues- 
tión, declarando procedente el recurso extraordinario. 

4» El art. 157 del Código de Comercio, anterior 
a la ley en discusión decfo textualmente: 

"No estando determinado el plazo del empeño que 
contrajeren los factores y dependientes con sus princi- 
pales puede cualquiera de los contrayentes darlo por 

ra parte de su resolución con 

un mes de anticipación. 

"El factor o dependiente despedido tendrá dere- 
cho, excepto en los casos de notoria mala conducta, al 
salario correspondiente a ese mes; pero el principal 
no estara obligado a conservarlo en su establecimiento 
ni en el ejercicio de sus funciones". 

La nueva redacción, conforme a la ley 11.729 es la 
siguiente: "Art 157. - P El contrato de empico no 
podía ser disuelto por voluntad de una de las partes 
sin previo aviso o, en su defecto, indemnización, ade- 
mas de la que corresponderá al empleado por su anti- 

del [ principal § CUand ° S ° ***** P ° r volnnta <* 

n. a „ 4 -? Sta ,. r0 ^? S .°. apli0ar " tnmbién en Ios ™°s & 
cesación o liquidación del negocio que no sean determi- 
nados exclusivamente por fuerza mayor. 

"2» El preaviso, cuando una convención de partes 
no lo fija en un término mayor, deberá darse con la 
anticipación siguiente: 

"a) De un mes cuando el empleado, factor, de- 
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pendiente, viajante, encargado u obrero tiene en el 
servicio una antigüedad no mayor de cinco años; 

"b) Do dos meses, ovando el empleado tiene en el 
servicio una antigüedad mayor de cinco años. 

"Estos plazos correrán desde el último día del 
mes en que se comunica la cesantía. La notificación 
dcl>crá probarse por escrito. 

"Durante el término del preaviso, y sin que so 
disminuya su sueldo, jornal, comisión u otro modo dé 
remuneración, el empleado gozará de ana licencia dia- 
ria de dos horas dentro de su jornada normal de 
trabajo. 

"En caso de cesantía sin aviso previo en los plazos 
señalados, el principal pagará al empleado una indem- 
nización equivalente a la retribución que corresponde 
ni período legal de preaviso. 

«3» También abonará el principal al empleado, en 
todos los casos de despido, haya o no preaviso, una 
indemnización no inferior a la mitad de su retribución 
mensual por cada año de servicio, o fracción mayor de 
tres meses, tomándose como base de retribución el pro- 
medio do los últimos cinco años o de todo el tiempo del 
servicio cuando es inferior a aquel plazo. Para fijar 
el promedio se computarán como formando parte de 
los sueldos y salarios las comisiones u otra remune- 
ración y todo pago hecho en especie, en provisión de 
alimentos o en uso de habitación. En ningún caso esta 
indemnización será inferior a un mes de sueldo ni 
mayor de quinientos pesos por cada año de servicio. 

"La rebaja injustificada de los sueldos, salarios, 
comisiones u otros medios de remuneración, no acep- 
tada por los afectados, colocará a éstos en situación de 
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despedidos y con derecho a percibir la compensación que 
establece este artículo". 

Los demás incisos no tienen relación con el pleito. 

5 9 Como punto de partida para la discusión de la 
inconstitucionalidad alegada, corresponde advertir que 
en el Código de Comercio anterior al vigente pero que 
rigió en pleno período constitucional — hasta el 9 de 
octubre de 1889, fecha de la ley N 9 2637 — ya se esta- 
blecía la exigencia del preaviso y la obligación del pa- 
trón de pagar el mes de sueldo correspondiente 4 * ex- 
cepto los casos de notoria mala conducta" y excepción 
hecha de los contratos de plazo estipulado — con la corre- 
lativa sanción de indemnizar perjuicios en caso omiso, 
arts. 158 y 159, ley de 10 de septiembre de 1862 — y 
que ni en Diputados ni en Senadores se discutió si- 
quiera la facultad del Congreso para ampliar el tér- 
mino del preaviso y la consiguiente indemnización por 
causa de su no cumplimiento, por cualquiera de las 
partes; el diputado Con rol, a nombre de la Comisión 
que estudió el asunto, dice en la sesión de 18 de agosto 
do 1932: 

4 'La indemnización por falta de preaviso, en aque- 
lla oportunidad a que me he referido (debate del año 
1928), no fué objetada, tanto que el Dr. Ferrarotti, 
seguu consta en la pág. 2301 del Diario de Sesiones, se 
expresó en estos términos: "Esa indemnización previa 
de despido es una especie de derecho adquirido por los 
empleados". Y es claro, pues se trata de un principio 
incorporado a todas las legislaciones y del que sólo debo 
decir, para concluir, que no puede ser discutido, pues 
siendo de efectos iguales para el empleado y para el 
empleador de comercio, tomando la acepción general, 
introduce el justo principio de equidad y por tanto, la 
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extensión de la culpa para cualquiera de los coutratan- 

D áái% °n n °i n T tnU " a tien,p ° dominado.» 
* & - S ' a tle D ? año 1932, Tomo V, pág. 199) 

*em.nü í^r ^ *, Priendo el bienestar 

ge eral y afianzando la justicia, quedaría así eo.no un 
pu to .nuerto de a vía del progreso jurídico y social, 
lasta 011 »» 8 detalles y minucias, la ley no 

pudiera modificar las condiciones de los contratos o de 
los estatutos anteriores, en los que ningún derecho ad- 
quirido ni ninguna garantía constitucional so compro- 
meten: Los casados que intentaran divorciarse no po- 
drían invocar las nuevas causas sancionadas, los obreros 
y empleados anteriores a la ley Ñ' 9688, no podrían 
invocar el nuevo fundamento y formas de las indem- 
nizaciones de ese estatuto, ni el arrendatario o el deu- 
dor hipotecario podrían invocar - para el futuro - 
os mas amplios plazos de la ley nueva; pero esta Corte 

^WiSrf^í ? Va, ' Í0S Casos - < Fa,,08: Tomo 
138, pág. 138; T. 143, pág. 194; T. 136, pág. 161; T 17» 

pags. 21 y 291). Y por eso el mismo Senador por San' 

Luis que informó el proyecto reformatorio del de la 

l^nT t, * ,putados ' atl ™ s ° « I" indemnización por 
despido del ,„o. 3> del a,t. 157, apoyó en cambio la 
modificación en cnanto al preaviso cuando se tratara 
de con ratos s.n término, como el de autos. (D. de S 
S. C de S. S., año 1933, tomo II, pág. 262). 

6< Se arguye - contra el inc. 3' del art. 157 - 
que establece un gravamen a la propiedad del emplea- 

retroactivo, afectando derechos adquiridos v la garan- 
ta constitucional de contratar, comerciar, trabajar y 
usar de su propiedad, porque la indemnización eom- 
prendo a contratos de trabajo concertados antes de la 
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ley, bajo el imperio de otra que no fijaba esas obliga- 
ciones y porque, al tomar la antigüedad de los emplea- 
dos u obreros para fijar el quantum de la indemniza- 
ción afecta situaciones jurídicas liquidadas "creando 
obligaciones de ajustes de jornal cancelados con mucha 
anterioridad a la reforma". 

Una ligera y sintética relación de los antecedentes 
de la ley 11.729 desde 1932, en que se inició la dis- 
cusión final de la misma, permitirá un más preciso y 
claro planteamiento del problema que esa impugnación 
importa. 

El proyecto definitivo de la Comisión de Legisla- 
ción sobre el asunto en examen, entró al debate de la 
Cámara de Diputados en la sesión de 13 de septiembre 
de 1932, habiéndose modificado y discutido el 18 de 
agosto del mismo año, pero en ambas se expusieron los 
fundamentos de la indemnización por despido por di- 
putados de todos los sectores políticos representados 
en la Cámara, sin ninguna disidencia en cuanto al prin- 
cipio en sí y en cuanto al criterio adoptado para fijar 
el monto de la indemnización, es decir, los años de ser- 
vicios anteriores al despido. (D. de S. C. de D.D., año 
1932, Tomo V, págs. 188 a 215; págs. 775 a 879). Pa- 
sado en revisión a la Cámara de Senadores, dicho cuer- 
po modificó la sanción de diputados eliminando — en 
lo que al sub-Htc atañe — la indemnización por des- 
pido con o sin preavíso establecido en el inc. 3 9 del 
art. 157, que fué sustituido por este precepto; 4 'Corres- 
ponde la indemnización por despido sin preaviso, cuan- 
do se produzca la cesación o liquidación del negocio, 
que no sean determinadas por fuerza mayor; en caso 
de cesión o cambio de firma o cuando la precedente no 
haya dado el aviso previo en los plazos establecidos, 
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pasarán a la nueva firma las obligaciones de este ar- 
tículo y las de los dos anteriores. En caso de quiebra, los 
factores, empleados y obreros del Comercio tienen dere- 
cbo a la indemnización"; y suprimió, también, el efecto 
retroactivo <roe el art. 3* de la sanción de Diputados 
daba a la indemnización para los despidos posteriores 
al 1* de agosto de 1932; todo por los fundamentos ex- 
puestos por el miembro informante de la Comisión en 
las págs. 265 y siguientes del D. de S. de la C. de SS., 
Tomo II, año 1933, los cuales son, en definitiva, el res- 
peto a los contratos, a los derechos adquiridos y a la 
propiedad que resultarían afectados por el efecto re- 
troactivo dado a la ley en los preceptos aludidos. 

Vuelto el proyecto a la Cámara iniciadora, ésta 
rechazó por unanimidad, las modificaciones propuestas 
en la sesión del 25 de septiembre de 1933. (D. de S. año 
1933, Tomo V, págs. 384 a 400). El Poder Ejecutivo 
devolvió la ley con veto referido al art. 3» y aparte los 
términos muy claros del Mensaje, el Ministro de Jus- 
ticia manifestó categóricamente: "Que luego de haber 
tratado el asunto con el señor Presidente de la Nación, 
debía expresar que las observaciones formuladas por 
por el P. E. a dicho proyecto, se referían únicamente 
a la disposición contenida en el art. 3' del mismo 
sobre la aplicación de la ley a los casos de despido 
ocurridos desde el 1» de agosto de 1932 y no al resto 
del proyecto por cuanto el P. E. compartía los propó- 
sitos que determinaron al H. Congreso a sancionarlo. 
(T). do S., año 1934, Tomo III, págs. 412 y 41f>). La 
Cámara aceptó las observaciones del P. É. y la ley 
fué promulgula en los términos fijados v bajo el 
X' 11.729. 
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7 Q Como se ve por lo precedentemente relaciona- 
do, ni el H. Congreso ni el P. E. entendieron dar efecto 
retroactivo a la ley, al sancionar y promulgar la cláu- 
sula del inc. 3* del art. 157 de la misma, no obstante 
un detenido e ilustrado examen del punto lo que, no 
obsta a la plenitud de facultad y deber de esta Corte 
para estudiar y pronunciarse respecto del mismo asun- 
to, como final y soberano intérprete de la Constitución 
(arts. 28 y 100 ya invocados en el segundo consideran- 
do), pero determina la necesidad de una especial re- 
ílexión para no rectificar pronunciamientos meditada- 
mente tomados por otros poderes sino en el caso de 
evidente e inconciliable oposición entre la ley y la Car- 
ta Fundamental, conforme a la jurisprudencia de esta 
Corte. 

8* El principio jurídico invocado pnra invalidar 
el inc. 3* del art. 157, en su aplicación al caso Salta- 
martini, en examen, es el del art. 3° del Código Civil que 
dice así: "Las leyes disponen para lo futuro; no tie- 
nen efecto retroactivo, ni pueden alterar los derechos 
ya adquiridos"; principio cuyos fundamentos el Co- 
dificador ha tomado de Savigxy según lo manifiesta 
en la nota pertinente; pero como lo ha declarado esta 
Corte en su constante jurisprudencia — de conformi- 
dad, por lo demás, con la doctrina general de los au- 
tores — la retroactividad prohibida por la Constitu- 
ción es solamente la penal en cuanto agrava la situa- 
ción de los procesados — art. 18 — o la de carácter 
civil — en concepto general — cuando priva de ga- 
rantías preceptuadas por la misma Carta Fundamental 
— Fallos: Tomo 156, pág. 48 y los allí citados — de 
manera que el principio sólo obliga al juez pero no al 
legislador el cual puede resolver que sus sanciones 
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tengan imperio sobre situaciones anteriores a su vi- 
gencia, con las limitaciones precedentemente menciona- 
das. "La ley es retroactiva — dice PLaxiol — cuando 
ella vuelve sobre el pasado sea para apreciar las condi- 
ciones de legalidad de un acto, sea para modificar o 
suprimir los efectos de un derecho ya realizado. Fuera 
de allí no hay rctroactividad y la ley puede modificar 
los efectos futuros de hechos o de actos anteriores, sin 
ser retroactiva"; propone la fórmula, para la validez 
de los actos, de 'lempas rcgU actum, por analogía a la 
de Locus reyit actum; es decir dice las condiciones de 
validez — sea las formas, sea los medios de prueba 
de un acto jurídico — debe ser apreciada únicamente 
según la ley en vigor en el día en que fué hecho* ' pero, 
la ley nueva va, como regla general, a gobernar los 
efectos futuros de los derechos y las situaciones adqui- 
ridas bajo la ley anterior". (Droit Civil, I, págs. 95 y 
siguientes, Nos. 243, 244, 245, 255, 25G; conformes con 
tal doctrina Colín y Capjtant y su anotador español 
De Buen, I, págs. 122 y siguientes). Así, varias leyes 
argentinas han regido los efectos de situaciones jurí- 
dicas nacidas y perfeccionadas* bajo el imperio de le- 
yes anteriores, modificando las obligaciones de los pa- 
trones en sentido mas gravoso para ellos y más favo- 
rable para los empleados y obreros; p. e. la ley X 9 9688 
ya citada estableció el principio del riesgo profesional 
— art. V como norma de responsabilidad por acciden- 
tes del trabajo, ampliando así la restringida emergente 
del dolo o negligencia del Código Civil; la ley X* 11.156, 
estableció en su art. 3° que el plazo mínimo que ella 
fijaba, se aplicaría a los contratos de alquiler ante- 
riores a su vigencia; la ley X* 11.741, de Moratoria 
Hipotecaria, se aplica aun en los contratos concluidos 
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antes de entrar ella en vigor. Pero aun a situaciones 
jurídicas y económicas ya terminadas y liquidadas, en 
virtud de razones de orden público, el legislador aplicó 
los preceptos de leyes posteriores o nuevas, y así los 
Nos. 9653, 10.650, 11.110, 11.232 y 11.575 establecen 
sus beneficios aun para obreros o empleados despedi- 
dos sin justa causa varios años antes de la sanción de 
aquéllas y si bien hacen contribuir también al bene- 
ficiado, lo cierto es que el patrón es obligado a solven- 
tar esa situación del pasado no sólo con su cuota nor- 
mal sino, a veces, con un suplemento del 2 % sobre ese. 
aporte normal (Art. 21 de la ley N 9 11.575). 

9* Que esta Corte Suprema ha declarado la vali- 
dez constitucional de varios de esos preceptos legales 
de efecto retroactivo — fuera de los notorios referentes 
a impuestos — que afectaban a relaciones de derecho 
privado y que incidían sobre el patrimonio particular 
de los patrones y empresarios. En efecto, en el fallo 
que se registra en el tomo 154, pág. 355, dijo: 

"Que la cláusula 3» del inc. a) de la ley 11.308 
y wgún la cual "el Directorio de la Caja deberá com- 
putar en todos los casos los servicios anteriores a la 
vigencia de la presente ley", no decide la' cuestión, por 
cuanto la retroactividad que admite se refiere a los 
servicios anteriores, pero siempre que sean invocados 
por obreros o empleados actuales con exclusión de los 
que ya no figuraban en los cuadros de la empresa en 
el momento de sancionarse la ley. 

"Que tanto la ley N« 9653 como la N« 10.650 sumi- 
nistran un argumento decisivo en el sentido do aque- 
lla solución pues en los arts. 3* y 2 9 respectivamente, 
de tales estatutos se dejó expresamente establecido que 
los beneficios de la jubilación se extendían no sólo a 
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los empleados y obreros actuales en las fechas de la 
sanción de los mismos, sino también a los anteriores que 
hubiesen cesado en sus funciones. En cambio ningún 
precepto de la ley N* 11.308 autoriza a considerar como 
"empleados u Obreros" a personas que no revestían 
esa calidad en el momento de resolverse su incorpo- 
ración al régimen de la Caja de Jubilaciones Ferrovia- 
rias." (Se refiere a empresas de puerto, mercado, de- 
pósito, etc.). 

Y en la sentencia del tomo 158, pág. 103, se expre- 
saba el Tribunal en estos términos: 

4 4 Que el art. 3* de la ley X" 9633, básica de la ley 
orgánica de jubilaciones y pensiones ferroviarias, di- 
ce: 44 Los empleados y obreros actuales de los ferroca- 
rriles comprendidos en esta ley y los que hubieren sido 
despedidos sin causa después del 17 de enero de 1913, 
gozarán de sus beneficios aun cuando hubieren cesado 
en sus funciones al dictarse la ley orgánica de la Caja 
en los términos y bajo las condiciones que por la mis- 
ma se establezcan para estos casos"; es decir, que el 
máximum del efecto retroactivo de la ley de jubilacio- 
nes y pensiones para los que hubieren dejado el servi- 
cio ferroviario, es el 17 de enero de 1913 y los egresa- 
dos antes — por exoneración, renuncia, inutilización o 
muerte — no podrán, ellos o sus deudos aspirar a jubi- 
lación, indemnización, pensión o cómputo concurrente 
de servicios, que son los beneficios que las leves 
Nos. 10.650, 11.074 y 11.308 conceden." 

Bien claro resulta, pues, para la Corte, que cuando 
el orden público lo reclama, el principio de la no retro- 
actividad del art. 3» del Código Civil cede ante lo que 
disponen los arts. 5% y 4044 del mismo, de tal manera 
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que no hay entonces, derechos adquiridos ni garantía 
constitucional comprometida. 

10 9 Que no es óbice a la conclusión precitada y 
a su aplicación general, la circunstancia de que el fe- 
rrocarril desempeñe una función pública, que las em- 
presas que lo explotan actúen por concesión y delega- 
ción del Estado y que el dinero con que dichas 
empresas-patrones paguen o contribuyan a pagar las 
jubilaciones y pensiones, sea, en parte, pagado con una 
sobretasa de tarifas conforme al art. 6* de la ley 
N 9 9653. 

Cuando las leyes sobre contralor del comercio de 
carnes, de alquileres, de moratoria hipotecaria — que 
se declararon constitucionales — incidieron sobre los 
acuerdos de las partes y sobre la libertad de comercio 
y disposición de la propiedad, se advirtió que un ser- 
vicio o una actividad, puede, en cierto momento, afectar 
intereses públicos dignos de regulación aunque no haya 
sido concedida por el Estado. (C. S., t. 171, pag. 439; 
t- 172, paga. 21 y 291 ; t. 136, pag. 161) ; y que el di- 
nero salga totalmente de las ganancias normales de 
las empresas o en parte de un recargo de tarifas al 
público, siempre es verdad, que para beneficiar parti- 
cularmente a empleados y obreros no a cargadores, 
pasajeros o patrones — con efecto retroactivo — se 
hace gravitar el peso de los gastos consiguientes sobre 
quienes no pudieron tener la previsión y realizar el 
ahorro necesario. 

11' La conclusión que fluye de los precedentes 
considerandos es que la indemnización por despido del 
inc. 3* del art. 157 de la ley N 9 11.729, aplicada al 
caso del obrero Saltaraartini, en servicio de la Compa- 
ñía de Tranways 4 4 La Nacional" de La Plata, no vul- 
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ñera ningún principio constitucional y no afecta 
derechos adquiridos, ni tienen efectos retroactivos. Eli- 
minado, por el veto del P. E. el artículo que extendía la 
indemnización a los despedidos en 1932, la ley, a dife- 
rencia de las jubilaciones mencionadas en el anterior 
considerando, sólo se aplicará a los empleados y obre- 
ros que, sin justa causa, vieren terminado su contrato 
de trabajo, por sola voluntad del empleador o patrón, 
después de la vigencia de la ley, y en ese sentido es in- 
objetable como que el mismo senador opositor a ella de- 
cía, sin embargo: "Sin atontar contra la libertad de 
contratar, que es la do comerciar, amparado por la 
Constitución, el Estado debe intervenir tutelarmento 
por razones de solidaridad y do interés público en todo 
lo que se relaciona con el cumplimiento y la rescisión 
del contrato de trabajo. El obrero o el empleado que 
necesita de su salario para subsistir y que a menudo 
no cuenta sino con esa clase de recursos, se encuentra 
frente al patrón que le ofrece el trabajo en una situa- 
ción de notoria desigualdad. Por eso es que la ley y 
el Estado deben intervenir para evitar el abuso y la 
arbitrariedad porque la ley de la oferta y la demanda 
rige pa*a el empleado y el obrero de una manera des- 
igual y con grandes desventajas con relación al que 
le ofrece el trabajo. M (D. de S. C. de S. S., año 1933, 
tomo II, pág. 2G2). Es lógica y justa inferencia de 
osas razones que el patrón no tiene derocbo adquirido 
al arbitrario despido del empleado u obrero que la ley 
encontró en su puesto, causándole el daño de la dos- 
ocupación no menos grave, de efectos sociales más gra- 
ves quizá, que el de accidente o enfermedad que los 
Códigos de 1862 y 1889 ya indemnizaban. Ese mismo 
fundamento se mencionó por el diputado Courel a 
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nombre do la Comisión de Legislación (año 1932, to- 
mo V, pág. 200, D. de S.). Si la incorporación de una 
nueva causa de indemnización es acertada o no — en 
el supuesto de ser discutible — no incumbe a la Corte, 
en función del recurso extraordinario decidirlo. 

12* El criterio adoptado por la ley para fijar la 
indemnización par despido, no es de la esencia de la 
misma, ni afecta garantías constitucionales de ningún 
género, en tanto no se demuestre que el monto de las 
cantidades máximas a pagarse importan una confisca- 
ción, y es evidente que esa demostración no se ha hecho 
ni se ha intentado, no pudiéndose tomar en cuenta las 
exposiciones o alegatos gremiales fuera del pleito, los 
que, por otra parte, fueron contestados en el seno del 
Congreso sin rectificación. (Diputados, año 1932, to- 
mo V, págs. 209 y siguientes). Si derecho adquirido 
"supone un derecho venido a la esfera de disposición 
de un sujeto en virtud de un título especial" (De Buex, 
nota 35 a Colín y Capitaxt), ningún derecho patronal 
disponible, incorporado a su acervo económico o jurí- 
dico, resulta comprometido por la circunstancia de que 
si despide arbitrariamente a un empleado, en el futuro, 
so tome como norma para fijar la suma a pagar, el 
tiempo de servicios prestados antes de la ley y des- 
pués de la ley, en lugar de adoptar sumas fijas para 
cada categoría <lc empleados u obreros, o de calcular 
esas sumas sobre la edad, situación civil de los mis- 
mos, jiro comercial del negocio, beneficios obtenidos 
en el último año o quinquenio, etc., criterios más o me- 
nos prácticos, equitativos o lógicos pero que no se dife- 
rencian fundamentalmente y que ninguna garantía 
constitucional comprometen. La norma de la ley — 
sobre todo si se tiene en cuenta que limita a cinco años 
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los servicios que han de tomarse en cuenta y a quinien- 
tos pesos la cantidad a pagar por año — es más justa, 
porque, como se dijo por el Diputado Vicchi, — sesión 
de septiembre 13 de 1932 — "parte del concepto de que 
el empleado más viejo en el servicio sufre mayor per- 
juicio cuando es despedido del empleo, es decir, cuando 
el contrato se rescinde no por las causas previstas pol- 
la ley sino por la voluntad de una denlas partes.' 9 Y 
así es, en efecto, porque el factor o dependiente que 
durante 10 o 5 anos trabajó en determinadas tareas, 
con arreglo a cierto horario y percibiendo tal canti- 
dad como sueldo, no sólo incorporó al negocio mayor 
valor emergente de su fuerza de trabajo, sino que aco- 
modó más establemente su vida a aquellas circunstan- 
cias que el empleado u obrero de pocos meses, o de 
uno o dos años y, en consecuencia, la ruptura de esa 
.situación le ocasiona más trastornos y daños. Pero, 
aun suponiendo que esta conclusión sea discutible, nada 
tiene que objetársele desde el punto de vista constitu- 
cional, único que debe contemplar la Corte en esta ins- 
tancia extraordinaria. 

En su mérito y oído el señor Procurador General, 
se confirma la resolución apelada en cuanto pudo ser 
materia del recurso. Hágase saber, repóngase el papel 
y en su oportunidad devuélvase. 



Axtoxio Sagarxa. 
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DISIDENCIA PARCIAL DEL Dr. JUAN B. TERAN. 

Buenos Aires, septiembre 10 de 1936. 
Considerando: 

l 9 Que aceptada la procedencia del recurso extra- 
ordinario, la Corte debe examinar la cuestión consti- 
tucional que plantea y que consiste en la discusión de 
la validez de una de las cláusulas de la ley N 9 11.729, 
que legisla el contrato de empleo en el comercio. 

El art, 157 del Código de Comercio tal cual resulta 
de la reforma que esa ley sanciona, establece que el 
contrato de empleo no podrá disolverse por una de las 
partes sin previo aviso, o en su defecto, una indemni- 
zación, además de lo que corresponde al empleado por 
su antigüedad cuando se disuelve por voluntad del 
principal. 

El inc. 3° fija el monto de la indemnización: 4 * me- 
dio mes de sueldo por año de servicio". 

Otra cláusula agrega que 44 a los efectos de la in- 
demnización establecida en el art. 157, la antigüedad 
en el servicio anterior a la sanción de la ley, sólo se 
reconocerá hasta un máximo de cinco anos". 

Esta última cláusula es la que provoca la presento 
cuestión, sosteniendo el apelante que es violatoria de 
la garantía constitucional de la inviolabilidad de la 
propiedad. (Art. 17 de la Constitución Nacional). 

Allana esa garantía, dice, el hecho de tomar en 
cuenta para fijar la indemnización el tiempo anterior 
a su sanción, hasta cinco años de servicios. Importa 
dar a su sanción un efecto retroactivo, y afecta por 
tanto derechos adquiridos. 
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2* Que la doctrina según la cual la rotroactividad 
de una ley !a hace inconstitucional ha sido expuesta 
claramente por esta Corte. "En tesis general, ha dicho, 
el principio do la irretroactividad no es de la Constitu- 
ción sino de la ley. El legislador puede modificar o 
destruir un mero interés, una simple facultad o un 
derecho en expectativa existente, pero no puede arre. 
Untar o alterar un derecho patrimonial adquirido al 
amparo de una legislación anterior. En esc caso la 
irretroactividad se enn funde con la inviolabilidad de 
la propiedad" (t. 152, pág. 268; t. 163, pág. 155). 

La cuestión que debo examinarse, en consecuencia, 
es la de si la ley impugnada priva al empleador de "un 
derecho en expectativa" o de un "dea-echo adquirido", 
ya (pie según sea una u otra cosa, do acuerdo con esa 
doctrina, sería o no violatoria de la propiedad. 

; Cuál sería el derecho o facultad de quo la ley ha- 
bría despojado al empleador! La do despedir a¡ em- 
pleado, sin otra obligación que la de abonarle un mes 
ile sueldo, puesto que después de dictada la ley su oUH- 
gación os. además del preaviso, la de indemnizarle la 
ruptura del contrato do empleo, mediante el pago de 
medio mes de sueldo por año de servicio. 

i E s <? derecho era un "derecho adquirido" o era 
un "derecho en expectativa"? 

¿Puede decirse que se hallaba incorporado a su 
patrimonio, que era un bien o crédito ganado, que pu- 
diera ser materia de un contrato de venta o cesión, 
como dijo la Corte en el caso de la ley de alquileres ? 
(Véase voto Presidente Bermejo, t .136, p. 189). 

Esta Corte, tratando el alcance de lo que se en- 
tiende por derecho en expectativa, ha dicho, después 
de recordar cómo el principio de la irretroactividad se 
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confunde con el principio de la inviolabilidad de la 
propiedad, cuando por la aplicación retroactiva de una 
ley se arrebata un derecho adquirido: "no puede de- 
cirse que la aplicación de una ley nueva de arancel que 
fija los honorarios judiciales (devengados en virtud 
de una relación contraída con anterioridad), prive de 
un derecho adquirido. Las partes se entregaron, agre- 
gaba, a las previsiones de la ley, pero no a las de la 
ley que rigiera en la fecha de establecerse la relación 
contractual sino a las que imperaron en el momento 
de surgir la diferencia entre las partes, (t. 1G3, págs. 
258 y 259). 

Puede decirse, en verdad, que en ese caso se tra- 
taba de fijar honorarios que no habían sido convenidos 
y en el presente estaba convenido el sueldo mensual 
del empleado, 

Pero no se trata ahora de fijar el sueldo sino una 
indemnización con motivo de un despido sobre lo cual 
no había intervenido ningún convenio entre las partes 
y por tanto, por aplicación del mismo principio, debe 
ser resuelto de conformidad a la ley vigente cuando el 
despido se produce. 

3 9 Que el art. 4044 del Código Civil contiene el 
principio que la doctrina recordada de la Corte ha ele- 
vado a la categoría de principio constitucional. Dice 
así: "Las nuevas leyes deben ser aplicadas a los he- 
chos anteriores, cuando sólo priven a los particulares 
de derechos que sean meros derechos en expectativa; 
pero no pueden aplicarse a los hechos anteriores cuando 
destruyan o cambien derechos adquiridos". 

Está completado por el art. 4045, según el cual 
"Las leyes nuevas deben aplicarse, aun cuando priven 
a los particulares de facultades que les eran propias 
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y que aun no hubiesen ejercido o que no hubiesen pro- 
ducido efecto alguno." 

La institución de derecho civil que la doctrina ha 
convertido en garantía constitucional tiene así una 
fuente copiosa de interpretación, puesto que procede 
del derecho romano y se halla en la legislación privada 
de los países que siguen esa tradición. 

En presencia de nuestro caso debemos examinar 
si la nueva ley priva a los particulares "de facultades 
que aun no hubiesen ejercido o que no hubiesen pro- 
(lucido efecto alguno", porque si así no fuera, la ley 
debe aplicarse y no tiene efecto retroactivo. 

Debe observarse que la ley impugnada es de las 
que produce efecto solamente cuando interviene una 
manifestación de voluntad, la del empleador que des- 
pule a su empleado. No hay retroactividad, ha dicho 
F. Lassalle, cuando el mantenimiento de un derecho 
que se ha tenido hasta el momento de dictarse una 
nueva ley, depende do un acto de voluntad. (Droits 
acquis, París, lf)04). 

Lo que se ha llamado simple expectativa ha sido 
definida como el derecho cuya existencia exige de parte 
del hombre una manifestación de voluntad. (Dalloz, 
Lms et (leeréis. Repertoire platique, Ñ? 170). 

Existen ejemplos clásicos de aplicación de ese con- 
cepto de la irretroactividad. En derecho romano, por 
ejemplo, se decidía que cuando una ley nueva estable- 
cía como causa de rescisión de un contrato de enfi- 
teusis la falta de pago de canon durante dos años o 
el deterioro del fundo, se aplicaba a contratos que no 
reconocían esas causas de rescisión. (Nov. 120. Cap. 8 

do Octavio). 

Ocurrió lo propio con el art. 1012 del Código Xa- 
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poleón, según el eual se obliga al deudor de renta 
vitalicia a restituir el capital si cesa de llenar su obli- 
gación durante dos años. Esa disposición se aplicó al 
pasado. 

El Código Suizo, dió valor de texto legal a esta 
interpretación, agregando al Código Napoleón la dis- 
posición que es su art. 21, que dice: "Las conse- 
cuencias por venir de un acontecimiento pasado, que 
la ley anterior había autorizado, pueden ser modifica- 
das por la ley nueva sin que haya retroactividad siem- 
pre que la ley aparezca antes que se produzca el hecho 
del cual se desprenderán las consecuencias." 

Si por modificar el pasado una ley ha de ser repu- 
tada retroactiva, ninguna ley escapará a ese vicio, pues 
por definición toda ley nuovn se propone eso fin: mo- 
dificar lo existente. 

4* Que efecto retroactivo de una ley quiere decir 
que ella opera sobre el pasado, remueve lo que está 
concluido, lo que los individuos han debido considerar 
al abrigo de toda contingencia, como una página ce- 
rrada en la formación de su patrimonio. 

Conviene recordar que en su primitiva sanción la 
ley contenía una cláusula según la cual ella se aplicaba 
a los despidos ocurridos desde el 1" de agosto de 1932, 
es decir, muchos meses antes de su sanción. Esta dis- 
posición fue vetada por el P. E. y quedó eliminada de 
su texto definitivo. En virtud de esa eliminación la 
ley no tiene efecto retroactivo, es decir, no se aplica a 
ningún despido producido antes de su sanción, no re- 
mueve nada definitivamente terminado antes de ella. 

5» Que para la mejor inteligencia do la cláusula 
la dividamos en sus dos partes separables : 1* la afir- 
mación al derecho de indemnización por causa de des- 
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pido ruptura del contrato, como dice la ley francesa; 
2 V el monto de la indemnización y la manera de fijarlo. 
La ley francesa de 19 de julio de lí>U8, por ejemplo, 

entrega su fijación a la prudencia judicial, que deberá 
tener en cuenta diversos factores para hacerla. 

La ley argentina lia optado por un criterio simple 
y matemático, que está en el decreto italiano (ari 10 

del de lí)2ti) : medio mes de sueldo por año de servicio. 

;S¡ la ley argentina hubiera aceptado el criterio 
de la ley francesa se podría hablar de retroaetividad ? 

¿Cambia la situación porque la ley argentina al 
dar las bases para fijar la indemnización establezca 
que ella ha do ser la de medio mes de sueldo hasta 
cinco años antes de su sanción i 

Si en vez de decir que se computará a razón de 
medio mes de sueldo hasta cinco años antes de su san- 
ción hubiera dicho: 14 todo empleado despedido tiene 
derecho a una indemnización que se graduará en con- 
sideración a la edad del empleado, su estado civil, el 
número de hijos, su capacidad como empleado", jBe 
habría podido objetarla como retroactiva ? Sin du- 
da, no. 

El legislador argentino ha aplicado en ejercicio do 
una facultad cuyo control no ha sido dado n los jueces, 
un criterio que 1» razón no rechaza y antes bien, aprue- 
ba, según el cual la bate para la indemnización ha de 
sor el tiempo durante el cual ha estado al servicio de 
su principal. 

¿Cómo no ha de tener efecto retroactivo esta ley, 
se dice, si revive el pasado, mide por él el derecho que 
sanciona? 

Poro no es así. Mido el derecho que sanciona por 
el tiempo pasado pero no lo revive. 
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La Suprema Corto de los Estados Unidos luí de- 
clarado por eso q U e una "ley no es retroactiva, raerá- 
mente porque los liedlos p requisitos de los cuales de- 
pende sil acción subsiguiente o algunos de dio* sean 
extraídos •!«■ un tiempo anterior a la lev" (•'(¡()--'-»7 
2:!.-); L'!JL»-44::). ' ' " ' 

6" Que la demostración di- que la ¡rretroa tividad 
de la ley no es un principio constitucional, sino con 
limitacioues, se encuentra en la jurisprudencia que re- 
conoce validez para el pasado a las leves de impuestos 
(t. 11 <. pág. 222; t. 14.-,, pág. 180; t. 152, pág. 268). 

Al establecer esa jurisprudencia la Corte ha dicho 
que el principio «le la irretroactividad pertenece al de- 
recho privado y no al derecho administrativo. 

Por eso no lo consigna la Constitución, que es un 
código político y sí el Código Civil, que ha establecido 
que no hay derecho irrevocablemente adquirid., contra 
una ley de orden público, (Arta. 2' y 5> del Cód. Civ.). 

Ifin otros términos, puede decirse, que la irretro- 
actividad so aplica a la justicia canmutativa, es decir, 
a las transacciones de los particulares, ventas, permu- 
tas, ele. cuando se conmutan prestaciones; que la rc- 
troactividatl se aplica cuando se trata de justicia dis- 
tributiva, es decir, cuando se trata del orden público. 
Perteneciendo los impuestos a este orden, se aplican 
retroactivamente., siempre que llenen las exigencias de 
igualdad, equidad, proporcionalidad, etc. (pie la Cons- 
titución impone. 

7' Que '-1 contrato de trabajo del empleado de co- 
mercio no está incluido en el concepto de justicia con- 
mutativa, es decir, no equivale al caso do venta de 
permuta, de cesión, etc. 

Las prestaciones de los contratos ordinarios son 
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créditos, mercancías, cosas. Las luyes <lc trabajo con- 
sideran un bien que si desde el punto de vista econó- 
mico — como creador de valores materiales — puede 
equipararse a aquéllos, difiere por su contenido y tras- 
cendencia moral: es el trabajo humano, que no es una 
mercancía, y su compensación : salario. 

8 9 Que los problemas que plantea la legislación 
del trabajo en el mundo civilizado aunque nuevos, tie- 
nen en nuestra Constitución las previsiones que permi- 
ten darle solución (ya que las facultades de la Corte 
tienen como límite infranqueable los textos constitu- 
cionales). 

Lo que existe ante todo para nuestra Constitución 
como su modelo americano del Norte, es el individuo, 
el hombro, la persona, a tal punto que organiza su sis- 
tema sobre o! reconocimiento tic sus derechos, como 
anteriores al Estado. 

Este concepto de la persona humana, obscurecido 
un tanto en el pasado, está en nuestra Constitución, 
como una de sus afirmaciones capitales y de ella deri- 
van los derechos del trabajo, como atributo de la per- 
sona. (Véase opinión del senador Matienzo, ex Procu- 
rador General de la Nación, Senado Nacional, Diario 
de Sesiones, año 1933, t. 2', pág. 359). 

No es extraño a la cuestión señalar que ese reco- 
nocimiento de la persona humana y no del Estado, 
como base de nuestra organización, si bien común con 
la de Estados Unidos, está caracterizada en la nuestra 
por la presencia dé varios textos de que aquélla carece. 
(Art G7, inc. 15; 76, 80, 3; discusión de la Convención 
Constituyente, sesión 21 de abril de 1S53). 

En presencia de ellos no podemos decir como God- 
lky (Constíhítional Limitations, 7' ed., pág. G70), que: 
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"el cristianismo, no es una ley de la tierra". En nues- 
tro país el catolicismo os una ley do la tierra. La 
personalidad humana y su derecho, como anteriores al 
Estado tienen, pues, el amparo de una doctrina que 
proclama su primacía. (Ver Encíclica De Rertm No- 
va ruin, Cap. "Sobre acción del Estado" y Quaihayc- * 
simo Anuo, sobre "El bien común"). 

9» Que se ha argüido asimismo que es un prin- 
cipio constitucional (pie no se puede dictar leyes que 
priven a un grupo de personas de parte de sus bienes 
para darla a otro grupo de personas. (La doctrina so 
halla expuesta principalmente en el caso Viñedos y 
Bodegas Atizó v Prov. de Mendoza, t. 157, pág. 359; 
Considerandos, pág. 37(5). 

Pero es de observar que en este y otros casos en 
que ha recaído el pronunciamiento se ha tratado de 
impuestos y cargas o tasas del Estado, en los que por 
tanto debía cumplirse la garantía de igualdad para los 
contribuyentes. 

Aquí aparece también un grupo de personas (los 
empleadores) gravados con nuevas obligaciones en be- 
neficio exclusivo de otro grupo de personas (los em- 
pleados). 

Pero no se considera, al juzgar así, que aquella 
doctrina se funda en un principio sin aplicación a las 
leyes de derecho privado, el principio de que los im- 
puestos y las cargas públicas deben ser iguales. Fun- 
dado en ese principio se ha dictado el pronunciamiento 
citado y otros análogos. 

De otro modo, todn ley nueva sería inconstitucio- 
nal, puesto que al establecer causas de nulidad, de res- 
cisión, por ejemplo, no admitidas hasta entonces, o mo- 
dificar en cualquier forma la ley de los contratos, un 
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grupo de personas es favorecido y un grupo de perso- 
nas perjudicado. 

10» Que la potestad de la Corte para declarar un 
texto legal repugnante a la Constitución no puedo ser 
ejercida por el estudio de los móviles, intenciones o 
el concepto legislativo que los ha dictado, sino por el 
examen do su congruencia con los principios de la 
Constitución (t. 153, pág. 111), ni importa un juicio so- 
bre la ley misma sino meramente su disconformidad 
con los principios básicos de organización que la Na- 
ción ha adoptado. 

11" Que la protección del trabajo se ha realizado 
en nuestro país por acción directa del Estado sobre 
todo en favor do sus empleados o servidores (jubila- 
ciones, pensiones, retiros, privilegios en la construc- 
ción de sus viviendas, etc.) o por medio de regulaciones 
dictadas por el Kstado para regir las relaciones de los 
particulares entre sí (accidentes del trabajo, reglamen- 
tación del trabajo de la mujer y del niño, del trabajo a 
domicilio, del trabajo nocturno, ley de la silla, etc.). 

La ley N- 11.725), cuya cláusula objetada es la cau- 
sa de este proceso, pertenece al segundo grupo. 

En el pensamiento y en el texto de la Constitu- 
ción son estas últimas las que encuentran un amplio 
amparo y no las que pueden ser manifestaciones de 
socialismo de Kstado, que es la doctrina expresamente 
combatida por la Constitución porque veía en ella la 
más gravo amenaza para los derechos personales. 

(Tal es la tesis de Alpkkiu, expresada tanto en 
Las liases, el libro que preparó la Constitución, como 
en el Sistema Económico y Rentístico tic la Confedera- 
ción Argentina, que <?s el libro en que la explicó y au- 
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mentó una vez dictada. Cap. 18 de Las Bases; Parte P, 
Cap. I del Sistema Económico). 

Xo pueden pasar antes que las leyes que miren a 
estimular a los colaboradores del comercio, la indus- 
tria, la agricultura, aquellas que favorezcan al creci- 
miento del Estado y den privilegios a sus servidores 
(pie conducen a la burocracia y la excesiva fiscalidad, 
extremos en los que vio un mal la Constitución. 

12* (¿ue se ha debatido solamente el texto legal 
impugnado en cuanto se lo reputa violatorio de la in- 
violabilidad de la propiedad, en razón del efecto retro- 
activo que se le atribuye y en consecuencia este pronun- 
ciamiento debe limitarse a esa cuestión. 

Pero se ha argüido asimismo, que esta ley, dada 
la extensión de derechos que concede al empleado, pue- 
de importair en muchos casos una carga expoliatoria y 
ruinosa, cuando ocurre, por ejemplo, la liquidación 
forzosa de un negocio y el despido de un numero do 
empleados que pueden ser centenares. 

Tal argumento no ha sido invocado expresamente 
en este juicio. Pero si esos casos se presentaran, la 
Corte deberá examinarlos para pronunciarse, porque 
tales consecuencias, pueden comprometer otros princi- 
pios constitucionales. 

En mérito de lo expuesto se confirma la sentencia 
apelada, en cuanto ha podido ser materia de recurso. 

Notifíquese y devuélvanse. 

Juan B. Tbban. 
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PENSION MILITAR — PRESCRIPCION DE LA AC 
CION — DEMANDA CONTRA LA NACION. 

SUMARIO: Debe declararse proscripta la acción tendiente 
a obtener una pensión militar, deducida más de diez 
años después del fallecimiento del causante. 

JUICIO: M. I. Groppo ik» Kivas e|. la Nación. 

Caso: El 14 de diciembre de 1934, doña María Isabel 
Groppo de Kivas inició demanda contra la Na- 
ción, para que se la condenara a otorgarlo la pen- 
sión militar que lo había denegado el Poder Eje- 
cutivo, y que a su juicio, le correspondía como 
viuda del teniente José Eduardo líivas, fallecido 
el 30 de marzo de 1913; 

El señor Procurador Fiscal opuso la defensa 
de prescripción fundado en los arts. 4019, 4l)'J-*I y 
4027, me. 3°, del Código Civil, y sostuvo que por 
esa y otras razones debía sor rechazada la deman- 
da, con costas. 

El señor Juez Federal) apoyándose en los fa- 
llos de la Corte Suprema publicados en los ts. 150, 
pág. 108; 100, pág. 31; 101, pág. 30; 120, pág. 120 
de la colección respectiva ; en el reconocimiento de 
la adora do que no realizó gestión judicial desde 
marzo 30 de 1018 hasta diciembre 14 de 1934; y 
en qno, según lo lia resuelto reiteradamente la Cor- 
to Suprema, las gestiones administrativas no in- 
terrumpen la prescripción, resolvió declarar pros- 
cripta la acción y rechazar la demanda, con los 
costas por su orden. 
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Recurrido este pronunciamiento, fué confir- 
mado por la Cámara Federal de la Capital, que 
tuvo en cuenta para ello, lo resuelto por la Corte 
Suprema en el t. 165, pag. 95, de la colección de 
Fallos. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, scptienlbre 23 de 1936. 

Y Vistos: Los de la causa seguida por doña María 
Isabel Groppo de Rivas v/. la Nación sobre pensión 
militar; y 

Considerando: 

Que la cuestión de proscriptibilidad del derecho 
a cobrar pensión, que es la planteada en el presente 
juicio ha sido juzgada por la Corte en el cuso que se 
registra en el t. 165, póg. 95 de la colección de sus 
fallos. 

Que si bien es cierto que por dicho pronuncia- 
miento la Corte ha resuelto que está sujeto a prescrip- 
ción el derecho a cobrar pensiones atrasadas y nada 
dice del derecho mismo a solicitarla, como ocurre en el 
presente caso, la teoría jurídica de esc fallo es aplica- 
ble al presente por ser idénticas las razones que en 
ambos casos militan. 

Que el punto de partida adoptado por el referido 
fallo es el de que todas las obligaciones o acciones, aun 
las pactadas por el Estado, Nación, Provincias, comu- 
nas o personas morales de derecho público (salvo mo- 
dificación expresa de las leyes) son prescriptibles (art. 
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3951 del CYíd. Civil). En consecuencia ose principio 
rige tanto para el caso de atrasos de pensión acordada 
como para la acción que so proponga obtener la pen- 
sión misma. 

Qflfi en él presente caso lia transcurrido el máximo 
de tiempo de la prescripción de las acciones creditorías 
que es el de diez años, pues que abierto el derecho a la 
pensión con la muerte del causante en 1913, marzo :$<), 
se promuevo la demanda en 14 de diciembre de 1934. 

(¿ue debó tenerse presente que la prescripción li- 
beratoria aunque se produce por la inacción del titular 
del derecho, tiene un fundamento de Ínteres público, 
que es la necesidad social de no mantener pendientes 
las relaciones de derecho sin que sean definidas en un 
plazo prudencial y respetar las situaciones que deben 
considerarse consolidadas por el transcurso del tiempo. 
V esto, por las mismas razones, ha de aplicarse tanto 
al patrimonio de los particulares como al de entidades 
de carácter público. 

Que es innecesario por tanto entrar a deliberar 
acorcá de si el causante de la aetora tenía o no derecho 
a la pensión, de acuerdo con las alegaciones planteadas 
por el señor Procurador Fiscal a t's. 10. 

En mérito de lo expuesto, se confirma la sentencia 
apelada, sin costas. llagase saber y devuélvanse. 

líoBKirro Kkcktto, — Luis Li- 
nares. — Juan B. Tkiún. 
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INCONSTITUCIONALIDAD — IMPUESTO A LOS 
REDITOS — MAGISTRADOS JUDICIALES. 

SUMARIO: El are. 18 de la ley N? 11 682 es violatorio 
del art. 96 de la Constitución Nacional, en cuanto im- 
pone una contribución sobre d sueldo de los magis- 
trados judiciales de la Nación. 

JUICIO: Fisco Nacional c/. Rodolfo Medina. 
Cuso: Resulta del siguiente 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, septiembre 23 de 1936. 

Y Vistos: Para resolver el recurso extraordinario 
interpuesto contra la sentencia de fs. 19 y lo dispuesto 
a fs. 49 y atento que la mayoría del Tribunal resuelve 
el sprteo de votos, realizado éste se agregan en el 
orden correspondiente. 

I 9 El del doctor Horacio Calderón, que dice: 

Vistos estos autos y promovidos por el señor Pro- 
curador Fiscal contra el señor Juez doctor Rodolfo 
Medina por cobro de pesos, deben plantearse estas 
dos cuestiones: 

¡Procede el recurso extraordinario que autoriza el 
art. 14 de la ley N« 48 f 

¡Es justa la sentencia apelada! 

En la primera me pronuncio por la afirmativa por 
desconocerse el derecho del actor para invocar la ley 
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N 9 11.682 que el señor Juez apelado declara inaplicable 
por ser repugnante a la Constitución Nacional. 

En la segunda me inclino igualmente por la afir- 
mativa. 

La ley N 9 It.tíSi en sus arts. 18 y 30, inc. b) respec- 
tivamente, impone a los magistrados que integran el 
Poder Judicial de la Nación, la contribución del 5 % de 
su salario y una tasa adicional progresiva sobre la to- 
talidad de las rentas de que disfruten por todo concepto. 

La Constitución Nacional en su art. 96, dice: "Los 
jueces de la Suprema Corte y de los Tribunales infe- 
riores de la Nación, conservarán sus empleos mientras 
dure su buena conducta y recibirán por sus servicios 
una compensación que determinará la ley y que no podrá 
ser disminuida en manera álgúiíá mientras permanecie- 
ren en sus funciones" 

Kn presencia de esta disposición constitucional, tan 
supérente cuando emplea la frase "en manera alguna" 
que no existe en el texto de la Constitución Americana, 
do donde fue tomada en todo lo demás por nuestros 
constituyentes, es imposible el imperio de la ley N v 
11.682 en ninguna de las dos disposiciones recordadas, 
porque lo contrario significaría que en forma indirecta 
puede afectarse el principio constitucional de la intnn- 
gibilidad «le la remuneración, contemplada en los mis- 
mos términos absolutos que la inamovilidad de los ma- 
gistrados do la Suprema Corte y tribunales inferiores 
de la Nación por el art. 96 de la Constitución. 

Puede parecer injusto e inequitativo el privilegio 
que importa esta exención de contribución en favor de 
tales funcionarios, que llegarían a ser así los únicos ha- 
bitantes del país que no contribuirían con una porte de 
sus rentas al mantenimiento de las instituciones que 
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proveen, eu los múltiples órdenes en que están organi- 
zadas, los servicios de atención a* la vida, los bienes y 
al bienestar general, pero ante la letra del texto cons- 
titucional precitado, es forzoso decidir que él ampara el 
privilegio. 

Privilegio que pierde su carácter personal y* odioso 
porqué no lo acuerda la sección P de la cláusula 3° de la 
Constitución Americana como el nrt. 96 de la Constitu- 
ción Argentina a la persona de los magistrados, sino a 
la institución "Poder Judicial do la Nación" a quien 
quieren asegurar los constituyentes, cuyo pensamiento 
se exterioriza en los antecedentes de las convenciones 
respectivas, una absoluta independencia en su funcio- 
namiento y librarlo de toda presión de parte de los otros 
poderes que tienen "la fuerza y ol dinero". 

Y es de desear que así lo consideren todos los que, 
a diferencia de los magistrados federales, deben pagar 
el impuesto a los réditos, porque la desigualdad ante 
la ley tan repugnante al concepto moderno de la demo- 
cracia, debe ceder, en este caso, ante la necesidad cada 
día más sentida, de afianzar la absoluta independencia 
del Poder Judicial, precisamente para que el pueda dar- 
nos la seguridad efectiva de nuestros derechos en nues- 
tras personáis y en nuestros bienes. 

Y esto merece contemplarse tanto más cuanto que 
el principio básico sobre que reposa nuestro régimen po- 
lítico, que es la división de los poderes del Gobierno en 
tres departamentos, Ejecutivo, Legislativo y Judicial, 
con funciones propias y limitadas, independientes el 
uno del otro, sería lesionado gravemente si cupiera la 
posibilidad de que la vida do los funcionarios que in- 
tegran uno de ellos esté a merced del otro, máxime 
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cuando el agravio so infiero al más débil, al decir de 
Hainilton. 

fái él salario del Juez no está amparado como su 
permanencia en t*l cargo, desaparece la seguridad de su 
inflexibilidad, de su rectitud; su libertad de juicio pue- 
de vacilar ante el temor, muy humano, do que la retri- 
bución se reduzca por el legislador hasta extremos que 
no le permitan cubrir su subsistencia y la de los suyos. 

Inglaterra como Estados Unidos, demuestran con 
la independencia absoluta del Poder Judicial que existe 
en ambo» países, cuánto es verdad en ellos la libertad 
política y el derecho personal y entre nosotros mismos 
ha podido apreciarse desde 1853 hasta la techa, el pro- 
pósito firme de ratificar con los hechos, el enunciado 
del art. 9G de la Constitución Nacional. 

Por eso ahora, cuando por primera vez surge la po- 
sibilidad de que una ley especial afecte aquel principio, 
es deber ineludible, ratificar conceptos y decir con el 
eminente Chief Justico Taney: 4 4 El Poder Judicial es 
uno de los tres grandes departamentos del Gobierno 
creados y establecidos por la Constitución. Sus deberes 
y atribuciones, están especialmente determinados y 
por su naturaleza exigen que este departamento goce 
de la más absoluta independencia de los otros departa- 
mentos y a fin de colocarlo fuera del alcance y aun de 
la sospecha de cualquier influencia, la atribución de re- 
ducir sus compensaciones es apartada del Congreso ex- 
cluyéndose de sus poderos de legislación". 

Y si ésto puede confirmarse ante el texto de la sec- 
ción ¡L* de cláusula 3' de la Constitución Americana uná- 
nimemente interpretada así por todos los grandes tra- 
tadistas do los Estados Unidos como Storv, Kent. 
Marshall, Hamilton, etc., ¿cómo no entenderlo de igual 
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manera para la República Argentina- cuando su Consti- 
tución ha ampliado el texto americano con la frase "en 
manera alguna", es decir, alejando con ella hasta la 
más remota duda de que la voluntad del pueblo es que 
los jueces de la Suprema Corte y de los tribunales in- 
feriores de la Nación, gocen en sus salarios de la misma 
seguridad que en la duración de sus cargos? 

Ahora bien: no obstante la prescripción constitu- 
cional recordada, en los Estados Unidos so creyó que el 
Poder Legislativo estaba facultado para reducir los 
sueldos de la justicia federal cuando esa disposición 
abarcara, sin excepción, la totalidad de los empleados 
de la administración y por razones do honda crisis eco- 
nómica, pero ante la protesta de Taxev el Chief Justice 
de la Suprema Corte ya citado que estimó inaplicable 
la ley a los miembros de la justicia federal, el Depar- 
tamento Ejecutivo desistió de su aplicación. 

La interpretación judicial de la prescripción cons- 
titucional estatuida en la sección 1° de la cláusula 3* de 
la Constitución America na, se planteó ante la Suprema 
Corte de los Estados Unidos después de la adopción 
de la enmienda XVI y de la sanción de las leyes sobre 
impuestos a la renta. La enmienda dice: "El Congreso 
tendrá poder para crear y percibir contribuciones sobre 
las rentas de cualquier fuente que provengan, sin pro- 
porcionarlas entro los Estados y sin consideración a nin- 
gún censo o remuneración" Y la ley del 24 de febrero de 
lí)lí) en su párrafo 213 computaba para el cobro de este 
impuesto todas las ganancias percibidas y rentas, inclu- 
yendo los salarios que recibían los jueces federales. 

Esta ley fue acatada sin protesta por los miembros 
de la Suprema Corte, pero ante la queja del Jucas del 
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Distrito Occidental de Kcntueky, so vieron obligados a 
pronunciarse al respecto. 

La decisión so adoptó en el caso Waltér EvanS v. J. 
Rogcrs Gore 253, U. S. 245, G4 L. ed. 887. 

El Juez Van Dcvanter que redactó la opinión de la 
mayoría de los Ministros de la Corte, dice que el párrafo 
213 es repugnante a la Constitución por atentar contra 
el principio de la división del Gobierno en tres poderes 
y afectar la independencia del Poder Judicial. 

Agrega: M K1 Poder Ejecutivo tiene el mando de la 
fuerza pública, el Poder Legislativo dispone de los di- 
neros públicos, mientras el Poder Judicial sólo puede 
.juzgar. Poro si las funciones judiciales son las más 
débiles, son en cambio las más delicadas, por lo que es 
indispensable asegurarle la más completa independen- 
cia. El Poder Judicial penetra en el hogar de cada 
hombre, juzga su propiedad, su reputación, su vida, to- 
do. ;No es entonce* importantísimo de que sea perfecta 
y completamente independiente sin que nadie lo influen- 
cie o lo cOlltrOle a excepción do Dios y su conciencia ? M 

4 'Que el propósito primordial de la prohibición de 
disminuir los sueldos, no es do beneficiar los jueces, sino 
que, n semejanza de la cláusula que impone US inamovi- 
Hdad es de atraer hombres cultos y competentes al Tri- 
bunal y de disponer la independencia de acción y juicio 
que es esencial para el mantenimiento de las garantías, 
limitaciones y principios de la Constitución y a la ad- 
ministración de justicia, sin que se tengan en cuenta las 
personas y con igual dedicación al pobre que al rico. 
S ; endo tal su propósito, debe interpretarse no como un 
privilegio personal, sino como una limitación impuesta 
en interés público M . 

Añade "que es preferible en todos los casos para la 
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comunidad asegurarse una justicia independiente antes 
que una fuente de recursos de reducida importancia" y 
refiriéndose a la pretensión de los que sostenían que la 
enmienda 1G al dar al Congreso la facultad de levantar 
impuestos, a la renta de cualquier fuente que provinie- 
ran, había derogado cu este punto la sección 1* de la 
cláusula 3* contesta que esa enmienda fué adoptada 
únicamente para derogar la decisión de la Suprema 
Corte en el caso Polloek v. Farmcrs Loan, de manera 
que no fuera necesario proporcionar el impuesto a la 
renta entre los distintos Estados según su población sin 
que la enmienda tuviera por objeto extender el poder 
impositivo a sujetos anteriormente exceptuados. 

A partir de esa fecha, la jurisprudencia sentada 
por la Suprema Corte quedó firme y hasta el mismo 
Juez de la Corte, Holmes, que fundó la disidencia en 
el caso recordado, reconoce la conveniencia de tal pro- 
nunciamiento cuando es llamado a juzgar en el caso G¡- 
Ilcspie w Oklahoma 257 U. S* 501, GG, L. ed. 338. 

Y la mejor confirmación de esa doctrina se produce 
en el caso Miles v. Grabara 26S ü. S. 501, 69, L. ed. 
1067 en el que la Suprema Corte declara "aun cuando 
el nombramiento de un Juez se haya efectuado con 
posterioridad a la sanción de la ley de impuesto a la 
renta, esta circunstancia no autoriza a gravar el sa- 
lario fijado por ley al cargo de Juez, pues este no puede 
ser disminuido en forma alguna". 

Con estos antecedentes, los recordados en el acuerdo 
a que llegaron las Exentas. Cámaras Civiles de la Ca- 
pital con fecha 30 de diciembre de 1932, los fundamen- 
tos de la sentencia de la Corte Suprema de la provin- 
cia de Buenos Aires constituida por cinco conjueces 
de la más alta y acreditada reputación como profesores 
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de derecho público, los doctores Vicente Fidel López» 
José María Moreno, Antonio Malavcr, Pedro Goyena 
y Carlos Saavedrn Zavaleta que en 1878, aun cuando 
en el caso "sub judice" mantenían la reducción de 
sueldo por no prohibirlo expresamente la Constitución 
do la provincia, reconocían la necesidad de mantener 
el principio afirmado en el nrt. 96 do la Constitución 
Nacional, no puedo vacilar en pronunciarme por la in- 
constitucionalidnd de los arfo 18 y 30 en su inc b) de 
la ley N v 11.082 en cuanto afectan ol salario dé los jue- 
ces de la Suprema Corte y tribunales inferiores de la 
Nación. 

La Oposición entre ellos y el nrt. 96 de la Cons- 
titución, no me ofrece duda. La voluntad del pueblo 
consignada por sus representantes en el art. 9(i de la 
Constitución, debe primar sobre la voluntad del legis- 
lador. 

Por todo ello, mi voto es por la confirmación de 
la sentencia apelada. 

VA doctor Octavio H. Amadeo, dijo: 

P Que procede el recurso por cuanto el derecho 
invocado por el actor se funda en una ley del Congreso 
que la sentencia recurrida declara ser repugnante a una 
cláusula de la Constitución Nacional. 

2* La cuestión debatida es si el art. 18 de la ley 
X 9 11.(582 al imponer una contribución sobre el sueldo 
de los magistrados judiciales viola el art. 96 do la Cons- 
titución que establece que la compensación de los jueces 
"no podrá ser disminuida en manera alguna, mientras 
permaneciesen on sus funciones*'. Las partes están 
acordes en que el art. 96 no permite disminuirlos; pero 
el desacuerdo se produce sobre el punto de si los ¡m- 
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puestos que los gravan están incluidos en dicha pro- 
hibido!!. 

3* EJ propósito do la Constitución lia sido asegu- 
rar la independencia del Poder Judicial con eficaces 
garantías como son la innmovilidad de la función y la 
intangibilidnd del sueldo. Esta última complementa la 
primera, porque "tener acción, sobre la subsistencia de 
un hombre importa tenerla sobre su voluntad". En los 
países donde los poderos políticos del Estado son ma- 
terialmente fuertes es de urgencia amparar al poder 
huís débil, considerado "baluarte" de libertad para el 
pueblo, contra posibles opresiones jurídicas de los otros 
poderes. 

i 9 Esta exoneración de impuesto no viola el prin- 
cipio de igualdad, consagrado en el nrt. 16 de la Cons- 
titución, que tiene excepciones dentro do la misma, co- 
mo son las inmunidades de ciertos funcionarios o 
instituciones. Tales privilegios no fueron creados para 
proteger personas, clases o castas, sino para dar con- 
sistencia a instituciones que se consideraban fundamen- 
tales. 

5* El art. 96 no exime a los magistrados de con- 
tribuir a los impuestos con sus otros bienes, sino so- 
lamente con los sueldos, lo que evidencia que se trata 
de privilegios institucionales. Estos deben ser de apli- 
cación restringida, en cuanto son excepciones a la ley 
común, pero una vez establecidos expresamente con 
propósitos de bien público, deben ser acatados. 

6* No obstante ser la Constitución Americana me- 
nos explícita que la nuestra, fué siempre interpretada 
en el sentido de que los sueldos de los jueces mientras 
permanezcan en sus funciones no pueden ser disminui- 
dos, ni siquiera por impuestos. Allá existe el antGce- 
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denté de la "protestó respetuosa" con que los jueces 

de 1» Corte de Virginia resistieron en 1788 una ley Que 
reducía sus compensaciones. Y la serie dé escritores 
juristas, desde Hamilton en "El Federal teta" hasta 
nuestros días lian apoyado esa doctrina. 

La primera tentativa contraria ocurrió en 18(?2 por 
una ley que descontaba el tres por ciento de todos los 
sueldos. Fué entonces que el Chief Justice Tancy diri- 
gió su celebre carta ai Secretario del Tesoro, cu que 
decía: "Ki pudiera la compensación ser disminuida con 
el nombre de impuesto, podría ser reducida de tiempo 

en tiempo al placer de la Legislatura". Esa protesta 

hizo derogar el impuesto. 

La Suprema Corte «le los Estados ruidos confirmó 
esta doctrina en el caso Evans v. Gpre, junio 1* de 1920, 
estableciendo que: "So llega a la disminución de los 
sueldos poi varios caminos, algunos directos, otros in- 
directos, y aun evasivos como lo sugirió Hamilton, pero 
todos los que priven de una parte de lo prometido pol- 
la ley deben considerarse dentro de la inhibición". Es 
manifiesto que la prohibición contemplada se ideó para 
prevenir rebajas por medio de impuestos. En el caso 
"O'Donoghue and Eütz v. U. S." la Corte en mayo 29 
de* 1933 confirmó su doctrina ya clásica que lia quedado 
inconmovible. 

T f ('mi mayor razón debo considerarse prohibitiva 
la cláusula análoga de la Constitución Argentina; por- 
que en ella se agrega que no se puede disminuir la 
compensación de los jueces "en manera alguna", cláu- 
sula enfática gue no está en la Constitución Americana, 
y significa la prohibición absoluta de hacerlo, cualquie- 
ra sen te forma que se busque, directa indirecta, por 
rebajas o por impuestos. 
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Si es verdad, como dice el demandante, que la ley 
impugnada involucra los sueldos de los jueces en el 
conjunto de sus rentas, no es menos cierto que quedan 
dichos sueldos gravados con un impuesto. Muchos jue- 
ces no tienen otra renta que su sueldo, y aun cuando 
la tuvieran, debe ser discriminada, para que contri- 
huyan como todos los habitantes con sus entradas co- 
munes; pero apartando, como renta no imponible, la 
correspondiente a sus sueldos de jueces. El argumento 
de que existen otras contribuciones fiscales que ellos de- 
ben abonar, como los impuestos al consumo, no justifica 
el gravamen sobre los sueldos, porque aquéllo no está 
prohibido, y esto sí. 

8 9 Los constitucional! stns doctores Joaquín V. 
(¡oxzalkz y González Cal,debó:n, sostienen que la frase 
"en manera alguna" significa que la compensación do 
los jueces no puede ser reducida ni por impuestos ni 
por cualquier otro medio que pueda limitarla. 

!)* Las Cámaras Civiles de la Capital resolvieron 
en pleno por acuerdo de diciembre 30 de 1932 y por 
unanimidad de sus diez miembros, que la ley X 9 11.586 
en cuanto gravaba los sueldos de los magistrados judi- 
ciales era inconciliable con los principios constituciona- 
les que garantizan la independencia del Poder Judicial. 

10* Es evidente que en el caso siib jndice, ni 
por el monto del impuesto, ni por su generalidad podría 
suponerse un proposito atentatorio. Pero el solo hecho 
de que se admitiera la facultad legislativa de establecer 
impuestos sobre los sueldos de los magistrados, dejaría 
abierta una brecha peligrosa para su independencia. 

11* La Suprema Corte ad Itoc de la Provincia 
de Buenos Aires resolvió en 1878 un caso análogo en 
sentido contrario por no existir en la Constitución pro- 
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viucial una cláusula semejante a la nacional, y así su- 
cedió tnmlm'n en fallos mas recién U-s ilel misino tri- 
bunal. 

12* Si estos sueldos uo pueden ser rebajados "en 
manera alguna", según la Constitución, quedan tam- 
bién prohibidas las "maneras" indirectas; pues por 
ambos caminos se llega al mismo fin. Si se permite 
rebajar los sueldos por la vía indirecta del impuesto, 
sería inútil prohibir la rebaja directa. Si se probibe 
disminuirlos en un tros por ciento, es claro que está 
prohibido gravarlos con un impuesto del tres por ciento. 

$3* fin caso de invocarse un conflicto de la ley 
con la Constitución, la duda debe resolverse por la vali- 
dez de la ley, y para declarar su invalidez "la oposición 
entre la Constitución y la ley debe ser tal que el Juez 
sienta una clara y fuerte convicción de la incompatibi- 
lidad de atabas'' (Marshnll). Poro en el caso actual la 
oposición es evidente y la ley debe ceder a la Consti- 
tución. 

Por ello debe confirmarse la sentencia recurrida 
declarándose que el art. 1S de la ley N' 11.682 en la 
parte objetada no es compatible con el art, 06 de la 
Constitución. 

El doctor Osvaldo Rocha, dijo: 

La procedencia del recurso extraordinario inter- 
puesto en los presentes autos, surge de lo dispuesto por 
el art. 14, ine. V de la ley X* 48. por tratarse de una 
demanda fundada en una ley especial del Congreso de 
la Nación, que la sentencia recurrida declara repug- 
nante a «na cláusula de la Constitución Nacional, en la 
parte que os materia del asunto. 

El litigio versa sobre la cuestión de saber si la ley 
N° 11.682, que grava con un impuesto a los réditos del 
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trabajo personal y, por tanto, al sueldo que percibe el 
demandado como Juez Federal, es o no compatible con 
la prescripción del ari 0(i de la Constitución Nacional, 
en cuanto establece que 44 los jueces de la Corte Suprema 
y de los tribunales inferiores de la Nación, conservarán 
sus empleos mientras duro su buena conducta, y reci- 
birán por sus servicios una compensación que determi- 
nará la ley y que no podrá ser disminuida en manera 
alguna, mientras permanecieren en sus funciones". 

l*na regla fundamental para la interpretación do 
las leyes, enseña que la intención y alcance de sus pre- 
ceptos debe buscarse en los propios términos en que 
están redactados. Es oso el único medio de dar pleno 
electo a lo que es expresión de la soberanía popular. 
Do ahí que, si se trata de fijar el verdadero sentido 
del texto constitucional antes transcripto, para aplicar- 
lo al punto controvertido en el sitb lite, forzoso es 
atribuir a la prohibición de reducir los emolumentos 
de los jueces do la Corte Suprema y demás tribunales 
do la Nación, un carácter eminentemente absoluto, con- 
sagrado a través de las palabras 44 en manera alguna" 
que no en balde figuran a continuación del impedimen- 
to ordenado. Por eso ha dicho J. V. Goxzalkz en su 
Manual (página 629), que la prohibición constitucional 
no puede ser violada 4 4 ni por reducciones generales o 
proporcionadas a toda la administración, ni por im- 
puestos, ni cualquier otro medio que pueda limitarla". 

El propósito de nuestros constituyentes de asegurar 
la independencia del Poder Judicial de la Nación en 
forma rígida y libre de cualquier intento de frustrar 
tal designio, se descubre a simple vista al confrontar 
el texto del art, 0(5 de la Constitución Nacional, con la 
cláusula 3\ sección P de la Constitución de EE. ÜU. 
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que íes sirvió cíe fílente inmediata. La Constitución 
Norteamericana estatuye que "los jueces, tanto de la 
Corte Suprema, como de los tribunales interiores, con- 
servarán su empleo mientras dure su buena conducta y 
recibirán, en épocas determi nadas, por sus servicios, 
una retribución que no podrá ser disminuida mientras 
permanecieren en sus funciones". La frase "en mane- 
ra alguna"* tan enérgica, precisa y expresiva, no apa- 
rece en e! modelo y fué puesta por los redactores do 
nuestra Constitución con el fin innegable de acentuar 
la prohibición y fortificar aun más la independencia 
judicial, erigiendo lo que era una garantía de bien pú- 
blico, en una verdadera prerrogativa de lo« magistra- 
dos, anexa e inherente a su investidura. Los redactores 
de la Constitución de BE, IT. de América — ha dieho 
Ntohy — "con profunda sabiduría, han considerado la 
independencia durable del sistema judicial, como la base 
fundamental de nuestra República", e inspirados en ese 
juicio los convencionales argentinos, se esmeraron en 
dotar a tan esencial garantía, de privilegios máximos, 
de sentido inequívoco, a cubierto de posibles exégesis 
propensas a destruirla. 

El alcance del agregado no ha podido ser otro que 
el de excluir impuestos o rebajas generales y aun tran- 
sitorios, extensivos n todos los poderes. Para las san- 
ciones legislativas destinadas a reducir particularmente 
las asignaciones de los jueces amparados por la cláu- 
sula constitucional, bastaba la terminología del texto 
norteamericano como freno contra los posibles o invo- 
luntarios abusos de las otras ramas del Gobierno. Pue- 
de, en consecuencia, afirmarse que la atribución legis- 
lativa de "imponer contribuciones directas por tiempo 
determinado y proporcionalmente iguales en todo el te- 
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rritori.o de la Nación", se encuentra restringida por vi 
arfe 90* que exime de semejante tributo a los emolumen- 
tos de los magistrados judiciales que menciona. 

El expresado punto de vista resuelve, para mí, la 
cuestión, sin lugar a dudas porque la Constitución es 
clara y su criterio fluyo del significado común y nntu- 
i-jil.de sus términos. Esta Corte, en diversas decisiones, 
ha prestado asenso a ese modo de pensar. Sin embargo, 
la trascendencia del asunto y lo ocasional de la alta 
función que me ha toeado el honor de desempeñar, me 
obligan a fundar más extensamente mi voto, con el apor- 
te de antecedentes y elementos de juieio de indiscu- 
tible valor informativo. Unos y otros corroborarán la 
conclusión anticipada. 

Las Cámaras de Apelaciones en lo Civil de esta 
Capital, con fecha 30 de diciembre de 1932, declararon 
«•que la aplicación de la ley N* 11.586 a los sueldos de 
los magistrados judiciales, es incompatible con los prin- 
cipios constitucionales que garantizan la independencia 
del Poder Judicial". Acordaron esa declaración con 
motivo do una nota que dirigiera el Ministro de Justi- 
cia e Instrucción Pública a la Cámara 2» remitiéndole 
copia de la decisión de la Contaduría General de la 
Nación, según la cual, los habilitados de las dependen- 
cias judiciales estaban obligados, como agentes de re- 
tención, a practicar el descuento del impuesto a los ré- 
ditos sobre los sueldos de los magistrados (Gacela del 
Foro, t. 123, pág. 19). 

También el Snperior Tribunal de la ciudad de Cór- 
doba, integrado por conjueces, con fecha 3 de diciem- 
bre de 1935 declaró inconstitucional la ley de presu- 
puesto que disminuía la remuneración de los magistra- 
dos judiciales, por transgredir lo dispuesto por el 
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art. 120 dé la Constitución de la provincia, redactada 
en términos idénticos al correspondiente de la Consti- 
tución Nacional (Gaceta del Foro, t 110, pág. 264). 

El propio Parlamento Argentino, autor de la ley 
de impuesto a los réditos que disminuye la retribución 
fijada al demandado como Juez Federal» ha interpre- 
tado el principio de la inalterabilidad de los sueldos 
consagrado por el art. Í)G de la Constitución Nacional, 
con criterio de absoluto legalismo. Es así como al san- 
cionar la ley N 9 4¡í4í> sobre jubilaciones y pensiones 
civiles, previno en su art. 2*, inc. 5 v f que sólo quedarían 
comprendidos en sus disposiciones "los magistrados ju- 
diciales que a ella se acojan". Condición fue esa do 
inteligencia y significado inequívocos, si se recuerda 
que el miembro informante de la Comisión de Legisla- 
ción de la H. Cámara de Diputados expresó su funda- 
mento diciendo: "Hay una disposición constitucional 
que establece que a los magistrados judiciales no se les 
puede rebajar el sueldo; tienen que manifestar, enton- 
ces, si quieren acogerse a esta ley, cada uno especial- 
mente, en cada caso". Y eso ocurrió con motivo de un 
descuento de un 5 % inicinlmente, aplicable a todo el 
personal civil de la administración nacional, establecido 
con fines de beneficio común, no obstante lo cual el 
Congreso consideróse inhabilitado para exigirlo de los 
jueces. 

En la colección de Acuerdos y sentencias dictados 
por la Suprema Corte de Justicia de la Provincia do 
Bueno.? Aires (t. VT, pág. 347), figura un extenso 
y erudito fallo, de feclia 22 de marzo de 1878, firmado 
por los conjueces doctores Vicente P. López, Antonio 
E. Mnlaver, José María Moreno, Carlos Saavedra Za- 
valeta y Pedro Goyena, en el recurso de inconstitucio- 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 8U 

nulidad interpuesto por varios magistrados contra la 
ley de presupuesto para el año 1876 que disminuyó sus 
sueldos; El Tribunal decidió que esa ley era constitu- 
cional y se fundó en la circunstancia de no existir en 
la Constitución que regía en la provincia, un precepto 
que prohibiera expresamente la disminución de los suel- 
dos además del que disponía de la inamovilidad de los 
jueces. Consideró la cuestión con arreglo a la impor- 
tancia de la rebaja, al carácter general de su aplica- 
ción y a la crisis económica por que atravesaba en 
esos momentos la provincia, y terminó afirmando qin 
el descuento no constituía un ataque at Poder Judicial 
ni le privaba de su independencia. Entre otros argu- 
mentos, adujo el doctor Malaver que "es incuestionable 
que la fijación de sueldos permanentes tiende a asegu- 
rar más la inamovilidad y la independencia judicial; 
pero ésta puede concebirse sin dificultad aun con suel- 
dos variables, siempre que las variaciones que en ellos 
se introduzcan no se propongan una destitución disi- 
mulada. Es mejor que la Legislatura no tenga la fa- 
cultad de variar los emolumentos de los jueces; pero 
esa limitación de sus facultades debe ser expresa en la 
Constitución como existe en la nacional, en la ameri- 
cana y en otras; sin que en ausencia de tal limitación, 
pueda olla considerarse inherente, absolutamente ha- 
blando, a la inamovilidad o a la independencia judicial". 
El doctor López agregó que entre los presentes había 
tres, además de él, que formaron parte de la Convención 
Constituyente y que fueron miembros de la comisión 
redactóla del proyecto sobre el Poder Judicial, en la 
(pie so propuso establecer la misma cláusula que en la 
Constitución Nacional para los sueldos de la Adminis- 
tración de Justicia, y que en vista de la penuria que 
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ya comenzaba a sentirse sobre el tesoro público, se 
rechazó la clausula para hacer posibles las disminucio- 
nes generales. Los conceptos vertidos por esos dos con 
jueces y los análogos expuestos por los demás, tradu- 
cen el exacto alcance del fallo contrario a la hiconsti- 
tueionalidad de la rebaja y el criterio del tribunal si 
hubiese estado en presencia de una prescripción expresa 
similar a Ja del art. 96 de nuestra Carta Fundamental. 

Kn E K. IT. de América son ya numerosos los pre- 
cedentes que abonan la tesis (pie sustento. Es digno 
de tenerse en cuenta antes de citarlos, la importancia 
excepcional (pie revisten frente a un texto constitucio- 
nal menos enérgico que el nuestro, como que carece 
— según he dicho ya — de la frase "en manera alguna" 
que singulariza la cláusula argentina. 

Kn una célebre carta que el Ohief Justice Ta noy 
dirigiera al Secretario del Tesoro, con fecha ltí de fe- 
brero de 1WKJ (157, t r . S. 701), con ocasión de un esta- 
tuto del año 18(>2 que sometía los sueldos de los jueces 
a un impuesto del tres por ciento, decía: "La ley en 
cuestión disminuye la compensación de los jueces en un 
3 y si pudiera ser disminuida en esa medida bajo 
el nombre de un impuesto, podría del mismo modo ser 
reducida periódicamente á voluntad de la Legislatura". 
"El lenguaje empicado por la Constitución no puede 
ser más claro. Ks, por lo demás, una de las disposicio- 
nes más importantes y esenciales. Los preceptos que 
limitan los poderes de las ramas de gobierno legislativa 
y ejecutiva, y aquellos que proveen defensas para la 
protección de las personas y bienes de los ciudadanos, 
serían de escaso valor sin un Poder Judicial capaz de 
sostenerlos y mantenerlos libres de toda influencia di- 
recta o indirecta, que hiciera posible torcer sus fallos 
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en tiempo de excitación política". 44 Por estas razones 

pienso qtío una ley del Congreso que ordena retener 

en el Tesoro una liarte de la compensación de los jue- 
ces, es inconstitucional y sin valor f \ 

Posteriormente, en 18(JÍ), el Secretario del Tesoro 
Hótt; liouwell consultó al Attorney (íeneral Hoar, 44 s¡ 
la ley es inconstitucional cuando grava con un impuesto 
los sueldos dé| Presidente de los EJE. UU. y el de los 
jueces de la Suprema Corte*. 44 El impuesto — contestó 
líoar — obta directamente como una disminución en la 
compensación dé] funcionario. Cuando él Congreso 
grava con un impuesto los sueldos de todos los fun- 
cionarios civiles, sus términos, aunque generales, deben 
ser necesariamente interpretados como com prendiendo 
a todos los funcionarios excepto aquellos que el Con- 
greso no tiene la facultad de someter a tales impues- 
tos" (Att. Gen. Opinions, 13, 161). 

Entre los casos de jurisprudencia de la Suprema 
Corte de los BE. üü. el de Evans v. Gore es conside- 
rado como el nías completo y fundamental sobre la ma- 
teria por el acopio de doctrina que contiene. Sostuvo 
en el la Corte que a pesar de la amplitud de la ley res- 
pecto a los impuestos, cualquiera sea la fuente de que 
deriven, los sueldos de los jueces federales no pueden 
ser gravados conforme a lo establecido por el art. 3% 
sección 1* de la Constitución. 44 Evidentemente — se 
dice en ese fallo — una disminución puede ser efectua- 
da por distintos medios. Unos pueden ser directos y 
otros indirectos, y aun evasivos como sugería Hatnil- 
ton. Pero todos los que por necesaria actuación o efec- 
to, priven a los jueces o les tomen una parte de lo que 
les ha sido prometido por la ley en compensación de 
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sus servicios deben reconocerse como que caen dentro 
«le la prohibición". 

Idéntica doctrina recayó en el juicio Miles v/. Gra- 
ham (LHiS U. S. 501), también sobre impuesto a la renta, 
con la particularidad de que la Corte declaró que aun 
a los jueces nombrados después de dictado el "Reve- 
nde Aet" de 1918, no era [>osible gravarles sus sueldos 
con semejante impuesto. 

La jurisprudencia sentada se repite en el caso 
"O'Donogbue vA United States" (289, U. S. 516), re- 
suelto en el año 1933. Declara allí lu Suprema Corte 
que el sueldo de un Jaez de lu Corte de Apelaciones del 
distrito de Columbia no podía ser legalmente disminuí- 
do. "Pesa sobre cada Juez nacional el deber do oponer- 
de a tOdO intento de disminución de sueldos, no en su 
ventaja privada — que si todo fuera eso bien podría re- 
nunciarse — sino en el interés de mantener intacta una 
•salvaguardia esencial, adoptada como la mejor garantía 
de una independíente administración de justicia para 
beneficio de todo el pueblo M . La disidencia de los jus- 
ticias Devanter y Cardozo fue tan sólo por entender 
que las Cortes del distrito de Columbia, no eran Cortes 
establecidas de acuerdo al párrafo 1 del art. 3* de la 
Constitución, y que, por tanto, las limitaciones impues- 
tas allí respecto de la permanencia y compensación, no 
©rail aplicables a los jueces de tales Cortos. 

Por último, en un fallo dictado el 5 de febrero do 
1934, en el caso "Booth v/. United States", la Supre- 
ma Corte Norteamericana lia ratificado su invariable 
jurisprudencia, resolviendo la situación de un Juez de 
distrito jubilado, pero que con arreglo a la ley continuó 
cumpliendo sus obligaciones y participó en la decisión 
de machos clisos pendientes. Se decidió que "cuando 
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el sueldo de un Juez de distrito de los Eli. UU. es 
aumentado por ley después de su nombramiento, y lue- 
go se jubila de conformidad a las disposiciones del pá- 
rrafo 2(>0 del Código Judicial, una reducción de su com- 
pensación es una disminución en pugna con el art. 3°, 
párrafo 1 de la Constitución, aunque la compensación 
reducida resulte superior al sueldo fijado por la ley al 
tiempo de su nombramiento". 

A esta serie de precedentes se agrega la opinión de 
diferentes autores, tales como Kknt (Del gobierno y ju- 
risprudencia constitucional de EE. UU., pág, 128) ; 
Pascual ( La Constitución de los EE. UU. 9 pág. 216) y 
Black (Handbook of American Constitntional Law, 
4th. edition, pág. 145), para no citar sino los que expre- 
samente niegan el derecho de gravar con impuestos las 
compensaciones de los jueces. 

No es contraria a la jurisprudencia que acabo de 
reseñar, la sentada por la alta Corte de Australia. El 
fallo dictado en el caso Sir Pope Oooper w/ Conimissio- 
ner of Income Tax for the State of Queensland (Cotn** 
monwealth late reporte, vol. 4, part. 2, p. 1304), en cuan- 
to declara que la ley que impone un tributo a todos 
los ciudadanos del Estado de Queensland, no es incom- 
patible con la disposición de la Constitución de 1867 de 
ese Estado, debe ser apreciado en relación a las cir- 
cunstancias particulares del mismo. La sección 17 de 
la Constitución de Queensland dispone que "los suel- 
dos que se asignan a los jueces actualmente por ley y 
los que sean o puedan ser fijados en lo sucesivo por Su 
Majestad, sus herederos o sucesores, o de otra manera 
a cualquier Juez o jueces futuros de la Suprema Corte, 
deberán ser sueldos, en todo tiempo pagados y paga- 
bles siempre que sus funciones o cargos ("patents or 
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commissions") continuaran respectivamente en vigor". 
Según so ve-, nuda puede sor deducido de ese texto en 
el sentido de una prohibición de disminuir los sueldos, 
como lo pretendía él apelante. Por eso pudo decirse 
con propiedad por alguno do los que fundaron la sen- 
tencia, que la protección constitucional se extiende sola- 
mente al tiempo en que el Juez debe entrar en posesión 
de su sueldo, pero no excluyo la facultad legislativa 
de someterlo a un tributo cuya recaudación es poste- 
rior al momento en que tal sueldo es percibido. 

Con lo expuesto creo haber demostrado que legal- 
mente no cabe otra solución que la de reconocer como 
inconstitucional el impuesto a los réditos, aplicado a la 
compensación que recibe el demandado en su carácter 
d.. Juez Federal. Sería inoficioso avorigunr si tal im- 
puesto, por sor general y de escasa importancia, atenta 
o no contra el principio o garantía a que responde el 
art. !•<» «le la Constitución Nacional, para sostener, si 
acaso, como lo hicieran los Justicias 1 [olmos y Brandéis 
en el recordado caso de Evans v/. Gore al fundar sus 
disidencias, «pie "requerir do un hombre que pague los 
impuestos que todos los demás lian pagado, no puede 
decirse que constituya un instrumento para atacar la 
independencia judicial", o bien para evitar "que en 
horas de honda erisis para el país, cuando ciudadanos y 
funcionarios ven reducidas sus rentas, sólo el Poder 
Judicial se substraiga a los sacrificios comunes". La 
cláusula prohibitiva do la Constitución, tan expresa 
como enfática, no permite entrar en consideraciones do 
osa índole, cualquiera sea el valor que se les adjudique. 
"Cuando la ley es clara — ha dicho lince — porque 
lns palabras de la Constitución son terminantes, o por- 
que los casos no ofrecen dificultad de interpretación cu 
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lo que a los puntos do derecho se refiere, el tribunal no 
debe preocuparse más que de esos términos y de los 
casos que se le someten, no pudiendo consentir que nin- 
guna otra consideración perturbe su espíritu 1 9 ("La 
líepñbliea Norteamericana", t. II, pag. 50). 

Las consideraciones que preceden determinan mi 
opinión de que la sentencia recurrida debe ser confir- 
mada, en cuanto rechaza la demanda, con declaración 
de que el sueldo que devenga el demandado como Juez 
Federal, es rédito no imponible a los efectos de la ley 
X* 11.682 en cuyas disposiciones so funda la acción 
entablada. 

En su mérito y átenlo lo que resulta de las mani- 
festaciones precedentes el Tribunal resuelve confirmar 
la sentencia recurrida en cuanto rechaza la demanda, 
con declaración de que el sueldo que devenga el doman- 
dado como Juez Federal es rédito no imponible a los 
efectos de la ley X 9 1 1.082 por estar en pugna, en el pre- 
sente caso, con lo establecido por el art. 96 de la Cons- 
titución Nacional. 

llagase saber y devuélvanse los autos. 

Octavio lt. Amadeo — Horacio 
Calokróx — Osvaldo Rocha. 



INCONSTITUCIONALIDAD — IMPUESTO AL 
CONSUMO. 

SUMARIO: Las leyes provinciales llamadas de impuestos 
al consumo son inconstitucionales en cuanto gravan la 
circulación territorial de las mercaderías, y son sólo el 
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ejercicio de una facultad legítima de las provincias en 
cuan So crean impuestos al consumo dentro de sus fron- 
teras sin establecer diferencias entre las mercaderías in- 
troducidas y producidas dentro de ellas mismas. 

El impuesto a los vinos establecido en los arts. 1 
a 9 de la ley N 2097 de la Provincia de Santa Fe, es 
un mero impuesto al consume que no viola las dispo- 
siciones de la Constitución Nacional. 

JUICIO: Aviles, Moroni & Cía. y otros c/. Provincia 

de Santa Fe. 
Caso; Resalta de íáá piezas siguientes : 



DICTAMEN DEL PROCURADOR GENERAL 
Suprema Corte: 

Como lo tengo manifestado en otros casos similares 
al presente, dos son, cumulo meaos, las condiciones in- 
dispensables para que una provincia pueda gravar váli- 
damente las mercancías producidas en otras, qué se 
traen a su territorio. 

a) exigir el mismo impuesto a sus propias produc- 
ciones; 

b) devolver al contribuyente lo cobrado, si esas 
mercancías procedentes dé fuera, vuelven a salir de la 
provincia. 

Ambas condiciones aparecen cumplidas en la ley 
2097, de Santa Fe, que da motivo n este litigio. Klla 
grava oí expendio o la existencia de vinos y bebidas al- 
cohólicas con destino al consunto dentro del territorio 
provincial (nrts. V y í> 9 ) ; y los artículos 56 a 58 de BU 
decreto reglamentario de diciembre 30 de 1927, con- 
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cordantcs con los artículos 13 y 22 del de diciembre 28 
de 1926, establecen con toda claridad que se devolverá 
lo pagado por impuestos, si llegaren a salir de la pro- 
vincia las mercancías que lo soportaron. No existe, pues, 
traba a la libre circulación interprovineial ; y el cobro 
de gravámenes a los vinos o bebidas que se introduzcan 
de fuera, importa simplemente establecer un régimen 
de igualdad ante la ley. Así lo ha resuelto recientemen- 
te V.. E., t-w re "Mcrello v. Provincia de Corrientes", 
fallo de agosto 5 ppdo. No ha de olvidarse que la Pro- 
vincia de Santa Fe elabora algún vino natural en su 
propio territorio (informe de fs. 491). 

Es cierto que algunas de las disposiciones adopta- 
das para controlar la percepción del gravamen, se ase- 
mejan a las que el Fisco Nacional aplica en sus adua- 
nas; pero no resulta de autos que los impuestos cuya 
devolución reclaman los actores, fuesen por ello ilega- 
les. Aun sin utilizar tales procedimientos, la provincia 
hubiera estado en su derecho al cobrarlos. 

En consecuencia, y no resultando que la ley 2097 en 
la forma en que ha sido aplicada en este caso, fuese 
inconstitucional, considero procedente el rechazo de la 
demanda. — Buenos Aires, octubre 24 de 1935. — Juan 
Alvar ez. 
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Buenos Aires, septiembre 23 de 1936. 

Vistos: Los de esta causa formada por Aviles, Mo- 
rón! y Compañía, Couso Roberto J., Capdevieile y Cía. 
y otros comerciantes, representados por don Emilio E. 
Barceló, quienes demandan a la Provincia de Santa Fe 
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por repetición tle la suma de $ 603.045,94 m¡n. 9 pagada 
en concepto de impuesto al vino, sus intereses y costas, 
de los que resultan: 

1* Que los actores como comerciantes en vinos en 
la citada provincia han abonado las sumas que indivi- 
dualizadas para cada uno, aparecen expresadas en las 
planillas que se acompañan con la demanda. 

Sostienen que la ley en cuya virtud hicieron el pago 
es contraria a la Constitución Nacional y por lo tanto 
írrita y nula. 

Esa ley es la N* 2097 de la Provincia de Santa Fe, 
de 24 de diciembre de 1926, cuyo art. 1* grava el expen- 
dio y existencia de bebidas alcohólicas y vino. 

Según el art. 9* el impuesto recae sobre ios vinos 
que se introduzcan en el territorio de la provincia. 

Los actores unnlizan el resto de la citada ley para 
demostrar que no solamente por su concepto sino por 
su articulado total se trata dc'tin verdadero impuesto 
aduanero; obligación de llevar libros especiales, de 
prestar declaraciones juradas, procedimiento de des- 
pacho aduanero, manifiesto de la mercadería introdu- 
cida, etc. 

2 9 Que lo relacionado demuestra que el impuesto 
al vino por la ley N 9 2097 de la Provincia de Santa Fe 
es violatoria de dos órdenes de disposiciones de la 
Constitución: a) de los arts. 9% 10, 108 y 67 inc. 12, 
Regiín las cuales no pueden existir aduanas interpro- 
vincinles y la regulación del comercio entre los Esta- 
dos pertenece al Congreso Federal*, h) de los arts. 4*, 
14, 16 y 17 de la misma Constitución en cuanto es con- 
trario el impuesto, a los principios de equidad, igual- 
dad, proporcionalidad y generalidad. 

El impuesto, dicen, recae solamente sobre parte de 
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la población y también beneficia a todos pues su pro- 
ducto ingresa a rentas generales y es, además, confis- 
catorio. 

3° Que los impuestos cuya devolución se pide fue- 
ron abonados hace varios años, pero no la reclamaron 
hasta 1933, época en que se promueve la demanda, 
porque el comercio tenía la esperanza de obtener la 
derogación de la ley. 

4 V Que habiendo abonado el impuesto con protes- 
ta, piden su devolución con intereses y costas. 

5* Que la Provincia demandada contesta la de- 
manda a fs. 337 negando los hechos en que se funda la 
acción y desconociendo legitimidad a la tesis que sus- 
tenta. 

La ley impugnada, dice, no existe ya: fué dero- 
gada por la ley N? 2286. El art. 9* de la ley impugnada, 
en la nueva ley tiene un texto diverso pues no solamente 
grava los vinos que se introducen sino también los que 
se elaboren en la Provincia. 

6° Que el tiempo transcurrido entre el pago del 
impuesto y el reclamo de su devolución, que es de seis 
años, ha hecho perder el derecho, como lo ha declarado 
esta Corte, dice, en el caso Guillermo Padilla Ltda. v/. 
Gobierno de la Nación. 

Una demanda de tal manera tardía es contraria a 
los principios de estabilidad institucional, al equilibrio 
del erario público, y al orden patrimonial del Estado. 

7 9 Que la ley impugnada no es inconstitucional 
por cnanto de su contexto se ve claramente que no gra- 
va la introducción sino el consumo que es una materia 
imponible indiscutible por los Estados Federales. In- 
cluye el impuesto a los fabricantes de vino como se 
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ve por los urts. 1* y 28 de la ley y los arts. 2 o , G 9 y 33 clel 
decreto reglamentario. 

8* Que en cuanto a las medidas y regulaciones 
que la ley y su reglamentación contienen, en los que 
quiere ver la demanda una demostración de que se trata 
de un impuesto aduanero, íio son sino los conducentes 
a asegurar el cobro del impuesto. 

No es, pues, exacta la argumentación fundada en 
que el impuesto es propio de una aduana provincial 
que regle el comercio interprovincial y la circulación 
territorial. 

9* Que tampoco es exacta la imputación de des- 
igualdad del impuesto pues que grava a todos los co- 
merciantes y no solamente en vino sino de los demás 
productos incluidos en la ley N 9 2097. 

En consecuencia la demanda, dice, debe ser recha- 
zada con costas. 

Abierta la causa a prueba, se produce la abundante 
de que da cuenta el certificado de Secretaría do fs. 49G 
vta. Las partes alegan de bien probado y queda la causa 
conclusa para sentencia. 

Y considerando: 

1 9 Que la cuestión planteada por esta demanda ha 
sido dilucidada y resuelta por esta Corte, en varios ca- 
sos. Del contexto de sus pronunciamientos se despren- 
de la doctrina aplicable a las leyes provinciales de los 
impuestos llamados de consumo en relación a la prohi- 
bición constitucional de establecer aduanas interiores 
y a la facultad exclusiva del Congreso para reglar el 
comercio entre los Estados federales. <Arts. 9°, 10, 108, 
67 inc. 12 de la Constitución). 

2 Que las leyes provinciales llamadas de impues- 
tos al consumo son violatorias de las disposiciones cita- 
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das de la Constitución Nacional 011 cuanto gravan la 
circulación territorial de las mercaderías y son sólo el 
ejercicio de una facultad legítima de las provincias en 
cuanto crean impuestos al consumo dentro de sus fron- 
teras sin establecer diferencias entre las mercaderías 
introducidas .y producidas dentro de ellas mismas. 

3' Que en los casos que se registran en los ts. 
159, pág. 23 y 170, pág. lfiG — para no citar sino los 
más recientes — el impuesto declarado inconstitucional 
gravaba la introducción de las mercaderías que eran 
detenidas al llegar al territorio provincial, exactamente 
como en una aduana extranjera y no se permitía su 
libre circulación sino mediante el pago del impuesto. 

En cambio en los casos que se registran on los ts. 
163, pág. 285 y 173, pág. 192, el gravamen sólo recaía 
sobre la mercadería introducida cuando ella se incor- 
poraba a la masa económica y era puesta al consumo. 

4* Quo debe analizarse, en consecuencia, la ley 
impugnada para establecer si ella grava la circulación 
territorial o es meramente un impuesto al consumo in- 
terno de la Provincia. 

Si es verdad que la ley N° 2097 de la Provincia de 
Santa Fe establece que el impuesto al vino grava su 
existencia o expendio, a continuación agrega "con des- 
tino al consumo dentro del territorio de la Provincia". 

El art. 9', expresa también que el impuesto grava 
los vinos que "se introduzcan en el territorio de la 
Provincia", pero añade "destinados al consumo do la 
misma". 

La obligación que la ley crea para todo introductor 
de vino de llevar libros especiales para registrar la 
introducción de mercaderías gravadas y prestar decía- 
raciones juradas acerca de su movimiento (art. 28) son 
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medidas de seguridad para el cobro del impuesto, que 
no inducen necesariamente la idea de una organización 
aduanera. 

Las disposiciones del decreto reglamentario (arts. 
2*, 6», 7*, 10, 16, 18 y 19) pueden importar medidas rigu- 
rosas de orden fiscal, pero de ningún modo importan la 
creación de una aduana provincial, pues que no traban 
la circulación do los productos por el mero hecho de 
ser provenientes de otras provincias. 

Todas esas disposiciones, en efecto, colocan en 
igualdad de condiciones a los vinos* alcoholes, etc., in- 
troducidos con los producidos en la Provincia, 

Ks de observar asimismo que el impuesto cesa de 
regir o es devuelto cuando la mercadería gravada es 
sacada de la Provincia (arts. 56 y siguientes del decreto 
reglamentario). 

Finalmente constituye un hecho capital para carac- 
terizar la ley el de que el impuesto debe abonarse en "el 
momento que el fabricante o introductor los transfiera 
para ser librados al consumo". (Art. 68). 

Si un impuesto asi establecido fuera reputado viola- 
torio de las cláusulas que condenan las aduanas provin- 
ciales, se habría allanado el derecho de los Estados, 
reconocido por la Constitución y por esta Corte, de 
gravar el consumo dentro de sus fronteras. 

5 o Que también se lia impugnado la ley 2097 de 
la Provincia de Santa Fe por ser contraria a la igual- 
dad, a la proporcionalidad que la Constitución exige pa- 
ra los impuestos y ser además eonfiscatorios, pero nin- 
guna de tales objeciones ha sido acreditada en autos. 
Al contrario la ley grava igualmente al introductor y 
al fabricante. 

En cuanto a que el impuesto grava a un grupo de 
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personas en favor de la comunidad» — argumento 
también aducido en la demanda para fundar la incons- 
titueionalidad — tal carácter es la definición misma de 
todo impuesto. 

En mérito de lo expuesto y las consideraciones de 
los fallos citados en el considerando 3% segundo apar- 
tado, que se dan por reproducidos en lo pertinente y 
de acuerdo con lo dictaminado por el señor Procurador 
General, no se hace lugar a la demanda» sin costas. 

Notifiques©, repóngase el papel y archívese en su 
oportunidad, 

Antonio Sagarxa — Luis Lina- 
res — B. A. Nazar Anchore- 
na — Juan B. Terán. 



JURISDICCION ORIGINARIA — DEMANDA CON- 
TRA UNA PROVINCIA. 

SUMARIO: Procede la jurisdicción originaria de la Corte 
Suprema por razón de la materia, si en la demanda 
promovida contra una provincia por un vecino de la 
Capital Federal se ha puesto en cuestión 1* validez le- 
gal de la organización minera existente en Jujuy, sos- 
teniéndose la inconstttuckmalidad de diversas disposi- 
ciones del Código de Minería. 

JUICIO: Juan Manuel Orella c/. Provincia de Jujuy. 
Caso : Resulta de las piezas siguientes. 
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DICTAMEN DEL PROCURADOR GENERAL 

Suprema Corte: 

ESI señor Juan Manuel Orella, diciéndose propieta- 
rio ile unos eampos situados en Jujuy, sobre los que se 
han descubierto yacimientos de estaño, conceptúa que 
los derechos que pudiera ejercitar sobre tales yacimien- 
tos han sido lesionados por ciertos actos de funcionarios 
locales, y también por los de un Interventor Federal. Ko 
obstante los términos un tanto confusos de ln demanda, 
dedúcese de ellos que el actor llama a juicio a la Pro- 
vincia de Jujuy, a fin de que V. E. declare: a) la ilega- 
lidad, inconstitucionalidad y nulidad do varias resolu- 
ciones, netos y decretos dictados por las autoridades 
mineras de Jujuy, desde el año 1931 en adelante, en los 
numerosos expedientes administrativos que expresa, y 
en otros más, insuficientemente determinados, no obs- 
tante la ampliación de fs. 79; b) la invalidez, ilegalidad 
y nulidad de un decreto suscrito el 17 de marzo de 1931 
por el Sr. Interventor Federal en Jujuy, dejando sin 
efecto la ley provincial N* 89fi, derogatoria de la 575, 
que de este modo habría venido a aplicarse en perjuicio 
del reeurrentc. no obstante ser violatoria de la Consti- 
tución; c) la inconstitucionalidad de la aplicación de 
algunas notas puestas al pie de diversos artículos del 
Código de Minería, en cuanto ello signifique lesionar 
los derechos que el actor considera derivados de su 
condición de propietario del predio; d) la inconstitu- 
cionalidad de otros artículos del Código de Minería 
que considera afectan a su derecho de defensa en juicio. 

Esto es lo que resulta de ta primera parte del es- 
crito de demanda, obrante de fs. 25 a 61; pero ha de 
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advertirse que en las peticiones del final del mismo, se 
limita el actor a solicitar la nulidad de diversas conce- 
siones mineras hechas a favor de terceros, dejando a 
salvo sus derechos para reclamar perjuicios contra la 
provincia citada y los particulares o corporaciones que 
se han beneficiado con tales concesiones, o producido 
desmedro al campo con el luboreo de los yacimientos. 

Cualquiera que sea la imprecisión con qpe la de- 
manda se plantea, atento su texto literal no cabe duda 
de que ella se dirige contra una provincia por un ve- 
cino de la Capital Federal (fs. G2). Esto liaría caer 
el litigio bajo la jurisdicción originaria de V. E., asista 
o no razón al actor para formular sus pretensiones y 
tenga o no efecto jurídico, respecto de los concesiona- 
rios no oídos en estos autos, la defensa que hace la 
provincia de Jujuy, a fs. 135 vta. y siguientes, de las 
resoluciones o textos legales impugnados por el actor. 
Atenta la jurisprudencia de V. E. en el fallo del t. 164. 
págs. 186 a 188, tampoco podría verso en este caso 
una simple interpretación de leyes locales, ya que el 
resultado de aplicarlas habría sido, según la parte ado- 
ra, privarlo de derechos amparados por la Constitución 
Nacional. Actuara la Provincia como poder público o 
como persona jurídica, siempre procedería la jurisdic- 
ción originaria de V. E. paTa entender en el juicio, pues 
eon arreglo a dicha doctrina no es indispensable acudir 
inexcusablemente, en el primer caso, a la vía del recurso 
extraordinario. 

Por fin, considero errónea la tesis del demandado 
al sostener que este litigio carece totalmente de objeto 
práctico (fs. 159) porque la sentencia a dictarse en él 
nunca permitiría reputar nulas, respecto de los terceros 
beneficiarios, las concesiones de yacimientos materia de 
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la demanda. En efecto, cabe Ja posibilidad de que un 
fallo favorable de V. E., si es que en tal sentido se 
pronuncia, origine una eventual acción de indemnización 
de perjuicios contra la provincia de Jujuy, por babor 
entregado a terceros, cual si se tratara de bienes pú- 
blicos la ocupación de bienes del dominio privado del 
actor. Siendo inseparable esta cuestión de varias otras 
de las controvertidas, pienso que recién al tiempo de 
dictarse la sentencia definitiva podría la Corte apre- 
ciar su alcance sobre el problema jurisdiccional plan- 
teado. — Buenos Aires, junio 4 de 1936i — Juan Aluarez. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, septiembre 30 de 193(3. 

Y Vistos: La excepción de incompetencia de juris- 
dicción opuesta por la Provincia de Jujuy en la de- 
manda entablada contra ella por don Juan Manuel 
Orella sobre "inconstitucioiialidad de decretos del go- 
bierno y de la Dirección de -Minas" de la que resulta: 

Que el actor se dice dueño de un campo de 7.500 
hectáreas situado en el departamento de Rinconada, 
Provincia de Jujuy, conteniendo minas de estaño cuya 
explotación ha siclo concedida en los numerosos expe- 
dientes administrativos que enumera, por las autorida- 
des correspondientes con desmedro y desconocimiento 
de su derecho de propiedad. 

Que sin poder individualizar, agrega, las diversas 
resoluciones, actos y decretos mediante ios cuales se 
lia obtenido aquel resultado, demanda a la Provincia de 
Jujuy por "nulidad, ilegalidad e inconstitucionalidad 
de todos los decretos, actos y procedimientos de la Di- 
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recatón de Minas y de su Gobierno desde el año 11)31 
en adelante y que se refieran o afecten su derecho de 
propiedad eon violación de los artículos 14, 17 y 18 de 
la Constitución Nacional * 

Que tal acción se extiende igualmente n obtener la 
declaración de iuconstitucionalidad de Ja nota y aplica- 
ción que de ella pudiera hacerse en la interpretación 
del art. C9 del Código de Afinería, como también la de 
los arts. 68 y 25 de este cuerpo de leyes; y la del dc- 
ereto del Interventor Dairenux dejando sin efecto la 
ley provincial N* 896. 

Que la parte demandada al oponer la excepción de 
incompetencia de jurisdicción de esta Corte para en- 
tender originariamente en la causa así relacionada, se 
ha fundado: a) en que cuando el art. 101 de la Consti- 
tución alude a los casos en que una provincia sea parte 
no se refiere A aquellos eu que quiera hacérsela respon- 
sable por los perjuicios que crean sufrir los ciudadanos 
por los actos administrativos o jurisdiccionales que 
ejerza dentro de la órbita de sus atribuciones; b) on 
que al establecer el art. V inc. I o de la ley N 9 48 y la 
1467 que corresponde a la Corte conocer en primera 
instancia de las causas civiles entre una provincia y 
algún vecino de otra o de la Capital, se ha referido a 
los casos regidos por el derecho común o que versen 
sobre derechos nacidos de estipulación o contrato; y 

Considerando : 

Que esta Corte interpretando el art. 100 de la Cons- 
titución, ha establecido en reiterada jurisprudencia que 
el conocimiento do todas las causas que "versen sobre 
puntos regidos por ella corresponde a la justicia na- 
cional esto es, que por razón de la materia las contien- 
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das de carácter constitucional competen a los tribunales 
de la Nación, sin perjuicio de la jurisdicción que ejercen 
por rasóll dé las personas en "las causas civiles deri- 
vadas de estipulación o contrató". Fallos: t. 140, 
p&g. 84; t. 153, pág* 214. 

Que la parte adora sostiene que esta causa corres- 
ponde a la jurisdicción de la Corte tanto en razón de 
las personas, por tener ella su domicilio en esta Capital 
y litigar contra una provincia, cuanto en razón de la 
materia ya qué la contienda versa sobre puntos regidos 
por la Constitución de la Nación. 

Que acerca de la competencia por razón de las per- 
sonan se requiere, además, que se trate de una causa 
nacida de estipulación o contrato conforme a lo dis- 
puesto por el ¡nc. 1% nrt. 1* de la ley N fl 48. 

Que la interpretación que las autoridades locales 
dau a las disposiciones del Código de Minería y la apli- 
cación que hagan de las mismas, al igual de los otros 
códigos enumerados en el art. 07, inc. 11 de la Cons- 
titución Nacional, ha dicho esta Corte, (Fallos: t. 103, 
pág. 204) no son susceptibles de ser revisadas y 
modificadas por vía de un juicio ordinario entablado 
contra ellas sino en su caso por la del recurso extra- 
ordinario de la ley N v 48, porque la acción civil que 
requiere el art. 1% inc. I 9 de dicha ley es la regido 
por el derecho común, cuyo ejercicio en nada afecta 
ni menoscaba la independencia de los poderes provin- 
ciales en su legítima esfera de acción. De acuerdo con 
este principio si la presente demanda tuviera por fin 
obtener la revocación de los actos administrativos 
realizados por la Provincia de Jujuy dentro de sus fa- 
cultades constitucionales y legales revisando la inter- 
pretación dada por sus funcionarios a las disposiciones 
del Código de Minería, no configuraría una causa civil 
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nacida do estipulación o contrato, toda vez que aquélla 
habría procedido en tal caso como poder público y en 
ejercicio de su legítima soberanía (t 100, pág. 287; 
t. 153, pág. 214). 

Que si las cuestiones planteadas en la demanda fue- 
ran exclusivamente de las descriptas en el anterior con- 
siderando no parece dudoso que esta Corte carecería de 
competencia rátione persona para conocer de aquéllas 
aunque el actor tuviera su domicilio fuera de la Pro- 
vincia do Jujuy. Poro, es que la adora ha puesto tam- 
bién en cuestión lo referente a la validez legal de la 
organización minera existente en Jujuy y sostenido la 
ineonstitucionalidad do una serie de artículos del Có- 
digo de la materia cuya aplicación e interpretación, se- 
gún lo afirma, habrían ocasionado los agravios a su 
derecho de propiedad y a la amplitud de la defensa de 
que ella se queja. Trataríase, según esto, de un litigio 
eiv^que la jurisdicción del Tribunal procedería en razón 
de la materia desde que aquél se funda en la aplicación 
de una serie de artículos del Código de Minería contra 
rios a los arts. 17 y 18 de la Carta Fundamental de la 
Nación. 

Que no puede decirse en este caso que la parte do- 
mandante haya tenido la oportunidad de buscar el am- 
paro de los tribunales federales mediante el recurso ex- 
traordinario para obtener las declaraciones de nulidad 
que solicita por vía de acción desde que afirma no ha- 
ber sido notificado en la casi totalidad de los expedien- 
tes administrativos donde se dictaron las resoluciones 
que ataca y arguye la ineonstitucionalidad del inc. 2* 
del art. 25 del Código de Minería; y, este argumento 
fundado o no constituye uno de los puntos comprendi- 
dos en la litis. 

Que la circunstancia de que los actos de las auto- 
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rielados de Jujuy que so impugnan en esta causa sean 
de gestión administrativa* y hayan sido por consúmen- 
te realizados por la provincia en su carácter de poder 
público no restringe la competencia de la justicia fede- 
ral ante la impugnación de inconstitucionalidad, porque 
aquéllos están sometidos a la prescripción del art. 31 
de la Constitución y corresponde a esta Corte mantener 
la supremacía que dicho instrumento y las leyes de la 
Nación tienen sobre las constituciones y leyes provin- 
ciales (Fallos: t 148, póg. 65). 

En su mérito y de conformidad con lo pedido por 
el señor Procurador General, se rechaza la excepción 
de incompetencia debiendo seguir los autos según su 
estado, sin costas atenta la naturaleza de las cuestiones 
debatidas. 

Notifiques? y repóngase el papel. 

Roberto Repetto — Antonio 
Sagarxa — Luis Linares 
— B. A. Nazar Anc bo- 
hena. — Juan B. Tkrá>\ 



NOTAS 

JURISDICCION — SUCESION — HEREDERO UNI- 
CO. 

Con motivo del juicio sucesorio del señor Honorio 
Felipe Lcdesma, fallecido en la Capital Federal, donde 
tenía su domicilio, se trabó una contienda de competen- 
cia entre un juez do primera instancia en lo civil de 
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aquélla, y otro de igual clase de la ciudad de Santiago 
del Estero, donde se domiciliaba la heredera única. La 
Corte Suprema, teniendo en cuenta lo dispuesto en el 
art. 3285 del Código Civil, así como también que las 
acciones a que se refieren todos los incisos del art. 3284 
deben deducirse ante el juez del domicilio del heredero 
único, según lo establecido en numerosos fallos, resol- 
vió con fecha septiembre 16 de 1936, declarar compe- 
tente al juez de Santiago del Estero. 



JUDISDICCION ADUANERA — INVESTIGACION 
JUDICIAL. 

En la causa seguida por la Aduana de la Capital 
contra Juan Crocco, sobre comiso de mercaderías, la 
Corte Suprema ■— de acuerdo con lo establecido en el 
juicio Fisco Nacional c/. Enrique Moreira & Cía. Ltda. 
fallado el V de abril de 1936, (Véase t. 175, pág. 23) 
de que ninguna ley nacional contenía preceptos que 
cierren a la justicia federal el camino de la investi- 
gación de los delitos que puedan cometerse por los im- 
portadores o log despachantes de aduana en perjuicio 
de los intereses fiscales — resolvió, con fecha septiem- 
bre 18 de 1936, declarar que el art. 37 de la ley N» 11.281 
fué bien interpretado por la Cámara Federal de la Ca- 
pital y confirmar el fallo de ésta en cuanto ha podido 
ser materia del recurso. 



EXTRADICION — TRATADO CON ITALIA. 

En el proceso seguido contra Aboaf Alessandro, por 
extradición, la Corte Suprema, teniendo en cuenta lo 
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dispuesto en el art. 2 del tratado celebrado por nuestro 
país con el Reino Unido de Italia en junio 16 de 1886, 
aprobndo por ley N* 3035 y canjeado el 14 de noviembre 
de 1900; que el reo se había naturalizado en 1805, y que 
el delito aparece cometido en 1024, resolvió con fecha 
septiembre 18 de 1936, confirmar la sentencia de la Cá- 
mara Federal de la Capital que no hacía lugar a la 
extradición y mandar que se siga ante nuestras auto- 
ridades el procesamiento judicial contra el acusado. 



RECURSO EXTRAORDINARIO PROCEDENTE — 
SENTENCIA DEFINITIVA. 

Las señoras Tarando de Salas, Salas 'le Gavióla 
y otras, citadas de evicción y saneamiento por los de- 
mandados en los autos: Sucesión Susso con la Sociedad 
Compagno y otros, sobre reivindicación, negaron acción 
a la aetora* porque el título presentado por ésta no se 
hallaba inscripto en el Registro de la Propiedad, como 
lo exige el art. 280 de la Ley Orgánica de los Tribunales 
de Mendoza, según el cual no corresponde dar curso a 
ninguna presentación en que figuren títulos no regis- 
trados sin que previamente se cumpla esta formalidad. 
La Cámara en lo Civil de Mendoza hizo lugar a la de- 
fensa y ordenó cancelar la anotación de la litis en el 
Archivo General, y oportunamente denegó el recurso 
extraordinario por no tratarse de una sentencia defini- 
tiva. Presentada la correspondiente queja ante la Cor- 
te Suprema, ésta entendió que aquél fallo aniquilaba el 
derecho que se pretendía hacer valer por la acción 
reivindicatoría, mientras no se llenara un requisito que 
no se quería cumplir por estimarlo contrario a las leyes 
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de la Nación y que, en consecuencia, tenía carácter de 
sentencia definitiva, por lo cual con fecha septiembre 
23 de 1936, resolvió declarar mal denegado el recurso. 

FERROCARRILES — LEY DE FERROCARRILES — 
CODIGO DE COMERCIO — INCONSTITUCIO. 
NALIDAD — DESPIDO — INDEMNIZACION. 

En el juicio seguido por el señor Pedro 1 rusta con- 
tra el Ferrocarril de Buenos Aires al Pacífico, sobre 
cobro de la indemnización que autoriza la ley N* 11.729, 
se plantearon las dos cuestiones siguientes, que dieron 
lugar al recurso extraordinario: a) si el Código de Co- 
mercio es aplicable a las empresas ferroviarias en sus 
relaciones con sus empleados; b), si la ley N» 11.729 es 
contraria al art. 17 de la Constitución Nacional. De 
acuerdo con el fallo pronunciado el 20 de marzo de 1936 
en la causa Prampolini contra Cía. del Ferrocarril C. 
T. de Buenos Aires, Subterráneo Lacroze (Fallos, 1. 174, 
pág. 416), la Corte Suprema, con fecha septiembre 28 
de 1936, resolvió afirmativamente la primera cuestión. 
En cuanto a la segunda, teniendo en cuenta el resultado 
de los votos expresados en la sentencia que se dictó el 
10 de septiembre de 1936, en el juicio Saltamartini c/. 
La Nacional, confirmó la sentencia de la Cámara de 
Apelaciones de Mendoza en cnanto hacía lugar a la 
demanda por dos meses de sueldo en concepto de pre- 
aviso, y la revocó en cuanto computa el término ante- 
rior a la sanción de la ley N» 11.729 a efecto de fijar el 
monto de la indemnización a que se refiere el art. 2? de 
esta última. 
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JURISDICCION — DISTINTA NACIONALIDAD. 

Con motivo del juicio promovido por Araño Unos, 
contra Biver Píate Trust Loan Co. y Miguel Narváez, 
sobro interdicto*; de retener y de despojo, la compañía 
demandada hizo valer su carácter de sociedad consti- 
tuida en Inglaterra con capitales levantados en ella, pa- 
ra invocar en su favor el fuero federal fundado en la 
distinta nacionalidad de las partes. Trabada así una 
contienda de competencia entre el Juez Federal de La 
Plata, y el Juez de Paz de Matanza, con fecha 30 de 
septiembre de 1936 fue resuelto por la Corte Suprema 
en favor del segundo, en atención a lo dispuesto en el 
art. 10 de la ley N* 48 y a la circunstancia de no haber 
acreditado el codemandado Xarvácz su calidad de ex- 
tranjero y de haber éste aceptado, además, la provi- 
dencia del juez de paz dado que se hizo parte en el in- 
terdicto sin formular cuestión alguna al respecto. 

DEMANDA CONTRA LA NACION IMPROCEDEN- 
TE — CONCESION DE CATEOS MINEROS. 

Libregulc S. A. de Mandatos y Finanzas y otros, 
demandaron a la Nación para que se la eoudenara a la 
concesión de los cáteos de minas de petróleo solicitados 
en su oportunidad a la autoridad correspondiente y 
denegados por esta. La Cámara Federal de Apelación 
de la Capital declaró que la justicia federal carece de 
competencia para resolver la cuestión propuesta en la 
forma y términos que se pretende, por contrariar lo 
preceptuado en el art. 14, inc. 13 de la ley N v 3727 y 
decreto reglamentario de junio 27 de 1912, sin perjuicio 
del recurso extraordinario contra las resoluciones defi- 
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nitivas de la autoridad minera. Con fecha septiembre 
30 de 1936 y de aeuerdo con el tallo dictado el 7 de agos- 
to de 1936, en el caso Diadema Argentina contra la 
Nación, sobre concesiones mineras y con el dictamen 
del señor Procurador General, la Corte Suprema deci- 
dió confirmar la resolución de la Cámara Federal. 

INCONSTTrUCIONALIDAD — IMPUESTO — PRO- 
TESTA — INSCRIPCION. 

SUMARIO: Es válida la protesta, aun cuando no se haya 
hecho al depositar a la orden del juez el dinero desti- 
nado al pago de un impuesto que se reputa ¡ncomtitu. 
dotial, sino en el escrito con el cual se acompaño la 
boleta respectiva dando en pago el dinero. 

tas leyes locales no pueden modificar los plazos 
fijados para la prescripción en las leyes de la Nación. 

JUICIO: Diehl de Miguens Da. María c. Provincia de 
Buenos Aires. 

Cano: Resulta de las siguientes piezas: 

DICTAMEN DEL PROCURADOR GENERAL 
Suprema corte: 

En estos autos, la señora María Diehl de Miguens 
demanda a la Provincia de Buenos Aires, por devolu- 
ción de una suma de dinero pagada en concepto de 
lo dispuesto por el art. 1' de la ley provincial 3972 (im- 
puesto a la transmisión gratuita de bienes), disposi- 
ción que pide sea declarada inconstitucional, y la parte 
demandada, admitiendo como admite que se trata de 
un impuesto violatorio de la Constitución Naeional, se- 
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gún lo tiene declarado V. E. (157 : 304) opone, no obs- 
tante ello, dos excepciones: 

a) han vencido los plazos que fija la ley provin- 
cial de presupuesto» para la prescripción de las recla- 
maciones sobre devolución de impuestos; 

b) la protesta se hizo tardíamente. 

Respecto de lo primero, la Corte ha resuelto ya 
que las disposiciones del Código Civil relativas a la 
prescripción de acciones son aplicables a la repetición 
de impuestos provinciales, no estando permitido a las 
legislaturas de provincia modificarlas (92: 120; 101: 
30; 146 : 324). 

Respecto de lo segundo, resulta de autos que la 
protesta se hizo el 27 de noviembre de 1931, al tiempo 
de formalizar los deudores el pago ante el juez de la 
sucesión (fs. 47 y 48) •, y si bien el depósito de la suma 
respectiva tuvo lugar veinticuatro horas antes en el 
Banco de la Provincia (noviembre 26, fs. 46 vta. y 47) 
su aceptación por el acreedor se efectuó recién con 
fecha primero de diciembre subsiguiente (fs. 48 y vta.). 
No era ante el Banco, sino ante el juez, que debía ha- 
cerse la protesta. 

En consecuencia, y acreditada como está la juris- 
dicción originaria de V. E., corresponde, a mi juicio, 
hacer lugar a la demanda. — Buenos Aires, mayo 18 
de 1936. — Juan Alvares. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, octubre 2 de 1936. 

Vistos: Los del presente proceso iniciado por do- 
ña María Diehl de Miguens v/. la Provincia de Buenos 
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Aires, sobro devolución de impuesto tachado de incons- 
titucional, de los que resulta: 

1* Que la actora reclama a la Provincia de Bue- 
nos Airea la devolución de $ 6.238.67 m/n., suma que 
considera indebidamente cobrada en virtud de los an- 
tecedentes que expone: muerto su esposo, dice la acto- 
ra, que era propietario de bienes situados en la Capital 
Federal y en la Provincia de Buenos Aires, se liquidó 
su sucesión en esta ciudad, donde había fallecido. 

Fueron declarados herederos sus hijos legítimos y 
la actora, como esposa, y en consecuencia se les otorgó 
sus hijuelas. * 

Al protocolizar la cuenta particionaria ante los tri- 
bunales de la Provincia de Buenos Aires se le exigió 
el pago del impuesto a la transmisión hereditaria de 
bienes, que según el art. 1" de la ley N* 3972 de ese 
Estado, para el caso ocurrente, era el de 7.50 % sobre 
los bienes que la esposa heredaba de los bienes propios 
del cónyuge premuerto. 

Entretanto las hijuelas de los hijos abonaron una 
tasa inferior sobre una herencia mayor de los mismos 
bienes, que en el caso fué de 4.50 %. 

La ley citada, agrega, en cuanto aplica una tasa 
diversa a casos que el art. 3570 del Código Civil ha 
declarado iguales, ha violado los arts. 16, 31, 67, inc. íí, 
y 108 de la Constitución Nacional. 

En apoyo de su tesis, invoca la jurisprudencia de 
esta Corte, cuyos fallos cita. 

En consecuencia reclama la devolución de la dife- 
rencia entre la suma pagada de $ 1S.368.58 y $ 7.129.91 
moneda nacional, que es la que corresponde abonar 
a razón del 4 % sobre su hijuela de bienes propios, que 
asciende a $ 178.247.84 m/n. f pues que tal es la tasa 
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que la Ley establece para los hijos, con quienes equipara 
a Ja viuda el Código Civil. 

2° Que la Provincia demandada acepta el funda- 
mento de la demanda, de acuerdo con la jurisprudencia 
invocada de esta Corte, pero no se conforma con que 
sea admitida por dos razoues: la primera porque sos- 
tiene que fué hcclio el pago con protesta extemporánea : 
la segunda porque de acuerdo con el art. 73 de la Lev- 
do Presupuesto de la Provincia de Buenos Aires la 
acción se halla preseriptn. 

La protesta, agrega, fué hecha cuatro días des- 
pués del pago, y en cuanto a la prescripción considera 
que la Provincia ha podido crear válidamente un plazo 
máximo para que los particulares ejerzan su derecho 
de repetición pues de otra manera la vida financiera 
del Estado se hallaría amenazada de una inseguridad 
que tiene un legítimo interés en hacer cesar, por ra- 
zones de orden público. 

3 9 Que abierta la causa a prueba y producida la 
que acredita el certificado del señor Secretario do fs. 
55 vta., se alega de bien probado y so llama autos para 
definitiva a fs. 65 vta., y 

Considerando : 

1' Que tanto por la respuesta a la demanda como 
por las comprobaciones presentadas ha quedado acre- 
ditado que la actora ha abonado, como impuesto a su 
porción hereditaria del cónyuge premuerto, un impues- 
to de $ 13.368.58 rh/n. que equivale a 7.50 % sobre 
$ 178.247.S-t m/n. que en cambio habría sido de 
$ 7.129.ÍM m/n. si se hubiera ajustado la ley provincial 
impugnada y a lo estatuido por el art. 3570 del Código 
Civil, según el cual la situación de un cónyuge como 
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heredera de bienes propios del marido es la misma que 
la de sus hijos legítimos. 

2* Que la cuestión jurídica planteada por esta 
cansa ha sido decidida por el Tribunal en varios casos 
(t. 161, pág. 397; t. 169. pág. 296 y los en ellos cita- 
dos) cuyas consideraciones se dan por reproducidas. 
Además la demandada se ha conformado con la acción 
intentarla en cuanto a la doctrina jurídica. 

3* Que sólo resta pronunciarse sobre las dos ob- 
jeciones argüidas por la demandada, la primera fun- 
dada en la falta de protesta por el pago del impuesto 
reclamado y la segunda el vencimiento del plazo acor- 
dado para ejercer ese reclamo por la ley provincial de 
presupuesto. 

4» Que en cuanto a la protesta, de las constancias 
de autos (fs. 47 y siguientes),. resulta claramente esta- 
blecido que en 26 de diciembre de 1931 se hizo el depó- 
sito del impuesto en el Banco de la Provincia de Bue- 
nos Aires, en esta ciudad, y que con la boleta de ese 
depósito se hizo la consignación en pago al día siguien- 
te en la capital de. la provincia con protesta. Es evi- 
dente, pues que, cuando se hizo el pago se formalizó la 
protesta, no cabiendo hacerlo al depositarlo en un Ban- 
co, porque era meramente un acto preliminar. 

5' Que en cnanto a la prescripción especial cuyo 
plazo ha fijado una ley de la Provincia es asimismo 
evidente que importa el ejercicio de una facultad ex- 
clusiva de la legislación nacional y que ésta lia ejer- 
citado dictando los Códigos Civil y de Comercio (art. 
67, inc. 11 Const Nac). 

No puede pues, una ley local derogar los plazos 
establecidos por las leyes sustantivas dictadas por el 
Congreso. 
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En mérito de lo expuesto y de acuerdo con lo dic- 
taminado por el señor Procurador General, se hace 
lugar a la demanda, condenando a la Provincia de 
Buenos Airea a que abone a la señora María Diehl de 
Miguens la suma de seis mil doscientos treinta y ocho 
pcHos con sesenta y siete centavos moneda nacional, 
mas sus intereses a estilo de los que cobra el Banco 
de la Nación Argentina, a contar desde la notificación 
de la demanda en el término de quince días, con costas. 

Hágase saber, repóngase el papel y en su oportu- 
nidad archívese. 

RoBKRTO REPETTO AííTONIO 

Sag.vriía — Litis Lis ares 
— B. A. Nazar Anchore- 
xa — Juax B. Tehán. 

5 • — ' — 

RECURSO EXTRAORDINARIO — JUICIO EJECU- 
TIVO — BANCO HIPOTECARIO NACIONAL 
REMATE JUDICIAL. 

SUMARIO: Procede «1 recurso extraordinario contra la 
sentencia dictada en juicio ejecutivo por un tribunal 
«fe provincia que, fundado en la interpretación de una 
disposición de la ley procesal local, desconoce un pri- 
vilegio concedido al Banco Hipotecario Nacional por 
su ley orgánica. 

La facultad que acuerda al Banco Hipotecario 
Nacional el art. 66 de la ley orgánica, para sacar a 
remate el inmueble de su deudor ejecutado por otro 
acreedor, no puede ser ejercida antes de quedar eje- 
cutoriado el auto que ordenó la venta judicial. No 
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debe, pues* entenderse que hizo renuncia de esa fa- 
cultad, o que hubo negligencia en ejercerla, si notifi- 
cado para ello antes de la debida oportunidad, hizo 
saber al juez de la ejecución, que aguardaba la noti- 
ficación del auto de venta, para disponer el remate. 

JUICIO: Graglia José (h.) c. Carlos Accoinazzo. 
Caso: Resulta del siguiente 

DICTAMEN DEL PROCURADOR GENERAL 
Suprema Corte: 

El recurso extraordinario procede en este caso por 
haberse puesto en tela de juieio las disposiciones de 
una ley especial del Congreso, y ser contraria la sen* 
tencia definitiva, al reconocimiento de los derechos in- 
vocados como emergentes de dicha ley. 

En juicio ejecutivo seguido ante la justicia ordi- 
naria de Kío Cuarto se dictó sentencia mandando "lle- 
var adelante la ejecución hasta hacerse trance y re- 
mate de los bienes embargados y con su producido, 
pago al acreedor" (fs. 13). Notificada la sentencia al 
deudor, prestada fianza para su cumplimiento (fs. 14 
y 15) y hecho el avalúo del inmueble embargado, al 
requerirse informes acerca del dominio al Registro de 
la Propiedad, resultó que dicho bien reconocía un gra- 
vamen a favor del Banco Hipotecario Nacional. Como 
consecuencia, el Juez hizo notificar por exhorto al pre- 
sidente de dicha institución, que si en el plazo de se- 
senta días, fijado por la ley N* 10.676, no hacía uso del 
derecho de subastar el inmueble, se ordenaría el rema- 
te judicial (fs. 31 y 32, julio 23 de 1935). 
El Banco, en vez de hacer uso de su privilegio o de- 
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ducir recurso contra lo resuelto, envió al Juez la nota 
de fs. 50. comunicándole que no habiéndose dictado to- 
davía auto de venta de la propiedad hipotecada, espe- 
raba se le notificase cuando ello ocurriera, para dis- 
poner ta subasta administrativa. En tal situación ven- 
cieron los sesenta días del plazo legal y el Juez ordenó 
rematar el inmueble; recurrió el Banco, planteando el 
caso federal (fs. 38); y como fueran desestimadas sus 
pretensiones en primera y segunda instancia, acude 
ahora ante V. E. 

La tesis del recurrente repoda sobre dos argumen- 
tos: a) no basta la notificación de la sentencia de re- 
mate, porque ella es apelable y puede ser dejada sin 
efecto por el Superior; b) con arreglo al sistema pro- 
cesal de Córdoba, en los juicios ejecutivos debe dictar- 
se, ademas de dicha sentencia, el auto de venta, y es 
a esto último al que ha querido referirse la ley 
N* 10.676, en su art. 66. 

Respecto de lo primero cabría recordar que, sea 
cual fuere su valor teórico, resulta de autos que no se 
ha deducido recurso alguno contra la sentencia de re- 
mate, que se dio fianza para su cumplimiento; y sobre 
todo, que por decisión judicial, no observada por las 
partes, se hizo saber al Banco que el plazo de sesenta 
días comenzaba a correr desde la notificación. Ese de- 
creto, que el Banco dejó consentir pues la nota de fs. 
50, no podría tener efecto de recurso, ya que se la pre- 
sentó fuera de término, es el que habría determinado, 
en todo caso, la lesión de las prerrogativas del Banco; 
pero on lugar de recurrir contra él, se trae apelación 
contra el decreto de fs. 34, muy posterior, por el que 
se ordenaba rematar el inmueble, a mérito del venci- 
miento del plazo. 
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Respecto de lo segundo, surge la cuestión de si V. 
K. puede modificar resoluciones de un tribunal supe- 
rior de provincia relativas a la interpretación del có- 
digo de procedimientos local. En el fallo apelado de 
fs, 58 se establece que, con arreglo al sistema procesal 
de Córdoba, la sentencia de remate contiene virtual- 
mente la orden de vender en pública subasta el bien 
embargado; y el misino tribunal hace notar las conse- 
cuencias jurídicas inadmisibles a que conduciría la te- 
sis contraria. Por lo demás, bajo la hipótesis de que V. 
R. pudiera rever la interpretación de una ley pro- 
vincial, siempre sería forzoso reconocer que el tribu- 
nal aludido estuvo en lo cierto declarando que, con 
arreglo al sistema procesal de Córdoba, la sentencia de 
remate ejecutoriada constituyo el "auto que ordene la 
venta judicial" a que se refiere el art. 66 do la ley 
N* 10.676. No encuentro, pues, que se baya impedido 
en este caso al Banco Hipotecario Nacional el ejercicio 
de sus privilegios legales. 

A mérito de ello, opino que debe confirmarse la 
resolución apelada. — Buenos Aires, julio 6 de 1936. 
— Juan Atra tez. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, octubre 7 de 1936. 

Y Vistos-. K| recurso extraordinario concedido 
contra la sentencia de fs. 58 de la Cámara de Apela- 
ciones en lo Civil y Comercial de Río Cuarto, pronun- 
ciada en el juicio ejecutivo seguido por don José Gru- 
glia (hijo) contra don Carlos Accoraazzo, resolviendo 
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una incidencia suscitada con el Banco Hipotecario Na- 
cional; y 

Considerando: 

1" Que habiéndose discutido el alcance que debe 
darse a un privilegio concedido al Banco Hipotecario 
Nacional por su ley orgánica, art. G<J, y habiéndose des- 
conocido en la sentencia loa derechos alegados por el 
Banco fundado» en esa disposición por oponerse a ello 
una interpretación que el tribunal da a la ley local que 
rige el procedimiento, corresponde y así se declara, el 
recurso extraordinario, de acuerdo al art. 6? de la ley 
N» 4055 y art. 14, inc. 3» de la ley N v 48. 

Que no se opone a ello en este caso la circunstan- 
cia de que el auto recurrido haya sido dictado en un 
juicio ejecutivo, porque dada la naturaleza de la inci- 
dencia que se resuelve, reviste los caracteres de sen- 
tencia definitiva, dando término a la cuestión suscitada 
con efectos irreparable» para el apelante. (Fallos: t. 
42, pág. 69; t. 1Ó0, pag. 157; t. 112, pág. 5; t. 118, pag. 
4ÍM); t. 1G5, pág. 199). 

Que en cuanto al fondo de la cuestión, es innegable 
qtie la ley ha querido conferir al Banco la facultad ex- 
cepcional de vender por sus procedimientos adminis- 
trativos los bienes hipotecados no solamente cuando el 
deudor hubiera incurrido en mora de pagar los servi- 
cios, sino tamhi&i cuando, no obstante de tener co- 
rriente su cuenta se encontrara ejecutado en la justicia 
por un tercero y se hiciera por esta razón necesaria la 
venta de los inmuebles gravados. Se ha querido por 
este medio substraer a los bienes hipotecados de los 
procedimientos frecuentemente complicados y costosos 
de la justicia, que podrían cercenar ta garantía con el 
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peso de fuertes gastos o impedir una rápida liquida- 
ción, en mengua de las seguridades para el capital com- 
prometido que son necesarias al prestigio de la insti- 
tución y de su 8 títulos. Pero siendo así, esa facultad 
excepcional y de privilegio no puede lógicamente ser 
ejercitada sino cuando el procedimiento judicial ha 
llegado a un estado que hace inevitable la liquidación 
de los bienes; porque, si no fuera así, se expondría el 
Banco a ejecutar inoficiosamente a un deudor que, por 
haber cumplido sus obligaciones con él, debiera encon- 
trarse al amparo de los plazos que le acuerda su con- 
trato de préstamo y que tal vez habría podido, por la 
interposición de algún recurso o por otro medio, anular 
la acción del segundo acreedor. Así el art. 66 ha dicho: 
"En los casos de ejecución, concurso o quiebra del deu- 
dor, el Banco deberá hacer uso de su derecho inmedia- 
tamente de quedar ejecutoriado el auto que ordene la 
venta judicial, aunque la deuda haya sido servida con 
regularidad, a cuyo efecto dicho auto será notificado 
al presidente". 

Que las palabras subrayadas no son vanas ni han 
sido puestas indeliberadamente, con independencia de 
lo que ellas en sí significan-, su sentido quedó precisado 
en la discusión parlamentaria que precedió a la sanción 
de ese artículo, conforme lo ha recordado el represen- 
tante del Banco. Efectivamente: en el despacho de 
la Comisión se hablaba sólo del auto que disponía la 
venta para fijar la oportunidad do la notificación; en 
la sanción se agregó ejecutoriado después de un ilustra- 
do cambio de ideas (Diario de Sesiones de la C. de DD. 
de 1898, pág. 319). 

Que cualquiera que sea la interpretación, más o 
menos espontánea o forzada que se haya dado por la 
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jurisprudencia local a lo que el derecho procesal llama 
sentencia de trance y remate, no puede ésta confun- 
dirse con el auto ejecutoriado que ordene la venta, pa- 
ra quien tiene la misión de cumplir la ley nacional, 
cuyo sentido no puede estar supeditado a las interpre- 
taciones diversas de las justicias locales; porque téc- 
nicamente una y otra providencia son distintas, como 
que marcan dos etapas sucesivas del juicio ejecutivo, 
tanto que en el mismo procedimiento seguido en la 
justicia de Río Cuarto, se han dictado dos autos esca- 
lonados: uno, el de trance y remate de fs. 13, que man- 
da llevar adelante el procedimiento ejecutivo, por no 
haher opuesto defensas el deudor; otro, el de fs. ,U vta. 
en que se manda vender el bien embargado. Que de 
acuerdo con la letra intergiversable y de claro espíritu 
de la ley del Banco no pudo su presidente considerarse 
habilitado para sacar a remate la propiedad en virtud 
de habérsele hecho saber que se había pronunciado la 
sentencia de trance y remate, tanto porque no es pre- 
cisamente la que señala el momento desde el cual debe 
correrle el plazo para el ejercicio de su privilegio, 
cuanto porque ella podía ser recurrida y tal vez re- 
vocada. Menos aun podía sentirse habilitado por ha- 
bérsele hecho saber que el deudor había formulado un 
pedido de venta del inmueble, según lo mandaba el de- 
creto transcripto en el exhorto de fs. 31; porque entre 
el pedido do venta y el auto ejecutoriado que lo orde- 
na, hay buena distancia, y es éste y no aquél el punto 
de referencia establecido por la ley para el ejercicio 
de la franquicia. 

Que en este caso, notificado el 23 de julio de 1935 
el Banco de que se había pedido la venta del inmueble 
y que debía, bajo apercibimiento, manifestar si liaría 
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«so de ese derecho en el término de 60 días, contestó 
por nota del 9 de septiembre del mismo año (fs. 32 
y 50), o sea antes de vencer el término, observando la 
oportunidad de aquella notificación y diciendo "que 
aguardaba que se le notificara el auto de venta para 
disponer el remate" con lo cual quiso significar que, 
cumplido el requisito del art. 66, ejercitaría el privi- 
legio. No ha habido, entonces, de parte del Banco un 
renunciamiento ni una omisión negligente que lo hi- 
ciera incurrir en la pérdida de su derecho; h a habido 
sí una observación fundada en que debió reparar el 
Juez de la causa en acatamiento a una ley nacional 
de sentido claro e intergiversable, cuya aplicación obli- 
ga a la magistratura foda del país, aun contra cual- 
quiera disposición o interpretación de orden local (art. 
31 de la Constitución Nacional). 

Que, por lo demás, cnando el Banco interviene ante 
la justicia al solo efecto de ejercitar un privilegio como 
el del art. 66, cuyo origen reside en la soberanía de la 
Nación, no se hace parte en el juicio ni asume el papel 
de un litigante cualquiera. Desde su situación inde- 
pendiente, le basta hacer presente que se propone ejer- 
citar ese derecho en la oportunidad establecida por la 
ley, para que esta manifestación surta todos sus 
efectos. 

Y si en el caso siib lite nos hemos de atener 
a los términos en que se ordenó la notificación al Ban- 
. co » requiriéndole únicamente que manifestara si se pro- 
ponía usar del privilegio, la contestación que dió el 
Banco en su nota de fs. 48 no podía tomarse sino en 
sentido afirmativo; pues dice que, llegada la oportuni- 
dad, dispondrá el remate (confróntense los términos 
del exhorto de fs. 27 con la contestación mencionada). 
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En su mérito y oído el señor Procurador General, 
se revoca la sentencia apelada en cuanto ha podido ser 

materia del recurso. 

Notifíquese, repóngase el papel y devuélvanse. 

Roberto Repetto. — Luis Li- 
nares. — B. A. Nassau An- 
chorena. — Juan B. 
Tbrán. 



INCONSTTTUCIONALIDAD — IMPUESTO AL VI. 
NO Y A LA UVA. 

SUMARIO: La ley N" 854 de U Provmda de Mendoza 
es inromtmtdonai en cuanto grava con un impuesto a 
determinada date de mduatrialca en beneficio de 

OtfOS. 

Es también ineonstifuck»ua la ley N* 810, en 
cuanto delega en el P. E. la forma y oportunidad de 
percib ir el impuesto, que aquél cobra en la estación «le 
emb an que de la mercadería* 

Las leyes Nos. 866 y 886 no son rotatorias de 
la Constitución Nacional. 

No basta para declarar que el impuesto creado 
por la ley N 9 903 gravita sobra la anulación, la cir- 
cunstancia de que se haya pagado en la estación de 
ti no se probó que sean cae sitio o sus si- 
los únicos en que se cobra el impuesto, ni 
que la uva embarcada estuviera consignada afuera de 
la provincia, ni que la restante quedara exenta de 
impuesto. 
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JUICIO : S. A. Echesortu & Casas c. Provincia do 
Mendoza. 

Caso: Resulta de las piezas siguientes: 

DICTAMEN DEL PROCURADOR GENERAL 

Suprema Corte: 

Este juicio, en su origen, tuvo por objeto se decla- 
rasen inconstitucionales las leyes 810, 854, 866, 886 y 
903 de la provincia de Mendoza; pero ha quedado re- 
ducido a las tres últimas, después del allanamiento de 
la parte demandada a devolver lo que percibió por con- 
cepto de las N» 810 y 854 (fs. 44). 

La ley N» 866, agregada en copia a fs. 87, crea un 
impuesto de dos centavos y medio por cada litro de 
vino que se produzca o consuma en la provincia, o por 
cada 1.35 kilogramos de uva, exceptuando aquella que 
se vinifique dentro de la provincia. En cuanto al vino 
respecta, trátase claramente de un impuesto provin- 
cial, establecido en ejercicio de facultades incuestiona- 
bles; pero en lo relativo a la uva se alega que, al exi- 
mir la sometida vinificación, encubre un verdadero 
impuesto a la salida del producto para otras provin- 
cias. No comparto tal opinión, supuesto la uva desti- 
nada al consumo local de Mendoza, soporta también los 
dos centavos y medio en favor del Fisco. Existe, en- 
tonces, igualdad ante la ley, y no sería posible, sin 
violar preeeptos de justicia, eximir de gravamen a las 
uvas, por el solo hecho de salir de la provincia. Por 
otra parte, resulta razonable que no se cobre el impues- 
to dos veces, primero al sor cosechado el froto, y luego 
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al industrializarlo: de aquí la exención a que alude 
el artículo 2 in fine. 

La ley N* 886 (fs. 81), crea otro impuesto para 
atender el servicio de un empréstito. Como lo expresé 
en mi dictamen del 7 de agosto ppdo. (S. A. Bodegas 
y Viñedos "Domingo Tomba" V. Provincia de Men- 
doza, S. 166, VII), no puede conceptuarse inconstitu- 
cional un gravamen por la sola circunstancia de que 
[«so sobre determinado producto en beneficio de la 
colectividad. Esa es la característica de los impuestos 
generales; y desaparecería la solidaridad social si el 
producto de cada impuesto tuviera que invertirse nece- 
saria y exclusivamente en provecho de aquellos contri- 
buyentes que lo pagan. 

Por fin, la ley N« 903 (fs. 89), en sus artículos 1 
y 2, crea un adicional de emergencia sobro el vino ex- 
presando que su producto se aplicará, subsidiariamen- 
te y entre otros objetos, al servicio de las leyes 810 y 
854. Como la provincia demandada admite que dichas 
leyes son inconstitucionales, mediaría, en principio, el 
mismo motivo para declarar la invalidez de la 903. 
Ahora bien : esta última se destina no sólo a proveer 
de recursos a las 810 y 854, sino también a otros fines, 
y con los elementos existentes en autos, parece impo- 
sible determinar con exactitud qué porción de los im- 
puestos pagados por la actora tuvo un destino incons- 
titucional. Sería preciso que V. B. fijara prudencial- 
mente el porcentaje a devolver por tal concepto. 

Corresponde, pues, hacer lugar a la demanda por 
el monto tío ese porcentaje, y también en cuanto se 
refiere a las leyes 810 y 854; y desestimarla por el 
resto. — Buenos Aires, noviembre 26 de 1935. — J uan 
Alvares. 
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Buenos Aires, octubre 9 de 1936. 

Y Vistos: el juicio seguido por don Antonio Vir- 
gili en representación de la S. A. Echesortu y Casas 
contra la Provincia de Mendoza por devolución de una 
suma de dinero pagada por concepto de impuestos im- 
pugnados de inconstitueionalidad, y resultando: 

Que a fs. 28 se presenta la sociedad mencionada 
aduciendo que ha realizado diversos pagos a la Pro- 
vincia de -Mendoza, cuyo monto asciende a $ 35.184,69 
moneda nacional, por aplicación de diversas leyes que 
esta Corte Suprema declaró inconstitucionales en otros 
juicios, cuyo detalle concreta minuciosamente y que 
fueron precedidos de la correspondiente protesta. 

Que la ley N» 854, agrega, ha sido declarada in- 
constitucional en los casos de Arizu y Passera contra 
aquella Provincia, por cuanto sus arts. 10 y 11 violan 
los arts. 14 y 16 de la Constitución Nacional, al crear 
un impuesto que grava a determinada clase de indus- 
triales en beneficio de otra. Que la ley N» 810 también 
fué declarada violatoria de los arts. 10 y 11 de la 
Constitución en el caso Giol-Provincia de Mendoza, por- 
que, delegada en el P. E. la forma y oportunidad de 
percibirlo, éste lo cobra en la estación de embarque 
de la mercadería, lo que le da el carácter de un derecho 
de aduana. Que ley N» 866 establece un impuesto sobre 
la uva en una forma general, exceptuando la que so 
vmifique en la Provineia, siendo así que la única gra- 
vada resulta ser la que sale de la Provincia y por ello 
reviste, igualmente, el carácter de un impuesto a la 
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circulación territorial. Que la ley N" 903, que crea un 
Impuesto adicional sobre la uva y que se cobra al salir 
de la Provincia la mercadería, según se ve por la bo- 
leta de control de San Martín que corre en autos, cae 
en la misma taclia; y, por último, la ley N» 886, art. 4*, 
igualmente contraría los arts. 10 y 11 citados de la 
Constitución, porque, como se desprende de los com- 
probantes adjuntos, el impuesto se cobra en la misma 
oportunidad que las anteriores y así lo ha reconocido 
el Procurador General de la Nación en los casos de 
Sardi, Caparacino y Bianchi contra la Provincia de- 
mandada. Termina pidiendo que se declare inconstitu- 
cional el cobro de esos impuestos y se ordene su de- 



Funda la jurisdicción originaria de este Tribunal 
en que se trata de un caso regido por la Constitución 
Nacional <art. 1% inc. 1' de la ley N« 48) y en la cir- 
cunstancia de ser la Provincia de Santu Fe, ciudad del 
Rosario, el domicilio de su mandante, como resulta de 
las constancias que contiene el poder. 

Que a fs. 44 se presenta don Adolfo Puebla en re- 
presentación de la Provincia de Mendoza y contestan- 
do la demanda dice: Que reconoce que son inconstitu- 
cionales las leyes Nos. 810 y 854 por haber sido decla- 
radas tales con anterioridad por este Tribunal, y, en 
consecuencia se aliona a devolver las cantidades que 
resultaran cobradas por aplicación de las mismas; pe- 
ro, "eventunlmente", niega los pagos que se invocan y 
las protestas. Que en lo que se refiere a las leyes 
Nos. 866 y 886, la Provincia tiene el derecho indiscu- 
tible de gravar su producción en la proporción y forma 
que crea conveniente, como se ha declarado en los casos 
de Carlos Sardi y otros con la Provincia demandada. 



volución con interés 
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en los cuales se impugnó la constitucionalidad de estas 
leyes. Y respecto n la ley N° 003 que grava con un 
derecho adicional al vino para determinados servicios, 
considera que como en el caso de Iglesias contra la 
Provincia de Buenos Aires, por recaer sobre la gene- 
ralidad de una actividad o clase de personas, no puede 
ser tachada de inconstitucional. (Fallos: t. 103, páir 
273; y t. 105, pág. 285). 

Por todo ello, pide se rechace, con costas, la de- 
manda, menos en cuanto se refiere a la aplicación do 
las leyes Nos. 810 y 854. 

Que abierta la causa a prueba, se ha producido 
únicamente por la parte actdra y es la que corre do 
fs. 48 a 70 (Informe de fs. 71 v.). La misma parte 
presentó su al -\ fs. 73, no así la parte demandada 
a quien se declaró decaído el derecho de presentarlo 
por auto dé fs. 78 vtu. Luego se llamó autos para de- 
finitiva. 



Y considerando: 

1* Que tratándose de una demanda sobre incons- 
titucionalidad de leyes provinciales iniciada por una 
Sociedad Anónima domiciliada en Rosario do Santa 
Fe, según resulta de las constancias del poder, en con- 
tra de la Provincia de Mendoza, la procedencia del 
fuero originario de la Corte Suprema es indudable. 
(Art. 1% inc. 2° de la ley N' 48). 

2" Que los pagos que la demandante hubiese he- 
cho en virtud de las leyes Nos. 854 y 810 deben consi- 
derarse sin causa, por el expreso reconocimiento de 
inconstitucionalidad de dichas leyes prestado por la 
demandada al contestar la demanda. 

Que esos pagos y sus respectivas protestas, si bien 
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han sido reconocidos al contestar la demanda, están 
plenamente probados por los documentos que corren 
a fs. 53, 54, 55, 56, 61 y 62, en oportunidad ratificados 
por el informe de la Receptoría de Rentas y la Caja 
Obrera de Mendoza (diligencias de fs. 48 a fs. 71), 
además de la comunicación telegráfica de fs» 14, que 
se refiere a la protesta del pago hecho en 1927. 

3» Que los pagos que se hubiesen hecho en virtud 
do las leyes Nos. 866 y 886 no deben considerarse afec- 
tados de inconstitucionalidad, por ser aplicable a ellos 
la doctrina sustentada en el fallo de este Tribunal en 
el caso Carlos Sardi y otros \7. Provincia do Mendoza 
(Fallos: Tomo 171, pág. 79), en el cual se plantearon 
situaciones .-jurídicas iguales a las de aquellos, siéndo- 
les pertinentes los fundamentos de esa sentencia que 
se dan aquí por reproducidos. 

4* Que en cuanto a la ley N» 903, debe tenerse en 
cuenta que el actor la impugna como contraria a la 
Constitución Nacional porque impone un gravamen al 
tránsito, a la circulación según se desprende de la for- 
ma y oportunidad en que fue cobrado, en la estación 
de embarque y entiende por osa causa, que deben apli- 
carse los principios de interpretación que la Corte de- 
cidió en el caso de la ley N* 810 — "Giol v/. Prov. de 
Mendoza" — . No menciona en la demanda ni el hecho 
de que el producido del impuesto de esa ley se aplíquo, 
en parte, al servicio de instituciones o gastos prove- 
nientes de las leyes Nos. 810 y 854, ni el derecho co- 
rrelativo de tratarse de gravámenes a sólo determi- 
nado número de personas o cosas para costear sérvi- 
cios de otros gremios particulares con agravio de las 
normas de generalidad e igualdad que debe reunir el 
impuesto. 
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5* Que, en tales términos, la Corte no puede sus- 
tituir al actor ampliando los términos del cuasicon- 
trato de la litis contestatio, aun cuando en el alegato 
de bien probado — a fs. 75 — la sociedad demandante 
haya querido salvar su omisión. El alegato sobre la 
prueba, trámite no esencial en el juicio, sirve para que 
las partes ratifique» o rectifiquen, a base de los he- 
chos articulados y probados, las enunciaciones de la 
demanda y la contestación; y si la prueba sobre que 
han de alegar las partes, no puede producirse o apre- 
ciarse sino sobre los hechos articulados, como se ex- 
presa precedentemente, lógico es que resultando el 
agregado de fs. 75 al margen do la litis contéstate, no 
pueda validarse como planteamiento de nuevas cues- 
tiones jurídicas. 

6' Que no es circunstancia suficiente para decla- 
rar que el impuesto de la ley N» 903 gravita sobre la 
circulación, la de que en el caso "Echesortu y Casas" 
pagaron el que les correspondía en la estación de em- 
barque, pues ellos no han probado que sea ese sitio 
o sus similares los únicos en que se cobra el impuesto, 
ni que la uva embarcada en San Martín o en la Capital 
estuviera dirigida o consignada afuera de la provin- 
cia; ni que la uva restante de la provincia quedara 
exenta de impuesto. No resulta de los documentos de 
fs. 63 y siguientes ni se ha acompañado decreto o re- 
mentación que autoricen la conclusión en que se basan 
los actores. 

En su mérito se hace lugar a la demanda en lo 
atinente a los pagos efectuados de conformidad con las 
leyes Nos. 810 y 854 — Considerando 2* — con los in- 
tereses a estilo de los que cobra el Banco de la Nación, 
desde el día de la notificación; se desestima en lo de- 
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más. Sin costas, atento el resultado del juicio. Hágase 
saber, repóngase el papel y en su oportunidad archí- 
vese. 

Antonio Sagarxa — Luis Li- 
nares — B. A. Nazar An- 

CHORENA. 



INTERDICTO DE RETENER — TURBACION DE 
LA POSESION — ORDENES ADMINISTRATI- 
VAS. 

SUMARIO: Las órdenes administrativas, aunque envuel- 
van una pretensión a la propiedad o a b posesión y 
una amenaza al libre ejercido de la misma, no impor- 
tan una turbación real y efectiva de la posesión, ni 
constituye, antes de que medie un principio de ejecu- 
ción, una vía de hecho que lesione positivamente b 
posesión. Debe rechazarse, pues, el interdicto de rete- 
ner b posesión deducido contra b Provincia de Bue- 
nos Aires, si ésta no ha producido hasta el día de b 
demanda, acto material contrario a b posesión del 
actor. 

jriCIO: Atenga, Angola Unzué de, c/. Provincia de 

Buenos Aires. 
Caso: Resulta de las piezas siguientes: 

DICTA MES DEL PROCURADOR GENERAL 
Suprema Corte: 

Una persona que invoca el carácter de propietaria 
do parte del lecho y las playas de la laguna Epecuén, 
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deduce interdicto de retener la posesión, contra el de- 
creto del P. E. de la provincia de Buenos Aires, fe- 
chado en 21 de noviembre de 1933, por el que, decla- 
rando bien público a dicha laguna, se ordena destruir 
con auxilio de la fuerza pública cualquier inconveniente 
que impida su uso a los particulares, demarcando a tal 
efecto la calle de ribera con arreglo ai art. 2639 del 
Código Civil; y manda asimismo prevenir al Registro 
de la Propiedad se oponga a la inscripción de títulos 
referentes a ese bien. La recurrente pide que V. E. 
declare nulo el decreto aludido, y ordene a las autori- 
dades provinciales se abstengan de cumplirlo. 

Ha surgido, como cuestión previa, la de si puede 
admitirse acción posesoria, no existiendo hasta este 
momento acto alguno material de turbación de la po- 
sesión. V. E. tiene resuelto que la simple amenaza no 
basta, y es indispensable que el poder público lleve a 
la práctica sus decisiones (Fallos: T. 42, pág. 308; 
T. 52, pág. 100; T. 129, pág. 75). Empero, como hay 
otros casos en que no primó esa jurisprudencia (Ga- 
ceta del Foro, t. 99. pág. 165), admitiré que V. E, 
pueda aceptar en el caso actual la procedencia de una 
acción posesoria, y bajo tal hipótesis paso a referirme 
a las cuestiones de fondo controvertidas. 

Ellas son dos: a) si la Proviucia de Buenos Aires 
esta en lo cierto al considerar bien público a la laguna 
Epecuén; b) si fundada en tal circunstancia, está en 
su derecho al impedir que los propietarios de las már- 
genes ejerciten actos de posesión o propiedad privada 
sobre el lecho y las playas, sin indemnizarlos previa- 
mente. La discusión gira en torno del art. 2340, inc. 3 9 
del Código Civil, que declara bienes públicos a los la- 
gos navegables por buques de más de cien toneladas, 
y a sus márgenes; y del art. 2639, en cuanto obliga a 
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los propietarios ribereños de ríos o canales a dejar 
libre una calle de ribera de treinta y cinco metros de 
ancho, sin indemnización. 

Respecto de lo primero, el detallado informe peri- 
cial de fs. 138 a 170, demuestra que la laguna Epecuén 
no es navegable por su escasa profundidad y lo corro- 
sivo de sus aguas; de tal suerte que resulta práctica- 
mente imposible utilizarla como vía de transporte. 
Además, no aparece de autos que el decreto del P. E. 
corresponda al propósito de reglamentar la navegación 
o construir puertos, muelles, caminos de sirga u otras 
instalaciones análogas; y hasta cabría preguntar, si 
on presencia del art. 108 de la Constitución Nacional, 
están facultadas las provincias para expedir tales re- 
glamentos. No faltan en distintos puntos del país la- 
gunas extensas cuya profundidad excede a la de Epe- 
cucn, y que jamas se entendió pertenecieran al dominio 
público. 

Agrégase a ello que, de conformidad a las expli- 
caciones dadas por el perito Moneta, la laguna Epe- 
cuén pudiera conceptuarse una verdadera salina hú- 
meda pues en todo su contorno, se reduce a un inmenso 
bañado extendido sobre masas de sal. Bajo tal respecto 
estaría sometida al régimen del Código de Minería, 
que no incluye a las salinas entre los yacimientos de 
aprovechamiento .común, cuando se hallan en terrenos 
de propiedad particular; y también le alcanzarían las 
disposiciones relativas a las aguas medicinales, que 
el P. E. Nacional incluyó en las substancias de la se- 
gunda categoría, por decreto de junio 21 de 1893 (Mi- 
nisterio de Hacienda). La explotación de yacimientos 
o fuentes de esas substancias puede ser materia de 
control gubernativo, pero no en la forma que se le ha 
dado por el decreto que motiva este interdicto. 
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En cuanto a la segunda cuestión planteada y aun 
suponiendo que se tratara realmente de un lago nave- 
gables cabe advertir todavía que la disposición del art. 
2340 del Código Civil sólo conceptúa bienes públicos 
a las playas, en cuanto sean necesarias para ta nave- 
nación-, circunstancia que, según queda dicho, no está 
acreditada en autos. Además, V. E. tiene jurispruden- 
cia reiterada, con motivo de la construcción del puerto 
del Rosario, estableciendo que los propietarios a quie- 
nes el poder público obligue a dejar una calle de treinta 
y cinco metros para ribera, tienen el derecho de exigir 
se les indemnice previamente. (Fallos: 111: 181 y 254; 
116: 377: 120: 165; 121 : 360; 122: 223 y 398; 123: 122; 
124: 149 y 213; 126: 82). 

Para terminar, me permitiré recordar que el in- 
terdicto actual difiere del iniciado por la S. A. Minas 
de Epeeuén, resuelto ya por V. E. (172: 170). Allí la 
parte de playa materia del litigio había sido utilizada 
por el público durante muchos años sin contradicción 
por parte del propietario, circunstancia que no media 
en este caso, a estar a las constancias del expediente. 

Opino, en consecuencia, que corresponderá hacer 
lugar al interdicto, siempre que V. E. conceptúe sufi- 
ciente turbación de la posesión del actor el mero hecho 
de haberse expedido por el Gobierno provincial el de- 
creto de 21 do noviembre de 1933. — Buenos Aires, 
noviembre 26 de 1935. — Juaif Alvares. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, octubre 14 de 1936. 

Y vistos: Esta causa seguida por doña Angela 
Unzué de A Izaga contra la Provincia de Buenos Aires, 
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sobre interdicto de retener la posesión, de la cual re- 
sulta: 

Que a fs. 33 comparece don Adolfo E. Gastelú en 
representación de la actora deduciendo contra la Pro- 
vincia nombrada interdicto de retener la posesión de 
una fracción de campo situado en Adolfo Alsina y de 
la cual se halla en posesión pública y pacífica, com- 
puesta, entre otros, de los lotes señalados con los nú- 
meros ciento once y ciento veinte, indistintamente, en 
ol plano acompañado que se encuentra casi totalmente 
ocupado por la llamada Laguna Epecuén. 

Que esta posesión unida a la de los causahabica- 
tes de la actora, cuenta con más de cincuenta años. 
Desde que fueron adjudicados por decreto de 17 de 
octubre de 1881 a don Saturnino E. Unzué, padre de 
su representada, hasta la fecha de la demanda y como 
consecuencia de diversos actos de partición sucesoria 
y de división de condominio, tales terrenos no salieron 
del dominio de la familia y no han podido, por consi- 
guiente, ser objeto do transferencias inmoderadas ni 
de usufructo ilegítimo. 

Que sobre la susodicha propiedad la demandada 
ha cobrado hasta el presente la contribución territorial 
reconociendo así el dominio de su mandante. 

Que el 21 de noviembre de 1933 el P. E. de la Pro- 
vincia de Buenos Aires ha dictado un decreto cuyo 
texto reproduce y por el cual se resuelve: a) la Di- 
rección de Geodesia, Catastro y Mapa procederá de 
inmediato eon oí auxilio de la fuerza pública si fuere 
necesario a destruir todo inconveniente que exista o 
impida ol uso público del Lago Epecuén y a demarcar 
la calle de ribera a que se refiere el art. 2639 del Có- 
digo Civil; b) hacer saber al Registro de la Propiedad 
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que no deberá inscribir títulos que se refieran a super- 
ficies de inmuebles comprendidos dentro de los límites 
o que afecten a la laguna en cuestión sin previa inter- 
vención de las oficinas técnicas correspondientes y re- 
solución superior; c) fórmese cuerpo independiente 
con la copia de este decreto que servirá de base para 
el cumplimiento del artículo primero y para todo lo 
actuado al señor Fiscal de Estado para su notificación 
y efectos. 

Que tal decreto ordena la ejecución de actos que 
inquietan la tranquila posesión de su mandante pues 
la parte dispositiva declara de uso público la propie- 
dad particular de referencia, amenazando con destruc- 
ción de obras y con la demarcación de una calle de ri- 
bera y atentando contra ella al haber dictado el P. E. 
una interdicción sobre dichos terrenos en el registro 
de la propiedad. 

Que si la Provincia de Buenos Aires persiste cu 
creer que la Laguna Epecuén es un bien del dominio 
público debe reivindicarla, toda vez que por actos jurí- 
dicos de la Nación y de ella misma, lia sido transmitida 
al dominio privado. 

Que después de otras consideraciones solicita se 
admita con costas el interdicto declarando sin efecto 
y nulo el decreto del 21 de noviembre de 1933 en lo 
que respecta a la fracción de campo de su mandante 
en la parte que ocupa la Laguna Epecuén; ordenando 
a la vez a la demandada se abstenga de llevar a cabo 
las disposiciones en él referidas en cuanto afecta el 
dominio y la posesión de su representada y so deje sin 
efecto la anotación ordenada al registro de la propiedad. 

Que señalada la audiencia prescripta por el art. 
332 de la ley X o 50, ella tuvo lugar a fs. 90. El actor 
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reproduce su demanda y la Provincia de Buenos Ai- 
res por intermedio de su representante el doctor Gre- 
gorio P. Rscudero, expuso: 

Que la provincia fundada en tres razones podero- 
sas e irrenunciables ha declarado públicamente, en el 
decreto citado por la actora, el carácter de dominio 
público que reviste la Laguna Epecuén. Ellas son su 
navegahilidad, no haber salido nunca del dominio pú- 
blico provincial ni sufrido el "declassement" legisla- 
tivo, y, los intereses públicos y sociales que imponen 
el general aprovechamiento de sus aguas. La declara- 
ción consiguiente se produjo en un expediente particu- 
lar referido a la Sociedad Minas Epecuén, respecto de 
quien exclusivamente se hicieron efectivas las disposi- 
ciones de la resolución gubernativa. 

Que ningún acto puede exhibir la actora como eje- 
cutado en función de la resolución referida, trabando 
su libro ocupación, perturbándola en su buena o mala 
posesión, limitándola en su libre y franco uso y goce 
de la laguna y sus adyacencias. 

Que no procede el interdicto para defender una 
posesión ejercitada, cualquiera sea su tiempo y su tí- 
tulo, i-obre bienes del dominio público del estado na- 
cional o de los estados particulares. 

Que reproduce los fundamentos del decreto repu- 
tado perturbatorio de la posesión y los emitidos 
respecto de la misma cuestión por el doctor Adolfo 
Bioy en los autos seguidos por la Sociedad Anónima 
"Minas Iípoeuén" a fin de no caer en innecesarias 
repeticiones. 

Que en su carácter de bien del dominio público y 
conforme también a su navegabilidad la Laguna 
Bpecuén está colocada fuera del comercio, sin (pie acto 
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jurídico alguno pueda ser válido n¡ surtir efectos a su 
respecto. El Gobierno de la Nación enajenante media- 
to de la actora no pudo, dice, adquirir el dominio do 
la laguna ni enajenarlo más allá de lo que sus títulos 
permitían, 

Concluye solicitando se declare la improcedencia 
del interdicto y la incompetencia del Tribunal, con 
costas. 

(¿ue producida la prueba ofrecida en la audiencia 
de fs. 90 se celebró la de fs. 187 donde los litigantes 
alegaron sobre su mérito, llamándose autos a fs. 189. 
vta. 

Y considerando: 

Que de acuerdo con el art. 327 de la ley Ñ° 50, para 
que tenga lugar el interdicto de retener* se requiere 
que el demandante so halle en actual posesión y que se 
haya tratado de inquietarlo por actos que deberán ex- 
presarse en la demanda. La primera cuestión, pues, 
que debe examinarse es la de saber si la actora ha de- 
mostrado tener una posesión válida. 

Que con las declaraciones concordantes v precisas 
de los testigos Cnrutchet fs. 98, Bivero fs 98 vta., y 
Lagayén fs. 106 prestadas al tenor del interrogatorio 
de fs. 97, ha quedado comprobado que la actora desde 
hace mucho más de un año posee en forma pacífica, 
quieta, pública y sin interrupción la parte de la Laguna 
Kpecuén que se encuentra dentro del campo de suj pro- 
piedad. Tal posesión se halla corroborada por las pro- 
pias manifestaciones de la Provincia de Buenos Aires 
formuladas en la contestación de la demanda; y tiene, 
además, en su favor el art. 4003 del Código Civil según 
el cual todo poseedor actual que presente un título 
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traslativo de dominio en apoyo de su posesión tiene 
en su favor la presunción de que ha poseído desde la 
fecha del título. Las constancias de autos permitirían 
retrotraer esa presunción hasta el año 1881. Véase 
testimonios de fs. 49 y siguientes. 

Que la cuestión no es tan clara respecto del acto 
de turbación posesoria. Conforme a la tesis desenvuel- 
ta en el escrito de demanda estaría aquél constituido 
por el decreto de la Provincia de Buenos Aires de 21 
(le noviembre de 1933 cuya parte dispositiva dispone: 
a) que la Dirección de Geodesia, Catastro y Mapa pro- 
ceda de inmediato, con auxilio de la fuerza pública, si 
fuese necesario, a destruir todo inconveniente que exis- 
ta o impida el uso público del Lago Kpecuén y a de- 
marcar la calle de ribera a que se refiere el art. 2(539 
del Código Civil; b) hacer saber al Registro de la 
Propiedad que no deberá inscribir títulos que so re- 
fieran a superficies de inmuebles comprendidos dentro 
de los límites o que afecten a la laguna en cuestión 
sin previa intervención de las oficinas técnicas corres- 
pondientes y resolución superior. 

Que las decisiones tomadas por el aludido decreto 
no se han bocho efectivas aún. Se hallan simplemente 
en potencia, pues no se ha destruido nada dentro de 
la propiedad de la nctora en función de aquella resolu- 
ción, no se ha trazado calle alguna de ribera empleando 
la fuerza pública ni el Registro de la Propiedad ha «lado 
todavía cumplimiento a las medidas que se le ordenan. 
La misma provincia se encarga de decir que el decreto 
fuó paralizado a la espera de las decisiones de esta 
Corte en otra causa análoga a la presente y que ha 
sido ya objeto tío pronunciamiento. 

Que de lo dicho se infiere que la cuestión consiste 
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en saber si las declaraciones formuladas en un decreto 
administrativo cuya ejecución no se había hecho efec- 
tiva contra el poseedor el día de la deducción de la 
demanda, tipifican o no un acto de turbación. 

Que de acuerdo con el art. 2496 del Código Civil, 
aquél existe cuando contra la voluntad del poseedor 
del inmueble alguien ejerciere con intención de poseer 
actos de posesión de los que no resultase una exclusión 
absoluta del poseedor. Si los "actos de posesión" han 
de ser de la naturaleza de los definidos y enumerados 
en el art. 2384, esto es, actos materiales, como es el 
cultivo, la percepción de frutos, construcciones, repa- 
raciones y en general la ocupación de cualquier modo 
que se tenga, no parece dudoso que las decisiones con- 
tenidas en un decreto sólo se transformaren en actos 
de turbación cuando hayan entrado en. el campo de las 
agresiones positivas. Así parece resultar del contenido 
de la nota al art. 2482 del Código Civil tomada de Za- 
charie al requerir para (pie exista acto do turbación 
que el demandado haya tratado la cosa como suya por 
vías de hecho, agregando, que "las simples palabras 
no pueden suprimir ni modificar el hecho de la pose- 
sión, y ellas, por lo tanto, no son suficientes para au- 
torizar una acción posesoria. 

Que no es posible negar que esta nota, las refe- 
rencias de Zacharir puestas al pie del art. 2487 y el 
texto mismo del art. 249(i autorizan a afirmar que aun- 
que las turbaciones de derecho constituyan en verdad 
un ataque contrn el elemento intencional do la posesión, 
sólo pueden dar lugar a las acciones posesorias cuando 
van acompañadas de vías do hecho o se exteriorizan 
en actos que presenten los rasgos que caracterizan la 
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ocupación o los actos posesorios enumerados en el art. 
2384 del Código Civil. 

Que la jurisprudencia de esta Corte, abundando 
en estas razones, ha establecido, que las órdenes admi- 
nistrativas, aun en el caso de que envuelvan una pre- 
tensión a la propiedad o a la posesión y una amenaza 
al líbre ejercicio de la misma, no importan sin embargo 
una perturbación real y efectiva de la posesión, ni cons- 
tituyen por sí solas, antes de que medie un principio de 
ejecución cualquiera, una vía de hecho que lesione posi- 
tivamente dicha posesión. Ks indispensable para que 
haya acto de turbación una lesión actual y no una mera 
pretcnsión o una amenaza, por inminente que sea, por- 
que tales órdenes pueden o no cumplirse y aun supo- 
niendo que se cumplieran, ningún agravio podría temer 
el interés legítimo de la actora si para ello se recurriese 
a la decisión de los jueces. (Fallos: t. 42, pág. 205; t. 
52, p&g. 100; t. 129, pág. 75). 

Que el antecedente constituido V ov Í& sentencia re- 
gistrada en la página 352 del tomo 161 de la colección 
db fallos de esta Corte no puede invocarse en esta cau- 
sa, toda vez que se refiere a un caso en que si bien 
parece darse prevalencia a la doctrinado Aubry y Rau 
187, T. 2), sobre la de Zaohabie, en realidad el in- 
terdicto fué admitido porque la provincia demandada, 
después de dictado el decreto, había realizado actos 
materiales de turbación posesoria. 

Que apareciendo de las propias manifestaciones de 
la actora y de la prueba rendida en los autos que la 
Provincia de Buenos Aires no había producido el día 
de la iniciación del interdicto acto material alguno 
contrario a la posesión de aquella, la demanda no puede 

pues prospera*. 
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En su mérito, oído el señor Procurador General, 
se rechaza el interdicto deducido, sin costas, atenta la 
naturaleza de la cuestión debatida. 

Notifíquese y repuesto el papel, archívese. 

Roberto Repetto — Luis Li- 
nares. — B. A. Nazab An- 

CHORENA. 



PENSION MILITAR — GUERRERO DE LA INDE- 
PENDENCIA. 

SUMARIO: La ley N 11 412 no distingue entre comba, 
tiente» y no combatientes, y el decreto reglamentario 
sólo exige que el causante haya formado parte de al- 
guno de los ejércitos de la Independencia, por lo cual 
este circunstancia es suficiente para que proceda la 
pensión, siendo indiferente el lugar, la fundón o la 
comisión a que hubiera sido destinado el causante. 

JUICIO: Bustamante María Carlota y María Isabel 
c/. la Nación, sobre nulidad, de decreto del P. E. 
CasQi Resulta de las piezas siguientes: 

SENTENCIA DE 1* INSTANCIA 

Buenos Aires, abril 21 de 1936. 

Y vistos: Los promovidos por María Carlota y 
María Isabel Bustamante contra la Nación, sobre nu- 
lidad de decreto del P. E. y reconocimiento de derecho 
a pensión, 
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Y considerando: 

1» Que las aetoras manifiestan en su demanda de 
fs. 3, que por decreto del P. E. fecha marzo 12 de 1930, 
so les otorgó pensión de conformidad con lo dispuesto 
en la ley N"' 11.412 como nietas solteras del teniente de 
los Ejércitos de la Independencia don Manuel Basilio 
Bustamante, cuyo decreto fué dejado sin efecto mediante 
el de feclia enero 23 de 1934, fundado éste en el de oc- 
tubre 29 de 1930 reglamentario de la ley N* 11.412 cuyo 
concepto desnaturaliza ai exigir que el causante haya 
combatido en los Ejércitos de la Independencia, pues 
lo que la ley 5?» 11.412 establece es que se haya formado 
paite de esos ejércitos combatiendo o no combatiendo 
en ellos. 

Desarrollan la tesis de que el decreto del P. E. 
reglamentario de aquella ley, viola su letra y espíritu 
y de acuerdo con el art. 31 de la Constitución e ¡no. 2' 
del art. H<» de ella, solicitan se declare nulo e inconsti- 
tucional el decreto objetado y se disponga la reanuda- 
ción del pago de la pensión suspendida desde el día en 
que se dejó de pagar. 

Contesta el señor Procurador Fiscal a fs. 14 sos- 
teniendo que de lo actuado adnúnistrativamentc, re- 
sulta que las aetoras no lian acreditado que el causante 
haya combatido o formado parte de alguno de los ejér- 
citos «jnc lucharon por la Independencia entre mayo 25 
«le 1810 y junio 30 de 1825 como lo exige la reglamen- 
tación tle la ley X« 11.412; agrega que así lo establece 
la Comisión Revisorá de Pensiones Militares y como 
las aetoras no lian llenado los extremos exigidos por 
aquella ley y su decreto reglamentario es evidente que 
carecen dé derecho para disfrutar de los beneficios 
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que ella otorga, por lo que solicita se rechace con cos- 
tas la demanda. 

2' Que al resolver la presente causa, observa el 
suscripto, que la ley N* 11.412 no establece condición 
alguna para conceder el beneficio de la pensión que 
ella determina, pues basta ser nieta soltera o viuda de 
un guerrero de la Independencia, para quedar ampa- 
rada en aquella gracia. 

Además, la Comisión Revisora de Pensiones Mili- 
tares, señala en su informe del expediente administra- 
tivo agregado (fs. 35), que no se ha comprobado que 
el causante baya combatido o formado parte de alguno 
de los ejércitos que lucharon por la Independencia en- 
tre el 25 de mayo de 1810 y el 30 de junio de 1825. 

Y bien : si el causante no aparece Jiaber combatido, 
es lo cierto que ha formado parte como teniente segun- 
do do la segunda compañía del segundo escuadrón de 
Caballería Ligera de Buenos Aires en 28 de enero do 
1814 (fs. 22, exp. eit.) por cuyo motivo se le liquidaron 
haberes en su oportunidad. 

Quiere decir entonces, que en este asunto encuén- 
trase cumplido uno de los requisitos exigidos por el 
propio decreto impugnado del P. E. fecha enero 23 de 
1034 ü's. 36, exp. cit.) vale decir, que se ha comprobado 
precisamente en las actuaciones en que consta ese de- 
creto, que Manuel Basilio Bustamante formó parte de 
los ejércitos que lucharon por la Independencia entre 
mayo 25 de 1810 y junio 30 de 1825. 

Sean, pues, cuales fueren, los términos del decreto 
de octubre 29 de 1930 reglamentario de la ley N» 11.412, 
no cabe la menor duda, a juicio del suscrito, que tal 
decreto no ha podido alterar la letra ni el espíritu de 
aquella ley, tan simple y clara, señalando circunstan- 
cias y exigiendo condiciones que ella no trata. 
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Los arts. 81 y 86, inc. 2» de In Constitución Na- 
cional, rigen el caso presento. 

En consecuencia, el decreto del P. E. focha enero 
23 de 1934 (fs. 36, exp. agregado) es repugnante a los 
preceptos constitucionales expresados y a los de la ley 
11.412, debiendo pov lo tanto quedar sin efecto y por 
ende, en pleno vigor el decreto fecha marzo 12 de 1930 
en la liarte que aquel declaraba sin valor con relación 

a las aotoras. 

Por las consideraciones que preceden, fallo: de- 
clarando ilegal e inconstitucional el decreto del P. E. 
fecha enero 23 de 19:54 — Boletín Militar 9572 — y por 
consiguiente, en plena vigencia el inc. 145 del nrt. 1* 
del decreto del P. E. fecha marzo 12 de 1930 (Boletín 

Militar. 8447). 

Declaro asimismo que las aotoras tienen derecho 
al cobro de la pensión de que gozaban mediante el de- 
creto últimamente referido, cuya pensión debe abonár- 
seles desdo el día en que su pago fué suspendido. Cos- 
tas por su orden. — ffáúl M. Escobar. 

SENTENCIA DE LA TAMARA FEDERAL 

Buenos Aires, julio 29 de 1930. 

y Vistos: Siendo de estricta aplicación al caso 
mh jiitlirr la jurisprudencia do la Corte Suprema y de 
esta Cámara recordada en él escrito de fs. 29 (juicio 
«♦Torres de Algarate, María del Carmen, contra Go- 
bierno Nacional": fallos de 13 de septiembre de 19:55 
v 23 de diciembre del mismo año, publicados en Gaceta 
'del Foro, tomo 118, pág. 124 y tomo 120, pág. 61, res- 
pectivamente), confírmase la sentencia apelada de fs. 
20 en la que se declara que las adoras doña María 
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Carlota y doña María Isabel Bustamnnte, tienen dere- 
cho a la pensión de que gozaban conforme á la ley 
W 11.412, y que olla debe abonárseles desde el día en 
que su pago fué suspendido. Costas de Ambas instan- 
cias por su orden, en vista do la naturaleza del asunto. 

% González Iramáix — J. A. 
González Calderón — 

KZKQI'IKL S. DE OLASO. 
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Buenos Aires, octubre lí> de 1936. 

Y Vistos: Por sus fundamentos y do acuerdo con 
la doctrina sustentada por esta Corte en la causa invo- 
cada, se confirma la sentencia de fs. 31 en cuanto ha 
sido materia de apelación. Pagúense asimismo por su 
orden las costas de esta instancia. Notit'íquese y de- 
vuélvase al tribunal de procedencia, donde se repondrá 
<■! papel. ( 1 ) 

Antonio Sagarxa — Luis Tena- 
res. — B. A. Nazar Anc ho- 

RENA. 



EXPROPIACION — COSTAS — HONORARIOS DE 
LETRADO Y PROCURADOR. 

SUMARIO: Habiendo mediado motivos para que la par- 
te demandada por la Nación en un juicio sobre ex- 



<•) Ki 20 de octubre do l'xm, la Corto Suprema dictó lontencia 
on «-i juicio: "Nin ümÚM?, Adela y s«fí:, ... i¡, Nneíún h. pomdfin" 
aplicando l¡i doctrina del fnllo precedente. 
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propiadón, haya tenido que valerse de letrado y pro- 
curador y siendo injustificada la desproporción entre 
la suma ofrecida por la actora y la que fija la sentón- 
cía, corresponde aplicar las costas a la Nación, inclu- 
yéndose en ellas los honorarios de los representantes 
y letrados. 

JUICIO: Dirección General de Irrigación c. Avelina 
Martínez de Sánchez. 

Caso; La Dirección General de Irrigación demandó 
por expropiación a doña Avelina Martínez de Sán- 
chez, y ésta obtuvo que la Corte Suprema de Jus- 
ticia de la Nación fijara en la suma de $ 21.131 
m i n., el importe de la indemnización que debía pa- 
garle el gobierno ademas de las costas del juicio. 
Teniendo en cuenta que en juicios similares la par- 
to vencedora lia entendido que tal condena la au- 
toriza a cobrar los bonorarios de abogado y pro- 
curador, y a fin de evitar malas interpretaciones, 
el señor Procurador General pidió aclaración, a 
fin de que se estableciera que la condenación en 
costas aludida, sólo comprendía los honorarios de 
peritos y los ellos de actuación, tal como se ha 
resuelto reiteradamente en muchos casos análogos 
(Fallos de la Corte Suprema, t. 7, pág. 187 y 193; 
t. 2tí, pág. 4-21; t. 50, pág. 105; t. 159, pág. 351; 
t. 155, pág. 832). 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, octubre 19 de 1936. 

Autos y Vistos: Para resolver la aclaratoria pe- 
dida por el señor Procurador General, y 
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Considerando: 

(¿ue esta Corto tiene resuelto (Fallos: t. 166, pág. 
27) que pueden plantearse en esta cluse de juicios cues- 
tiones jurídicas o de hecho que justifiquen la asisten- 
cia de letrados para dilucidarlas convenientemente. 

Que por otra parte, las disposiciones do la Ley de 
Procuración imponen también a los representantes ju- 
diciales dicha asistencia en sus defensas y otras actua- 
ciones. 

Que en lo que toca a la representación en juicio, 
ésta es necesaria en la generalidad de los casos, aparte 
de otros motivos, por las tramitaciones que en distin- 
tas localidades extrañas al domicilio del expropiado, 
deben seguirse para la resolución del juicio de las tres 
instancias que acuerda al efecto la ley Sí* 4055. 

Que mediando aquí esos motivos de intervención y 
atenta la desproporción injustificada, entre la suma 
ofrecida por la actor» con relación al precio que fija 
el perito de la misma y a la que en definitiva se esta- 
blece en la sentencia, corresponde la aplicación de cos- 
tas incluyéndose en éstas los honorarios de los repre- 
sentantes y letrados de la parte demandada, quedando 
así aclarada la resolución de este tribunal, en lo que a 
ello se refiere. 

Hágase saber, repóngase el papel. 

Roberto Repetto — Antonio 
Sagaivna — Luis Linares 
— B. A. NáZáb Ancho- 
rena — Juan B. Terán. 
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PENSION FERROVIARIA — INCAPACIDAD PARA 
TRABAJAR — EXENCION. 

SUMARIO: Debe declararse extinguida la pensión ferro* 
viaria de que gozaba la hija mayor de edad inhabilita- 
da para trabajar, si al practicársele la revisión médica 
semestral se comprueba que ha cesado aquella incapa- 
cidad. 

JUICIO: Ansaldi Juan (su suc.) c. Caja <lé Jubilacio- 
nes y Pensiones Ferroviarias. 

Caso: liesultn de las piezas siguientes: 

DICTAMEN DEL PROCURADOR OBNERAL 
Suprema ('orto; 

Por sentencia de lecha 13 de febrero de 1930, la 
señorita Kmilia Ansaldi obtuvo se la declarase acree- 
dora u pensión, como hija de un ex empicado ferrovia- 
rio (fs. 45 y 82). Posteriormente, habiéndose modifi- 
cado el régimen de las pensiones con arreglo a la ley 
N* 12.154, la señorita Ansnldi acreditó hallarse inca- 
pacitada, mediante un reconocimiento médico que se 
llevó a efecto en agosto de 1935 (fs. 101 vta.), y a mé- 
rito de ello, la Caja de Jubilaciones Ferroviarias resol- 
vii» mantenerla en el goce de la pensión acordada antes, 
con cargo de someterse a exámenes facultativos semes- 
trales (uoviembre (i de 1935, fs. 106). En tales condi- 
ciones, un nuevo reconocimiento (abril de 19116) reveló 
haber desaparecido la incapacidad, y por tal motivo la 
Caja declaró extinguida la pensión (fs. 113). Tales son 
los antecedentes del caso traído ante V. K. 
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A mi juicio, seríai excesivo reconocer derecho ti 
pensión permanente, a quienes sólo acreditan invalidez 
temporaria y breve. L. ley N« 10.050, en su art. 28. 
aplicable por analogía al mb judióc, exige cinco años 
de incapacidad para considerar permanente una jubi- 
lación otorgada por tal concepto; plazo que dista mu- 
cho de haber corrido entro las revisaciones médicas 
de fs. 101 vta.. pues lia de contársele desde que se ale- 
gó la invalidez por primera vez, con arreglo a la ley 
X v 12.154, y no desde el otorgamiento de la pensión, en 
1930, fecha en que no era preciso acreditar semejante 
requisito. 

Corresponde, en consecuencia, revocar la sentencia 
de la Cámara Federal, obrante u fs. 123. — Buenos 
Aires, octubre 10 de 1936. —Juan Alvar ez. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, octubre 28 de 1930. 

Y Vistos: Los del recurso extraordinario de la 
Caja Nacional de Jubilaciones y Pensiones de Emplea- 
dos y Obreros Ferroviarios contra la resolución de la 
Cámara Federal de Apelación de la Capital que decla- 
ra permanente la pensión de la señorita Emilia Ansal- 
di en mérito de su declaración de inhabilidad para el 
trabajo por enfermedad; y 

Considerando : 

Que por sentencia de febrero 13 de 1930 la Cáma- 
ra a qtto declaró pensionaría n la señorita Ansabli 
hija de Juan Ansnldi, obrero ferroviario con derecho a 
jubilación por invalidez; como al llegar a los 22 años 
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do edad, la señorita aludida se encontrara enferma o 
inhabilitada para el trabajo según certificado del cuer- 
po médico de la, institución — fs. 98 a 101 vta. — la 
Caja resolvió mantenerla en el goce de la pensión de 
acuerdo con el art. 1', inc. c) de lu ley N» 12.154 "de- 
biendo practicársele reconocimiento médico semestral- 
inente" — fs. 106 — resolución qué consintió la inte- 
resada; como el nuevo examen llevase a los médicos a 
la conclusión de que había desaparecido la incapacidad 
— fs. 112 — la Caja declaró extinguida la pensión — fs. 
11 '.i y 113 vta. — ; esa resolución fué revocada por la 
Cámara Federal porque dicho tribunal entiende que 
las causas de extinción de las pensiones ferroviarias 
están expuestas taxativamente en el art. 47 de la ley 
N* 10.650 y art. 1% inc. e) de la ley N« 1*2.154, y la que 
invoca la Caja Ferroviaria no se encuentra entre las 
¡illí enumeradas — fs. 12.'i. 

Que entre las causas de extinción de las pensiones 
se encuentra la mayoría de edad de los beneficiarios, 
exceptuándose de dicha caducidad "los que estuvieren 
imposibilitados para el trabajo", y aunque no dice la 
ley que dicha incapacidad debe ser permanente se debe 
entender así, no sólo por tratarse de una excepción, que 
debe interpretarse restrictivamente, sino por la noto- 
ria injusticia que resultaría de mantener pensionarios 
hábiles y porque no se trata en el caso de reconocer un 
derecho expreso o presuntivamente incluido en la ley, 
sino cíe suspender los efectos «le la caducidad de ese 
derecho por circunstancias que no pueden aceptarse 
como transitorias con amenaza al equilibrio del régi- 
men económico financiero de la ley y a la justicia de 

la misma. 

Que la señorita Ansaldi consintió la resolución de 
ln Caja, do fs. lOí!, que ordenaba su revisión periódica 
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con el propósito — sub-entendido, pero muy claro — 
de mantener o dejar sin efecto la subsistencia excep- 
cional de la pensión; la consintió al no recurriría y al 
prestarse al nuevo examen de fs. 111 vía., sin duda 
porque comprendió su justicia desde que no hay moti- 
vos para que una persona sana continúe gravitando co- 
mo pensionista, sobre el tesoro común de los empleados 
y obreros cuando ella excedió el límite de edad de am- 
paro normal. 

Qué no es aplicable el precepto del art. 28 de la 
ley N* 10.(550 modificado por el art. 1*, ¡lie. k) de la ley 
N* 11.308 en cuanto declara definitiva o permanente, 
n los efectos de la jubilación, la invalidez, después de 
cinco años de decretada y confirmada porque la pen- 
sión se le mantuvo por enfermedad recien en noviem- 
bre de 1935 — fs. 106. 

En su mérito y de conformidad, en lo pertinente., 
con lo sostenido por la Caja y el Procurador General, 
se revoca la resolución recurrida en cuanto pudo ser 
materia del recurso. Hágase saber y devuélvanse. 

Antonio Saoauna — Luis Li- 
nares — B. A. Nazab An- 

CHORKNA — Jl f AN B. Tk- 

nks. 



INCONSTITUCIONALIDAD — IMPUESTO A LA 
PRODUCCION. 

SUMARIO: La generalidad, igualdad y uniformidad de 
los impuestos, no excluye la formación de categorías 
con tasas diversas; hasta con exención de gravamen. 
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siempre que no se hagan distribuciones o distinciones 
arbitrarias. 

El impuesto creado por la ley N* 779 de la Pro- 
vincia de Mendoza, cuyo producido se destina a fines 
de carácter general, no viola las disposiciones de la 
Constitución Nacional. 

JtTIGIO: S. A. Bodegas y Viñedos l>. Tomba r. Prpr 
vincia de Mendoza. 

Caso: Rosttlta (le las piezas siguientes: 

DICTAMEN DEL PitOCÚllADOK GENERAL 
Suprema Corté: 

So discute en estas autos sí os inconstitucional la 
ley X" 77!), dé Mendoza, en cuanto crea un gravamen 
ile dos centavos moñuda nacional por cada litro de vino 
producido eu dicha provincia, destinando uu diez por 
cielito de su importe a obras públicas, uu cuarenta por 
ciento a reatas generales, y el cincuenta por ciento res- 
tante al pago de deudas procedentes de ejercicios venci- 
dos, incluso las originadas por devolución de impues- 
tos, .La parte aietora sostiene que esa ley viola normas 
do igualdad, pues hace recaer sólo sobre una parte di 1 
la población — ó sea, los productores de vino — un 
gravamen que se destina a subvenir gastos de carácter 
general; y además, que entre los impuestos cuya de- 
volución debo atenderse con lo así percibido, figuran 
algunos cine V. K. ha declarado ya inconstitucionales. 

BeSpéctO de lo primero no encuentro fundadas las 
peticiones ilel actor. Como lo be hecho notar a V. EL 
eu varios dictámenes anteriores, la Constitución Na- 
cional no exige que cada impuesto gravite exclusiva- 
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incnto sobre aquellas personas que hayan de ser bene- 
ficiadas con su producto, ni sería posible siquiera or- 
ganizar un sistema rentístico sobre tal base, ya que 
en muchos casos resulta imposible prever quiénes ha- 
yan de recibir el beneficio. Lu ley grava a diversas ca- 
tegorías de productores y forma con esas entradas el 
tesoro común, siendo evidente que, .bajo cualquier plan 
que se adopte, nunca será posible lograr que todos los 
habitantes del país contribuyan por igual a ha forma- 
ción de la renta pública. Creo inútil detenerme en el 
análisis de las extraordinarias dificultades de hecho y 
de derecho a que conduciría la aplicación de la doctrina 
sustentada en fa demanda. 

Respecto de lo segundo, tampoco hallo prueba en 
autos de que el actor haya desembolsado con anterio- 
ridad algunas sumas por concepto de otras leyes, de- 
claradas ya inconstitucionales por V, EJ.j ni tampoco, 
de que a fin de reintegrarle ese dinero, dictase la Le- 
gislatura de Mendoza la ley objetada ahora. Kn el me- 
jor de los i USOS habría que demostrar también que el 
monto de tales desembolsos fufi por lo menos igual, o 
mayor, a las sumas exigidas al mismo actor, por dicha 
ley; pues si fué menor, el argumento sería ineficaz pa- 
ra exigir ahora, por ese motivo, la devolución total. 

Kn consecuencia, pienso que la demanda es impro- 
cedente. — Buenos Aires, mayo 15 de Í&!6. — Juan 
Airare*. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

BuenÓS Aires, octubre 28 de 193(5. 

Y Vistos: listos autos seguidos por la S. A. Bo- 
degas y Vifiedos Domingo Tomba contra la Provincia 
de Mendoza por repetición, de los que resulta: 
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1* Que a l's. 10 se presenta la sociedad actora de- 
mandando a la Provincia de Mendoza por ineonstitu- 
cionalidad de la ley N 9 779 de dicho Estudo en cuanto 
establece un impuesto extraordinario de $ 0.02 m|n. f 
sobro aula litro de vino producido en él (art. 6) y por 
repetición de la cantidad de $ 97.544.56 rn|n., pagada 
en razón de esa disposición legal 

Manifiesta qüe la ley X 9 77í* (art. (í) para satisfa- 
cer necesidades de orden público creó un impuesto ex- 
traordinario sobre cada litro de vino producido en la 
Provincia, por lo cual el pago de esas necesidades de 
la colectividad recayó exclusivamente sobre una mínima 
fiarte de la población — los vinicultores — violándose 
los principio? qiie consagran los «Pts. 14, 16, 17 y con- 
cordantes de la Constitución Nacional. 

Agrega que los impuestos extraordinarios esta- 
blecidos lo fueron para subvenir principalmente suel- 
dos y gastos de administración y devolución de impues- 
tos correspondientes a ejercicios vencidos {art. I 9 , ine. 
l v ) con lo que se llegó ni absurdo de hacer cargar 
solamente a los vinicultores y productores de bebidas 
alcohólicas, con el pairo de gastos, sueldos y devolución 

do impuestos que normalmente debieron sufragarse con 

los recursos de presupuestos anteriores, provenientes 
de todos los ciudadanos. 

Manifiesta, por último, que en cumplimiento de di- 
cha ley (art. 6) abonó a la Provincia de .Mendoza bajo 
protesta — como lo comprueba con el testimonio acom- 
pañado — la cantidad reclamada, a cuya devolución pi- 
de sea cond&nada aquella con más sus intereses desde 
el día de la notificación de la demanda y las costáis. 

2 9 Que a f>. 'J."> contesta la demanda la Provincia 
de Mendoza y solicita el rechazo de la acción con costas 
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en mérito de las siguientes consideraciones: Que lo 
que la Constitución ha establecido y la jurisprudencia 
do esta Corte ha fijado reiteradamente, es la generali- 
dad del impuesto y no su universalidad absoluta. 

Que en la ley cuestionada se ha gravado uniforme- 
mente a los productores de vino sin omisiones o prefe- 
rencias, afectándose asimismo a los naipes (art. 2»), a 
las aguas minerales de mesa (art. 4»), a la soda y a las 
bebidas sin alcohol (art. 5 9 ). 

Que además, los gastos a los cuales se iba a subve- 
nir con la creación de esos impuestos, contaban en el 
Presupuesto con otros recursos, debiendo "rentas ge- 
nerales" contribuir al pago de ellos, por lo que no pue- 
de afirmarse que tan sólo una clase de personas sobre- 
llevasen esas cargas. La finalidad pública del impuesto 
no puede ser discutida: el 10 % se destinaba a obras 
públicas; el 40 % pasaba a rentas generales y el 50 % 
restante a pagar deudas del Estado contraídas en 
ejercicios anteriores. 

Agrega otras consideraciones y termina solicitan- 
do el rechazo de la acción, eon costas. 

3» Que a fs. 30 vta. se nbre la causa a prueba du- 
rante cuyo término se produce la informada a fs. 87. 
Habiendo alegado ambas partes (fs. 90 y 97) se llaman 
autos para sentencia a fs. 101 ; y 

Considerando : 

Que está probado el pago, por parte de las Bode- 
gas y Viñedos Domingo Tombo, de la cantidad de no- 
venta y siete mil quinientos cuarenta y cuatro pesos 
con cincuenta y seis centavos moneda nacional legal, 
por los conceptos que expresa en la demanda (pericia 
de fs. 73 y planillas de fs. 61). 
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Que está probado, por confesión del actor en el 
alegato de bien probado — fs. 92 y vuelta — que la 
ley N p 770, de la Provincia de Mendoza no grava so- 
lamente al vino como autorizaba a suponerlo el escrito 
de demanda — por obscuridad de redacción, sin du- 
da — en cuanto menciona solamente ese artículo como 
afectado por la ley cuya invalidez constitucional se sos- 
tiene. Sufren la imposición fiscal de la ley los naipes, 
la cerveza, las bebidas alcohólicas, las aguas mineral.* 
de mesa, la soda y las bebidas no alcohólicas, el vino, 
las transferencias e hipotecas. 

Que es exacto, como a firma la demandada, y reco- 
noce la actora cu el alegato de bien probado, que, con 
excepción del impuesto de capitación, no existe en ré- 
gimen financiero alguno, un gravamen cuyo carácter 
de generalidad no tenga excepciones, salvo los que ex- 
presamente se establezcan por la ley. 

Que los fines a que se destinan los fondos prove- 
nientes de la ley N* 779, tienen carácter de general 
como que el artículo primero fija el destino del 50 c /c 
a pagar sueldos y gastos de la administración y devo- 
lución de impuestos correspondientes a ejercicios ven- 
cidos; ol segundo establece un 10 % para obras publi- 
cas de irrigación y desagüe; y el tercero destina el 
40 % a refuerzo de rentas generales. Por lo demás, 
con excepción de lo que so refiero a devolución de im- 
puestos de ejercicios vencidos, la actora reconoce que 
esa asignación general es correcta — fs. 11 vta. 

Que ningún principio constitucional exige que ante 
el becbo de un desequilibrio del presupuesto del Esta- 
do, éste (loba recargar todos los gravámenes con que 
calculó que bubiera podido atender las necesidades ge- 
nerales que el presupuesto debe prever y proveer; ni 
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tampoco la ciencia de las finanzas puede auspiciar esa 
uniformidad del recargo porque cada capítulo de la 
economía nacional o provincial, cada aspecto de la vida 
de la Nación, provincia o municipio evoluciona en con- 
diciones propias y puede soportar diversamente la de- 
manda de contribución fiscal: la agricultura próspera 
puede hallarse frente a un comercio en crisis; el con- 
sumo del vino puede sufrir desmedros mientras so acre- 
cienta el del azúcar; la baja del precio del trigo suele 
coincidir con el alza del del lino; y nsí de otros objetos, 
mercancías y actividades. La generalidad, igualdad y 
uniformidad de los impuestos no excluye siquiera la 
formación de categorías con diversas tasas y hasta con 
exención de gravamen siempre que no se hagan distri- 
buciones o distinciones arbitrarias. (Fallos: t. 150, 
págs. 85), 112, 189 y 328; t. 151, pág. 359; t. 153, 
pág. 238; t. 157, pág. 395 y muchos otros). 

Que, así como la legislatura mendocina pudo limi- 
tarse, inicialmeiite a elegir dos o tres manifestaciones 
de la riqueza pública o de las actividades de los habi- 
tantes de la provincia, para gravarlas con impuestos 
a los fines del sostén de los gastos del Estado, asimis- 
mo ha podido hacerlo después para reforzar las parti- 
das de previsión insuficiente o equivocada o todo el 
presupuesto. Cuando ln Nación aumenta la tasa de im- 
puesto al alcohol o la tarifa de avalúos se mueve en 
pro o en eontra de ciertas importaciones no procede en 
forma diversa de la legislatura de Mendoza en el s¡tb- 
lite. 

Que si por sentencias judiciales el Gobierno do 
Mendoza debió devolver a los contribuyentes las sumas 
que éstos pagaron en concepto de impuestos inconsti- 
tucionales o ilegales, justo es que busque en otro ron- 
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glón de los recursos del Estado la manera de cumplir 
csaa sentencias y no existo ningún óbice a que se sus- 
tituya con un impuesto correcto al vino, cerveza, nai- 
pes, etc., el gravamen anterior incorrecto, pues de al- 
guna parto han de sacarse los recursos pertinentes. Por 
lo domas y como lo hace notar el señor Procurador Ge- 
neral, la actora no ha prohado cu estos autos, que ella 
haya pagado suma alguna en concepto de esos impues- 
tos ¡legales a cuya repetición provee la ley N 9 779. 

En su niérito y de conformidad con lo dictaminado 
por el señor Procurador General, se desestima la de- 
manda y se absuelve de ella a la Provincia de Mendoza. 

Antonio Saoauna — Luis Li- 
mares — B. A. Nazar An- 
chorkna — Juan B. Te- 
nkx. 



JURISDICCION ORIGINARIA — BANCO DE LA 
PROVINCIA DE BUENOS AIRES — INCONS- 
TITUCIONALIDAD — REMATE — NULIDAD. 

SUMARIO: No corresponde a la jurisdicción originaria 
de la Corte* Suprema, el juicio promovido contra la 
Provincia de Buenos Airea, para que se anule la venta 
de un inmueble en remate público decretado por el 
Banco de la Provincia, en uso de las facultades que le 
acuerdan las disposiciones de su ley orgánica, que se 
impugnan de inconstitucionales* 

JUICIO: Ferrari Oyhannrte Elisa M. c. Provincia do 
Buenos Aires. 

Caso: Resulta de las piorna siguientes: 
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DICTAMEN DEL PROCURADOR GENERAL 
Suprema Corte: 

La demanda instaurada en esta causa tiende a 
obtener se declare inconstitucional la carta orgánica 
del Banco de la Provincia de Buenos Aires, en su sección 
hipotecaria y, en consecuencia, nula la compra-venta 
realizada por dicha sección hipotecaria en favor de 
don Domingo Repotto, con respecto a un bien raíz 
perteneciente al concurso civil demandante habiéndose 
requerido al promover la acción deducida, quo ésta 
sea substanciada con el Gobierno de la Provincia de 
Buenos Aires y con don Domingo Iícpctto. 

Para Fundar la competencia de esta Corte Supre- 
ma se ha invocado la disposición contenida en el ar- 
tículo 101 de la Constitución, que atribuye a V. E. 
jurisdicción originaria y exclusiva en las causas en 
que alguna provincia fuese parte. 

A fin de determinar si el precepto constitucional 
citado es de aplicación en el caso ocurrente, comienzo 
por recordar que. según la interpretación que se lia 
dado a dicho precepto, para que surja la competencia 
de V. K. por razón de la intervención de una provincia, 
no es bastante que pueda tener algún interés en una 
causa entre otras personas, o que sus derechos sus 
facultades, o sus privilegios entren en cuestión, siendo 
indispensable que concurra, sea como actora o como 
demandada, en ejercicio de su capacidad de Pistado y 
que tenga en el litigio un interés directo, de manera 
qué la sentencia que se dicte lo sea obligatoria (Fallos: 
t. 28, pajr. 78; t. 54, pág. 128; t. 100, páj?. 65; t. 1.12, 
píig. 210). Si no fuera así como lo ha dicho V. ÉL, la 
jurisdicción originaria de esta Corte Suprema no ten- 
dría por base la regla uniforme del interés general de 

fe* 
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una Provincia en el resultado de sus respectivos jui- 
cios, a la vez que la alta jerarquía de la misma, y 
estaría subordinada a las leyes diversas y variables 
a que deben su origen las instituciones provinciales, 
cuyo funcionamiento y conflictos posibles no afectan 
al orden federal en los términos taxativamente esta- 
blecidos en los artículos 100 y 101 de la Constitución. 

Esto sentado, surge la improcedencia de la ju- 
risdicción que pretende atribuirse a V. E, para cono- 
cor en la presente demanda. En efecto, ét hecho que le 
da origen se vincula con la venta realizada por el 
Banco de la Provincia del campo de propiedad del con- 
curso demandante, alegándose la nulidad de esa venta 
por haberse efectuado en ejercicio de las atribuciones 
quo a dicho Banco acuerda su carta orgánica, la que 
ha sido impugnada por ser violatoria del Código Civil 
y de su reglamentación procesal. Planteada en estos 
términos la acción en trámite, no ha podido ser diri- 
gida contra la provincia demandada, desde que ésta no 
ha intervenido en la realización de la operación do 
venta cuya nulidad se gestiona, siendo que, por el con- 
trario, el mismo demandante admite que es el Banco 
do la Provincia el que ha obrado por propio derecho, 
haciendo valer las facultades de que se considera inves- 
tido y actuando como persona jurídica, por lo que es 
dicho Banco el que debe sor citado para substanciar 
las acciones a que den lugar los actos que ha celebrado. 
Consecuentemente, no habiendo tenido ingerencia el 
Gobierno en la venta que se impugna, la Provincia, co- 
mo organismo político, es ajena a los hechos que se 
controvierten y, por ende, extraña al pleito instaurado. 

Si bien es cierto que el Banco de la Provincia fun- 
ciona con un capital del que la mitad pertenece al 



I 



DE JUSTICIA. DE LA NACION 187 

Estado, ello no puede conducir a que se repute que la 
Provincia es parte en los pleitos que interesan al Ban- 
co, por ser evidente que en la situación indicada, el 
Estado no ejerce su soberanía, sino que obra como 
miembro individual de una corporación y que está su- 
jeto a las incidencias de una causa en que no inter- 
viene. (Fallos: t. 54; pág. 128). 

Tampoco puede habilitar la jurisdicción originaria 
de esta Corte Suprema la circunstancia de atacarse la 
carta orgánica del Banco de la Provincia por ser 
repugnante a la Constitución Nacional, dado que esta 
impugnación no altera la esfera de acción en que se 
desenvuelven los tribunales de justicia organizados en 
la República, que son todos ejecutores de dicha Cons- 
titución y tienen como función primordial mantener su 
imperio, de manera que los interesados deben ocurrir 
a los jueces designados para conocer en las causas que 
se promuevan, respetando las reglas de competencia 
y sin perjuicio del recurso extraordinario de apelación 
establecido en el artículo 14 de la ley 48 (Fallos: 7 de 
julio de 1920 — Dernin v / Provincia de San Luis). 

De lo expuesto se desprende que la Provincia de 
Buenos Aires no es parte en el pleito, y en virtud de 
ello y atento lo que dispone el artículo 3» do la ley 
N* 50, procede que V. E. declare que esta demanda no 
corresponde a su jurisdicción originaria. 

Pido a V. E. así se sirva resolverlo. Buenos Aires, 
Octubre 7 de lí>33. — Horario Rodríguez Larrcta (*) 



(i) La causa fui abierta a prueba con posterioridad a este dic- 
tamen f razón por la cual el fallo ae- la Corte Suprema fué dictado mu 
cbo tiempo después. 
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, octubre 30 de 193G. 

Vistos : Los de ln demanda promovida por el Sín- 
dico del concurso de doña Elisa Margarita Ferrari 
Oyhannrte v¡. la Provincia de Buenos Aires, de los que 
resulta : 

<¿ue el síndico del referido concurso demanda con- 
juntamente a la Provincia de Buenos Aires y a don 
Domingo Ropotto para que se anule la venta de un in- 
mueble del concurso hecha por el Banco do la Provincia 
a don Domingo Hepctto. Funda su demanda en que se 
hn llegado a la transmisión de ese inmueble del concur- 
so en virtud de una ley do la Provincia de Buenos Ai- 
ros, que es contraria al Código Civil, a garantías cons- 
titucionales y a procedimientos igualmente violatorios 
ile leyes fundamentales. 

La referida venia en efecto, dice, ha podido ser 
eousumadn en virtud «lo una ley de la Provincia que ha 
creado en favor del Banco privilegios que derogan prin- 
cipios de la legislación de fondo y de un contrato igual- 
mente contrario a la misma y con violación de garan- 
tías de la Constitución (art. 17). 

FjI actor expone los antecedentes que han prepa- 
rado la demanda. Kl Banco de la Provincia otorgó un 
préstamo hipotecario a favor de la concursada sobre 
el campo "Mi heredad" situado en la Provincia do 
Buenos Aires, partido de Bolívar. Reconociendo osa 
primera hipoteca, don Domingo Repotto otorgó un 
préstamo de eion mil posos eon garantía en segundo 
término de la misma propiedad. 

Kl Banco, usando facultades que le reconocía la 
ley provincial y la escritura de hipoteca, sacó a remate 
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el bien hipotecado en 30 de abril de 1931, siendo su 
comprador ol segundo acreedor hipotecario y codeman- 
dado don Domingo Repetto. 

El objeto de la acción que intenta es el de que so 
declare inconstitucional la ley orgánica del Banco do 
la Provincia, en su sección hipotecaria, en cuanto viola 
el Código Civil y como consecuencia se declare nula 
la referida venta. 

Las cláusulas argüidas de inconstih: ionales son la 
de que el Banco podrá por sí, sin forma de juicio, ejecu- 
tar el bien hipotecado, aunque el prestatario hubiere 
fallecido o estuviera concursado; l a de que puede dar 
posesión por sí del inmueble hipotecado en caso de ser 
vendido; la de que puede usar la fuerza pública para 
hacerlo; la de que se cree por convención privilegios 
no reconocidos por el Código Civil, a pesar de la prohi- 
bición que éste contiene. 

Que al contestar la demanda, la Provincia de Bue- 
nos Aires, además de desconocer sus fundamentos, opo- 
ne la incompetencia de esta Corte, por no ser la Pro- 
vincia "parte del juicio" y sí su Banco de la Provincia 
de Buenos Aires. 

Se trata, dice, de una institución autónoma, única 
llamada a discutir el contrato hipotecario, del que deri- 
van los reclamos y agravios que fundan la demanda. 

Las leyes dictadas por la Provincia para establecer 
su Banco lo han sido en ejercicio de facultades propias 
reconocidas por la Nación y de acuerdo también con el 
art. 79 de la ley W 8172. 

Que el codemandado don Domingo Repetto a fs. 74 
sostiene igualmente la incompetencia de esta Corte. 

Que el actor refuta la excepción de incompetencia 
a fs. 77. sosteniendo su improcedencia: a) por la clari- 
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dad de los arts. 100 y 101 de la Constitución que esta- 
blecen la competencia originaria de la Corte "cuando 
una Provincia sea parte"; b) en que propone en su 
demanda cuestiones constitucionales eomo son la vio- 
lación del art. 17 de la Constitución, la oposición de la 
ley del Banco con los arts. 104 y 108 de la misma; c) 
en que el Presidente del Banco de la Provincia es un 
funcionario de la Provincia nombrado por el P. E. 
quien designa también parte de su directorio, partici- 
pando la Provincia de las utilidades que el estableci- 
miento produzca; d) en que se trata de una causa ci- 
vil promovida por un vecino de otro Estado, como es 
en este caso el concurso demandante. 

Que el señor Procurador General se expide a fs. 
72 bis sosteniendo la tesis de la Provincia demanda- 
da, y 

Considerando : 

I o Que debe resolverse previamente la cuestión 
planteada por la Provincia demandada: Improceden- 
cia de la jurisdicción originaria de la Corte Suprema. 
Funda su tesis en que ella es extraña a los hechos que 
han dado motivo al presente pleito, pues que han sido 
realizado? exclusivamente por el Banco de la Provincia, 
entidad autónoma, siendo por tanto inaplicables los 
arts. 100 y 101 de la Constitución. 

2° Que para decidir la procedencia de la juris- 
dicción originaria de la Corte debe examinarse si os 
parte en el juicio la Provincia de Buenos Aires, puesto 
que la demanda ha sido promovida en su contra en el 
concepto de serlo. 

No basta iniciar demanda contra una Provincia 
para que tal requisito de su jurisdicción originaria se 
encuentro llenado. 
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El texto constitucional exige que una Provincia 
"sea parte" y esto no depende de la voluntad de los 
litigantes sino de la realidad jurídica. 

La demanda se funda en hechos atribuidos al Ban- 
co de la Provincia de Buenos Aires, practicados en vir- 
tud de disposiciones locales tachadas de violatorias de 
leyes nacionales de fondo, de la Constitución y de pro- 
cedimientos que derogan garantías establecidas por 
ésta. 

En consecuencia precisa establecer el carácter que 
reviste el Banco de la Provincia y la responsabilidad 
que por actos de éste corresponda a la Provincia de 
Buenos Aires. 

El Banco de la Provincia ha sido creado en virtud 
de un convenio entre el P. E. de la Provincia y el di- 
rectorio del Banco del Comercio Hispano-Americano, 
aprobado por la asamblea de sus accionistas en 30 de 
enero de 1906, y luego por ley de la Provincia de 2 
de marzo de 1906. El Banco se constituía con un capi- 
tal de veinte millones de pesos, la mitad de los cuales 
era aportado por la Provincia, mediante la entrega de 
títulos y la otra mitad por los accionistas del Banco 
del Comercio Hispnno-Amcricano. 

El instituto debía administrarse por un directorio 
cuyo presidente y cuatro vocales se nombran por el P. 
E. de la Provincia y ocho vocales y seis suplentes, el 
síndico y su suplente, elegidos únicamente por los ac- 
cionistas, (art. 19 de la Carta Orgánica). 

Una ley posterior, de 17 de noviembre de 1908 au- 
toriza al P. E. "a convenir con los accionistas del Ban- 
co de la Provincia" el aumento del capital a cincuenta 
millones de pesos. 

ITna nueva ley de 16 de septiembre de 1910 aprue- 
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ba un convenio celebrado entre el P. E. de la Provincia 
y el mismo Banco para ampliar sus operaciones exten- 
diéndolas al establecimiento del crédito hipotecario. 

Finalmente por ley de marzo 15 de 1912 se aprue- 
ba un cmvenio ontre la Provincia y ol Banco para do- 
tar n éste de un capital de veinticinco millones destina- 
dos a operaciones hipotecarias. 

3 o Que de lo precedentemente expuesto resulta 
indudable que el Banco de la Provincia de Buenos Ai- 
res es una persona jurídica independiente del Estado 
de Buenos Aires, puesto que contratan entre sí como 
tales. Por tanto puede intervenir entre ambos contien- 
das judiciales, una puede demandar a la otra y recípro- 
camente. Tal posibilidad evidencia la autonomía del 
Banco y que no puede ser identificado con la Provincia. 
Se sigue de lo expuesto que si este Tribunal decidiera 
las cuestiones de fondo planteadas en este litigio, su 
sentencia sería inoperante, pues el Banco, que no ha 
sido citado ni escuchado, podría alegar en su contra 
que ha *iilo res Ínter títios arta. 

4* Que la circunstancia de que la Provincia sea 
accionista por la mitad del capital y que designo su 
Presidente y cuatro vocales no modifica la situación. 
La Provincia no tiene el gobierno del Banco desde que 
la mayoría de sus di rectores son elegidos por los ac- 
cionistas. 

Kl interés de la Provincia en el desenvolvimiento 
del Banco y la participación en su gobierno no los 
identifica, pues; y no permite admitir que la jurisdic- 
ción otorgada a la entidad de las provincias, como 
personas jurídicas necesarias en el régimen político 
de la Nación, pueda extenderse por implicancia a per- 
sonas jurídicas no necesarias en las que aquéllas ten- 
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gan intervención o que hayan simplemente contribuido 
a formar. 

La jurisdicción federal y con mavor razón la ori- 
ginaria de la Corte es de interpretación restrictiva, 
por lo mismo que es de excepción y no puede exten- 
derse por analogía. 

5' Que si el interés que el Estado provincial tiene 
en el Banco do la Provincia autorizara a considerarlos 
■ como identificados y pudiera, en consecuencia, atribuir 
a este la condición excepcional de atraer la jurisdic- 
ción originaria de la Corte, que pertenece a las pro- 
vincias, casi todas las instituciones de interés público 
que funcionan dentro de sus fronteras podrían igual- 
mente invocarla y traer ante este Tribunal sus litigios, 
pues en ellas tiene siempre el Estado un interés en 
mayor o menor grado. 

Igual conclusión se impondría en el orden nacional 
y toda persona jurídica en que la Nación tenga parte 
gozaría del privilegio jurisdiccional que la Constitu- 
ción lia establecido para la decisión de sus litigios. 

6* Que esta Corte ha establecido que las institu- 
ciones creadas por el Estado Nacional y a quienes con- 
cede personería, representación propia, facultades de 
administración y adquisición, son independientes de la 
Nación. 

Los Ferrocarriles del Estado, ha dicho, aun en el 
caso de ser de propiedad de la Nación, son diversos de 
la Nación misma y por más interés que tenga la Na- 
ción en los asuntos de sus ferrocarriles, no llegan éstos 
n convertirse en el Fisco, como no llegan tampoco el 
Banco de la Nación ni el Banco Hipotecario (t. 108, 
pág, 304). Tgiial declaración hizo esta Corte cu el fallo 
del t. 133, pág. 360. 
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7* Que si tal ha sido la conclusión de la jurispru- 
dencia tratándose de personas jurídicas creadas direc- 
tamente por el Estado, es» sin duda, aplicable con ma- 
yor razón a aquellas que han surgido de un convenio 
entre el Estado y particulares, como ocurre en el pre- 
sente caso y cuya administración no es ejercida por el 
Estndo mismo, pues que tiene autonomía financiera y 
administrativa, y se gobierna por una ley orgánica. 

8* Que del expediente de ejecución de Domingo 
Kepetto v/ la concursada, presentando como prueba, se 
desprende claramente que lus cuestiones relativas a 
la nulidad de los actos consumados por el Banco de 
la Provincia de Buenos Aires, como primer acreedor 
hipotecario, han sido planteadas ante la justicia ordi- 
naria que .entendía en la ejecución, de modo que el pre- 
sente juicio importaría la revisión de lo aetuado por 
esos jueces. Tal resultado significaría la derogación 
de un principio fundamental de organización judicial: 
el de que una vez radicado un juicio ante los tribuna- 
les ordinarios .será sentenciado y fenecido en esa ju- 
risdicción y que sólo podrá recurrirse ante la Corte 
Suprema por recurso extraordinario, dentro del mis- 
mo juicio. 

Tal ha sido la interpretación dada por esta Corte 
en el caso que se registra en el t. 130, pág. 288. 
Como en el presente caso, se demandaba a una provin- 
cia, la de San Luis, invocando violación de derechos 
y de garantías constitucionales consumada en un juicio 
por cobro de Supuestos, seguidos por la misma pro- 
vincia contra quienes promovieron demanda en su 
contra ante la Corte, Como en este caso, los actores 
fundaban su acción en la inconstitucionalidad de las 
leyes y la nulidad de los procedimientos en virtud de 
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ios cuales fueron privados de la posesión y propiedad 
de un inmueble. ' • v 

Se busca someter a l a Corte como tribunal ordi- 
nario una cuestión que los actores deben promover 
ante la justicia ordinaria, decía esa sentencia, plan- 
teando la mconst.tncionulidad y trayendo el debate, 
llegado el caso, ante la Corte Suprema. (Fallos, t. 130, 
pag. 404 y t. 131, pág. 407). 

En mérito de lo expuesto y de acuerdo con lo dic- 
taminado por el señor Procurador General, 8e declara 
que el presente juicio no corresponde a la jurisdicción 
originaria de la Corte Suprema. Con costas. Notifí- 
quese, repóngase el papel y archívese. 

Antonio Sagarna — : „Luis Li- 
nares — B. A. Na2ar An- 
ciiorena — Juan B. Te- 

RÁN. 



NOTAS 

IMPUESTO AL CONSUMO - BEBIDAS ALCOHO- 
LICAS — INCONSTITUCIONALIDAD DE LEY 
PROVINCIAL. 

En el juicio seguido por Emilio Donadeu & Cía 
contra la Provincia de Buenos Aires, por devolución 
de la suma de $ 8.276.10 m,'n. con intereses v costas, 
cobrada indebidamente por concepto de la ley N' 3907 
con oportuna protesta, la Corte Suprema resolvió por 
sentencia de octubre 2 de 1936, hacer lugar a la de- 
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manda en todas sus partos, fijando a la provincia el 
plazo de veinte días para efectuar la devolución or- 
denada. 



COMPETENCIA — SUCESION — DOMICILIO — 
RESIDENCIA. 

Entre el Juez de lo Civil y Comercial de Gua- 
leguay, Provincia de Entre Ríos, y otro de Primera 
Instancia de la Capital Federal, se trabó una con- 
tienda de competencia para conocer en el juicio suce- 
sario de María O. Carlota Migone do Noceti. — La 
Corte Suprema decidió la cuestión en favor del Juez 
de la Capital Federal, por sentencia de fecha octubre 
7 de 1936, on razón de que la causante — no obstante 
sus frecuentes viajes a la Provincia de Entre Ríos 
— tenía su domicilio en la Capital en la época de su 
fallecimiento, puesto que residía en ella con ánimo de 
permanecer en la misma (Cód. Civil, arts. 92 y 97). 

5 



HOMICIDIO — DELITO PASIONAL — GRADUA- 
CION DE LA PENA. 

En el proceso seguido contra Emperatriz F. Te- 
jerina de Ca?nnovn, por homicidio, la Corte Su- 
prema, en su fallo de octubre 7 de 1936, redujo a ocho 
años de prisión y accesorios locales la pona impuesta 
n la procesada. Para olio tuvo en cuenta que no existía 
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gii el caso ta eximente de legítima defensa; que exclui- 
da la posibilidad de la emoción violenta, no procedía la 
aplicación del ari. 81 del Cód. Penal; que si bien co- 
rrespondía aplicar el art. 79 del mismo, la pena im- 
puesta no se ajustaba a las reglas del art. 41, pues no 
se tuvo en cuenta para graduarla las condiciones parti- 
culares ¿él largo proceso que terminó eon el homicidio: 
la persecución de la víetiniaria por la víctima eon re- 
querimientos de toda índole, el estado de gravidez en 
que aquélla se hallaba al cometer el crimen, su estado 
de ánimo, indudablemente excitado por bailarse en jue- 
go su honor y fama en el pequeño pueblo donde vivía, 
y su falta de peligrosidad resultante de las circunstan- 
cias del hecho, ele sus antecedentes y edad. 



RECURSO EXTRAORDINARIO PROCEDENTE — 
CARTA DE CIUDADANIA. 

El 14 de octubre de 1!K!(>, la Corte Suprema decla- 
ró mal denegado el recurso extraordinario interpuesto 
ante la Cámara Federal de Mendoza, por el señor Pro- 
curador Piséá] de la misma, en los nulos "Terror Ju- 
lio, solicita carta de ciudadanía". La Corte Suprema 
fundó su decisión en que se había cuestionado en ese 
caso, la interpretación que correspondo atribuir a un 
precepto de la ley X" :¡4(¡, siendo la sustentada por la 
Cámara contraria a la del señor Procurador Fiscal. El 
recurso procedía, pues, en razón de lo que dispone el 
art. 14 inc. 3' de la ley X" 4S. 
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COMPRAVENTA — COBRO DE PRECIO. 

Kn juicio promovido por Nueih Narnit por cobro 

de $ 31.629 m-n., provenientes de la provisión do pasto, 
maíz y avena destinados a distintas reparticiones do la 
administración do la Provincia de San Juan, el repre- 
sentante de la demandada negó los hechos y pidió el re- 
chazo de la demanda fundado en que los antecedentes 

del negocio a que se refiere el actor se hallaban a 
estudió de una comisión investigadora nombrada por la 
provincia, pues se trataba de un asunto sospechado do 
ilícito. 1-a Corte Suprema, por sentencia de octubre 21 
de 1936, teniendo en Cuenta que el actor había justi- 
ficado las afirmaciones hechas en la demanda, y que la 
provincia no bahía puntualizado en que consistían las 
irregularidades invocadas por su representante, resol- 
vió hacer lugar a la demanda, con intereses y costas. 



HOMICIDIO — ROBO — PARTICIPACION CRIMI- 
NAL — ENCUBRIMIENTO. 

En el proceso seguido contra Dioelesiano Amaral, 
Pedro Miño Machado y Martín Braga, por homicidio 
y robo, la Corto Suprema resolvió, por sentencia de 
techa octubre 2(i de l!KMi, confirmar la dictada por la 
Cámara Federal de Paraná en cuanto condenó a los 
ilos primeros procesados a la pena de reclusión per- 
petua, y modificarla con respecto al tercero imponién- 
dole como encubridor, el máximo de la pena que esta- 
blece el nrt. 277 ¡he. 3* del respectivo código, sea dos 
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años de prisión, todo con costas y accesorios legales. 
El Tribunal tuvo en cuenta, para ésto, qué según las 
constancias de autos. Martí,, Braga no concurrió a la 
realización de] crimen, pues no estuvo presento cuan- 
tío fué* cometido, ni su actitud anterior o ulterior al 
mismo encuadra en los dos supuestos requeridos para 
que pueda considerarse comprendido en el art. 4(J del 
Código Penal. 



COMPRAVENTA — COBRO DE PRECIO. 

Don Manuel Vales, como cesionario de la Cía. Shell 
fcíex Argentina Ltd.* demandó a la Provincia de San 
Juan por cobro «le $ 74.tf;i7.ñO m|n., con intereses y cos- 
tas, crédito proveniente de ventas de mercaderías en- 
tregadas a la provincia en diversa:; oportunidades, con 
la conformidad de las respectivas autoridades. La Cor- 
te Suprema, en sentencia de octubre 30 de 1936, tenien- 
do en cuenta que se hallaba comprobada la cesión invo- 
cada por el actor, así como la efectividad del suminis- 
tro de las mercaderías, su cantidad, su clase y precio 
convenidos, y el destino dado a las mismas, resolvió 
hacer lugar a la demanda en todas sus partes. 



JURISDICCION — HIPOTECA — SUCESION. 

SUMARIO: Es juez competente para ordenar la subasta 
del inmueble hipotecado, el que de acuerdo con lo 
convenido en la escritura respectiva, entiende en la 
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ejecución que sigue el acreedor, y no el juez de la su- 
cesión de la esposa del deudor, ante el cual los here- 
deros obtuvieron que se declarase ganancial el inmue- 
ble gravado. 

JUICIO: La Union Mercantil S. A., ©; Francisco C. 
Ozta. 

Caso x ¡Rébnlta dé las piezas siguientes j 

DICTAMEN DEli PWOCURADOK GENERAL 

Suprema Corte : 

La Unión Mercantil, S. A., sigue ejecución hipo- 
tecaria contra Francisco Ciríaco O/ta auto el Juzgado 
do Primera Instancia en lo Civil de la Capital de la 
Nación en razón de haber pactado en la escritura res- 
pectiva de obligación, la jurisdicción de los tribunales 
locales de esta Capital. 

Ante ol «lucz de Primera Instancia en lo Civil y 
Comercial de La Plata se ha abierto la sucesión de la 
esposa del deudor y uno de los herederos ha denuncia- 
do el inmueble hipotecado como bien ganancial, soste- 
niendo la nulidad del préstamo aludido. Ha solicitado 
en tal virtud, y lo ha conseguido, que se decrete en ta su- 
cesión la venta de dicho inmueble, cuya subasta ha sido 
también ordenada por el Juez de la Capital. Ninguno 
de los dbs magistrados en contienda ha aceptado la 
suspensión del remate que mutuamente se han reque- 
rido atribuyéndose jurisdicción exclusiva a tal fin. 

Ks este el conflicto que se trae a conocimiento dé 
V B, y fpie corresponde resolver atento lo dispuesto 
por el art. !>" de la ley 4055. 
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Para decidirlo debo tenerse presente que no se tra- 
ta de un inmueble de propiedad de la sucesión y que, 
yunque lo fuera, según la doctrina adoptada por V. K. 
interpretando el alcance del art. 3284, inc. 4 Q , del Código 
Civil, no correspondería la acumulación de la acción al 
juicio sucesorio (S. C, N. 125; 214; 138: 258). 

Por lo demás, la nulidad dé la hipoteca constituida 
no resulta aeumulable al juicio universal por cuanto se 
trataría de una demanda, no contra la sucesión, sino 
de ésta contra torceros. 

Por lo expuesto soy de opinión que correspondo 
dirimir la presente contienda en favor de la competen- 
cia del Juez en lo Civil de la Capital de la Nación. Bue- 
nos Aires, octubre 30 do 1936. — Juan Alvares. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, noviembre 4 de 1936. 

Auto» y Vistos: Para resolver la contienda de 
competencia trabada entre el Juez de Primera Instan- 
cia en lo Civil de esta Capital y otro de igual clase de 
la Capital de la Provincia de Buenos Aires. 

V Considerando : 

Que de acuerdo con lo precedentemente dictamina- 
do por el señor Procurador General y conforme a lo 
que esta Corte tiene resuelto (Ver entre otros, Fallos: 
tomo 125, pág. 214; tomo 138, pág. 258) "La acción 
del acreedor hipotecario que persigue la cosa hipo, 
tecada en manos de su deudor no esta incluida en 
el concepto de las acciones personales del inc. 4 f del 
art. 3284 del Código Civil y no corresponde su conoci- 
miento a la jurisdicción del Juez de la sucesión, má- 
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xime cuando como oeunv en el presente existe un do- 
micilio convenido para el cumplimiento do las obliga- 
ciones contraídas" (Documento de fs. 4 y siguientes) 
os ni Juez de esta Capital ¡i quien compete el conoci- 
miento do la ejecución hipoteca ría seguida por la Unión 
Mercantil S. A. contra Qssta, Francisco Ciríaco. 

Por ello así se declara, debiendo remitírsele los 
autos de la ejecución hipotecaria con conocimiento del 
Juez de la sucesión a quien se oficiará cu la forma de 
estilo. Rep. el papel. 

Antonio Sagarna — Luis LI- 
NARES — B. A. Nassau An- 

CIIOUKXA. 



PREMIOS — LOTERIAS. 

SUMARIO; No habiendo demostrado el actor que el con- 
curso de premios en el cual resultó favorecido, se ha- 
ya realizado con los requisito* exigidos por la ley, co- 
rresponde rechazar la demanda deducida contra la 
provincia con el objeto de cobrar el premio. 

.H UMO: Montnldo. Alberto c. Provincia de San Juan. 
Cmo: Resulta de las piezas siguientes: 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, octubre í> de 1936. 
Y Vistos: La presente causa de la qtte resulta: 
Que a fs. 10 se presenta ol doctor Ricardo Valorea 
en representación de don Alberto L. Montaldo cuta- 
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blando demanda contra la provincia de San Juan, para 
que soa ésta condenada a entregar al actor un automó- 
vil marca Packard o en su defecto el valor del mismo 
a la época en que debió ser entregado, todo con costas. 
Que su derecho deriva de la cesión liecha por 
don Daniel Pozzi, ante escribano público, de los dere- 
chos y acciones que le correspondían en su calidad de 
poseedor del cupón N* 17.186, serie E v que le fué en- 
tregado al adquirir un casco de vino procedente de la 
provincia de San Juan, el que resultó favorecido con 
un premio consistente en un automóvil de la marca re- 
ferida. 

(¿ne la rifa correspondiente fué realizada en vir- 
tud de la autorización concedida por la lev provincial 
N> 439. 

Que la obligación do la provincia de entregar al 
tenedor del cupón 17.186 surge del convenio que es 
ley para ella. Invoca los arts. 533 y 2069 del Código 
Civil y solicita, en consecuencia, se condene en su opor- 
tunidad a la Provincia de San Juan a entregar al actor 
un automóvil Packard modelo 1933, nuevo, o en su de- 
fecto el importe que el mismo tenía, con costas. 

Que corrido el correspondiente traslado lo evacúa 
a fs. L*:! el doctor Carlos A. Berghmans en su carácter 
de representante de la provincia de San Juan expre- 
sando: 

Que el caso planteado por el actor, es sin duda el 
previsto por el art. 2052 del Coligo Civil, es decir un 
contrato de juego, de donde se sigue la prohibición de 
demandar su cumplimiento, expresamente establecida 
por el art. 2055 del mismo código. 

Que la ley Ñ? 439 de la provincia de San Juan no 
ha podido referirse sino a la propaganda lícita, y en 
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consecuencia !os actos que al margen de ella hayan 
realizado los encargados de cum|)lir tal propaganda no 
pueden obligar a la provincia o a la Bodega del Esta- 
llo. Las responsabilidades emergentes de hechos rea- 
lizados con violación <le la ley sólo alcanzan a sus auto- 
res; de ningún modo puede quedar en consecuencia 
afectada la Provincia. 

Qoq la ley nacional X' 11.(172, en su art. 5 9 " prohi- 
be' J en términos inconfundibles el acto que invocan los 
actores de este juicio como fuente de su pretendido de- 
recho. 

Que no puede decirse que la Provincia haya hurla- 
do la fe del actor, pues en todo caso los burladores 
serían aquellos que abusando y extralimitándose en sus 
funciones, explotaron el juego de suerte. Que por lo 
demás el actor no ha sufrido perjuicio alguno pues si 
invirtió dinero recibió mercadería de igual valor; el 
obsequio en más, que se supeditó al azar, contrariando 
la ley, es lo único que habría dejado de obtener. 

Por todo lo cual solicita el rechazo de la demanda 
con costas. 

Que abierta la causa a prueba se produce la que 
informa el certificado de fs. 53 vta. alegando ambas 
partes, con lo que a fs. 65 vta. se llama autos para de- 
finitiva: y 

Considerando: 

Que, negados los hechos articulados en la deman- 
da, incumbía al actor su prueba y ella se ha producido 
plena en cuanto a su condición de tenedor de un boleto 
o cupón X v 17.186 que salió premiado en el sorteo do 
21 de diciembre de 1933, de la Lotería Nacional, con el 
premio mayor; que según ese cupón, a su tenedor le 
correspondía un automóvil Paekard; que reclamó el 
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premio dentro de los noventa días fijados en el cupón 
— fs. 7 — sin serle abonado; que el señor José Villana 
ante quien se formalizó la protesta de fs. 7, era, en la 
época do la misma, administrador de la Exposición de 
Productos de San Juan en Buenos Aires — fs. 47. 

Que la ley N fl 439 de San Juan autorizaba la in- 
versión del 10 c /c dé lo recaudado en concepto de im- 
puesto adicional al vino que se elabore en la provincia 
y de un centavo por kilo dé uva (art. 12) "en gastos dé 
propaganda M do los productos de San Juan, pero apar- 
te la cuestión legal «lo súber si en ese concepto entran 
las rifas o loterías a baso de cupones con premio por 
compra de vino, debió probarse que los premios, como 
el que se cobra en estos autos, se establecieron de con- 
formidad con el art. 15 de la ley, es decir, que el conse- 
jo directivo elevó el presupuesto dé gastos al P, EL, éste 
a la Cámara de Representantes con la correlativa apro- 
bación de dicho cuerpo, "sin cuyo requisito no podrá 
hacerse erogación ninguna". Tal prueba no se ba pro- 
ducido. 

Que tampoco se luí demostrado la constitución, en 
legal forma, del consejo directivo que invierta y admi- 
nistre los fondos de la ley N* 439, en las condiciones 
que preceptúa el art. 17 de la misma y siendo ello una 
cuestión de hecho y no de derecho, incumbía al actor 
dada la negación general do la demandada. 

Que la autorización legal para realizar inversiones 
"en gastos de propaganda" no implica la necesaria 
para instituir rifas, loterías, sorteos de cupones pre- 
miados u otra forma semejante en que et azar determi- 
ne, por sí solo, la ganancia o beneficio en los contratos 
O estipulaciones, porque ello está, prima fücie pro- 
hibido en la Capital Federal y territorios nacionales 
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por las leyes Nos. 4I)!)7 y 11.672 y por preceptos ex- 
presos del Código Civil en cuanto les niega eficacia. 
Ifna ley de provincia creando expresamente ésa suerte, 
sorteo o rifa determinaría un examen tío las facultades 
para darle validez fuera dé sil radio jurisdiccional, al 
tenor de lo que disponen los arta. 104 y siguientes de 
la Constitución N'aeional, pero en el caso de autos falta 
esa Ley, que es la prevista en el art. 15 de la ley X 9 
es decir, la aprobación por la Cámara do Representan- 
tes del presupuesto de inversión de los fondos creado* 
por la misma. 

Kn su mérito se rechaza la prescripción opuesta 
por la demandada y no se hace lugar a la demanda, sin 
costas, dada la naturaleza dé las cuestiones debatidas 
y el resultado del pleito. 

Hágase saber, repóngase el papel 3 en su Oportu- 
nidad archívese. ( r j 

Roberto Kkpktto — Antonio 
Saoakna — Luis Linabbs 
— B. A. Xazar Axchokk- 

NA Jt'AX B. TkRÁX. 

XOTA: El actor dedujo los recursos de revisión y acla- 
ratoria en subsidio contra el fallo precedente, pol- 
lo cual la Corte Suprema dictó la siguiente 

RESOLUCION 

Buenos Aires, noviembre + de 1936. 
Vistos: los recursos de revisión y de aclaratoria en 
subsidio, deducidos por don Kicardo Valerga represen- 

l 1 » Kn I I de octubre y 6 itt- noviembre, la Corte Suprema dicló ¡den- 
ticos pri>minciamieni<* en los juíetós promovidos por Pedro Gil, Agüeita 
Caojiiuni «- Isidro Severo Culauola contra la Provincia de San Juan. 
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tafijbe tto don Alborto J. Montaldo, contra la senten- 
cia de esta Corte en el juicio que dicha persona siguió 
contra la provincia de San Juan por cobro de un 
premio; y 

Considerando : 

f. Que el fallo recurrido recayó sobre cosas pedi- 
das por las partos; no se omitió pronunciamiento so- 
bre ningún capítulo de la demanda o de la contesta- 
ción, ni aparece incurso en ninguno de los demás de- 
fectos que menciona el art. 241 do la ley N' 50. 

II. Que no se lia concretado ni existo ninguna os- 
curidad o ambigüedad ni en los considerandos ni en la 
parto dispositiva del fallo aludido (art. 232, ley N» 50). 

III. Que contra las sentencias definitivas de esta 
Corte no procede recurso de reposición y aun encubier- 
to bajo la fórmula de revisión o aclaratoria, debe de- 
sestimarse todo intento de reabrir el debate judicial y 
rectificar el pronunciamiento. 

IV. Que, aun cuando basta lo expuesto para recha- 
zar las pretensiones del recurrente, debe hacerse cons- 
tar que el actor no arguyo ni probó la derogación de 
los preceptos lógalos invocados en la sentencia recu- 
rrida, y el tribunal no puede saber, en cada pleito, la 
existencia de pruebas existentes en otros juicios que 
no se han invocado y traído a los autos en su oportu- 
nidad. 

Kn su mérito se desestiman, con costas, los recur- 
sos mencionados en el exordio, llágase saber y repón- 
gase el papel. 

Antonio Saoarna — Luis Li- 
nares — B. A, Nazar An- 
chorena — Juan B. Te- 
kán. 
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INCÓNSTITUCIONALIDAD — IMPUESTO AL AU- 
SENTISMO — REPETICION. 

SUMARIO: El impuesto al ausentismo establecido por la 
ley N" 3594 de la Provincia de Córdoba, en forma de 
sobretasa progresiva sobre la propiedad inmueble, no 
es violatorio de las disposiciones de la Constitución Na- 
cional referentes al libre tránsito y a la igualdad, ni se 
superpone ¡legalmente al impuesto a la renta estable- 
cido por la ley nacional, 

-J TILMO: Ancliorena, Jitian Esteban c. Provincia de 
Córdoba. 

Ca&>: Resulta de las piezas Siguientes: 

DICTAMEN DEL PltOCCKADOR GENERAL 

Suprema Corto: 

Una ley de la Provincia dé Córdoba, al fijar el 
monto del impuesto de contribución directa, croó adi- 
cionales para todas aquellas propiedades de valor su- 
perior a cincuenta mil pesos, cuyos dueños tuviesen re- 
sidencia permanente en el extranjero- Por virtud de 
esa ley, don Juan Esteban Ancliorena pagó a la pro- 
vincia, bajo protesta, la suma de treinta y siete mil qui- 
nientos cuatro pesos con ochenta centavos moneda na- 
cional; y el misino Ancliorena solicita ahora la devo- 
lución de lo así pagado, sosteniendo que dicho adicional 
es violatorio de la Constitución Nacional, por oponerse 
al principio de igualdad en los impuestos, representar 
una traba a la libre entrada y salida de las personas, 
e importar asimismo un caso de superposición imposi- 



DE JUSTICIA DE I.A > ACIÓN 



189 



Uva, pues ia ley nocional N v 11 .682, aít. 13, exige otro 
adicional por idéntico motivo. 

La competencia originaria de V. B. para conocer 
©a él caso, emerge <le ser una provincia la demandada. 

Por lo que respecta al fondo del asunto, V, E. tiene 
resuelto en su tallo del tomo 147, pág. 402 (Jewish Co- 
lonizntion Assoeintion v|. Provincia de Santa Fe), que 
tos recargos a la contribución directa, por causa do 
ausentismo, no son violatorios de la Constitución Na- 
cional; y si bien en aquél caso se trataba de una socie- 
dad anónima y no de un particular, los argumentos 
usados entonces no dejan, por ello, dé ser aplicables al 
sub judies. Otro tanto ocurre con los del fallo tomo 
132* pág. 402 (Destilería Franco Argentina vi. Gobier- 
no de la Nación). 

Como lo tiene expresado V. E., no hay lesión al 
principio de igualdad impositiva, cuando la ley crea 
categorías distintas de contribuyentes, inspirándose en 
altos fines de política social, ajenos a toda idea de ar- 
bitrariedad. Además, es innegable él derecho de las 
provincias para crear impuestos sobre los inmuebles 
existentes dentro de su jurisdicción territorial. No 
existe, aquí propiamente hablando, superposición de 
impuestos al ausentismo, ya que el provincial grava 
directamente a la propiedad raíz, en tanto que el nacio- 
nal se refiere a la renta; y aun cuando tal superposi- 
ción existiera, tampoco emergería de ahí la inconsti- 
tucionalidad alegaba, supuesto que nuestro Estatuto 
no contiene disposiciones expresas al respecto. Por fin, 
no puede sostenerse sin visible exageración, que recar- 
gar con un adicional el impuesto a los bienes de aquellos 
argentinos que deciden irse a vivir permanentemente 
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al extranjero, signifique impedirles entrar o salir del 
país. 

A mérito dé ello, considero que» el actor no lia de- 
mostrado la procedencia de su demanda, — Buenos 
Aires, agosto 1 v de 1936; — Juan Alrarcz. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, noviembre 4 de 1936. 

Y Vistos: La presente causa de la que resulta: 
Que u f ». 1 1 se presenta el Dr. Daniel Ovejero, qü 
representación de don Juan Esteban Anchorena, de- 
mandando a la Provincia de Córdoba por repetición de 
la suma de dieciocho mil setecientos cincuenta y dos 
pesos con cuarenta etvs. m|n., que le fueron ¡cobrados 
por concepto de lo dispuesto por la I«y X* 3594. 

Que la incmistitiieionalidad dé dicha ley es eviden- 
te y surge, en primer término, de que es violntoria del 
principio de igualdad ante la ley, que la Constitución 
Xacional consagra, ya que establece clasificaciones ar- 
bitrarias o inspiradas sólo en un propósito de utilidad 
que la Corté al resolver casos análogos, ha declarado 
Inadmisibles. 

Que cuando un impuesto adicional al de contribu- 
ción diivcta es soportado por las personas ausentes do 
una provincia — por el mero hecho de esa ausencia — 
es innegable que diversas propiedades de idéntica va- 
luación, se gravan con desiguales contribuciones. 

Que la distinción apoyada en circunstancia tan 
eventual como la ausencia temporaria del propietario, 
es inadmisible que pueda considerarse como base de 
un sistema de imposición, sin chocar contra el principio 
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de igualdad que excluye toda selección do grupos o ca- 
tegorías que no so funde en motivos serios y razona- 
bles; y 4 4 resultaría que la l asa del impuesto depende, 
en realidad, de la voluntad del contribuyente quion, con 
ausentarse o no del país, pagaría una u otra cuota". 

Que la ley impugnada viola también el derecho do 
locomoción establecido en el art. 14 de la Constitución 
Nacional. 

Quc la provincia de Córdoba, al dictar la ley men- 
cionada, extralimita las facultades que le señala el art. 
105 de la Carta Fundamenta!, ya que carece de faculta- 
des para gravar a personas que se encuentran fuera de 
su jurisdicción. 

Que su "mandante paga actualmente un impuesto 
al Gobierno Nacional y otro a l*r Provincia por el mis- 
mo concepto, al ausentismo, hay identidad de causa a 
pesar dé que el primero según el art. 13 de la ley 
N* 111682 recae sobre la renta del inmueble y el segundo 
como adicional a la contribución territorial" existien- 
do, por consiguiente, superposición de impuestos en cu- 
yo caso debe primar el impuesto nacional. 

Por todo lo cual solicita se condene a la Provincia 
a restituir la suma demandada, intereses y costas. 

Que. corrido el traslado de ley, lo evacúa a fs. 27 
el Dr. Guillermo Rothc en representación de la Pro- 
vincia de Córdoba, solicitando el rechazo de la deman- 
da con especial condenación en costas en razón de: 

Que el recargo de gravamen por ausentismo de los 
terratenientes rige en la Provincia. 

Qüé la ley que lo instituye ha sido sancionada en 
uso de la soberanía local reconocida en la Constitución, 
no roza precepto alguno de ésta, ni excede los límites 
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que el interés económico y la equidad señalan en las 
contribuciones fiscales. 

Que la igualdad preceptuada en el art. 16 in tino 
de la Constitución, esta contemplada en el gravamen de 
que se trata en cuanto el adicional se aplica a "todas 
acuellas propiedades urbanas o rurales cuyos propie- 
tarios estén ausentes", sin distinción de clases ni de 
individuos y por la sola circunstancia del ausentismo, 
hecho dañoso para la economía general. 

Que no es valedera la impugnación a la igualdad 
fundada en la afirmación de que los ausentes constitu- 
yen una clase o grupo especial, tanto porque no es exac- 
to el hecho ni gramatical ni jurídicamente, como por- 
tpic sin la relación de grupos o categorías se hace im- 
posible prácticamente el concepto do igualdad. 

Qfte declarada la causa de puro derecho, se llamó 
autos para definitiva a fs, 44, y 

Considerando ; 

í* Qug planteada como de puro derecho la cuestión 
en debate, corresponde a la Corté Suprema resolver 
si el impuesto al ausentismo establecido en la ley N 9 
3594 de la Provincia de Córdoba, en forma de sobretasa 
progresioual riel 1 al (! por ciento, es violatorio del 
principio de libre tránsito establecido en el art. 14 de 
la Constitución Nacional; o el de igualdad preceptuado 
en el art. 1(5; o si tal tributo se superpone ¡legalmente 
al impuesto a la renta que la ley nacional X u 11.(582 
ha fijado en su art. 1& 

2* Que esta Corte ha tenido la oportunidad de es- 
tudiar, en varios casos, la cuestión referente a la con- 
formidad o incompatibilidad del impuesto a las perso 
ñas aumentes del país — de naturaleza visible o jurídi- 
ca — con los derechos y garantías que la Constitución 
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Nacional lia establecido, como basamentos jurídicos y 
sociales de la Nación que organizaba, y las resolucio- 
nes fueron siempre afirmativas (Fallos, ts. 13*2, pág- 
402; 147, pág. 402; 160, pág, 247). "(¿ue examinada 
la ley impugnada de la Provincia de Santa Fe, a la luz 
do tos principios precedentemente recordados — dijo 
en el fallo del tomo 147 — no aparece por ella vulnera- 
da la norma «le igualdad preconizada por la Constitu- 
ción- Ka efecto, dielia ley clasifica en aun categoría es- 
pecial, a los efectos de la contribución territorial, las 
propiedades do personas que estén ausentes del país, 
desde más de «los años y las de pertenencia de socieda- 
des anónimas o personas jurídicas, que tuvieren su di- 
rectorio principal fuera de la República, propiedades 
cuya contribución es recargada en forma progresiva 
con arreglo a una escala que fija la ley misma. Esta 
clasificación no puede ser tachada de arbitraria desde 
(pie, en primer lugar, asegura igual tratamiento a todas 
las personas o sociedades que se encuentren en idénti- 
cas condiciones, y toda vez qué se halla inspirada en 
un propósito de gobierno y en una finalidad de orden 
social, como es la de combatir el ausentismo, que le dan 
una base de ra/.onabilidad suficiente para justificarla 
desde el punto de vista constitucional. La posibilidad 
de que tal impuesto envuelva un error económico y pue- 
da dar, en definitiva, resultados contraproducentes 
porque desvío de la provincia demandada la corriente de 
los capitales extranjeros, no constituye un óbice cons- 
titucional", etc. 

3 V Que carece de toda eficacia el argumento inferi- 
do de las trabas que el impuesto discutido implicaría 
para el ejercicio de la libertad de entrar, permanecer, 
transitar y salir del territorio argentino, que establece 
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el art. 14 de la Constitución Nacional; ese derecho está 
sometido a las leyes que reglamenten su ejercicio en 
tanto éstas ño lo violen en la letra o en el espíritu (artB, 
14 y 28) y es evidente que, así como no se viola el 
derecho de propiedad con el impuesto territorial, ni el 
de comerciar con las leyes de registro e impuesto a los 
comerciantes, no puede afirmarse que se limite arbi- 
trariamente la libertad de transito de un terrateniente 
porque se le obligue a pagar una sobretasa no confiscu- 
toria, si se radica en el extranjero, 

4* Que si Imhiera superposición de impuestos — 
nacional a la renta y provincial a la propiedad del au- 
sente — no sería a la Provincia a la que debiera formu- 
larse la demanda de nulidad y reintegración puesto que 
ella actúa gravando su territorio en uso de facultades 
propias, no delegadas al Gobierno General — Sitó. 4, 
104 a 108 de la Constitución Nacional. 

En su mérito y de conformidad con lo dicta minado 
por el señor Procurador General, se desestima la de- 
manda, sin costas. Notifiques* y repuesto el papel, ar- 
chívese. 

Antonio Sagabna — Luis Li- 
NAKKs — Juan B. Tbrán. 



INCONSTITUCIONALIDAD — IMPUESTO AL CA- 
MINO — REPETICION — PROTESTA. 

SUMARIO; No procede la repetición de lo pagado por 
conqppto de impuesto al camino, si el actor no indi- 
có concreta y claramente en la protesta a qué impues- 
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to se refería la misma, o si con ulterioridad a ella, pres- 
tó su conformidad al gravamen discutido, pagándolo 
después de observar y hacer reajustar las respectivas 
liquidaciones. 

.H UMO: Padrós, Jasé y otros ©. Provincia de Buenos 
Aires. 

Caso: Resulta de las piezas siguientes: 

DICTAMEN DKIj PROCtraADOlí OBÑEBAL 
Suprema Corle: 

ISu la presente demanda se reclama de In Provincia 
de Buenos Aires lo devolución de* sumas pagada» en 
concepto dü impuesto por el camino pavimentado di- 
La Plata a Avellaneda, sosteniéndose que dicho im- 
puesto ( »s violatorio eje la Cdnstitucióii Nacional, según 
lo ha declarado V. K. en rasos análogos. 

Kl impuesto a «pie se refiere este litigio ha sido 
satisfecho con arreglo a lile leyt\s de la Provincia Nos. 
3915 y 4069, habiéndose establecido en la pericia d<» 
fs. 207 la proporción qjie corresponde a los pagos efec- 
tuados en concepto de una y otra de dichas leyes. 

V. R. ha examinado últimamente las mencionadas 
leyes declarando que la N 9 3915 es violatoria del art. 
16 ile la Constitución Nacional, pero que los preceptos 
de la X" 4069 no están afectados por transgresión cons- 
titucional o legal de carácter nacional (Fallos: t. 167 
pá& 75). 

De acuerdo con las conclusiones de In sentencia 
que dejo recordada, corresponde hacer lugar a la de- 
manda en cuanto a la repetición de los impuestos paga- 
dos bajo el imperio de la ley 3915 y absolver a la pro- 
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vinciu demandada en lo que respecta a los impuestos 
abonados en concepto de la ley 4069. 

Pido a V. E. así se sirva resolver este litigio. — 
Buenos Aires, aposto LO do 1934. — Horacio lí. Larreta. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, noviembre 4 de 1936* 

V Vistos; Los «leí juicio promovido por José Pa- 
dres, Alborto Lnl'fin, Horacio Bocear Várela, Feryo L\ 
Ninistri y otros contra la Provincia de Buenos Aires 

por repetición de sumas de dinero pagadas M ©n Con- 
cepto de impuesto al camino La Plata-Avellaneda"; 

Resultando: 

P Que a i's. sé presenta el procurador Alfredo 
virefli con poder de las personas mencionadas eii el 
exordio y promueve la demanda que en el misino se 
expresa, porque aquellos, COndÓtninos sobre bienes alee 
tados p«»r el camino pavimentado ele La IMatn a Ave- 
llaneda, nunca reconocieron "por U»«r¡il ninguna de bis 
leyes sucesivas dictadas por el Gobierno dé la Provin- 
cia de fiuenos Aires estableciendo impuestos a favor 
del camino La Plata-Avellaneda M babiendo protestado 
la incon^titncionalidad de las mismas desde 1907; re- 
clama la devolución de tmeve mil ocb^cientos treinta y 

cuatro pesos con noventa y odio centavos moneda na- 
cional con más sus intereses y las costas del juicio. 
Los servicios reclamados comprenden las cuotas corres- 
pondientes a los años de 1928 a 1932, de la ley N f 
3915 de 17 de febrero do 15127 que esta Corte de- 
claró, inconstitucional en numerosos casos; pero ad- 
vierte que a limaos de los pagos pueden resultar efee- 
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turnios, por excepción, bajo la vigencia de la ley X 9 
4069, promulgada el 3 de febrero de 19.10, cuya incons- 
titucionalidad también alega y pide se declare. Sostie- 
ne que "la ley es inconstitucional por los principios 
fiscales erróneos que la informan y por la tasa coníis- 
catoria" y también por la forma monstruosa del meca- 
nismo de su aplicación que tiene por virtud aumentar 
desproporcionadamente — superusurariamente — ca- 
da uno de los gravámenes fiscales lo cual trata de 
demostrar con planillas y cálculos detallados. Afirma 
,,ue, al modificarse la ley X» 3915, se limitó al 30 % 
el costo del camino que los propietarios debían pagar, 
pero la Dilección General de Rentas nunca hizo, en lo 
«pie a los actores se refiere, el reajuste necesario te- 
niendo en cuenta la avaluación de 1907 y los aumentos 
a introducirse, asignándosele sin justicia, una super- 
valoriznción del 50 c / . 

Kn el capítulo Vil, la demanda sostiene (pie la con 
tribución de la ley respondía a un objeto determinado 
cuyo incumplimiento es notorio, pues no se ejecutó la 
vía férrea que, según la concesión Franlce, debía ir en- 
tre las dos franjas de camino pavimentado, y por ello, 
falta la causa do la obligación fiscal que, sin embargo, 
la provincia lince efectiva; sostiene, así, que esta es 
nula e inaplicable — art. 792 «leí Código Civil — agre- 
gando <pie corresponde también la repetición por pago 
por error — arts. 7S4 y 788 del aludido Código — . Re- 
cuerda los principios constitucionales en virtud de los 
que esta Corte resolvió los casos Martín Pereyra Iraci- 
lu y otros declarando la invalidez de la ley X» 3915; 
falta del carácter esencialmente local de la obra y ab- 
sorción del beneficio que ella produce, por el impuesto, 
pues el camino de La Plata a Avellaneda es franca- 
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mentí» de interés general y la contribución exigida es 
substancialmente confiseatorin, desde que carga el 70 % 
del costo a los propietarios que no han obtenido nunca 
un beneficio correlativo. Las modificaciones que en 1930 
se introdujeron a la ley N° 3015 no le han quitado los 
defectos esenciales que modifican sus preceptos. 

2' Que comprobada, prima forte, la jurisdicción 
originaria de la Corte por tratarse de vecinos de la 
Capital — los actores — en juicio contra una provin- 
cia — art. 100 de» la Constitución — fs. 3G a fs. .'«> — 
so corrió traslado de la demanda a la Provincia de Bue- 
nos Aires — fs. 40. 

ü v Que la demandada contestó derechamente la ac- 
ción — fs. 41 — pidiendo su rechazo con costas pues, 
entre otras razones, sostiene el representante de la 
misma, (pie el presente caso difiere del de Martín Pe- 
rey ra Iraola v está dentro de la excepción (pie la Corte 
allí mencionaba; se trata de pequeños propietarios que 
se han beneficiado especialmente del camino. Por lo 
demás, entiende que la facultad de las provincias es 
plena para darse el repinen económico, impositivo y 
administrativo (pie entiendan más conveniente, sin que 
haya precepto constitucional, ni legal que les fije nor- 
mas a las <juc deban sujetarse, por lo que tampoco el 
Poder Judicial puede restringirles esa facultad. En el 
capítulo 11 sostiene que la demanda 1 4 carece de anda- 
miento, pues no se ha presentado la protesta del pago 
hecha en ia oportunidad debida, no obstante alegarse". 
Son improcedentes como fundamentos de inconstitucio- 
nalidnd, los siguientes errores o excesos de liquidación 
de los impuestos (Cap. III) y la circunstancia de que 
el ferrocarril eléctrico no se realizara (Cap. TV); todo 
ello podrá ser materia de legalidad, de orden y juris- 
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dicción interna, local, poro no de constitucional idad de 
un gravamen establecido dentro de las facultades de la 
provincia. 

Como los actores confiesan que los hechos en que 
fundan su demanda ocurrieron en el período del año 
1927 al 1932, habríase proscripto la acción de confor- 
midad con los arts. 4027 ine. # y 4030 del Código Ci- 
vil (Cap. V). Recuerda que declarada la inconstitucio- 
nalidad de la ley N* 3915, la provincia procedió a mo- 
dificarla para encuadrarla- dentro de los preceptos que 
se decían vulnerados; rebajó al 30 % el monto a pagar 
por los propietarios cargando el Fisco con el 70 % y 
estableció un mecanismo correcto y eficaz para cargar 
sobre la valuación de 1907 ese 30 % y para transferir 
a la nueva ley los pagos hechos en concepto de la an- 
terior (Cap. VI y IX). Sostiene que la Corte puede 
invalidar, en el caso sometido a su juicio, una ley por- 
que viole preceptos de la misma o de la Constitución 
provincial, pero no porque sea injusta o gravosa para 
el contribuyente, como aquí se pretende. Finalmente, 
afirma que nada tienen quo ver con el asunto en deba- 
te, los arts. 12, 1C y 17 de la Constitución Nacional, pues 
aquí no hay impuestos al tránsito, ni obligaciones por- 
tuarias; la igualdad está respetada; y no hay aquí 
nada que se relacione con la confiscación prohibida, la 
cual se refiere a la pena de las viejas tradiciones de 
nuestras luchas. 

4' Que abierta la causa a prueba — fs. 59 vta. — 
las partes produjeron la que corre de fs. 64 a fs. 216; 
el Secretario certificó sobre la misma a fs. 218; las 
partes alegaron de bien probado a fs. 222 y fs. 227 res- 
pectivamente; el Procurador General dictaminó a fs. 
238; se dictó resolución de "autos para definitiva" 
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previa reposición a fs. 238 vta. y la causa quedó en 
estado de sentencia en agosto 5 do 1936 — fs. 295 — ; y 

Considerando : 

I) (¿uc la partí* demandada sostuvo en el escrito 
de responde u insistió en el alegato de bien prohado — 
fs. 231 vta. a fs* 232 vta. — que la acción es improce- 
dente por Taita de protesta contra el cobro, que arguye 
injusto, del impuesto al camino pavimentado La Plata- 
Avellaneda; y siendo constante la jurisprudencia de 
esta Corte que exige, como recaudo siitr '¡na tu en las 
demandas por repetición de impuestos fiscales, la ma- 
nifestación de protesta (Fallos: t. 156, págs. 181 y 208 
entre muchos otros), debe precederse al examen previo 
de dicha cuestión. 

II; Que a fs. 168 declara la Dirección Genera] do 
Rentas «le la Provincia la falta de protestas a nomhrc 
de José Padrós, Alberto Laffin, María Elena Sinistri, 
Carlos A. Sinistri, Horacio Bocear Várela y Angel Sas- 
tre ''siendo él único a nnmhre de Perro U. Sinistri (pie 
estaba reservado en esa oficina 99 ; a fs. 87 la Dirección 
Genera) de Correos y Telégrafos de la Nación informa 
que no existen constancia.** de tales protestas, ignoran- 
do si las hubo por destrucción de los telegramas de 
1!)2H y 1929; y sólo se ha incorporado a los autos la 
copia de un telegrama provincial — fs. 163 — que dice 
así u Fecha abono a cuenta impuesto contribución di- 
recta por mis propiedades protestando por su inconsti- 
tucionalidad y reservándomí* el derecho de reclamar su 
devolución como asimismo por todas, las cantidades exi- 
gidas con el mismo vicio do nulidad". Colaciónese. Fer- 
vo U. Sinistri". Lleva fecha do 22 de junio do 1927. 

TN. Que tal documento no es la protesta que la 
jurisprudencia exige; menciona el " impuesto de contri- 
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l)ución di recta", término genérico que financieramente 
carece de precisión y, en general, se relaciona con la 
repercusión o no repercusión del gravamen, con la po- 
sesión o el consumo, que recaen directamente sobre la 
renta o la propiedad o por el contrario sobre el comer- 
cio, la industria, el consumo, etc. En la Provincia de 
Buenos Aires no existe "contribución directa" en la 
terminología legal, pero pueden conceptuarse tales la 
contribución territorial o "impuesto inmobiliario" y 
el impuesto de esta litis llamado "contribución de afir- 
mados" o de la "ley del camino pavimentado La Plata- 
Avellaneda". ¡A cuál de esos impuestos se refería el 
señor Sinistri? La ley o la justicia que la interpreta 
y aplica no puede aceptar una referencia vaga o com- 
prensiva, doctrinariamente, de varios gravámenes, pues 
su fin es prevenir clara y precisamente aY fisco de las 
reservas que se hacen a un recurso para que tome las 
medidas de previsión y de prudencia eífcl ajuste do 
los gastos y las rentas de la administración. La am- 
plitud con que la Corte lia considerado siempre este 
requisito de la protesta o reserva de derechos no puede 
alcanzar hasta la forma vaga con que el señor Sinistri 
hace la suya en el telegrama de fs. 16:?, como no podría 
estimarse cumplido el deber por quien protestara pol- 
los impuestos indirectos o los impuestos internos que 
ha pagado. 

IV. Que, como la defensa de la Provincia observa 
y lo advierte el perito Zaccheo a fs. 20» de su informe, 
en el expediente administrativo X' 1<>.8»2, se ha pres- 
tado conformidad, por Fervo ü. Sinistri y Horacio 
Beccar Várela, con el impuesto discutido, en 29 de di- 
ciembre de 1927, es decir, seis meses después de la 
protesta de fs. lf>3. V, en efecto, a fs. 2 de dicho ex- 
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pudiente, los aludido^ condominos dicen, refiriéndose a 
la deuda el Slvde agosto de 1927: "Sin perjuicio de lo 
dispuesto en la ley do la materia acordando facilidades 
y exenciones para el pago de ese impuesto, y sin per- 
juicio, también de considerar que la nueva ley adolece 
do inconstitucionalidad, por cuanto se refiere a una 
ley anterior declarada inconstitucional y que se pone 
en vigencia, eii el deseo dé evitar nuevas discusiones 
de e$a índole y larcas tramitaciones, venimos a formu- 
lar nuestras observaciones a fin de que la liquidación 
practicada se rectifique y se reduzca a los términos 
4ne corresponde para considerar el pago inmediata- 
mente de las cuotas atrasadas y del saldo que resultara 
dejando uSÍ Ubre de deudas de pavimento la propie- 
dad". Hecho un primer reajuste de deudas (fs, 5 vta. 
y siguientes) Sinistri y Beccar Várela vuelven a ob- 
servarlas en noviembre l 9 de 1Í)27 (Kxp. S. 13346, III 
Serie) ; en diciembre S de 1927 se Tija en $ 20.000, como 
impuesto mínimo, la deuda que se debe abonar (fs. 5); 
en febrero 29 de lí>28 se notifican los interesados; y 
en mayo 14 del ano aludido Contabilidad de la Direc- 
ción de Rentas informa que se ha efectuado el pago 
(fs. 7). No hay protesta, pues, de esos pagos de 15Í28 
en adelante, que son los qué se reclaman en acción de 
repetición. (Ver demanda. Cap. II, fs. 24 vta.). 

En su mérito y oído el señor Procurador General, 
se declara improcedente la demanda. Sin costas. Há- 
gase saber, repóngase el papel y en su oportunidad 
archívese. 

Antonio Saoaioía — Luis Li- 
x.vuks — B. A. Nazar An- 
chore xa — Juan B. Te- 
rán. 
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JURISDICCION — DELITO — SUCESION. 

SUMARIO: Tramitando ante la justicia de la Capital Fe- 
¿eral el juicio sucesorio respecto del cual se tramaba 
el apoderamiento fraudulento de los bienes, es com- 
petente aquélla para entender en el proceso iniciado 
con motivo de ese delito. 

JUICIO: Federico Püjol y otros, defraudación. 
Cmo: Resulta do las piezas siguientes : 

DICTAMEN DEL PROCURADOR GENERAL 

Suprema Corte: 

Corresponde a V. K. dirimir la presente contienda, 
atento lo dispuesto por el art. í> de la ley 4.055. 

Ehi un juicio sucesorio tramitado én la Capital do 
la Nación, valiéndose do una escritura pública falsa, 
do reconocí miento do filiación natural, ¿parece come- 
tida una defraudación en perjuicio de dicho juicio, 
substrayendo al haber hereditario fondos depositados 
e inmuebles ubicados en la misma Capital. 

Kl Juez ile Instrucción de esta última, procesa a 
los autores de tal defraudación y, entendiendo que en 
la causa por falsedad de la aludida escritura, debe co- 
nocer el Juez en lo Criminal y Correccional de La Pla- 
ta, en cuya jurisdicción aparece cometido tal delito, ha 
remitido a dicho Juez, para su juzgamiento, los ante- 
cedentes del caso. 

Pero el magistrado de La Plata sostiene su incom- 
petencia, por considerar que el Juez de la Capital tiene 
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jurisdicción para conocer en todos los cielitos relacio- 
nados con la aludida defraudación, 

Tal es la cuestión de competencia qjie se somete a 
1 decisión de esta Corte Suprema. 

Ws indudable, y no lo desconoce el .Juez de La 
Plata, que el proceso por defraudación corresponde al 
de la Capital Federal. 

Kn cuanto al de falsedad, considero tjue como acto 
preparatorio del anterior, debe tramitarse ante el mis- 
mo Juez. 

En fcfocto, se trata de delitos conexos ya que se re- 
lacionan entre sí, habiendo sido el instrumento público 
sospechado de falso &) medio de que se han valido los 
interesados para Llegar a la defraudación. (S. G. X., 
t. 152, p% 62¿ 

El heclío de haberse realizado en La Plata los ac- 
tos preparatorios no puede modificar esta conclusión, 
según lo tiene resuelto uniformemente V. E. (K. C. Nk, 
t 12<¡, pág. 127; t. 127, pág. 397; t. 138, pág. 237). 

Atento lo dispuesto por el nrt. 102 de la Constitu- 
ción Nacional, corresponde, pues, decidir la presento 
contienda en favor de la competencia del Juez do Ins- 
trucción de la Capital Federal, — Buenos Aires, octu- 
bre 30 de 1936. — Juan Álvareg. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Tíñenos Aires, noviembre 1(i de líKtfi 
Autos y vistos; Los de contienda de competencia 
suscitada entre el señor Juez de Instrucción «le la 
Capital Federal y otro de igual jurisdicción de la ciu- 
dad de La Plata para conocer en la causa seguida con- 
tra Federico Pujol y otros por defraudación, y 
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Considerando i 

<¿ue los encausados habían intentado apoderarse 
con fraude de los bienes que constituían el patrimonio 
sucesorio de don Quintín Machuca. 

Que la testamentaría de éste fué iniciada ante la 
justicia ordinaria de la Capital Federal donde el cau- 
sante tenía su domicilio y es, por consiguiente, en ella 
donde la defraudación habría sido consumada. 

Que la falsedad criminal del reconocimiento for- 
mulado en la escritura pública otorgada ante un es- 
cribano de la ciudad do La Plata, Uto constituye el de- 
lito principal sino simplemente el medio arbitrado pol- 
los delincuentes para obtener el apoderamiento frau- 
dulento do los bienes do In testamentaría. 

Qlie de acuerdo con lo dispuesto por el Código de 
Procedimientos en lo Criminal (arts. :!(5, .'57 y 42) y lo 
declarado por esta Corle en casos análogos, es juez 
competente para conocer de una causa criminal el del 
lugar en que se cometió el delito, aun cuando los actos 
preparatorios so hubiesen realizado en otro lugar so- 
metido a otra jurisdicción. (Fallos: t. 138, pág. 2l\7 y 
los allí citados). 

En su mérito y de conformidad con lo dictaminado 
y pedido por el señor Procurador General, se declara 
que es competente para conocer en la causa el señor 
Juez de Instrucción de la Capital Federal, a quien, en 
consecuencia, se remitirán los autos, haciéndose saber 
en la forma de estilo al de igual dase de la ciudad do 
La Plata. 

Roberto Repetto — Antonio 
Sagabxa — Luía Linares 
— B. A. Nazar Axcho- 

11 EX A — Jl'AN B. TkKAK. 
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JURISDICCION — PRORROGA — FUERO FEDE- 
RAL. 

SUMARIO: Siendo prorrogable la jurisdicción fundada 
en la distinta vecindad o nacionalidad de las partes, el 
demandado que lo fué primero ante la justicia federal 
y consintió el fallo denegatorio de esta, ha perdido el 
derecho al fuero y no puede invocarlo al ser deman- 
dado ante la justicia ordinaria, que es así la competen- 
te para conocer en el asunto. 

JUICIO: Moreno Jpfté Federico c/. Ferrocarril Tras- 
andino Argentino. 

Cas*:; Resulta dé las piezas siguientes: 

DICTAMEN DEli PROLTUADOU GENERAL 
Suprima Corte: 

Ante el Juzgado Federal de Mendoza, el señor 
Josf- Federico Moreno (lomando al Ferrocarril Tras- 
andino Argentino, por rescisión de contrató y pago de 
perjuicios; y el Juez, a Fojas 253, declaró no surtir el 
Tuero. Apelada esa sentencia por ambas partes, la Cá- 
mara Pederá! resolvió confirmarla (fs. 270). Contra 
el fallo de segunda instancia no se interpuso recurso 
algu.no para ante V. B., quedando así admitida por el 
Ferrocarril su falta dé derecho para acogerse al fuero 
do excepción. 

Posteriormente, el actor reprodujo su demanda 
ante la justicia ordinaria de Mendoza, y en esa opor- 
tunidad el demandado vuelve a sostener que sólo la 
justicia federal puede intervenir en el litigio; y como 
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el Sr. Juez provincial luí admitido la exactitud de tul 
tesis, viene ahora el expedienté a la Corto, paro que 
V. Bi dirima l¡i contienda de jurisdicción negativa 
planteada. 

Considero que olla debe resolverse declarando que 
la justicia provincial no puede negarse a conocer en 
el asunto. Invidentemente, no se trata de un caso de 
jurisdicción federal itiiprórroígablé por razón de la ma- 
teria. KI ferrocarril pudo, pues, renunciar a su fuero, 
aún suponiendo le correspondiera; y tiene todo el ca- 
rácter de una renuncia el no haber apelado del fallo de 
la Cámara Federal en qué se le ñégó la procedencia 
de tul privilegio, (fué en aquella oportunidad cuando 
debió el Ferrocarril ocurrir ante V. É. ? no ahora. Se 
ha producido, así, una prórroga tácita de jurisdicción, 
permitida por las leyes. — Buenos Aires, septiembre 
1(1 de lí>:?<¡. — Jnav Álvaree. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Huenos Aires, noviembre 16 de 1936; 

Autos y vistos: La contienda de competencia Sur- 
gida entre el Juez Federal de la Provincia de Mendoza 
y otro de la justicia ordinaria de la misma Provincia 
para conocer en la causa seguida por don José Fede- 
rico Moreno contra el Ferrocarril Trasandino Argen- 
tino sobre rescisión de contrato y daños y perjuicios, y 

Considerando : 

<¿ue don José Federico Moreno, el I o de octubre 
de lí>24, demandó ante el Juzgado Federal de Mendoza, 
a la Empresa del Ferrocarril Trasandino por rescisión 
de contrato y daños y perjuicios. 
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Qtje la sentencia de fe, 253 confirmada a fs. 272 
declaró la incompetencia del juzgado de sección para 

conpeer en 1» eatisa, sin que o! ferrocarril dedujera re- * 
curso extraordinario ante ésta Corte fundado en la de- 
negación del fuero federal. 

Qilé el 31 de diciembre de 1929 el señor Moreno 
reprodujo la donada proséntándoía ante la justicia 
local de la Provincia de Mendoza, la cual a su vez se 
ha declarado incompetente a t¿. 96 por cuanto el co- 
nocimiento de la causa Ou razón de la distinta nacio- 
nalidad dé las parles corresponde, a su juicio, a la jus- 
ticia federal. 

Que «'ii estas Condiciones, vale decir, en presencia 
de «los sentencias contradictorias del orden nacional y 
local, el punto debe ser tratado y resuelto como si se 
estuviera en presencia «le una de esas cuestiones que 
ta Corte debe dirimir contorna' al art. !>" de la ley 
X" 4055. Si así no fuera el actor no tendría Jttez ante 
quién hacer valer las acciones protectoras de los dere- 
chos que invoca, 

QftO la jurisdicción fundada en la distinta naciona- 
lidad o vecindad de las partes es prorrogabíe conforme 
a lo establecido por el inc. +' del art. 12 de la ley 
N* 4*. El ferrocarril demandado en esta causa, si real- 
merite tiené, como lo afirma, derecho al fuero federal, 
lo habría perdido en el curso de la primera demanda, 

toila vi-/ que en lugar de deducir recurso extraordina- 
rio contra la sentencia denegatoria de la jurisdicción 

federal, guardó silencio y la acató aceptando con eso 
la común u ordinaria de la Provincia de Mendoza que 
ahora intenta desconocer en el nuevo juicio. 

Kn su mérito y de conformidad con lo dictaminado 
y pedido por el señor Procurador (íeneral, <*c declara 
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que el conocimiento de la causa corresponde al Juez de 
la justicia ordinaria de la Provincia de Mendoza, a 
quien, en consecuencia, ae remitirán los autos, avisán- 
dose al señor Juez Federal. Repóngase el papel. 

Roberto Repbtto — Antonio 
Sagarna — Luis Linares 
— B. A. Nazar Ancho- 
rexa — Juan B. Terán. 



RECURSO EXTRAORDINARIO — MORATORIA 
HIPOTECARIA — PRESTAMOS PARA EDIFI- 
CACION — HOGAR FERROVIARIO DE LA 

LEY N* 11 173. 

SUMARIO: Procede el recurso extraordinario contra d 
fallo contrarío al derecho fundado en una ley nacional, 
que el recurrente invoco desde el escrito de contesta- 
ción de la demanda. 

El régimen «le la moratoria hipotecaria estableci- 
do por la ley N* 11 741, es inaplicable a los presta- 
mos para edificación autorizados por la ley N 11 173. 

JUICIO: Andorno Pedro J., o/. Caja Nacional de Ju- 
bilaciones y Pensiones Ferroviarias. 
Caso: Besulta de las piezas siguientes: 

DICTAMEN' DEL PROCURADOR GENERAL 
Suprema Corte: 

Varios empleados ferroviarios obtuvieron de la 
Caja de Jubilaciones respectiva, préstamos para edifi- 
cación de los autorizados por la ley N* 11.173. Con 
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arreglo a dicha ley, las operaciones de hipoteca han de 
efectuarse a un tipo de interés no mayor del uno por 
ciento sobro el corriente de los títulos de renta nacio- 
nal; pero, pendientes esos convenios, ocurrieron dos 
hechos que, a juicio de aquellos empleados, modifican 
la primitiva situación jurídica: 

a) reducción transitoria de la tasa del interés, 
por mandato de la ley N» 11.741, Sobre moratoria hi- 
potecaria. 

b) rebaja del interés de los títulos de renta na- 
cionales, a raíz de operaciones do conversión de la 
deuda. 

Invocando ambas circunstancias, la parte actora 
solicita se condene a la Caja a devolverle los seiscien- 
tos treinta pesos con cincuenta y siete centavos que co- 
rresponderían a la rebaja del interés pactado, ora se 
aplique uno u otro de tales conceptos, si bien, en el 
primer caso se trataría sólo de una disminución 
transitoria. 

El demandado se opone totalmente, alegando que 
las leyes Nos. 10.650 y 11.173 no han sido modificadas, 
ni por la ley de moratoria hipotecaria ni por las con- 
versiones do la deuda. 

Planteada así la controversia, considero que el re- 
curso extraordinario procede. En efecto, no se trata 
ya simplemente de interpretar la ley de moratoria, 
situación que impediría acudir a la Corte, con arreglo 
a la jurisprudencia sentada por V. E. con fechas julio 
24 y agosto '24 del corriente año (Horaey v/. Tiscornía 
y Cantalupi v/. Germano Argentina). Está, además, 
en tela de juicio la interpretación de las leyes sobre 
jubilación y hogar de ferroviarios (Nos. 10.650 y 
11.173); y parece imposible separar del debate estas 
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dos últimas, supuesto que todos lo» argumentos he- 
chos valer por el demandado giran alrededor de lo 
estatuido en ellas. 

Acerca del fondo del asunto, a fin de formar opi- 
nión más completa, me permito insinuar a V. B. la 
conveniencia de que sean traídos a la vista los contra- 
tos de préstamo que, según los actores, quedaron modi- 
ficados automáticamente. Tratándose, como se trata, 
de resolver acerca de los cambios que tales contratos 
hayan podido sufrir por obra de las dos circunstan- 
cias aludidas, resulta aconsejable tenerlos a la vista a 
fin de conocer con exactitud cómo se pactó el interés, 
cuál era la amortización anual y qué influencia pudie- 
ran tener esos dos tipos de servicio en la duración del 
contrato. — Buenos Míes, septiembre 14 de lítófi. — 
Juav Alvares. 

DICTAMEN* DEL PROCURADOR GENERAL 
Suprema Corte: 

La ley K 9 11.173 autorizó a la Caja de Jubilacio- 
nes Ferroviarias para hacer préstamos a sus afiliados, 
con destino a edificación, a un tipo de interés que no 
excediera "del uno por ciento sobre el corriente de los 
títulos de renta nacional*'. Se discute ahora si el inte- 
rés de siete por ciento, pactado en tales condiciones 
con los actores, debe modificarse por alguno de estos 
dos motivos: 

a) rebaja hasta un máximo de seis por ciento, 
con arreglo a la ley N 9 11.741, de moratoria hipotecaria; 

b) disminución producida en el tipo de interés 
de los títulos por las últimas conversiones de la deuda 
pública nacional. 
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Respecto de lo primero, no encuentro razón lega! 
suficiente para negar a los deudores hipotecarios de 
la Caja Ferroviaria el derecho de acogerse al benefi- 
cio instituido por la ley N* 11.741, nrt. 6, o sea, rebaja 
transitoria del interés, al sois por ciento. El Congreso 
e limitó a exceptuar de dicho lwneficio a las operacio- 
nes hechas con el Banco Hipotecario Nacional, y como 
es sabido, las excepciones se interpretan restrictiva- 
mente. 

Respecto de lo segundo, en un dictamen anterior 
solicité se trajesen a la vista los contratos materia del 
litigio. Cumplida ya tal diligencia, es dable advertir 
que las partes hablan establecido un interés fijo, pa- 
gadero por cuotas mensuales de valor uniforme, hasta 
la extinción del préstamo; y aunque este último quedó 
¡sujeto a las disposiciones de la ley N* 11.173, no 
resulta que, al tiempo de subscribirlo, se hubiera enten- 
dido pactar intereses variables, con arreglo a las osci- 
laciones de los títulos argentinos en el mercado finan- 
ciero, oscilaciones que existían desde mucho antes. 
Parecería más bien, que los contrayentes aludieron a 
la prohibición de enajenar, gravar, arrondar o ceder, 
sin permiso del acreedor el bien hipotecado, y a los 
requisitos a llenarse pava la ejecución del crédito, de- 
talles ambos no especificados especialmente en el 
convenio. 

Considero contrario a toda interpretación racio- 
nal admitir se sujetara al juego de la especulación 
bursátil, el tipo de interés de anos préstamos destina- 
dos a facilitar a empleados y obreros ferroviarios la 
edificación de sus bogares; pues si hay algo que un 
deudor de esa clase debe conocer de antemano, es el 
monto fijo del desembolso mensual a cuyo servicio 
comprometerá parte de sus linberefc. Es cierto que 
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hoy la baja favorece a los deudores; pero esa situación 
puede invertirse mañana, si una guerra exterior o una 
crisis, elevando la tasa mundial del interés, obligan al 
gobierno argentino o pagar más caro el dinero que 
necesito. 

Por otra parte, una interpretación favorable a la 
inestabilidad del contrato, tropezaría con dificultades 
de hecho. La ley habla del interés corriente de los tí- 
tulos, sin aclarar si alnde al nominal o al real deter- 
minado por la suma efectiva a que dichos títulos so 
coloquen, i Cuál de ellos ha de preferirse y qué norma 
adoptnr si, aun ciñéndosc al nominal, resulta que rio 
existe un tipo uniforme de interés? La nota del Mi- 
nisterio de Hacienda obrante a fs. 34, revela ser ése el 
caso; y además, ln parte demandada ha hecho notar 
qué complejos reajustes motivaría, respecto de la cuota 
del seguro anexa al préstamo, cualquier modificación 
do las primitivas bases de cálculo. 

V. E. tiene resuelto (t. 172: pág. 21) que está en 
las facultades del legislador rebajar temporariamente, 
y por razones de emergencia, la tasa de los intereses 
de las hipotecas. A mi juicio, los ferroviarios acogidos 
a la ley N° 11.173, tienen suficiente protección con tal 
fórmula, y resultaría excesivo ampliarla introduciendo, 
por vía de interpretación judicial, un elemento de per- 
turbación en millares de contratos que en lo sucesivo 
serían accionados por las fluctuaciones del crédito 
público. Considero más razonable admitir que el tipo 
do interés a que dicha ley se refiere, es el corriente al 
tiempo de, efectuarse el préstamo; interpretación que 
coincide con la facultad acordada a la Caja, de no su- 
jetar todos sus contratos a nn mismo tipo de interés 
(art. 13, inc. b). „ 

Con arreglo a este criterio, procedería admitir la 
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demanda en cuanto ella se refiera a la rebaja impuesta 
por la ley de moratoria hipotecaria, y rechazarla por ol 
resto. Tal os mi opinión. — Buenos Aires, oetubre 19 
de 1936. — Juan Alvares* 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, noviembre 1<> de 1936. 

Y Vistos: 

Los del recurso extraordinario de la Caja Nacio- 
nal do Jubilaciones y Pensiones de Empleados y Obre- 
ros Ferroviarios contra la resolución de la Cámara 
Federal de Apelación de la Capital en el juicio de Pe- 
dro J. Andorno contra aquella por repetición, y 

Considerando : 

1 ? Que la Caja sostiene la inaplicabilidad al ré- 
gimen de la ley N v 11.173 de la moratoria hipotecaria 
establecida por la ley N 9 11.741 y la improcedencia, por 
tanto, de la repetición que el actor gestiona; y como el 
fallo recurrido es contrario al derecho que la recurrente 
invocó, desde el escrito de responde, fundado en la 
primera de las leyes citadas, el recurso es procedente 
de acuerdo con lo que preceptúa el inc. 3* del art. 14 
de la ley N* 48. 

2* Que el nudo de la cuestión sometida al fallo 
de la Corto consiste en saber si, además de las hipote- 
cas del Banco Hipotecario Nacional — art. 9 de la ley 
N* 11.741 — pueden y deben considerarse al mar- 
gen de dicha ley las que otorga la Caja. Ferroviaria 
conforme a nn sistema combinado de préstamo para 
edificación y seguro de vida, con limitación de monto 
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de la cantidad prestada, interés del servicio, tiempo 
del préstamo, disponibilidad del bien gravado, etc. 
(arts. 12, 13 y 14 de la ley llamada del "Hogar Fe- 
rroviario"). 

3* Que, como es público y notorio, se dijo en la 
discusión parlamentaria de la ley.de moratoria hipo- 
tecaria y lo expresó esta Corte Suprema (Fallos: t. 
172, pág. 21, especialmente en el considerando 12») di- 
cha ley, al conceder prórroga de las obligaciones ga- 
rantidas con hipoteca, por un tiempo determinado y al 
limitar el interés exigiblc durante ese plazo (arts. 1, 
5 y 6) respondió a una grave y urgente necesidad 
pública determinada por repercusiones de la crisis 
mundial y gravitación de factores propios, que habían 
desvalorizado la propiedad raíz y los más nobles pro- 
ductos de nuestras industrias madres con el correlativo 
resultado de llevar a la forzosa y desastrosa liquidación 
de los mismos por la imposibilidad de atender a deu- 
das contraídas en épocas de bonanza con plazos relati- 
vamente breves e intereses, en general, de alta tasa. 
En suma, fué el crédito hipotecario común el que úni- 
camente se contempló y por eso, se excluyó lo referente 
al Banco Hipotecario Nacional no sólo por el largo 
plazo v fijo interés de sus préstamos, sino también 
porque dicha institución tiene secciones de estimulo y 
fomento con ventajas particulares, y siempre, por en- 
cima del justo cálculo do beneficios — que vuelven a 
la sociedad para nuevos préstamos y redención de títu- 
los — se contempla el interés general y se facilita al 
deudor moroso la reintegración de su deuda y la con- 
servación de su propiedad. 

4" Que el régimen de la Ley del Hogar Ferrovia- 
rio, N» 11.173, tiene, dentro de la limitación de sus 
beneficiarios potenciales, mayor o más acentuado ca- 
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i-áctcr de estímulo, defensa y elevación social, pues toda 
«Ha tiende a facilitar a los empleados y obreros del 
riel la adquisición del hogar propio con el mínimum de 
recargo en sus haberes y la combinación con un seguro 
de vida, todo lo cual puede aportarle al final de un 
período de labor perseverante y correcta, estos tres 
beneficios: jubilación, hogar y seguro, ideal — quizá, 
dentro del espíritu de nuestras instituciones — de toda 
organización de amparo y solidaridad. La amortiza- 
ción e interés que el empleado u obrero ferroviario, 
acogido a la ley N° 11.173, aporta mensuulmcntc, no 
va a un acreedor interosado en sacarle el máximum de 
su sueldo y muchas veces, ejecutarlo por retardos en 
ln atención de los servicios, \:« a la Caja misma, admi- 
nistradora de un capital que es también suyo — art. 11 
de la ley X* 10.650 — y cuyo desmedro, por ¡o tanto, está 
él mismo muy interesado en evitar, pues la falencia o 
ln crisis de la Caja importaría la imposibilidad de pa- 
gar jubilaciones, pensiones, indemnizaciones, casa pro- 
pia y precio del seguro. La posibilidad de ese fenómeno 
económico no es una simple hipótesis, las modificacio- 
nes introducidas por la ley X» 12.154 responden a un 
inminente peligro de ese orden — según se puso do 
manifiesto en la discusión parlamentaria — y, aun así 
no ha desaparecido, como lo expresa el Presidente do 
la Caja en ln Memoria elevada al Ministro de Obras 
Públicas sobre los ejercicios 1034-1935, págs. 26 a 31. 

5' Que si la ley en debato — la N« 11.173 — no 
es exclusiva, ni siquiera esencialmente de régimen hi- 
potecario sino de hogar propio y seguro de vida; si no 
persigue lucro alguno de prestamista sino que implica 
un sistema de cooperación; si, de conformidad con el 
penúltimo párrafo del art. 12 de la ley y art. 18 del 
decreto reglamentario de 7 de octubre de 1922, el re- 
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embolso del préstamo se hará por un sistema acumula- 
tivo dentro de un máximum de 30 años; si la mora en 
el pago de esos servicios tiene una tolerancia especial 
(pío no es contemplada en las hipotecas comunes — 
art 25 del decreto aludido procedentemente — es in- 
dudable que no alcanzan o la garantía real de los prés- 
tamos del Hogar Ferroviario las restricciones defensi- 
vas de la moratoria hipotecaria de la ley N Q 11.741. 
No se trata de letra clara que inhiba su interpretación 
porque dicho estatuto se lia dictado sólo para los pres- 
tamos con garantía hipotecaria y no para los prés- 
tamos para edificar hogar propio combinados con 
seguro de vida del prestatario y aun seguro contra 
incendios del bien adquirido (última parte del art. 24 
del decreto de 1922) ; y así donde está la razón do la 
ley allí también está su disposición. Si todos los títulos 
nacionales de renta bajaran mañana al 4 la Caja 
no podría cobrar, en sus nuevos préstamos más del 
5 % — art. 12 de la ley N* 11.173 — y, sin embargo, las 
hipotecas comunes devengarían un C %, lo cual prueba 
que ambas leyes persiguen fines y siguen una técnica 
financiera diferente. 

Kn su mérito y oído el señor Procurador General, 
80 revoca la resolución apelada en cuanto pudo ser ma- 
teria de la apelación extraordinaria. Hágase saber, re- 
póngase el papel y devuélvanse. 

Roberto Bepetto — Antonio 
Sagarna — Luis Linares 
— B. A. Xazau Ancho- 
rexa — Juan B. Terán. 
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JURISDICCION — PRORROGA — CONTRATOS DE 
CUMPLIMIENTO EN EL PAIS. 

SUMARIO; I-a jurisdicción de los tribunales nacionales 
en el caso de contratos que deben cumplirse en el país, 
es de orden público, privativa, excluyeme e improrro- 
gable. Es, por lo tanto nula, la cláusula del conoci- 
miento de embarque por la cual el consignatario de la 
carga renuncia a su fuero y acepta de antemano so- 
meterse a la jurisdicción de los tribunales extranjeros 
para cualquier litigio emergente del contrato de trans- 
porte, el cual debe ser ventilado ante los jueces de la 
Nación. 

Jl/ICrO: Cómpte y Oía. éf. Ibarra y Oía. 
Caso: Resulta de Jas piezas siguientes: 

DICTAMEN DEL PROCURADOR GENERAL 
Suprema Corte: 

Un vapor de bandera extranjera transportó desde 
Valencia hasta Bueno» Aires, dos cajas do azafrán que 
debían entregarse a los señores Miguel Gpmpte y Cía., 
o a bu orden (conocimiento de fs. 79); y amarrado el 
vapor en el puerto do ésta ciudad, ocurrió u bordo un 
robo, de resultas del cual sufrió deterioros parte de la 
mercancía, quedando prácticamente perdida para los 
destinatarios. Estos acudieron entonces a la justicia 
federal en procura de la indemnización del perjuicio; 
pero no se ha dado curso a su demanda porque, aten- 
diendo a las defensas de la empresa naviera, la Cámara 
Federal lia resuelto, a fs. 103; que los tribunales argén- 
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tinos oai'eceji do jm'isdieción para conocer cu el juicio. 
Se funda esc fallo en que el conocimiento de embarque 
contiene la renuncia hecha por el consignatario de la 
carga a su fuero propio, Aceptando do antemano so- 
meterse n la jurisdicción de los jueces y tribunales de 
Sevilla para cualquier litigio emergente del contrato 
de transporte. Tal ce el caso que motiva este recurso, 
fundado en la denegatoria del beneficio de acogerse 
al fuero federal, que invocó el recurrente. 

Por lo que respecta al fondo del asunto se trata 
ciertamente de una cuestión muy controvertida, y a cu- 
yo respecto V. K. se lia pronunciado algunas veces en 
forma favorable a la tesis que la Cámara Federal sus- 
tenta ahora. Salvando los respetos que esa jurispru- 
dencia me inspira, pienso seria útil revisarla en cuan- 
to respecte a situaciones con características tan espe- 
ciales como la del caso síti) judice, aparte de que en 
otras ocasiones (t. !>, png. 486; y Jurisprudencia Ar- 
gentina, XXV, 455, nota), V. G. pareció inclinarse a 
una interpretación más restrictiva. En efecto, y como 
lo hace notar el Sr. Fiscal de Cámara en su dictamen 
de fs. 90, la demanda tiene por origen un delito co- 
metido cu el puerto de Buenos Aires y juzgado ya 
por los tribunales argentinos; proceso del que no pue- 
de prescindirse para apreciar ahora si ha incurrido en 
responsabilidad el capitán por descuidar aquellas 
precauciones que aconsejaba la prudencia, a fin de evi- 
tar el robo. Por lo demás, y aun sin mediar tal cir- 
cunstancia, parecerían aplicables al caso las leyes 48 
(arts. 12 y 2* inc. 10), y 50 (nrt. 1») en cuanto esta- 
blecen la jurisdicción privativa del fuero federal, por 
razón de la materia, para los litigios emergentes de 
contratos de fletamento; leyes que aplican acertada - 
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mentí? él precepto del fttt. 100 de la Constitución 
Nacional, por cuya virtud correspondo a los tribunales 
federales el conocimiento de todas las cansas de ju- 
risdicción marítima. 

No podría ser de otro modo, a mi entender, ya que 
la reculación del comercio marítimo con las naciones 
extranjeras ha sido puesta, por la misma Constitución, 
a cítrico exclusivo del Congreso Nacional (art. 67, inc. 
12). Kilo excluye la posibilidad de que pueda some- 
térsela, por simple convenio de partes, a la legislación 
de otros países o, lo que es lo mismo, ul criterio de 
aquellos jueces extranjeros que los interesados tengan 
a bien preferir. Asuntos de tal índole sólo pueden es- 
capar a la soberanía argentina por obra de tratados 
internacionales, y es obvio que para suplirlos, son ine- 
ficaces los acuerdos privados entre particulares. El 
art. 1091 del Código de Comercio tija, a este res- 
pecto, normas terminantes: los contratos de fletamen- 
to de buques extranjeros que hayan de tener su 
ejecución en la República, se rigen por las leyes ar- 
gentinas, sea cual fuero la nacionalidad del buque o el 
sitio en que se firmó el convenio; y el mismo código, 
en la minuciosidad con que puntualiza las responsabi- 
lidades do los capitanes, está revelando el propósito de 
que los interesados no puedan eludirlas, so color de 
falta de jurisdicción en las autoridades argentinas. Al 
mismo plan responde la exigencia de que todo capitán 
tenga obligatoriamente a bordo un ejemplar del código 
(art. 925), Más o menos, es lo que V. E. tiene resuelto 
en otro orden de ideas: la jurisdicción os atributo esen- 
cial de la soberanía (3: 484) y debo conceptuarse que 
las leyes respectivas son de orden público (14 : 280). 

La casi totalidad de nuestro comercio exterior se 
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hace en buques extranjeros y por ello es asunto que 
afecta directa e inmediatamente a la economía nacio- 
nal determinar los derechos y obligaciones de quienes 
toman a su cargo el transporto de tales riquezas. Si 
su regulación se deja, por completo, en manos de los 
particulares, el Código argentino tendría sólo el carác- 
ter de ley supletoria, y habría desaparecido la facultad 
del Congreso para dictar normas obligatorias al res- 
pecto. Las compaüías navieras podrán prescindir, 
cuando les plazca, de nuestra jurisdicción con sólo im- 
primir entre las múltiples cláusulas del conocimiento, 
alguna semejante a la que aparece, en caracteres casi 
microscópicos, a fe. 71). Mediante tan sencillo proce- 
dimiento, las grandes empresas extranjeras obten- 
drían, prácticamente, una especie de privilegio de 
extraterritorialidad, qno ninguna ley ha entendido 
concederles. 

Además, el principio de que bastan cláusulas de 
tal tipo para excluir a los jueces argentinos do toda 
intervención cu el cumplimiento del contrato, conduce 
a conclusiones desfavorables para los propios arma- 
dores. Aplicándolo estrictamente resultaría que el ca- 
pitán no puede pedir a la justicia federal embargo de 
la carga que conduce, sea por falta de pago del Hete, o 
por contribución al prorrateo de las nverías: para ello, 
sería indispensable la llegada de algún exhorto librado 
por los jueces de Sevilla, únicos competentes. Y pues 
no ocurren así las cosas, y son los propios armadores 
domiciliados en el extranjero quienes acuden a cada 
paso ante nuestra justicia cuando necesitan se les am- 
paro en su derecho, tampoco es admisible que los .me- 
ces argentinos carezcan de jurisdicción cuando quienes 
piden ese amparo son los consignatarios domiciliados 
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011 el país. Doy por reproducidos a este respecto los 
argumentos que, en sentido concordante, hizo valer an- 
te V. K. el IOx.-Proeurador General Dr. Maticnzo en la 
causa t. 138, p. <i2 (Jurisp. Arg., 10449). Es cierto que 
pueden someterse a arbitros muchas de las cuestiones 
surgidas entre particulares; pero de ahí no se deduce 
que lo sea también la soberanía nacional, o siquiera 
que tales arbitros queden fuera de hi jurisdicción de 
los jueces y las leyes argentinas, pues además de ad- 
mitirse recursos de nulidad contra sus decisiones, éstas 
sólo pueden hacerse efectivas acudiendo ante tribunal 
qué disponga de imperiwm concedido por, la Consti- 
tución. 

A mérito de tales fundamentos, pienso que corres- 
ponde revocar la resolución apelada de la Kxcnin, Cá- 
mara Federal» y declarar competente a la justicia ar- 
gentina para conocer en este asunto. — Buenos Aires, 
aposto 13 de 1í)3fí. — Juan Alvares. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, noviembre Ni de 1936- 

Y Vistos. Los del recurso extraordinario contra 
la resolución de la Cámara Federal de Apelación de la 
Capital que declara la incompetencia de la justicia na- 
cional para conocer en la demanda de Comptc y Cía, 
contra Ibarra y Compañía por cobro de pesos proce- 
dentes de un contrato de flétamento ; y 

Considerando: 

1* Que los actores reclaman indemnización por la 
perdida de cierta cantidad de azafrán, ocurrida en el 
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puerto do Buenos Aires, que les venía consignado y 
transportado en el vapor "Cabo San Agustín", fleta- 
do por [barra y Compañía; se fundaron en los arta. 
878, 909, 911 y 104+ del Código de Comercio —ñ, 12—. 
Los demandados opusieron la excepción de incompe- 
tencia de jurisdicción, fundándose en que, según la 
cláusula 30 del "conocimiento", las partes, renuncian- 
do expresamente el fuero propio, aceptaron someterse 
«a la jurisdicción de los jueces y tribunales de Sevilla 
en todos los litigios a que diere lugar el presente con- 
trato y sus incidencias no obstante cualquier dispo- 
sición contraria del Código de Comercio y de las leyes 
de enjuiciamiento en materia de competencia" — 
f s> 26. — El Juez Federal hizo lugar a la excepción de 
incompetencia — fs. 93, — y la Cámara a-quo confirmó 
dicha resolución — fs. 103. — El Procurador General, 
en concordancia con los actores y adhiriendo a la doc- 
trina del Fiscal de Cámara renueva la cuestión acerca 
de la competencia de la justicia federal, que planteara 
el ex-proeurador de la Nación Dr. José N. Matiensco en 
la causa Montepagano (Fallos: t. 138, pág. 62) y pide 
se revoque el fallo recurrido — fs. 99 y 126. 

2 o (¿ne la cuestión sometida al fallo de esta Corte 
Suprema, en función del recurso extraordinario, es la 
de saber si la jurisdicción que la Constitución, las leyes 
federales Nos". 48 y 50, el Código de Comercio y el 
Civil atribuyen a los tribunales nacionales en los casos 
de contratos que deban cumplirse en la República, es 
prorrogablc por voluntad de partes o si no lo es, por 
estar comprometido el orden público y la soberanía del 
país en el orden jurisdiccional establecido por las ins- 
tituciones del Estado. 

3' Que esta Corte Suprema se ha pronunciado di- 
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versameute, en casos similares al que motiva estos 
autos, y así en el fallo registrado en el t. 9, pág. 486 
— causa CXXVI — declaró que " Tratándose de un 
contrato de fletamento que debe tener ejecución en la 
República, debe juzgarse por nuestro Código dé Comer- 
cio, aun mando se estipule en país extranjero' y en 
varios otros cases ha declarado que 44 X¡ el consenti- 
miento n¡ el silencio de las partes" lia podido prorro- 
gar la jurisdicción atribuida a los tribunales nacionales 
en los casos rúliofue materia que menciona la ley X* 48 
porque ella es privativa, excluyente e improrrogable 
(Fallos: i 149, pág. 210; t. 146, p&gí 4Í); t 66, 
pág. 222). Rn cambio, en los casos registrados en 
los ts. 126, pág. 418; 138, pág- 62; 139, pág. lí», se 
decidió que "La estipulación consignada en una póliza 
de fletamento, en virtud de la cual, tratándose de mer- 
caderías expedidas desde los puertos del Mediterráneo, 
las autoridades judiciales de Genova (o de Xueva York 
o de Amberes) serán las Salas competentes, con exclu- 
sión de cualquier otra, para juzgar las contiendas que 
pudieran surgir", no es contraria a las leyes de la 
Nación e importa establecer una prórroga de los tri- 
bunales del lugar determinado para su juzgamiento y, 
por consiguiente, la falta do la de los tribunales argen- 
tinos para conocer de una demanda por indemnización 
de averías. Tal divergencia, que lia ocurrido en otra 
clase de cuestiones y en otros tribunales, puede obede- 
cer al particular criterio jurídico de los componentes 
del tribunal y también a las especiales y, á veces, ex- 
traordinarias circunstancias en que la navegación y el 
comercio internacional se desenvuelven, en un país ca- 
rente de armada mercantil y de contralor eficaz, por lo 
tanto, de las condiciones del transporte de exportación 
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c importación. Sometido una voz más, el punto, a la 
decisión de la Corte, con un dictamen del Procurador 
General favorable al retorno a la doctrina del t. 9 
que .suscriben cx-constituyentes del 53 y del (10 y ex- 
legisladores posteriores a esta última fecha, debe rea- 
lizarse un nuevo examen de la cuestión aludida. 

4" Es un principio del derecho de gentes que toda 
nación tiene jurisdicción sobre sus habitantes, hechos 
que ocurran en su territorio y casos judiciales que se 
produzcan a consecuencia de los mismos; y, contraria- 
mente, que no la tiene, respecto a los hechos y casos 
producidos Cuera do su territorio, principio incorpora- 
do a nuestras instituciones al establecer el inc. 12 
del nrt. «7 de la Constitución Nacional, la facultad del 
Congreso para "reglar el comercio marítimo y terres- 
tre con las naciones extranjeras, y de las Provincias 
entre sí"; v examinando el Chief Justioe MarshaU la 
cláusula semejante de la Constitución de Estados Uni- 
dos de NOÉte América, en la célebre causa "Gibbons 
v/. Dgden" inserta en Wheáton p&g. 1 y siguientes y 
eu la colección de fallos de Marshall hecha por DiUon 
— 1903, pág. 421. — se pregunta: ¡"Qué es esc poder. 
Es el poder de reglar; es decir, de prescribir la regla 
que gobernará al comercio. Este poder, semejante a 
todos los demás investidos en el Congreso, es completo 
en sí mismo, puede ejercerse en su mayor extensión 
v no reconoce otras limitaciones que las prescritas en 
la Constitución. Ellas están expresadas en términos 
claros v no afectan a las cuestiones que surgen, en este 
caso, o que han sido discutidas en el tribunal"; y ha- 
ciéndose cargo de un argumento de la parte apelante 
en el que "liav mucha fuer/a y la Corte no esta satis- 
fecha de su refutación", reconoce que "como la pala- 
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bra reglar implica cu su naturaleza, el pleno poder 
sobre la cosa que será reglada, excluye, necesariamen- 
te, la acción de todos los otros que deberían efectuar 
la misma operación sobre la misma cosa". La misma 
doctrina interpretativa corresponde al inc. 12 tlel art. 
(¡7 de nuestra Carta Fundamental pues no es menos 
asertivo y preciso el dicho precepto ni son menos cla- 
ras las razones de unidad jurisdiccional y de resguar- 
do de la soberanía nacional que la informan. No Se 
armoniza con esati normas y doctrinas (pie se deje a 
las partes la elección de los códigos, leyes y jueces de 
Alemania, Francia, Inglaterra, España o Italia; o de 
Santa Fe, Corrientes, Buenos Aires o Entre Ríos, pa- 
ra resolver las cuestiones sobre flotamento, averías, es- 
tadas, mal arrumaje, delitos en los puertos, etc., por- 
que entonces el Congreso no regla con exclusividad y 
privativamente, ej régimen #1 comercio internacional 
e interprovincial ni los tribunales federales juzgarían 
coi? igual carácter, las causas de Almirantazgo y ju- 
risdicción marítima conformo ¡i la facultad que le atri- 
buye el art. 100. 

5* Quo las leyes reglamentarias de esos precep- 
tos constitucionales, dictadas por el Congreso en vir- 
tud (Je lo dispuesto en el inc. 28 del art. (>7, son ca- 
tegóricas en la afirmación de la jurisdicción privativa, 
incluyente e improrrogable de los tribunales naciona- 
les en materia de fletamento, estadías "y en general, 
sobre todo hecho o contrato concerniente a la navega- 
ción y comercio marítimo", así como sobre "los crí- 
menes cometidos en los ríos, islas y puertos argenti- 
nos " — ley X 9 48 t art. 2, inc. 10. artd. 3 y 12, — que 
es el caso de autos, pues se trata de indemnización al 
consiífnntnrio argentino por perdida de carga conseeu- 
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tivn a hurtos en puerto argentino, de conformidad con 
laa leyes argentinos y la póttza de fletamento corriente 
a l's. 4.'3. Como se ha expresado en el considerando 3' 
esta Corte ha reafirmado el carácter privativo, oxclu- 
yente e improrrogable de la jurisdicción nacional ?n 
tales casos. 

(i" Qué el CóxligO de Comercio y el Código Civil 
confluyen a definir ose carácter de la .jurisdicción en 
los casos de contratos de cumplimiento en el país. El 
Código Civil en su art. 1215 preceptúa que "En todos 
los contratos que deban tener su cumplimiento en la 
República, aunque el deudor no fuere domiciliado o re- 
sidiere en ella, puede, sin embargo, ser demandado 
ante los jueces del Estado"; es decir que, aun cuando 
la íéy, superior al acuerdo de las voluntades privadas, 
fija el domicilio del deudor para el cumplimiento de 
los contratos — arts. 1212 y 1213 — tratándose de cum- 
plimiento en la República. .-I aereedor puede elegir sus 
tribunales, por lo que parece justo (pie, a pesar de su 
adhesión a la fórmula general de la póliza española do 
fletamento, Compte y Compañía pudieron ocurrir a 
los jueces argentinos predeterminados por la Constitu- 
ción y las leyes federales. Pero, el caso se rige no por 
el Código Civil — supletorio en todo caso del Código 
de Comercio — Título Preliminar — art. 1 — sino por 
ésta última ley cuyo art. 1091 establece que: "El con- 
trato de fletamento de un buque extranjero que haya 
de tener ejecución en la República debe ser juzgado por 
las reglas establéenlas en este Código, ya haya sido 
estipulado dentro o fuera de la República"; no da ca- 
rácter potestativo del acreedor la elección del juea na- 
cional, lo establece terminantemente y sin ex •epciones 
conforme a los principios de la ley N"' 48 — art. 2*, 
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inc. 10 — ; "y esto importa declarar la competencia 
de nuestros tribunales — decía la Corte examinando 
el art. 1260 del antiguo Código de Comercio, similar al 
actual 1001 — para decidir todas las contiendas que 
de dicho contrato surgieren, pues si sólo fuesen com- 
petentes los tribunales del país en que so celebró) nues- 
tra legislación tío podría regirlo por cuanto no tiene 
vigor sino dentro de los límites do su jurisdicción, y 
no puedo presumirse que nuestra legislación tratase 
de extender su imperio fuera de nuestro territorio". 
Según lu expresión de Marshall el contrato no estaría 
" reglado" por la ley argentina sino por la ley espa fióla 
en cuanto al Código de Comercio, Ley de Enjuicia- 
miento y Organización Judicial. 

7' Que la jurisdicción es de orden público, evi- 
dentemente, y, aun la federal de carácter extraordinn 
rio, es, sin embargo, prorroga ble en los términos que 
menciona el art. 12 de la ley X v 48 y en aquellos casos 
raitoWB persona o por razón de domicilio en que el 
atorado renuncia a la especial consideración que las 
leyes le otorgan: v. g. un extranjero (pie demandado 
por un argentino acepta ni fuero ordinario de la Ca- 
pital, o un vecino de Santa Fe que acepta la demanda 
ante un juez de Córdoba porque donde está la razón 
está la disposición de la ley y, al fin y al cabo, la Nación 
ñniea o indivisible «lobo aceptar (pie todos los jueces 
de su territorio responden al ideal del Preámbulo y al 
precepto del art. ó* de la Constitución, en su caso. Mas, 
Ic que resulta menos aceptable, tenidos en cuenta los 
fines del resguardo de la soberanía nacional que al fue 
ro federal se atribuye, es una prórroga en favor de la 
justicia extranjera* en hecbos que se refieren a nues- 
tro eomorcio con otras naciones y, aun más, a conse- 
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euencins jurídicas de hechos criminosos producidos en 
un puerto argentino. Sevilla, en el sub-lüe, resolvería 
conforme a sus leyes y a sus jueces, si ludio robo o 
hurto o bordo del vapor "Cabo San Agustín" surto en 
el puerto de Buenos Aires; s¡ el Capitán es responsa- 
ble; si lo es el cargador; si se ha de pagar o no a 
Corante y Cía. y en caso afirmativo, una cantidad pre- 
fijada o el valor efectivo de la mercadería perdida. 
¡Qué queda de la soberanía y jurisdicción constitucio- 
nal y legal de la República! 

8' Que, careciendo do marina mercante la Nación 
Argentina, forzosamente sus habitantes importadores 
y exportadores deben someterse a las reglas que el in- 
terés y el espíritu nacionalista — y no pocas veces 
un mal disimulado menospreció o desconfianza por Jas 
leyes y .jueces del país — les dicta en forma de cláu- 
sulas prefijadas, impresas e ineludibles de un contrato 
de adhesión; y así la Constitución Nacional, las leyes 
federales y el Código de Comercio, cuando no el mismo 
Código Penal, a pesar de sus categóricas declaraciones 
y mandamientos, son Tetra muerta frente a quienes, 
monopolizando el transporto, fijan su ley con el re- 
sultado que se denunció sin réplica en las sesiones de 
la "International Mvr Association" de Buenos Aires 
en 1920: de la pérdida frecuente de los derechos de los 
consignatarios argentinos; y el correlativo aumento do 
las infracciones en los buques que traen esas cargas. 
(Conf. Boletín de la Sección Argentina, t. II N» 1, pág. 
29 y siguientes). 

íl» Que la jurisprudencia extranjera se orienta 
hacia la desaprobación o ineficacia de las cláusulas en 
los contratos de fletamento que, al igual de la Ñ« 30 
de la póliza de fs. 40, prorrogan la jurisdicción para 
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el conocimiento de dichos contratos. Así la Corte de 
Casación dteí Reino dé Italia, en fallo del 3 dé marzo 
de 1D2C, decidió que: "Las cláusulas del contrato que 
anulan la competencia de los tribunales italianos son 
nulas como contrarias al orden público tic que participa 
la organización de la jurisdicción y como contrarias a 
la soberanía del Estado a quien esas cláusulas denie- 
gan uno de sus atributos esenciales", (Conf. "Revuc 
de Droit Mari time Compare", t 17, año 1928, pájft 475 
y siguientes). 

En su mérito y por los fundamentos del dictamen 
del señor Procurador General, se revoca la resolución 
recurrida y se declara que la justicia nacional es com- 
petente para juzgar el caso presente. Hágase saber, 
repóngase el papel y ni su oportunidad, devuélvanse. 

Antonio Xacahxa — Lns Li 
NARES — B. Ai X AZAU An- 

chobbxa — Jiwx B. Te- 

HAN. 



RENTAS DE LAS PROVINCIAS — EMBARGO — 
REDUCCION PROVISIONAL. 

SUMARIO: Procede reducir provisionalmente a un 25 % 
el embargo trabado sobre la totalidad de la renta co- 
rrespondiente a una provincia en razón de la ley na- 
cional N° 12 139, siempre que ella sea necesaria para 
el pago de sus servicios públicos y sin perjuicio de la 
resolución definitiva que corresponda dictar oportu- 
namente» 
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JUICIO: Paiomeqqe Alborto c/. Provincia de Corrien- 
tes, s/. cobro do pesos. 

Casó: Resulta del siguiente 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, noviembre 18 de. L936. 

Vista: La solicitud presentada por don Juan M. 
Danuzzo, en representación d'el Gobierno de Corrien- 
tes, cu este expedienté por cobro de pesos que le sigue 
don Rafael Alberto Palonieqiíe, letra P, N» 8, en la 
cual, después de nacer presente que en este juicio y 
otros tres más, seguidos por éste y otros acreedores, 
se han embargado sucesivamente los recursos que co- 
rresponden a la Provincia nombrada en la unificación 
de impuestos internos, ley 12.130, en una propor- 
ción tal, que no solamente abarca toda la renta, sino 
que. a cumplirse los embargos como están decretados, 
excedería en un 60 % ; que esta renta es, sin embargo, 
una de las principales que ingresan al Presupuesto y 
es imprescindibk- por eso mismo para el pago de los 
servicios públicos más primordiales, razón en que se 
ha fundado para pedir el levantamiento del embargo 
o su reducción en los expedientes de referencia, estan- 
do en tramitación los incidentes que al respecto se lian 
formado. Que mientras tanto, la Provincia está pa- 
sando por un serio trastorno administrativo por la 
privación total de esos fondos. Que no debiendo pro- 
longarse por más tiempo esta situación, viene a pro- 
poner que, con carácter de provisoria y mientras se 
tramitan y fallan esos incidentes, se tome la providen- 
cia de reducir el embargo a un 20 r /< para todos los 
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acreedores en gestión, dejando libre el 80 para la 
Provincia y que se suspendan los pagos hasta (pie se 
determine en qué forma y proporción deben prorra- 
tearse los acreedores; y 

Considerando: 

Que efectivamente la renta de impuestos internos 
de la Provincia de Corrientes, ley N° 12.13!>, está em- 
bargada en su totalidad y retenidos sus fondos en el 
Banco de la Xación Argentina, según consta de este 
expediente, Letra P, X 9 H y del K(i del mismo acreedor, 
y de los de Bcnvmuto y Cía., X 9 49 y Banco Francés 
del Río de la Plata, X- 4fi. De suerte que esta Provin- 
cia se halla privada en absoluto de dicha fuente de ren- 
ta, (pie es, sin duda, necesaria para el pago de sus ser- 
vicios públicos. 

Que esta Corte Suprema tiene declarado que 
"proscripto por la ley (art 42 del Cód. Civ.) y esta- 
blecido por sií jurisprudencia que las provincias y 
municipalidades pueden ser ejecutadas por el cumpli- 
miento de sus obligaciones y embargados sus bienes a 
despecho «le cualesquiera disposición en contrario que 
sus cuerpos deliberativos tomaran, corresponde a los 
jueces resolver en cada caso que se presente qué ren- 
tas o recursos deben embargarse, siempre en el con- 
cepto de qtió¿ siendo entidades necesarias del derecho 
público, lió puedan ser privadas de aquellos cuya falta 
pudiera perturbar su vida y desarrolló''. (Fallos: t. 
171, pág. 431 y los en el citados). 

Que son notorias las condiciones de estrictez en 
que se desenvuelven las finanzas de esta Provincia, 
determinadas principalmente por las perturbaciones 
de su primera fuente» de riqueza — la ganadería — y 
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no se necesita profundizar mucho en su situación para 
apercibirse que la privación en absoluto de los recur- 
sos de que se trata, puede ponerla en la imposibilidad 
de no poder sufragar servicios de carácter imprescin- 
dible. 

Que, en consecuencia» la providencia que se solici- 
ta, con carácter de provisional y por ello reformable, 
se justifica en cuanto se refiere a la, reducción del 
embargo. 

En su mérito, y jozgando prudencialmente, redú- 
cese el embargo a un 25 % para todos los créditos en 
gestión, librándose el correspondiente oficio al Banco 
de la Nación Argentina. Háceso extensiva esta resolu- 
ción a las presentaciones que en igual sentido lia becbo 
la parte en los demás expedientes antes citados. 

En cuanto a la suspensión de pagos, no habiéndose 
pedido por los acreedores ¡nteres/ulos en el prorrateo, 
no Ua lugar. Notifiques© y repóngase el papel. 

Roberto Repbtto — Antonio 
Sagarna — Lins Linares 
— B. A. Nazar Ancho- 
urna — Juan" B. Tkk.vx. 



ADUANA — CONDENA ADMINISTRATIVA — 
CONSTITUCION ALIDAD — LEY N 9 11 588. 

SUMARIO: No es violatoria del arto 18 de la Constitu- 
ción Nacional, la resolución condenatoria dictada por 
la Aduana en el sumario administrativo que, sin inter- 
vención del recurrente, instruyó por infracción a las 
leyes aduaneras. 
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Tampoco son inconstitucionales los arts. 4 y 9 
del decreto de fecha diciembre 16 de 1932, reglamen- 
tario de la ley N" 1 1 588, pues se limitan a instrumen- 
tar el are. 3 de la misma. 

.JUICIO; Aduana de la Capital c/. Serra Hitos. 
Caso: Resulta de las piezas siguientes: 

SENTENCIA F>13 1" INSTANCIA 

Buenos Aires, noviembre 12 de 1935. 
Vistos y Considerando: 

Qne en el presente caso, se trata de una denuncia 
do defraudación a la renta aduanera, que consistiría 
en haber dado a un papel importado eon franquicia 
condicional <3e derechos, un destino distinto al previsto 
en el nrt. 3 de la ley W 11.588. 

Que ol papel de referencia, ha salido de los depósi- 
tos aduaneros, encontrándose en poder de particulares, 
razón por la cual el conocimiento de esa denuncia co- 
rresponde originariamente a la justicia llamona!, de 
conformidad con lo dispuesto en el art. 1U34 de las 
i Ordenanzas de Aduana. 

(¿ue, en consecuencia, la Administración de la 
Aduana, no lia tenido jurisdicción para en leader en 
esta causa, siendo nula la resolución dictada por ella 
a fs. 27, lo que así si» declara. 

Que sin perjuicio de olio, existen en autos todos 
los elementos de prueba necesarios, habiéndose dado 
intervención en ol juicio a los denunciados, quienes han 
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presentado su defensa a fs. 55 y u quienes se presentó 
la oportunidad de ofrecer todas las pruebas de descar- 
go que estimaran convenientes, durante el período res- 
pectivo en que se abrió a prueba la causa, derecho del 
que no han lieeho uso. Todo ello habilita al proveyente 
para dictar sentencia, sin que sen necesario sustanciar 
de nuevo la causn. 

( w >ue está probado que la firma Seria Unos., ven- 
dió durante el año 1933 a la casa Víctor, 10.28Ü kilos 
de papel blanco con marca de agua, importado eon 
franquicia condicional de derechos, papel que la firma 
compradora empleó en la impresión de la revista "La 
Voz de K. C. A. Víctor". Todo ello resulta del escrito 
de fs, 10 y dé las declaraciones de ta. 20 y 24. 

Que la revista de referencia, de la que hay agre- 
gado un ejemplar a fs. 7, es de propaganda comercial 
v por lo lauto, al haber usado en su impresión, papel 
importado con liberación de derechos, se ha infringido 
lo dispuesto en el art. 3' de la ley tf? 11,588, que esta- 
blece expresamente «pie esa franquicia se acuerda al 
papel "destinado a la impresión de libros y revistas 
de carácter literario, científico o de información gene- 
rar', carácter que indiscutiblemente no reviste la pu- 
blicación mencionada. 

(¿uc la infracción así comprobada, cae dentro de 
la sanción de los arts. 1025 y 1020 de las Ordenanzas 
de Aduana v la responsabilidad de los importadores 
surge de lo dispuesto en el decreto N* 184 del Poder 
Ejecutivo Nacional, de 16 de diciembre de 1032, regla- 
mentario del art, 3* de la ley N* 11. 588. 

(¿uc en ese decreto, de conformidad con lo que dis- 
pone el art. 27 de la ley N' 11.281. se han establecido 
las precauciones que, a";juicio del Poder Ejecutivo, con- 
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venía adoptar para el despacho del papel liberado de 
derechos por la ley. l£ntrc esas precauciones están lu 
reglamentación de la marca do agua, determinada por 
la ley y la comprobación del destino dado al papel. 

Esa comprobación la pone el decreto, lógicamente, 
a cargo de los importadores, (pie han solicitado la 
franquicia y se han beneficiado con ella y sobre quie- 
nes recae, por consiguiente, la obligación de justificar 
el empleo correcto del papel. La franquicia .se concede 
a condición de (pie id beneficiario justifique a su vez, 
haber «lado al papel el destino provisto por la ley para 
aicordar el beneficio. Si solicita el importador la fran- 
quicia, se obliga por consiguiente a cumplir ese requi- 
sito, lo que no se cumple por el solo hecho de declarar 
a la Aduana el nombre de la persona o entidad a quien 
se bn vendido H papel. MI importador es quien ha con- 
traído con la Aduana, el compromiso de dar al papel 
el destino previsto en la ley y a el le incumbe probar 
que así se ha hecho. Por ello, el art 7* del decreto ci- 
tado, previendo el caso de que el importador no sea la 
misma empresa editora, dispone (pie la comprobación 
o desea riro la efectuara aquél* mediante los boletos de 
compraventa o recibos, que comprueben haber vendido 
el papel a firmas o entidades impresoras que editen 
periódicos o libros de los beneficiados por la ley. Así 
pues, no basta que el importador declare a quién ha 
vendido el papel sino que ose comprador sea una enti- 
dad o firma que edite periódicos o libros 4 4 de carácter 
literario, científico o de información general**, carác- 
ter que no reviste por eierto la casa Víctor, compra- 
dora del papel denunciado. 

Por estos fundamentos, fallo: condenando a Sorra 
Tinos, a pagar una multa igual al valor de los 10.280 
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kilos dé papel vendidos a la casa Víctor, a beneficio 
de los denunciantes y éin perjuicio de lo que ni Fisco 
corresponda. Con costas. — Miguel L. Jantus. 

SENTENCIA DE LA CAMARA FEDERAL 

Buenos Aires, julio 8 de 1936, 

Considerando; 

(¿uo es exacto, según se «firma en la primera parte 
del escrito de fs. 87 y resulta de las actuaciones de fs. 
1Í), 20, 21, 22, 23, 24, 29, 30, 36, 38, 55, 62 y 63, que los 
señores Sorra linos, tuvieron en primera y segunda 
instancias la intervención que les correspondía en es- 
tos autos, y formularon las defensas del caso, de acuer- 
do con las disposiciones procesales pertinentes. Por 
filo, desestímase la nulidad pedida en la expresión de 
agravios de fs. 82. 

Kn cuanto al recurso de apelación : 

(¿ue el art. 4" del decreto cuestionado, de 16 de di- 
ciembre de 1932, que reglamenta el art. & de la ley 
N 9 11.588 que libera de derechos aduaneros al papel en 
bobina destinado a la impresión de libros y revistas 
de carácter literario, científico, de información gene- 
ral, dispone que las Aduanas deben llevar a cada uno 
de los importadores que introduzcan papel en tales 
condiciones y con tal fin, una cuenta corriente del mis- 
mo; y el art. V dispone que los descargos de dicha 
cuenta se efectuarán con vista de los boletos de com- 
praventa o recibos que exhiban los importadores, fe- 
hacientes de haber vendido determinada cantidad de él 
a una firma o entidad impresora que edite libros o pe- 
riódicos del carácter indicado en el art. 3* de la mencio- 
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nada ley N v 11 .588 y su decreto reglamentario do 1(5 
do diciembre de 1932. 

Que él art 8-, en su segunda parte, admite la su- 
brogación de responsabilidad de los importadores por 
los compradores, mediante la presentación dé los refe- 
ridas holetos Q recibos. 

Que los actores, cutre otras defensas, esgrimen la 
que deriva de dichos textos, olvidando que el compra- 
dor (Je! papel en infracción, no es eonoeido como em- 
presa editora de libros o periódicos y sí como vende- 
dora de artículos de electricidad y mecánica, actividad 
a la cual dedica su giro mercantil. 

Que on tales condiciones, la excusa alegada no es 
admisible, a pesar de la declaración jurada que exigie- 
ron del comprador, porche no fué satisfecha la condi- 
ción primordial para que tal subrogación se operara; 
la de que el adqui rente fuera una firma o empresa 
editora de libros o periódicos con los caracteres ante- 
dichos. 

Que igualmente arguyen los actores la inconstitu- 
cionalidad del decreto cuestionado, al imponerles la 
obligación de clasificar revistas, responsabilizándolos 
por las infracciones de terceros; 

Desde luego, cabe advertir que disposición legal 
alguna ni reglamentaria, impone a los introductores 
semejante condición ni tal responsabilidad. Y esta sola 
consideración es bastante para fundar su rechazo. Por- 
que, en efecto, si se tiene en cuenta que tal consecuen- 
cia no nace del hecho del tercero que usó incorrecta- 
mente el pape! que le vendió el importador, sino del 
ile transferirlo a firma o empresa a quien supuso edi- 
tora aunque sea por su error de apreciación de tal ca- 
rácter, la objeción se desvanece, y, consiguientemente. 
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la cuestión articulada- tós de su propia falta de apre- 
ciación de aquella condición del comprador que lo 
iiídujo en error, de donde naco tal responsabilidad. 

Por estos fundamentos, y los de la sentencia recu- 
rrida, se la confirma, con costas, 

X. González Iramáik — Cau- 
LOS DEL Campilix) — K. 
Villar Palacio. — J. A. 

(ÍOS ZXUSZ C ALOKRÓ K — 

Bzequiel S. de Olaso. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, noviembre 18 de 1036. 

Y Vistos: Los del recurso extraordinario deducido 
en el proceso formado por Serra linos, reclamando 
ele una decisión de la Aduana de la Capital, y 

Considerando: 

Que el recurso extraordinario es procedente por 
cuanto los apelante* han invocado desde el primer 
momento el amparo de las garantías de los arls. 18 y 
1!> do la Constitución y la decisión lia sido contraria 
al dereclió qué se había vulnerado (art. 14, ine, 3 9 de 
la ley 8? 

Bn cuanto al fondo de la cuestión: 

I" (¿ue sé quejan los apelantes de haber sido alla- 
nadas en este proceso las garantías constitucionales; 
a) la de no ser penado sin juicio previo, del art. 18; 
y h) la de no estar Obligado a hacer lo que la ley no 
manda ni privado de lo que ella no prohibe (art. 19). 
Ambos reclamos deben ser examinados separadamente. 
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— " Que ta imputación de haberse violado a su res- 
pecto la garantía dél juicio previo su funda en no haber 
sido Oído Gil el sumario administrativo de la Adua- 
na, eil el que se dispuso imponerle sanciones por in- 
fracción a las leyes aduaneras. Tal imputación es 
infundada. l"na resolución administrativa no es la 
sentencia a qlte se rfcficre la Constitución, puesto que, 
ni ha sido dictada por un Juez ni cierra ningún recurso 
para la defensa. Esta lia podido hacerse ampliamente 
dando ocasión para alegar su derecho, pura hacer la 
prueba (durante 30 días, fs. ti!) vta.) de los hechos per- 
tinentes, para presentar memoriales de derecho, para 
apelar ante la Cámara Federal. La firma apelante no 
puede considerarse sorprendida por la resolución ad- 
ministrativa pues había sido citada reiteradamente (de 
fs. 15> a 25 > una vez pasado el sigilo propio de un su- 
mario. La resolución de hi Aduanal de fs. 27 equivale 
en "1 presente caso a una demanda, a una reclamación, 
cuya legitimidad el demandado discute durante ci trá- 
mite del juicio tinte la justicia federal como ha ocurri- 
do. Si así no fuera toda resolución administrativa se- 
ría susceptible de ser atacada como violatoria dél 
art. |8 de la Constitución. 

:?'> Qué la invocación de la garantía del art. 1!) de 
la Constitución BC funda en que la ley no obliga a la 
firma apelante, como introductor de papel, exento do 
impuesto aduanero, a garantir que las personas a quie- 
nes revenden el papel cumplan con los requisitos que 
la ley impone» para la liberación de derechos. La ley 
aplicada en el caso ha sido la N v 11.588. Kl art. 3% 
dice será libre de derechos la importación de los ar- 
tículos siguientes: ..."papel on bobinas o resmas de 
cualquier índole o tipo, destinado a la impresión de 
libros o revistas de carácter literario, científico o de 
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información general, siempre que so identifique su 
destino con la marca de agua". El decreto que regla- 
menta esa exención es el de diciembre 1G de 1(132. Este 
decreto (arts. 4', 9 V y concordantes) hacen responsa- 
bles a los importadores del incumplimiento de los requi- 
sitos que la ley establece para la procedencia de la exen- 
ción. La apelación sostiene que tales disposiciones son 
inconstitucionales en cuanto castigan por hechos de 
un tercero y crean obligaciones que no han sido sancio- 
nadas por el Congreso. La tesis es infundada. Las 
obligaciones y prescripciones que el decreto reglamen- 
tario establece para los importadores de papel no ex- 
ceden el mandato dé la ley X p 11.588 sino que se limitan 
a instrumentarlo. Las disposiciones que liberan de de- 
recho aduanero al papel establecen como condición que 
esté destinado a "la impresión de libros y revistas de 
carácter literario, científico o de información general 
siempre que se identifique su destino con la marca de 
agua". El introductor no puede prescindir de las con- 
diciones y requisitos que la ley le ha impuesto para 
estar libre de derecho aduanero. Así lo ha reconocido 
el mismo recurrente cuando declaró a fs. 4 que "el 
papel introducido ha tenido el destino previsto en la 
ley, al acordarles la liberación de derechos'*. De modo 
que es indudable que la responsabilidad del introduc- 
tor de papel por no cumplir los extremos de la libera- 
ción no proviene del decreto sino de la ley misma. Es 
evidente, por otra parte, que si así no fuera, las condi- 
ciones bajo las cuales la ley concede la liberación, que- 
darían como letra muerta y se consumaría impune- 
mente su violación. 

4 ? Que se ha invocado también en el proceso el 
art. 1034 de las Ordenanzas de Aduana, según el cual 
no puede imponerse penas a los introductores cuando 
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sus infracciones hayan pasado desapercibidas al tiem- 
po del despacho y siempre que las mercaderías hayan 
salido de su .jurisdicción, debiendo m tal caso recurrir 
a los tribunales. Pero es indudable la hmplicabilidad 
de tal disposición puesto que se trata de introduccio- 
nes, en las que la infracción no puede cometerse antes 
de salir la mercadería, desde que ella ocurre por el 
destino ¡legal que se le d«' en el consumo, lo qiu- supone 
forzosamente la entrada de los efectos a la plaza. 

Ka mérito de lo expuesto, la doctrina de esta Corle 
y el fallo del tomo 168, púg. U>8 t se confirma la senten- 
cia apelada, en cuanto lia podido ser materia del re- 
curso. Nbtifíquese, repóngase el papel y en su opor- 
tunidad devuélvanse. 

Antonio Sagarna — Luis Li- 
XwVKES — B. A. X AZAR An- 

ohobena, — Juan B. Te- 

KAN. 



RECURSO EXTRAORDINARIO — IMPUESTO A 
LOS REDITOS — RENTAS DE LOS HIJOS 
MENORES. 

SUMARIO: No procede el recurso extraordinario contra 
La sentencia adversa al reclamo del contribuyente fun- 
dado en el art. 34 de la ley N v 11 683 y relativo a 
impuestos vencidos, pues aquélla no es definitiva y 
puede el interesado, después de pagarlos, demandar 
su repetición en juicio ordinario. 

No procede acumular a las rentas de los padres 
las de sus hijos menores bajo su patria potestad, para 
liquidar el impuesto a los réditos que deben pagar los 
primeros. 



DK JUSTICIA DE LA NACIÓ.N 



243 



JL'ICIO: Orsolini de Detry E. <•■/ ]¡i Nación. 

Casó: El 1' de agosto dé 1&J4 en uso del derecho es- 
tablecido 6H el art. 42 de la ley N 9 L1.683, dona 
Bvelina Orsolini de Detry demandó a la Xación 
para que se declarase errónea y sin valor legal lü 
resolución de la Dirección General de los Impues- 
tos á los Réditos, según la cual los hijos me- 
nores no son contribuyentes y sus rentas a los 
efectos del cálculo y pago del impuesto deben acu- 
mularse a las de sus padres como usufructuarios 
légales de las mismas; se resolviese que el impues- 
to debe pagarse por cabeza, considerando a los 
hijos como contribuyentes separados c indepen- 
dientes de sus padres, y en consecuencia so tuviera 

por bien efectuada la Liquidación y el pago obje- 
tados por la repartición mencionada. 

Manifestó que si fuera exacta la tesis susten- 
tada por la Dirección (Jeneral de los Impuestos a los 
Réditos, deberá soportar un recargo de 100 % del 
gravamen que, además de ser injusto e ilegal, 
tanto a la luz de las disposiciones dt! Código Ci- 
vil como de las leyes Nos. 11.682, art. G\ y 11.683, 
art. 25, inc. a), incidiría sobre las rentas de los • 
menores ron las cuales debe atenderse ante todo 
a su mantenimiento y educación. 

Antes de esta presentación, la aetora bahía 
deducido ante la Dirección General de los Impues- 
tos a los Réditos el recurso de oposición (pie auto- 
riza el art. ¡54 de la ley N 9 11.683, tanto respecto de 
los impuestos vencidos — años 1932 y 1933 — co- 
mo de los que estaban por vencer, siendo ambos 
desestimados por la Dirección* 

El Procurador Fiscal solicitó el rechazo de la 
demanda fundado en el art. 287 del Código Civil y 
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en que la ley N* 11 ¿682 al enunciar los réditos no 
luí podido referirse .sino a lo.s cine .según el citado 
artículo son propios de los hijos y se hallan ex- 
cluidos del usufructo de los padres. 

Xo existiendo hechos controve rtidos t se corrió 
un nuevo traslado por su orden, y evacuado por 
la aetorn y el Procurador Fiscal, y después de so- 
licitar para mejor proveer los antecedentes u la 
Dirección Género] de los Impuestos a los Réditos, id 
Juzgado resolvió: a) Confirmar la resolución de 
la Dirección Genera] en cuanto rechazó el recurso 
de oposición con respecto a los réditos vencidos; 
1») declarar que en cuanto a los impuestos a vencer 
un corresponde obligar a la demandante a proce- 
der étimo lo pretende la Dirección General. Las 
costas por su orden. 

Notificado de la sentencia, el Procurador Pis- 
cad pidió al seilOT Juez il ü quo" que la anulara y 
declarase caduco el recurso de la actora, fundado 
en que ésta, si bien lo planteó en tiempo* o sea an- 
tes del vencimiento del impuesto (correspondiente 
al uño VXU), y la Dirección, también antes de ello 
resolvió no hacer logar a la oposición y exigir el 
papo del impuesto a su vencimiento, debe tenerse 
presente qué durante el curso de la demanda con- 
tenciosa deducida par la Sra. do Detry venció el 
plazo para pagar el impuesto, sin que ésta lo hi- 
ciera, por lo cual el caso encuadra en lo dispuesto 
por el art. 34 do la ley, correspondiendo declarar 
caduco el recurso. 

De acuerdo con lo dispuesto en el art. 43 de 
la ley N* 11.683 y modificaciones de In ley 
N* 12.1f)l, el Jnzgadb resolvió no hacer hipar a la 
nulidad pedida y conceder el recurso de apelación 
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deducido por el fiscal. La Cámara Federal coa- 
firmó esta resolución así como la sentencia dictada 
por el Juez. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, noviembre 23 de 19.%. 
Y Vistos: Estos atttoa seguidos por "Dona Eve- 
lina Orsolini de Détry e hijos menores contra la Na- 
ción para que se declare bien hecho el pago del impuesto 
a la renta" venidos a esta Corte por recurso extraer- 
diñario deducido contra la sentencia de la Cámara 
Federal du la Capital, y 

Considerando; 

pro la sentencia apelada contiene un doble pro- 
nunciamiento; a) el relativo a los impuestos corres- 
pondientes a los años 1932 y 1033 ya pagados en la 
fecha de presentación del reclamo administrativo y 
I)) i*l referente a los impuestos a vencer ulteriormente 
y acerca de los cuales se dedujo el recurso do oposición 
autorizado por el art. 34 de la ley N" 11.08.3. 

Que aun cuando en ambas hipótesis la cuestión 
debatida comporta una aplicación de leyes nacionales 
resuelta en sentido adverso al derecho fundado en 
ellas por el fisco o por la adora, la primera no pnede 
ser considerada porque el recurso deducido por el con- 
tribuyente, conforme al art. 34 de la ley N 9 11.08.3, se 
aplica exclusivamente a los impuestos a vencer y no a 
los ya vencidos. Acerca de éstos no cabe otra solución 
«píe la de pagarlos (arts. 57 y 58, ley N» 11.083) en el 
exceso si éste fuera reclamado y repetirlos después 
dentro del juicio ordinario reproduciendo los funda- 
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montos presentados cu esta causa. Por donde se yo 
que esta sentencia en cuanto a los pagos cowespoii- 
dientes a los anos 1932 y VXYA no os definitiva como 10 
exige la técnica del recurso extraordinario. 

Kn su mérito y dé acuerdo con lo dispuesto por el 
art- 14, Inc. 3 9 do la ley N¡* 48 so declara procedente el 
recurso concedido a Fs. 124 y se deniega el acordado 
a fs. 127. 

V considerando en cuanto al fondo de la cuestión 
debatida, por sor innecesaria mayor substanciación. 

Que la partí» aetora impugna la tesis do la Direc- 
ción do los Impuestos a los Réditos según la cual ella, pa- 
ra liquidar el impuesto correspondiente lia debido acu- 
mular a sus propias mitas las do los hijos menores bajo 
sú patria potestad por cuyo procedimiento en Lugar 
de pagar más o t&enos por año la suma do $ 1.975 debe 
satisfacer alrededor de $ 1 1 ,7<Í0 m|iu 

Que tal tesis la funda la autoridad fiscal cu la 
circunstancia de (pie correspondiendo a los padres el 
usufructo lega] sobre los bienes do los hijos menores 
sujetos a la patria potestad (art. 2S7 del Cód. ClV.) 
éstos carecen en verdad de renta. Por ello sería a 
cargó de los padres el pago del impuesto y no en los 
términos predeterminados por la renta del patrimonio 
del menor, sino como si se tratara do las producidas 
por los bienes paternos y con el aumente» proporcional 
consiguiente al mayor caudal que así resulta do la exis- 
tencia dol usufructo. 

Que, entre tanto, no sólo las disposiciones de las 
leyes Xos. 11.6S2 y 1l.f>S:í resuelven claramente el caso, 
sino también las contenidas en el Código Civil. En efec- 
to» el art. 1* do la primera de aquéllas grava todo» 
los réditos procedentes de fuente argentina a favor do 
nacionales o extranjeros. Kl patrimonio do un menor 
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de edad domiciliado 6ü el país os una fuente de renta 
argentina, y el titular do tal patrimonio, sea de inca- 
pacidad absoluta o relativa (arte. 51, 04 y 55), puede 
adquirir derechos o contraer obligaciones por medio 
del representante necesario que la ley le acuerda para 
administrar, arrendar, vender, percibir rentas, pagar 
tributos y realizar en' nombre del menor todo» los 
actos jurídicos que no le sean prohibidos. lis osa, en 
suma, una persona de existencia visible de las aludidas 
por el nrt. (> en la ley N- qU0 al emplear osa ter- 

minología le ha atribuido sin eluda el significado propio 
que lo dan los arts. 5] y 52 del Código Civil. 

(¿ue el concepto de que toda persona de existencia 
visible domiciliado en la República, es un contribuyen- 
te, sea argentino o extranjero, mayor o menor, fluye 
también de la última parte del nrt. <> de la ley N v 11.682 
toda vez que si según él los padres no deben hacer de- 
ducción alguna en concepto de renta no imponible cuan- 
do se trate di» hijos menores que tengan recursos pro- 
pios es porque* en tal caso, ellos se convierten en el 
contribuyente de la ley. 

Que, toda duda que pudiera existir sobre el punto 
quedaría totalmente disipada ante el contenido de los 
arts. 24 inc. a) y 65 de la ley N» 11.683. El primero de 
aquéllos dispone que son responsables del cumpli- 
miento de las disposiciones de esta ley y de las leyes 
de los dos impuestos, los que estíin obligados a efectuar 
las declaraciones juradas o a ingresar el impuesto, 
agregando, que son especialmente responsables, sin 
perjuicio de las obligaciones de los contribuyentes res- 
pectivos, el jefe de familia tanto por sus rentas pro- 
pias. . . como por las de sus hijos menores que estén a 
su cargo y vivan con él. Dentro de las propias leyes 
fiscales no podría darse nada más claro y definitivo 



349 



FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 



puní cohonestar la toáis de la nctonu Si, en efecto, el 
jefe de familia, es responsable por las declaraciones 
juradas que él debe formular en representación de sus 
hijos menores qué Ofltéü a su eurgn y vivan con él, sur- 
ge do la letra de la propia ley que los hijos menores son 
contribuyentes directos respecto de lóa bienes que cons- 
tituyen su patrimonio. Los menores tienen así una 
existencia fiscal distinta de la del padre. 

Que el art. 65 de la misma ley dispone a su turno 
"qÜG las sucesiones se consideran como un solo contri- 
buyente basta la división de la herencia, lo cual, a con- 
trario semu implica decir, que producida aquella di- 
visión lian de considerarse tantos contribuyentes como 
herederos concurran a iu sucesión sin distinción alguna 
entre menores y mayores de (Miad. 

Que la circunstancia de <|ue lo.; padres tengan el 
usufructo de los bienes de sus lujos menores que estén 
bajo la patria potestad, no autoriza a sostener aun den- 
tro de las soluciones de carácter puramente civil que 
tales menores carezcan de patrimonio y no puedan ser 
considerados, por consiguiente, como contribuyentes. 
Desde luego, el padre como usufructuario debe satis- 
facer Jos impuestos públicos considerados como gravá- 
menes a los frutos o como una deuda del godo de la 
cosa y también las contribuciones directas impuestas 
SObre los bienes del usufructo, (art. Cód. Civil). 

Estas y otras caigas del usufructo son de carácter real 
eñ el sentido de (pie tío se les puedo embarcar a los 

padres su goce sino dejándoles lo que fuere necesario 
para llenar aquéllas, (arts. 292 v 29\ inc. 1° del Cód. 
Civil), 

Pe estos dos preceptos resulta visible la separa- 
ción absoluta de los patrimonios del menor y del padre 
basta tanto no se baya producido el pagó de los ¡ni- 
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puestos que tienen el carácter de una carga real. Más 
todavía, el patrimonio del menor y sólo él puede dar la 
medida dé los valores, sea capital o sea renta, sobre los 
cuales han de incidir los impuestos. 

Quo en realidad, pues, lo adquisición por los pa- 
dres de la renta de los bienes de los hijos a título de 
usufructo legal se produce después de cubiertas las caí- 
gas reales, es decir, después de satisfecho, entre otros, 
el impue sto a la renta correspondiente al patrimonio 
del menor. Mal puede entonces sostenerse que los pa- 
dres han de acumular a su renta lo que les venga del 
usufructo legal para liquidar el impuesto, desde cuando 
esa renta les llega la deducción correspondiente al tri- 
buto debe ya haberse producido. 

Que la combinación del principio de (pie pesan so- 
bre los padres los gastos do subsistencia y educación 
de los hijos en proporción a la importancia del usu- 
fructo, (art. 291 inc. 2« y art. 265), con el de que 
aquéllos sólo tienen un derecho al excedente después de 
cubrir las cargas reales, muestra claramente los graves 
inconvenientes de la solución sostenida por la deman- 
dada. Bit efecto, si como lo cree la Dirección de Rédi- 
tos, el impuesto n de abonarse acumulando a la renta 
de los padres la que les viene del usufructo legal, el Fis- 
co en cada familia estaría obligado a hacer una investi- 
gación previa, con el fin de discriminar qué parte de la 
renta del menor sirvió para atender aquellas obliga- 
ciones que representan una carga legal, pues sería por 
demás injusto agravar con el impuesto la renta de pa- 
dres que lian empleado la totalidad do la de los hijos o 
más en cumplir una obligación que les está impuesta 
por la ley. 

Ka su mérito y por los fundamentos de la senten- 
cia de primera instancia, se la confirma en la parte (pie 
ha podido ser materia del recurso. 
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Notifíquuso y devuélvanse, reponiéndose oí papel 
én el juzgádo ele origen. 

Roberto Refktto — Antonio 
Saoarnm — Luis Linares 
— B. A. Nazar Anciio- 

ÍIKN A — t) CAN IJ. TkISÁN. 



REIVINDICACION — POSESION 

SUMARIO: No procede la acción reivindicatoría contra 
el que no se halla en posesión del inmueble a que se 
refiere e| título del actor. 

JÜI0I© Gutiérrez José Albino c. Fisco Nacional. 
Caso: Resulta de las piezas siguientes: 

SENTENCIA DE l* INSTANCIA 

La Plata, .septiembre 24 dé 1934; 

V Vistos; Kl presente juicio seguido por don José 
Albino Gutiérrez contra el Gobierno Nacional, sobro 
reivindicación, del qüe, 

Resulta: 

1*) Que a l's. <¡S, se presenta el Doctor Jorge Ko- 
mttno Yalour, en representación del actor fundando 
la acción en los siguientes beehos y consideraciones: 
a) Pon Ensebio Albina en Ifi de septiembre de 1911, 
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vendió a ln Sociedad Petersen y Gutiérrez, cuatro man- 
zanas de terreno designadas con ol N* l.'í y parte de las 
2ó, '2\i y '.V.\, situadas en esta ciudad, antiguo partido 
«Jo Knsonadn.on la cabecera del Canal Este, Trente al 
paraje denominado "Tres Islitas", cuya superficie y 
linderos determina ; 1)) Que el señor Albina tomó pose- 
sión de las mismas por intermedio del Departamento 
do Ingenieros y por orden del Gobierno de la Provin- 
cia ; e) Que la sociedad compradora tomó también po- 
sesión «le la tierra y no existiendo interés en cultivarla 
resolvieron dejar transcurrir el tiempo en la esperanza 
de su valorización, abonando siempre los impuestos 
fiscales: d) Posteriormente ln sociedad tuvo conoci- 
miento de que el Gobierno de la Nación babía ocupado 
la tierra de referencia, por cuya razón formuló un re- 
clamo administrativo por medio del Ministerio de 
Obras Públicas, el que se resolvió negativamente; c) 
Fallecido el señor Guillermo Peterson, .sus herederos re- 
solvieron liquidar la sociedad, haciéndose cargo su re- 
presentado del activo y pasivo, acompañando testimo- 
nio de la escritura; f) El Gobierno de Ift Provincia ven- 
dió al tic la Nación el puerto de La Plata, conjuntamen- 
te con una parte de las tierras adyacentes que se extien- 
den basta el límite N.E. del égtdo de. esta ciudad (callo 
120), cuya transferencia fué aprobada con fecha 4 de 
octubre de 1904, protocolizándose en la Escribanía Ma- 
yor de Gobierno el lf> de noviembre de 1911; g) Que 
por el artículo 2» del convenio se lijaron las tierras 
comprendidas en la venta; por el 3» las que se exceptua- 
ban y por el 4' se obligaba la Provincia al saneuinioii- 
to en caso de evicción do todos los terrenos menciona- 
dos en el artículo segundo; que debido sin duda a la 
gran extensión de tierra que se transfirió, o a los in- 
formes imprecisos de las oficinas técnicas, la Provin- 
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cía entrego a la Nación, tierra que no le pertenecía; 
h) Termina solicitando se haga lugar a la acción y se 
declare la obligación del Gobierno do restituir a su re- 
presentado bis inmuebles aludidos, con los frutos civi- 
les que ha percibido y las costas del juicio. 

2 V ) Que habiéndose acreditado los extremos de 
los artículos 1' y 2* de la ley 3952* se dió traslado de la 
demanda, observándose los trámites que determina el 
art. li° de la misma ley. Qué a fs. 78 el señor Procurador 
Fiscal evacuando el traslado conferido, solicitó el re- 
chazo de la demanda, con costas. Fundó los derechos 
del Fisco en la perfección de sus títulos e indiscutida 
posesión: negó que las tierras cuestionadas estuvieran 
equivocadamente Ocupadas por la Nación, toda vez que 
el error del actor proviene de la defectuosa conforma- 
ción dada a las tierras de dominio privado por la men- 
sura del agrimensor Benítcz; niega, asimismo la bon- 
dad de los títulos presentados por el actor, y particu- 
larmente (pie puedan referirse a tierras ocupadas por 
el Fisco. Termina negando finalmente que el actor o 
sus antecesores, lia van tenido la posesión de las tierras, 
en legítimo poder del (lobicrno. 

3*) Que abierto el juicio a prueba se produjo la 
certificada por el actuario a fojas ííflíi vta. y habiendo 
las partes alegado sobre su mérito, el juicio quedó en 
estado de sentencia, y. 

Considerando: 

Primero: Que de acuerdo con lo dispuesto por el 
artículo 2758 «leí Código Civil, la acción de reivindica- 
ción nace del dominio que cada uno tiene de cosas par- 
ticulares, por lo cual el propietario que ha perdido la 
posesión la reclama y la reivindica contra aquel que 
se encuentra en posesión de ella. 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 



263 



Se hace necesario examinar, pues, 011 armonía con 
los términos de esta disposición, si el actor ha justifi- 
cado dichos extremos, esto es, su dominio, la posesión, 
su pérdida, y la retención por el demandado. 

Segundo: Que el actor ha presentado numerosos 
testimonios de escrituras públicas — ver fs. 1 a 62 — 
tendientes ha demostrar el carácter de propietario que 
ha invocado. 

Su examen y confrontación permite arribar, ine- 
quívocamente a una conclusión semejante. 

En efecto, el Doctor Gopmartín en 4 «te agosto de 
1884 vende a Üa. Melehora Roy las manzanas 29 y 33 
(fs. 4); eu 10 de octubre de 1884, Molchoru Roy trans- 
fiere a Ana Panton la manzana 33 (fs. 11) y en 5 de 
diciembre de 188b' la X* 29 a Valerio Arditi (fs. 5) ; en 
8 de noviembre de 1886 Ana Panton vende la manzana 
33 a Valerio Arditi (fs. 6); en 9 de octubre de 1906 
Norberto Herrero transfiere a Eusebio Albina las «los 
manzanas N* 29 y 33, que había adquirido del Banco 
Hipotecario de la Provincia por ejecución hipotecaria 
a Arditi (fs. 7) ; eu 17 de octubre de 1888 se adjudican 
a Valerio Arditi las manzanas N* 13 y 25 por división 
de condominio en la testamentaría de Julio Arditi (fs. 
11 y 15) ; en octubre 29 de 1906 don Ensebio Albina ad- 
quiere estas mismas manzanas 13 y 25 a raíz dé una 
ejecución hipotecaria a Valerio Arditi (fs. 16); don 
Éuscbio Albina vendió el 30 de enero de 1907 la manza- 
na X» 25 (fs. 21) a don Ladislao Ureta, quien recono- 
ció a favor del vendedor la propiedad de dicha manzana 
(fs. 23); Albina vende a la Sociedad Petersen y Gu- 
tiérrez en 16 de septiembre de 1911 las manzanas, en 
litigio, números 13. 25, 29 y 33 (fs. 33) y por disolución 
de sociedad se adjudicaron al actor, las mismas man- 
zanas (fs. 46). 
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Las frecuentes transferencias de que han sido ob- 
jeto a partir del ano 1SS4 (t's. 4) las manzanas cues- 
tionadas, demuestran sin vacilación la bondad «leí título 
exhibido por el actor (art. 979 ihc. l v ; 993, 994 y 995 
del Cód. Civil). 

Que por otra parte, del informé de t's. 140 a 142 
y declaraciones de fs. 149 y 1Í>0 resultaría también 
acreditado que el actor y sus antecesores, tuvieron la 
posesión de las tierras cuestionadas. Pero es el caso 
que, de acuerdo a la forma en que ha Sido contestada 
la acción, debe analizarse también si las manzanas 13, 
25, 29 y .'?;> que se reclama, tienen la misma ubicación que 
el actor les asigna y si ellas se encuentran en posesión 
del (¡obierno Nacional. 

Tercero-: Que la prueba más directa y que debo 
inspirar mayor confianza al respecto, consiste en el in- 
forme agregado de Fs. 177 a 201, cuyas conclusiones 
precisas y categóricas evidencian el error en (pie incu- 
rrí 1 el actor. 

En efecto, los tres peritos que lo subscriben sin 
discrepancia, Ingenieros Bosch, Castro y Cano en un 
estudio (pie comienza en el origen del título, con aco- 
pio de innumerables antecedentes ilustrativos que lia 
permitido el análisis comparativo de las operaciones 
de mensuras practicadas con anterioridad, llegan a es- 
tablecer: 44 Los terrenos que se reivindican en el pre- 
44 senté juicio son parte integrante de un fracción de 
44 tierra compuesta de (550 varas equivalentes a 562 m. 
44 90 centímetros de frente al Parque Irania por 4.000 
44 varas equivalentes a ;>.4(¡4 m. de fondo que perteneció 
44 al Dr. Eduardo Copmartín por compra hecha a don 
*' Aristóbulo Dura ñoña en nombre de doña Dominga 
14 I). de Durafiona con fecha 27 de junio de 1SS4 ante 
44 el Escribano Becker. Los deslindes del título de Cop- 
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44 martín, como los planos agregados a los folios 360, 
44 211 y 1(¡7 de los protocolos de Becker y Artola de los 
44 años 1884, 1885 y 1881! (ver planos n* 2 y 3), obligan a 
44 ubicar dicho título como un rectángulo que debe 68- 
44 tar apoyado sobre el costado N.E. de la calle 122, 
44 vale decir, con sus costados N.O. y S.E. paralelos a 
44 la línea de expropiación Este del Puerto y al Canal 
44 Este del mismo. Los planos agregados a los protoco- 
44 los de Becker hacen figurar el costado N.O. de dicho 
44 rectángulo, separado por un boulevard de 100 m. 
44 de ancho del Canal Este, y el costado Sud Oeste del 
44 mismo, como si fuera prolongación del Canal Sud 
44 Oeste. Cotejando en los planos del puerto la longi- 
44 tud total del tramo recto del canal Este, que tiene 
44 alrededor de 3.250 ni;, el costado Sud Oeste de la 
44 fracción de Copmartín debe apoyarse sobre el deslin- 
44 de N.E. de la calle 122 para que su costado N.O. que 
44 tiene una longitud de 3.4(54 m-, pueda ser paralelo a 
44 ese Canal en toda su extensión, vale decir que en los 
44 planos agréffit&ós a los protocolos de Becker se ha 
" sufrido mi error en la ubicación de esos canales, 
44 error que sólo puede atribuirse a falta de datos so- 
44 bre la posición exacta de los mismos. En cambio, no 
44 sucede así en el plano agregado al folio 167 del pro- 
44 tocólo del Escribano Artola. Aquí la fracción de Cop- 
44 martín ha sido desplazada paralelamente hacia el 
44 S.E. ; figurando apoyada ya sobre el deslinde N.E. 
44 de la calle 122, pero sin consignar la distancia que la 
44 separa del Canal Este. Estos detalles hacen suponer 
44 que los que confeccionaron dichos planos carecieron 
44 de datos para ubicar con exactitud dichos canales y 
44 sólo los hicieron figurar como antecedentes ilustra- 
44 tivos de los mismos. Lo que a nuestro juicio no cabe 
44 la menor duda, es que, de acuerdo nt plano agregado 
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44 al folio 107 dél Protocolo de Artola, la fracción dé 
44 Copmartín está apoyada sobre los Costados Sud Ks- 
44 te y Sud Ueste del terreno de Dura fuma, y como es- 
44 tos costados de acuerdo con la mensura de Chichina 
44 son normales entre sí, la única ubicación correcta 
44 que pttéde tener la fracción de Copmartín es la del 
44 rectángulo que se designa con las letras Z - W - O - 
44 V - y que se diseña con tinta carmín en los planos 
44 números 1 y (¡. Ubicada así dicha fracción — conti- 
44 mía el informe — ella no afecta la zona de los terre- 
44 nos destinados para el puerto de La Plata y por lo 
44 tanto los terrenos materia «leí presente juicio de réi- 
* 4 vindicación no se encuentran ocupados por ninguna 
44 dependencia del Fisco Nacional" (fs. lí>:i y 1!>4). 

Cuarto: l¿ue los mismos peritos* en la exposición 
que contiene el informe, ponen de manifiesto el moti- 
vo que ha inducido, desde mucho tiempo atrás, a darle 
a la tierra expresada, una ubicación realmente distinta 
de la verdadera, confusión que se ha originado, afir- 
man, como consecuencia «leí error en que incurrió la 
mensura Benítez; y que no obstante haber sido apro- 
bada por el Gobierno fué objeto de serias y fundamen- 
tales objeciones por el Departamento de Ingenieros, 
oficina técnica que se permitió solicitar se revocara el 
decreto de aprobación dictado (ver fs. 1!K)). 

Las afirmaciones de los peritos resultan, en cierto 
modo, corroboradas por la actitud del Departamento 
de Ingenieros, y permite admitir que el error originado 
que ha dado asidero a acciones semejantes a la presen- 
te, consiste en la confusión de la mensura Benítez. 

Pero aclarando el error, mediante un estudio serio 
de las mensuras, sobre el mismo terreno, con todos los 
antecedentes ilustrativos, parece indudable que no de- 
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ha reeditarse sentencias que aparecerían fundadas en 
un error de ubicación. 

Y estas razones deciden, precisamente, al prove- 
yentc, a aceptar el informe de los peritos, con prefe- 
rencia a cualquier informe administrativo. 

Quinto: (¿110 con los razonamientos anteriores se 
ha puesto en evidencia, que si bien el actor es propieta- 
rio, como lo sostiene, de las manzanas 13, 25,' 29 y 33, 
y ha tenido su posesión, (considerando 2"), carece de 
derecho pava accionar contra el Gobierno de la Na- 
ción, por no estar éste en posesión de las mismas. 

Ppr las consideraciones qUe preceden y definitiva- 
mente juzgando, fallo: rechazando la presente acción, 
con costas. 

Xotifíqucsc. regístrese, repóngase y en su oportu- 
nidad, archívese. — Rodolfo Medina. 



SENTENCIA DE LA CAMARA FEDERAL 

La Plata, diciembre 30 de 1935. 

Y Vistós: Los de los recursos concedidos de la 
sentencia de fs. 220, del señor Juez Federal de la sec- 
ción La Plata, en el .juicio que sigue don .losé Albino 
Gutiérrez contra el FHsco Nacional, por reivindicación. 

Y considerando: 

Que no habiéndose sostenido en esta instancia el 
recurso de nulidad y no adoleciendo la sentencia ni los 
procedimientos de causas que la invaliden, se rechaza 
el recurso expresado. 

En cuanto al fondo: El art. 3099 del Código Ci- 
vil, contiene la exigencia ineludible del justo título y 
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la buena fe para que pueda operarse la prescripción 
adquisitiva. 

Deducida ésta en la presente instancia por el señor 
Agente Fiscal resulta improcedente, por no estar am- 
parada, por falta de prueba, por el expresado artículo, 
como se desprende de las constancias que serán meri- 
tuadas. 

La documentación agregada de fs. 1 a 62 y 99 de- 
muestra acabadamente el dominio que el actor se atri- 
buye sobre los terrenos que reivindica. 

De las numerosas transacciones de que fueron objeto 
estos terrenos desde el año 1884 hasta 1911, así como de 
las constancias de fs. 149 a 150 y dcL informe de fs. 140 
a 142 se comprueba también que el actor y sus antece- 
sores tuvieron la posesión de los mismos. 

Su origen consta en el informe de fs. 159: de Du- 
rañona pasa a Copmartín en 1884; de éste a VArcla en 
1886, quien vende a la Provincia el mismo año, con ex- 
clusión de las man/anas 13, 25, 29 y 33; precisamente 
las que se reivindican en este juicio. 

Kl Poder Ejecutivo, en 14 de abril de 1887, aprobó 
la mensura Benítez — fs. 157 — y por reconocimiento 
que se Iii/o de la ubicación de los terrenos, como no 
pertenecientes al dominio provincial, es que se produjo 
la expropiación a los señores U.reta y Albina de (pie 
informan las constancias de fs. 105 a 110. 

Del informe que corre a fs. 155 vta., producido en 
el Ministerio de Obras Publicas, Inspección Técnica, 
resulta textualmente: "entre los terrenos que fueron 
expropiados para la construcción del puerto de La Pla- 
ta, no se incluyeron las manzanas números 13, 25, 29 
y 33 de propiedad del señor José A. Gutiérrez. Esas 
manzanas no están incluidas entre los terrenos entre- 
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gados a la Nación por la Provincia, en la venta del 
puerto ". 

El dominio que se atribuye la demandada provie- 
ne de la compra del puerto de La Plata, que en 1904, 
efectuó a la Provincia — fs. 92. 

Es de tenerse en cuenta, que en esta compra a que 
se refiere el informe, por expresa disposición del art. 
3» inc. 7" — ver fs. 93 — quedaban excluidos "los te- 
rrenos comprendidos dentro de la zona propia del puer- 
to que no hayan sido expropiados aún por la Provin- 
cia". 

Probado pues, el dominio y posesión del actor, así 
como que, con respecto a los terrenos en litigio fueron 
excluidos de la venta y que no fueron expropiados, es 
claro que la Nación tiene de los mismos una ocupación 
indebida. 

Es de baeer notar, que este juicio, por esas carac- 
terísticas y por tener las cosas reivindicadas el mismo 
origen examinado en juicios anteriores, de que hace 
mérito el actor, en los cuales recayeron pronunciamien- 
to de esta Cámara y de la Suprema Corte, debe tener 
una solución idéntica a aquéllos, especialmente al se- 
guido por doña Eugenia Le Bric de Baizán contra el 
Gobierno de la Nación, donde desestimándose pericias 
que llegaban a iguales conclusiones que las de autos, 
se estableció que la ubicación que corresponde al título 
de Copmartín, antecesor del reivindicante en el domi- 
nio del bien que se veclama, es la que en el plano de 
fs. 170 se asigna al paralelógramo formado por las le- 
tras: m-p-q-n. : 

Que aun cuando la demandada carece de .pisto ti- 
tulo, debe ser considerada poseedora de buena fe, a los 
efectos de condenaciones accesorias, porque su pose- 
sión reposa en un error excusable — art. 2356 Código 
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Civil — como lo demuestra la dificultad material del 
deslinde exacto de las tierras del puerto que adquirie- 
ra, según resulta de la secuela de este pleito. 

La buena fé se presume en todo poseedor hasta la 
prueba en contrario — art. 2362 — y hace suyos los 
frutos percibidos durante el tiempo de su posesión, pe- 
ro la ignorancia del derecho ajeno no puede subsistir 
una vez hecha la intimación de la demanda, que debe 
ser por ello, el punto de partida para la restitución de 
los frutos percibidos — arts. 2423 y 2433. 

Por estos fundamentos, se revoca la sentencia de 
fojas doscientas veinte y haciéndose lugar a la deman- 
da, se declara que don José Albino Gutiérrez es pro- 
pietario de las manzanas de tierras reivindicadas e 
individualizadas en este juicio, que la Nación debe de- 
volvérselas, con más los frutos percibidos desde la no- 
tificación de la demanda; con costas. — U. Benci — 
Luis O. Zervino — Julio P. Áramburu. 

DICTAMEN DEL PROCURADOR GENERAL 
Suprema Corte: 

En este juicio, Don José Albino Gutiérrez, co- 
mo sucesor de la Sociedad Pcterscn y Gutiérrez, rei- 
vindica contra el Fisco Nacional cuatro lotes de 
tierra que éste último obtuvo por compra al Gobier- 
no de Buenos Aires, en 1904, como integrantes de 
los terrenos anexos al puerto de La Plata. Habiéndo- 
sele negado por la Nación títulos a dichas tierras o 
ejercicio alguno de posesión sobre ellas, pesaba sobre 
el actor la obligación de acreditar ambos extremos, so 
pena de que la reivindicación resultara improcedente 
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(art. 2792, Cócl. Civil). Entretanto, no ha cumplido ese 

deber legal. , 

La falta de título, o mejor dicho, la inadaptación 
de los del actor al terreno reivindicado, resulta con to- 
da claridad del extenso informe de los tres peritos que 
firman la diligencia de fs. 177 a 20Í. Rotunda y cate- 
górica es la conclusión a que llegan, sin discrepancia 
alguna, esos técnicos ; y si V. E. examina detenidamen- 
te el niego de planos agregado de fs. 160 a fs. 175, ha- 
llará en ellos la explicación detallada de cómo se ha 
producido el error en que incurre el actor, insistiendo 
en ubicar sus títulos en tierras distintas de las que en 

realidad adquirió. 

Para cohonestar los efectos aplastadoras de esa 
prueba, es insuficiente a todas luces el argumento de 
que la ubicación errónea se aceptó como exacta en fa- 
llos dictados en otros litigios, y menos, cuando no se 
traen a la vista las diligencias periciales en que ellos 
se fundaron, para cotejarlas con el informe de fs. 177 
citado. Es elemental, que en cada caso el juez ha de 
resolver las cuestiones de hecho con arreglo a lo pro- 
bado por las partes; y aquí, lo que fundamentalmente 
se discute es sólo una cuestión de hecho. 

En cuanto a la falta de posesión, me remito al 
análisis de la prueba hecha por el Sr. Fiscal de Cáma- 
ra, en su dictamen de fs. 24.°» a 245. Agregaré, simple- 
mente, este cotejo de fechas: 

a) el Gobierno Nacional adquirió, y entró a po- 
seer el puerto y todas las tierras que integraban, en 
octubre </<• 1904, con arreglo a la ley N« 4436 y el de- 
creto dictado el 4 de dicho mes; 

b) la escritura de adquisición que exhiben los se- 
ñores Petersen y Gutiérrez como base de su reclamo, 
es de septiembre 26 de 191 1 ; 
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c) el señor Kusebio Albina, a quien compraron 
las tierras dichos señores, reconoce que obtuvo la po- 
sesión del Gobierno Provincial, recién el 24 de agosto 
de 1911* y que el acto de toma de dicha posesión se 
redujo a darse por recibido de los lotes, "cuyos mo- 
jones lo fueron enseñados". 

ISste simple cotejo revela que ni los actores, ni su 
antecesor en título, tuvieron jamás posesión de lo que 
hoy reclaman. No pudieron tenerla legalmente, porque 
en 1!*11 hacía ya siete años que el Gobierno de la Pro- 
vincia había entregado las tierras al Nacional y es ob- 
vio que nadie pi}ede transmitir lo que no tiene; y tam- 
poco la tomaron efectivamente porque la diligencia se 
redujo a mostrar los mojones al interesado, sin reque- 
rir siquiera la presencia de testigos (fs. 7 a í>, exp. ad- 
ministrativo anexo)- P«r la misma razón carece de tor 
do valor, respecto de la Nación, el reconocimiento tar- 
dío qué hacía la provincia acerca de su Taita de derecho. 

Por fin, queda en pie la excepción de prescripción 
opuesta por el Fisco, a fs. 245, que la sentencia recu- 
rrida no se ha detenido a analizar. Las tierras fueron 
cedidas a la Nación en lí>04, quién entró a poseerlas 
públicamente en octubre de ese año; y la actual de- 
manda se inició en 193.1. Aun contando desde el pri- 
mer reclamo administrativo (enero de l!»2!l) habrían 
corrido con exceso los diez y hasta los veinte años, que 
para prescribir con buena fe y justo títu?o requiere el 
art. 4033 del Código Civil. A este respecto, sorprende 
que la sentencia de fs. 252 no haya hecho lugar a la 
prescripción, aun cuando declara que el Fisco fué po- 
seedor de buena fe. 

A mérito de estas consideraciones, las concordan- 
tes hechas valer por el Ministerio Fiscal a fs. 21G y 
24:5, y muy especialmente las «le la sentencia de primera 
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instancia, a fs. 220, solicito de V. B. revoque el fallo 
apelado, v desestime en todas sus partes la demanda. 
Con costas. — Buenos Aires, mayo 19 de 1936. — Juan 
Alvarez. 
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Buenos Aires, noviembre 2:5 dé 1936. 

Y Vistos: Los seguidos por José Albino Gutiérrez 
contra el Fisco Nacional sobre reivindicación, venidos 
por recurso ordinario de apelación concedido al deman- 
dado por auto de fs. 257 vta. 

Considerando : 

1' Que contra la sentencia de la Cámara Federal de 
La Plata «1»"' declara que el actor es propietario de las 
manzanas de tierras reivindicadas e individualizadas 
en este .juicio y «pie la Nación debe devolvérselas con 
más los frutos percibidos desde la notificación de la 
demanda, con costas, el Procurador General insiste en 
negar que el actor tenga título a dichas tierras o ejer- 
cicio alguno de posesión sobre ellas. La falta «le título, 
dice, o mejor dicho, la inadaptación de los del actor al 
terreno reivindicado, resulta con toda claridad del ex- 
tenso informe de los tres peritos que firman la diligen- 
cia de fs. 177 a 201. Además aduce la prescripción. 

§ Que planteado así el pleito, la primera cues- 
tión a resolver consiste en determinar si los terrenos 
que se reivindican se bailan poseídos por la Nación, y, 
si así fuera, si la prescripción adquisitiva se halla jus- 
tificada. ., _ 1.4 

3* Que los tres peritos que suscriben el dictamen 
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de ES. 177, después dé hacer un detenido estudio de to- 
dos los antecedentes del título del actor y de los erro- 
res que contiene la pericia realizada con anterioridad 
por el agrimensor Benítez, llegan a la conclusión termi- 
nantemente asertiva de que "los terrenos materia del 
presente jniCip de reivindicación no se encuentran ocu- 
pados por ninguna dependencia del Fisco Nacional" 
(ver fs. 1!>4, 2* párrafo). Apreciada esta pericia, de 
acuerdo con las reglas de la sana crítica, se llega a la 
convicción de que el terreno que los actores reivindican 
se encuentra dentro del rectángulo Z.W.O.V. que se di- 
seña con tinta carmín en los planos Nos. 1 y (i, que co- 
rren a fs, 170 y 17"), y no en el M.P;Q.N. ai que se refie- 
re la Cámara a-¡QU0 9 fundándose en fallos de juicios 
anteriores, especialmente en el seguido por Le Bric de 
Baizán v|. Gobierno Nacional, confirmado por esta 
Corte. Pues siendo la ubicación del terreno, una cues- 
tión de hecho, os menester decidirla de acuerdo a la 
prueba realizada en cada juicio. Y, a ese efecto, la pro- 
ducida en el $nb-ÍUe es concluyente, en el sentido dé 
que los terrenos que se reivindican, a que se refieren 
los títulos del actor, si bien no han sido comprados ni 
expropiados, tampoco se hallan ocupados por la Na- 
ción. 

No es aceptable, pues, el razonamiento que se hace 
en la sentencia apelada para declarar procedente la rei- 
vindicación: '-Probado pues el dominio, y posesión del 
actor, así como (pie con respecto a los terrenos en litigio 
fueron excluidos de la venta y (pie no fueron expropia- 
dos, es claro que la Nación tiene de los mismos una 
ocupación indebida Puesto que, como lo demuestra 
cabalmente la pericia antes citada, tales tierras, que 
no se encuentran en el puerto La Plata, no se hallan 
ocupadas por la Nación. 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 



205 



Por estos fundamentos y los aducidos en la «en- 
tonela de V instancia de fs. 220, se revoca la de fs, 252, 
y se declara que las costas deberán pagarse en el orden 
causado y las comunes por mitad, por haber tenido la 
liarte actora razón probable para litigar. llágase sa- 
ber, repóngase el papel y devuélvanse. 

Roberto Bbpbttq — Antonio 
Sagarna — Luis Linares 
— B. A. Nazab Ajíchore- 
n\ — Juan B. Tkuáx. 



PENSION MILITAR — EXPEDICIONARIO AL DE- 
SIERTO. 

SUMARIO: Debiendo ser considerados como expedicio- 
narios al desierto, los jefes, oficiales y marinos de los 
buques de la armada que en servicio de guerra coope- 
raron a la campaña del Chaco o expediciones precur- 
soras, y comprobado que el peticionante se encontró 
en campaña a bordo de uno de esos barcos, corres- 
ponde acordar la pensión que establece la ley* 

JUICIO: Aparicio Francisco c. la Nación s. Cobro 
de pensión. 

Caso: Resulta del siguiente 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, noviembre 25 de 1936. 
Vistos: Los del juicio Francisco Aparicio c. la \ T a- 
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eión sobre cobro tic retiro, venido en apelación ordina- 
ria, y 

Considerando:. 

(¿uo la cuestión que debe* decidirse en este litigio 
es la de saber si Aparicio fué ó no expedicionario al 
desierto. 

< c >ue aunque las levos de pensión no lian definido 
puntualmente lo que debe entenderse por expedieionai- 
rios ni desierto, las leyes de premio Xos. L602 y lí'JüKi 
expresan claramente que deben ser tenidos como tales 
los jefes, oficiales y marineros de los buques de la ar- 
mada, que "en servicio de guerra cooperaron a la ex- 
presada campaña (del Chaco) o expediciones precurso- 
ras", (art. 4 ley N 9 2295). ttl ort 4 de la misma ha enu- 
merado las divisiones exploradoras que se incluyen en el 
beneficio que esa ley otorga y menciona entre ellas la 
del Coronel K. Boseb de 1881$ de la. que Aparicio for- 
mó parte. 

Qñe la objeción opuesta al derecho invocado por 
Aparicio consistí» en decir que no se encontró a bordo 
del vapor licsimnrdo durante la expedición al Chaco, 
pues que sejcíín informe dado por su ex-eomandante, 
Don (iabino Martínez en el cx|>ediente del timonel An- 
saldo, Aparicio firmaba las listas de revistas del barco, 
en Buenos Aires. Tal declaración no puede prevalecer 
ante las probanzas acumuladas en estos autos. VA mis- 
mo ex-comnndante Don (Sabino Martínez, a fs. 6, del 
expediente traído de la Caja de Jubilaciones declara 
que "Francisco Aparicio era comisario contador del 
buque de mi mando ("Resguardo") durante la expedi- 
ción al Chaco en el año 1881, a la cual cooperó dicho 
buque a las órdenes del Señor Gobernador del exprc- 
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sado territorio General Francisco B. Bosch". A fs. 21 
se halla el informe del Ministerio de Marina, según el 
cual en el libro de guardia del vapor "Resguardo" 
(agosto 20 y 24 de 1881) consta la presencia a bordo 
del comisario pagador Francisco Aparicio. A fs. 12 del 
expediente de jubilación, se encuentra el informe de la 
Contaduría de Marina según el cual, Aparicio "se en- 
contró en eampafia a bordo del vapor "Resguardo" 
desde marzo a octubre de 1881, en cuya época las listas 
del buque aparecen fechadas en Corrientes, For- 
mosa y Agatapé. . . " (Véase antecedentes fs. 35 de es- 
tos autos). 

Ku mérito de lo expuesto, se confirma la sentencia 
apelada, sin costas. Hágase saber y devuélvanse. 

1ÍOBEHTO RkPETTO. — ANTONIO 

Sagakna — • Luis Linabks 
— B. A. Nazar Axciio- 

RRXA. 



RECURSO EXTRAORDINARIO — INCONSTITU- 
CIONALIDAD — BANCO HIPOTECARIO NA- 
CIONAL — APARCERIA. 

SUMARIO: V Procede el recurso extraordinario contra 
la sentencia advena a lo» derechos que el actor funda 
en una ley nacional, y que rechaza la impugnación de 
inconstitucionalidad de una disposición de esa ley. 

2 9 La situación del aparcero, según la Ley Orgá- 
nica del Banco Hipotecario Nacional, es la de un sim- 
ple ocupante, sin derecho para invocar las disposicio- 
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nes que aquélla y el Código Civil establecen a favor 
de los arrendatarios. 

3" Solamente la situación del arrendatario con 
contrato aceptado por el Banco, y la del poseedor que 
invocando un derecho de dominio deduce una terce- 
ría, pueden detener la acción ejecutiva del Banco Hi- 
potecario Nacional. 

4" El procedimiento que establece la Ley Orgá- 
nica del Banco Hipotecario Nacional para desalojar a 
los ocupantes del bien ejecutado y entregado al com- 
prador libre de toda restricción, no es violatorio de las 
disposiciones de la Constitución Nacional. 

JUICIO: Jonson Rodolfo c. Banco Hipotecario 
Racional. 

Casw Resulta do las piezas siguientes; 

DICTAMEN DEL PROCURADOR GENERAL 
Suprema Corto: 

VA Banco Hipotecario Nacional sacó a remato la 
propiedad do uno do sus deudores; y a fin do dar po- 
sesión al comprador, desalojó administrativamente a un 
arrendatario qné existía en el predio, sin concederlo 
plazo prudencial para retirar sus cosechas ni las me- 
joras que también había efectuado. En tales condicio- 
nes el arrendatario, alegando haber sufrido perjuicios 
a consecuencia del desahucio intempestivo y de la en- 
trega de esas mejoras al comprador, acudió a la justi- 
cia para conseguir le fuesen indemnizados por el Ban- 
co. Kn el litigio se ha discutido la aplioabilidnd y tam- 
bién la eonstitueionalidad del art. 71 inc. 4 f de la loy 
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N* 10.G7G, por lo cual procede este recurso extraordi- 
nario ante V. K. 

Considero evidente que el Banco ajustó su conducta 
al texto de la ley X 9 lü.CTíi, y a los propósitos que tu- 
vieron en vista los legisladores al dictarla; y cualquier 
duda se disiparía recordando las razones hechas valer 
durante su discusión en la Cámara de Diputados (sep- 
tiembre 5 de 1919), pues allí se admitió la posibilidad 
de qué los arrendatarios fuesen desalojados inmediata- 
mente. Además, parece insostenible la tesis de que los 
«leudóles al Banco Hipotecario puedan, sin intervención 
alguna del acreedor, arrendar los bienes hipotecados 
por plazos largos y al precio que ellos fijen, siendo de 
derecho común que el deudor no está autorizado para 
efectuar actos susceptibles de desmerecer el valor del 
inmueble hipotecado (Cód. Civil art, 3157). 

La dificultad aparece recién cuando se pregunta 
si no es violatoria de los artículos 17 y 18 de la Cons- 
titución esa prerrogativa concedida al Banco Hipote- 
cario Nacional, de desalojar por su solo imperio, sin 
forma de juicio y sin otorgar plazo alguno, a los arren- 
datarios u ocupantes que encuentre en el predio. Evi- 
dentemente la ley ha podido exigir que se llenen ciertos 
requisitos para que el acreedor respete la duración de 
un contrato de arrendamiento de la cosa hipotecada 
hecho por el deudor; pero desconocer la duración de 
contratos carentes de dichos requisitos, no significa 
desconocer también el hecho material de que existan 
sobre el predio cosechas o mejoras pertenecientes a un 
tercero, y la consiguiente necesidad de adoptar medi- 
das para que el desalojo inmediato no cause perjuicios 
irreparables. Parece resultar de autos que ese tercero 
nada debía al Banco, nada había pactado con él, y a 
ningún derecho había renunciado; no obstante lo cual, 
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por un acto del Banco, ha sufrido desmedro en sus bie- 
nes, equivalente a la privación de una parte de su pro- 
piedad. Ningún juez intervino en el asunto y ni siquie- 
ra consta se oyese previamente al desalojado. El deu- 
dor al Banco pudo renunciar a sus derechos en Favor 
del acreedor; pero ¡estuvo también en su mano renun- 
ciar a los derechos de quienes en lo sucesivo sembraran 
cosechas o efectuaran mejoras en el predio I 

Cuando se discutió el punto en el Congreso Nacio- 
nal, varios legisladores formularon reparos acerca de la 
eonstitucionnlidad de la prerrogativa acordada al Banco 
(Diputados, sesión citada; Senadores, septiembre 20 
ile 1919); y es que ella significa implantar un tribunal 
administrativo de única instancia — el Directorio — 
(pie procede en forma sumaria, ejecuta por su propia 
autoridad órdenes de desalojó hechas obligatorias para 
terreros, entrega a los compradores mejoras que no son 
del deudor, y no reconoce tribunal alguno de justicia 
que pueda rever sus decisiones por vía de apelación, o 
supliera de juicio por la vía ordinaria. Este privilegio 
resulta realmente extraordinario dentro del sistema ju- 
rídico y político del país. El Banco Hipotecario Nacio- 
nal, simple dependencia económica (pie dista mucho de 
constituir un poder público, lia sido investido por el 
Congreso con facultades judiciales de las que no goza 
juez alguno en la República. 

No logro persuadirme de que necesidades vitales 
del Estado hagan imprescindible mantener esa situa- 
ción. El Banco Hipotecario no es más que una rama 
desprendida del Nacional (o do su actual sucesor, el de 
la Nación); y a éste último no ha parecido indispensa- 
ble concederle las prerrogativas de que goza aquél, ni 
aun cuando presta sobre premia agraria. El propio 
Hipotecario vivió, desdo su separación del Nacional en 
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1886, hastá 1919, sin gozar de olíais; y es un hecho de 
pública notoriedad que conceder plazos prudenciales 
para el desalojo a los arrendatarios dé bienes hipote- 
cados, cumulo éstos cambian de dueño, no constituye 
obstáculo serio para el desarrollo normal de los prés- 
tamos sobre hipoteca entre particulares. 

Cierto es que algunas leyes de procedimientos de 
los tribunales provinciales autorizan un tipo de juicio 
sumarísimo para las ejecuciones hipotecarias; pero 
aparte de que siempre interviene juez, queda todavía 
a salvo la vía ordinaria paral conseguir reparación de 
cualquier agravio. Ksa es también, más o menos, la 
fórmula utilizada por algunas reparticiones administra- 
tivas del Estado y, en partícula! r, de las oficinas recau- 
dadoras de impuestos: actúan como tribunal de pri- 
mera instancia, oyen al posible perjudicado antes de 
resolver, y su decisión es apelable ante algún tribunal 
de justicia o, en su defecto, admite el recurso de la vía 
ordinaria. Entretanto, en el caso del Banco Hipoteca- 
rio, ni se oye al desalojado ni se ié concede apelación. 
Si cuando acude la parte agraviada ante los tribunales, 
éstos declaran tratarse de facultades privativas del 
Banco, evidentemente lío queda raí medio legal alguno 
paira conseguir reparación. La garantía judicial que 
existe para todos los otros casos, Habrá desaparecido 
en éste. 

Tampoco advierto qué ventaja represente paral el 
comprador asumir la responsabilidad de transformarse 
en depositario de una cosecha, o de mejoras pertene- 
cientes a terceros. Puede tomar la posesión y ser reco- 
nocido como dueño sin necesidad de acudir a tal proce- 
dimiento; y en cuanto al régimen agrario de la Repú- 
blica, nada tiene que ganar con este sistema de desalojo 
intempestivo do aquellos agricultores que por trabajar 
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en tierras hipoteca* las a una institución oficial de fo- 
mento, resultan tener menos derechos que los restantes 
agricultores del país. Hasta donde es dable apreciarlo, 
no se trata aquí de un arrendamiento simulado, de una 
simple intrusión, o de cualquier otra maniobra dolosa 
puesta en juego para crear obstáculos al Banco acree- 
dor. Parece asimismo insostenible que, en todos los 
casos, el simple anuncio del remate equivalga a un otor- 
gamiento de plazo prudencial, ya que los plantíos sólo 
pueden cosecharse en determinadas épocas del año. 

Xo tengo noticia de que la necesidad de otorgar 
plazos para el desalojo, en casos como el sub-jtidice, 
haya sido contemplada especialmente por V. E. en su 
colección de tallos. El del tomo 182, pág. 255, se refería 
a un desahucio anterior a la ley X v 10.676: el juez 
Suspendió la orden dictada por el Banco y aun cuando 
tal decisión fué revocada, la Corte no llegó a pronun- 
ciarse Spbré la constitucionalidad. En el del t. 139, 
pág. 25Í), habiendo negado el gobierno de Entre RÍOS 
la fuerza publica al Banco para efectuar un desalojo, 
V. E. tuvo en cuenta que el desalojado iba a ser el 
mismo deudor y no un tercero. En el del t. 140, pág. 
112 se reconoció el derecho del Banco para accionar 
directamente contra el deudor o los ocupantes dM bien 
a nombre de éste, pero exceptuando el caso de existir 
contrato de locación. En el de marzo 24 de 1933 (Ro- 
dríguez de Nicolini v. Banco Hipotecario, Gaceta del 
Foro, mayo 13 de 1933>, se volvió a declarar que la 
facultanl conferida por el art. 73 de la ley N* 8172, se 
refiere sólo a las relaciones contractuales entre el Ban- 
co y sus deudores. 

La argumentación legal hecha a favor del privile- 
gio, consiste, únicamente, en que el arrendatario no 
puede invocar derechos propios, pues posee a nombre 
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del dueño del campo, o sea, del deudor; y como éste, 
al contratar, admitió las condiciones con que usualmen- 
te opera el Banco, es contra dicho deudor que debe el 
arrendatario interponer sus reclamos. Tal argumento 
me parece muy débil. El arrendatario posee el campó, 
y nada más que el campo, a nombre del deudor; pero 
a las cosechas o las mejoras fruto de sus esfuerzos, las 
posee a título ríe propietario exclusivo de ellas, cuando 
menos en parte si, como en este caso, se trata de una 
aparcería. La renuncia del dueño del campo no puede, 
entonces, comprender esta otra propiedad. El derecho 
de retención acordado en tales casos al simple tenedor 
de la cosa, llega hasta permitirle ejercitar acciones po- 
sesorias (art. 3944, Cód. Civil), derecho que se concede, 
asimismo, a los depositarios. Aun admitiendo que tam- 
bién las normas del derecho de retención hayan sido 
derogadas por la ley especial del Banco, siempre que- 
daría en evidencia que los titulares de ese derecho de- 
ben reputarse terceros respecto de los contratos que 
celebra el dueño del predio con su acreedor hipotecario. 

A mérito de lo expuesto, considero que V. E. debe 
declarar inconstitucional el art. 71, inc. 4* de la ley 
N 9 10.676, en cuanto se lo aplique, como en el caso 
sub-judice, al desalojo inmediato y por vía administra- 
tiva de arrendatarios. — Buenos Aires, abril 29 de 
1936. — Juan Alvar ez. 
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Buenos Aires, noviembre 16 de 1936. 

Y Vistos : El recurso extraordinario contra la sen- 
tencia de la Cámara Federal de la Capital de fs. 126, 
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que confirma en todas sus partes la de primera instan- 
cia de fs. 105, en los autos seguidos por don Rodolfo 
Jensen contra el Banco Hipotecario Nacional, y 

Considerando: 

1* Que en la sentencia recurrida se ha interpreta- 
do el sentido y alcance de los arts. 52 y 71 de la Carta 
Orgánica del Banco, pronunciándose en sentido adverso 
a los derechos invocados por el actor y que pretendió 
fundar en disposiciones de esa ley nacional, además de 
que impugnó de inconstitucionalidad el último artículo, 
por todo lo cual se ha producido un caso de los previs- 
tos por el art. 1-1 de la ley N' 48, que hace procedente 
el recurso. 

2 V Que la acción de daños y perjuicios, estimados 
en cuarenta mil pesos, el actor la funda en su demanda 
en que, siendo arrendatario de una parte del inmueble 
denominado 44 Don Samuel", de Nccochea, Provincia 
de Buenos Aires, gravado al Banco Hipotecario Nacio- 
nal y de propiedad de la señorita Angela Soler, fué 
violentamente desalojado de su lote, donde había hecho 
a su costa varias construcciones y tenía sembrados pa- 
ra cosechar, por ejecución directa del Banco contra su 
locadora sin que se le hubiera permitido terminar su 
contrato, que aún no había vencido, ni menos se le die- 
ra término para levantar su cosecha; habiendo pasado 
todo a poder del adquirente del campo señor Enrique 
Argentino Schlieper. Considera que no ha podido ser 
desalojado sin antes ser oído y vencido ante juez com- 
petente, pues cree que las facultades ejecutivas de que 
está investido el Banco, si se pueden ejercitar contra 
el deudor, no se puede contra los terceros arrendata- 
rios. Que habiendo sido despojado con violencia por el 
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Banco, éste es pasible de los daños y perjuicios que le 
ha causado. (Demanda de fs. 1 y 2). 

Que, por su parte, el Banco contestó a fs. 25 dicien- 
do que se había efectivamente procedido al desalojo 
por la necesidad de entregar el campo al comprador, 
en virtud de lo dispuesto por el art. 71 de la ley 
X' 10.67G, después de llenados todos los trámites que 
prescribe dicha ley y llegada la oportunidad que la mis- 
nía señala para proceder. Que el contrato de arrenda- 
miento no llena el requisito de la aceptación previa del 
Banco, para que debiera haber sido respetado, según 
lo dispone la cláusula 4» del art. 71 citado. Que ese con- 
trato no puede crear relaciones de derecho sino entre 
locador y locatario, siendo en el mejor de los casos, el 
primero responsable ante el último de la privación de 
sus derechos a consecuencia de la acción legítima de un 
tercero sobre la propiedad, conforme lo establece el 
art. 1515 del Código Civil. 

Que el art. 71 autoriza el desalojo de los ocupantes 
del bien ejecutado y vendido en subasta pública por el 
Banco, y se entionde por tales al deudor y a todos los 
que por él tienen el inmueble, entre los cuales debe com- 
prenderse al arrendatario. 

Que trabada la litis en estos términos, durante la 
nrueba y después fundando el recurso extraordinario 
el demandante aparece, no ya como arrendatario, sino 
como colono aparcero; pues no pagaba a la propieta- 
ria en dinero el uso y goce del campo, sino con una par- 
ticipación en los frutos o cereales que cosechaban, (fs. 
31 y 34 y escrito de fs. 127) según su propia manifes- 
tación. 

Que no obstante que la defensa del Banco no ha 
reparado en esta circunstancia y ha hecho sus alegatos 
dando como establecido que el contrato que se preten- 
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día hacer valer era siempre de arrendamiento, y asi- 
mismo ha sido considerado por la sentencia recurrida, 
es importante establecer la diferencia que hay entre 
uno y otro contrato a los efectos de la aplicación de 
las disposiciones de la Ley Orgánica y del derecho co- 
mún al caso planteado. 

No puede haber arrendamiento donde por el uso y 
goce de la cosa no se paga un precio en dinero (art. 
1493). Cuando el canon se paga con nn tanto por ciento 
sobre la producción del inmueble, el contrato es una 
sociedad y no un arrendamiento. (Nota del Codifica- 
dor al artículo citado). 

Siendo así, está demás hablar en este caso del con- 
trato de arrendamiento de Jensen para discutir si en- 
cuadra o no en el art. 52 de la Ley N* 8172, o en la ex- 
cepción del ino. 4° del art. 71 de la ley N* 10.670, 
desde que tal arrendamiento no existe y dichas dispo- 
siciones se refieren a esta clase de contratos exclusiva- 
mente. 

De tal suerte que, el actor, habiendo caracterizado 
en forma tan precisa la naturaleza de su contrato, tan- 
to en sus alegaciones como en el escrito en que funda 
el recurso, no puede pretender que él está autorizado 
por el art. 52 invocado, para oponerlo al Banco, porque 
dicha disposición presupone la existencia del contrato 
de locación, así jurídicamente llamado, que es el único 
que, en ciertos casos y condiciones, puede crear dere- . 
rhos sobre la cosa a favor de terceros que hubiesen 
contratado con el deudor y que el acreedor hipotecario 
debe respetar. 

No podría, tampoco, invocar los derechos que el 
título VI, libro II, sección III del Código Civil, crea 
en general a favor de los arrendatarios respecto del 
dueño de la propiedad y de terceros adquirentes de la 
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misma, como aquel tan importante que los autoriza a 
mantener su situación de tales durante diez años a con- 
tar desde la fecha de la celebración del contrato, (arts. 
1498 y 1505) lo que llegó a hacer pensar a algunos ci- 
vilistas que este acto crea un verdadero derecho real. 

El contrato de que se trata, no siendo un arrenda- 
miento, es uno de los muchos que puede celebrar el deu- 
dor con terceros respecto al manejo y explotación del 
bien hipotecado y que, como todo contrato, en general, 
crea obligaciones personales entre él y los terceros, sin 
ninguna limitación ni afectación del derecho real ya 
constituido por el gravamen hipotecario. 

La situación establecida al actor, en virtud del con- 
trato de aparcería que él invoca, es la de uno de tantos 
ocupantes del bien hipotecado, que tienen la cosa en 
nombre del deudor y que pueden ser desalojados por 
el Banco Hipotecario Nacional en la oportunidad se- 
ñalada por el art. 71 inc. 4?, según la jurisprudencia 
constante de este Tribunal. (Fallos: t. 140, pág. 112; 
t. 139, pág. 259; t. 135, pág. 411 y t. 105, pág. 22). 

3* Que un aparcero para la ley 'del Banco es 
simple ocupante, no puede haber duda. Lo es quien 
como él no tiene ni ejerce un derecho propio sobre 
la cosa y sólo la tiene por un acto de voluntad ema- 
nado del deudor. Así lo ha entendido siempre la ju- 
risprudencia y así resulta de la deliberación parla- 
mentaria que ha precedido la reforma y ampliación de 
la Ley Orgánica del Banco en 1919, cuando se propuso 
la incorporación de la cláusula del inc. 4' al texto del 
art. 71 de la ley X' 10.67K. (Diario de Sesiones, Cá- 
mara de Diputados, tomo IV del año 1919). 

La reforma ha querido armar al Banco de mayo- 
res y más eficaces medios para la defensa de sus in- 
tereses, ampliando las facultades ejecutivas de que 
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estaba ya investido, para que pudiera sin mayores 
obstáculos o dilaciones, hacer desalojar el bien rema- 
tado y entregarlo al adqui rente libre de toda ocupa- 
ción extraña como corresponde y es de su deber, y 
únicamente lia reparado en la situación del arrenda- 
tario con contrato aceptado por el Banco o del posee- 
dor del inmueble que, invocando tener el dominio, de- 
duce una tercería (arts. 71 y 73 de la ley). Son las 
únicas excepciones que detienen la acción ejecutiva del 
Banco y que dan margen a la intervención de los jueces, 
precisamente porque frente a él aparece o se yergue 
un derecho sobre la cosa que debe ser examinado y 
juzgado por una autoridad independiente. Mientras 
que los otros ocupantes, como el aparcero, no pueden 
tener sino un derecho personal emanado de su contrato 
contra el deudor para hacerse indemnizar de los per- 
juicios que la privación del uso y goce de la propiedad 
les hubiera ocasionado; derecho que es extraño a la 
situación del acreedor hipotecario y del tercero ad- 
quirente del inmueble. 

4 9 Que la ley civil ha creado a favor del acree- 
dor hipotecario derechos tan extensos como firmes so- 
bre la cosa que sirve de garantía, como si la cosa misma 
quedara bajo la posesión de aquel, para darle una se- 
guridad plena de que siempre ha de responder con su 
valor al pago de la deuda, cualquiera fuera la actitud 
del deudor posterior de la constitución del derecho real. 
El art. .'Í110 declara que la hipoteca se extiende "a to- 
dos los accesorios del inmueble, mientras estén unidos 
al principal, a todas las mejoras sobrevivientes, sean 
naturales, accidentales o artificiales, aunque provengan 
del hecho de un tercero, a las construcciones hechas en 
un terreno vacío' 1 , etc., etc., y el 3112 agrega: "la hi- 
poteca es indivisible; cada una de las cosas hipotecadas 
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a una deuda y cada parte de ellas están obligadas al 
pago de toda la deuda y de cada parte de ella". De ala 
se desprende que si en la cosa hipotecada hay cons- 
trucciones v mejoras hechas por un tercero, ellas en- 
tran en la garantía hipotecaria, incorporadas al valor 
de la cosa, sin perjuicio de que el tercero pueda recla- 
mar contra quien contrató la realización de las mismas. 

Que quien a cualquier título emanado de la volun- 
tad del deudor tenga la propiedad y haga en ella cons- 
trucciones v mejoras, no siendo en el carácter de arren- 
datario en' las condiciones de las previstas en el art. 
3180 del código citado, debe saber de antemano que esos 
aportes corren el peligro de ser embargados y ejecuta- 
dos por el acreedor hipotecario. 

Que si en el campo del derecho privado el acreedor 
hipotecario puede embargar y ejecutar ante los .meces 
los bienes de la garantía con todos sus accesorios y 
edificaciones a despecho de quienes los hubiesen intro- 
ducido o realizado, y si llegado el momento puede 
pedir la entrega de los bienes a los adquirentes libres 
de toda ocupación extraña, sin ninguna responsabilidad 
de su parte, no se ve como no pueda hacer lo mismo por 
sus medios el Banco Hipotecario Nacional, investido de 
facultades ejecutivas propias y rodeado de especiales 
privilegios que se fundan en una necesidad de orden 
público, v es la de dar a esta institución, por los bene- 
ficios sociales que reporta y por los grandes y delica- 
dos intereses que maneja, las mayores garant.as ele 
segurubub k ^ io da fll Bflnco la facuUad de 

desalojar a los ocupantes del bien ejecutado y entre- 
garlo al comprador libre de toda restricción no ha de 
sor para hacerlo incurrir en responsabilidades ante 
terceros, como si se tratara de un acto ilícito. El art. 
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1071 dice: "el ejercicio de un derecho propio, o el cum- 
plimiento de una obligación legal no puede constituir 
como ilícito ningún acto". Habiendo procedido, en este 
caso, el Banco de acuerdo con la facultad que le acuerda 
la ley, ninguna responsabilidad le incumbe. 

5 9 Pero se ha impugnado ese procedí miento co- 
mo inconstitucional diciendo que el Banco se hace jus- 
ticia a sí mismo en mengua de las garantías acordadas 
por los arts. 17 y 18 de la Constitución Nacional. 

Ksta Corte Suprema se ha pronunciado en casos 
análogos, y siempre lo ha hecho en favor de la cousti- 
tucionnlidad. En el tomo 139, pág. 259, ha hecho una 
exposición de motivos que debe darse por reproducida 
aquí y en que se refuta todas las impugnaciones for- 
muladas contra las facultades ejecutivas del Banco al 
mismo tiempo que se explica cómo y por qué la Nación 
ha podido dar esta legislación de excepción sin afectar 
las soberanías locales ni las garantías constitucionales. 

Por las consideraciones precedentes y oído el señor 
Procurador ficnernl, se confirma la sentencia apelada 
en cuanto ha podido ser materia del recurso. Notifí- 
quese, repóngase el papel y devuélvanse. 

Roberto Kepetto — Antoxio 
Sagarxa — Luis Linares 
— B. A. Nazab Axcho- 
rena — Juax B. Terán. 

ACLARATORIA 

Buenos Aires, noviembre 27 de 1936. 

Vista la presentación hecha por la parte deman- 
dante deduciendo los recursos de aclaración o rectifi- 
cación y de revisión de la sentencia de fs. 139, y 
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Considerando : 

Que el error que se atribuye al Tribunal en la ca- 
lificación del contrato que el actor invocó como existen- 
te y en el cual fundó su acción de daños y perjuicios, 
no resulta del examen de los autos. En efecto, según 
manifestaciones reiteradas del mismo, el contrato se 
habría celebrado en 1929. (Véase a fs. 66 y siguientes. 
En la demanda no se expresó la fecha). Recaía sobre 
un lote campo de 350 hectáreas (interrogatorio de 
fs. 52, pregunta 2», firmado por la parte actora) que 
dice él cultivaba, pagando como canon un tanto por 
ciento de la cosecha. Quiere decir, que a este contrato 
no le era aplicable la ley N" 11.170 que él invoca (recién 
en este momento) porque esta ley, modificatoria del 
Código Civil, sólo reglamentaba los arrendamientos ru- 
rales de menos de 300 hectáreas (art. I 9 de la misma). 

Que es elemental que la ley que rige un contrato 
es la vigente en la época de su celebración, porque "las 
leyes disponen para lo futuro; no tienen efecto retro- 
activo, ni pueden alterar los derechos ya adquiridos" 
(art. 3 9 del Código Civil). 

Que, en consecuencia, la ley que correspondía apli- 
carse al contrato invocado por el demandante era el 
Código Civil, dada la fecha que él mismo le atribuye. 
Que según el Código, el contrato no era do arrenda- 
miento, sino de aparcería o sociedad, como se ha dicho 
y demostrado en la sentencia recurrida. 

Que la ley N 9 11.627, de octubre 8 de 1932, (tam- 
bién recién citada por el demandante) ampliatoria de 
la primera, no existía cuando se hizo el contrato, ni 
cuando se realizó el desalojo de «Tensen, i Cómo pueden 
su 8 disposiciones regir las consecuencias jurídicas de 
este último acto? Su aplicación habría importado darle 
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el efecto retroactivo a que se refiero el precepto del 
art. 3'. 

He ahí cómo es posible que dos leyes de la Nación, 
dictadas para imi>crar en todo su territorio, nada ha- 
yan tenido que hacer en el caso resuelto. 

Que, desde otro punto de vista, el hecho de calificar 
un contrato de acuerdo a la técnica y a la ley que le 
corresponde, apartándose de la calificación que las par- 
tes hicieron, no importa alterar los términos de la litis 
catites tatio, desde que con ello no so modifican los 
hechos que sirven de fundamento al derecho, sino que 
se da solamente al acto jurídico que se juzga el signi- 
ficado que debe tener. 

Que el Tribunal, pronunciándose en recurso extra- 
ordinario, no podía prescindir de la caracterización que 
el propio recurrente hizo de su contrato al fundar el 
recurso, siendo a ese respecto demasiado claro y explí- 
cito en su escrito de fs. 127, siendo en ese concepto que 
ol recurso fué concedido. 

Que, en cuanto se refiere al recurso de revisión 
interpuesto, la invocación del art. 241 inc. 2 9 de la 
ley N* 50, no es procedente para fundarlo, sencilla- 
mente porque en la demanda de fs. 1 no hay capítulo, 
ni mención alguna de la inconstitucionalidad del art. 
71 de la Ley Orgánica del Banco Hipotecario Nacional. 
Esta cuestión no ha sido planteada por el actor al tra- 
barse la litis contestación, y sólo la promovió en el ale- 
gato de bien probado. 

Que. no obstante, esta Corte Suprema la consideró 
y juzgó en la última parte de la sentencia, dando por 
reproducidas las consideraciones que in extenso hizo en 
el fallo del tomo 139, pág. 250, sobre la cuestión de in- 
constitucionalidad promovida por la parte y tratada 
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por el señor Procurador General, pronunciándose en 
sentido negativo. 

En su mérito, no ha lugar a los recursos interpues- 
tos y estése a lo resuelto. Hágase saber y repóngose el 
papel. 

Roberto Repetto. — Antonio 
Saoakxa. — Luis Linares. 
— B. A. Nazar Anciiore- 
na. 



POLICIA SANITARIA — GARRAPATA — MULTA. 

SUMARIO: De acuerdo con lo* arto. 4 y 29 de la ley 
N" 3959, y 52, 53 y concordantes del reglamento de 
Policía Sanitaria de los anímales, incurre en la sanción 
penal que aquéllos establecen, quien trasladó animales 
con garrapata desde un campo situado en zona infec- 
tada a otro de zona intermedia, sin ajustarse a lo pres- 
cripto por dicha reglamentación. 

JUICIO: Cavallicri Podro, infracción ley n 9 3959. 
Cá$ó: Resulta do las piezas siguientes: 

DICTAMEN DEL PROCURADOR GENERAL 
Suprema Corte: 

El art. 29 de la ley :!959, sobre policía sanitaria de 
los animales, reprimo con inulta las infracciones a lo 
dispuesto en sus artículos 4 y 5, o a la reglamentación 
del P. E. en cuanto a ellos se refiera; y el art. 30 impo- 
ne, asimismo, multas a los propietarios o encargados 
de haciendas que, desobedeciendo órdenes de las auto- 
ridades, permitan comunicarse animales enfermos con 
sanos. Los dos artículos antes citados (4 y 5), hacen 
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obligatoria la denuncia de enfermedad, así como el 
aislamiento de las reses infectadas. Reglamentando ta- 
les disposiciones, el P. E., después de dividir el país en 
zonas, lia establecido ciertas normas obligatorias para 
el tránsito de una zona a otra. 

Kcsulta de autos que el señor Pedro Cavallieri tras- 
ladó animales con garrapata desde un campo situado en 
zona infectada, a otro de zona intermedia, sin ajustarse 
a lo prescripto en dicha reglamentación; y ademáis, 
desatendió reiteradamente las órdenes que se le im- 
partieron al respecto, por las autoridades sanitarias. 
Fundado en esos hechos, el señor Juez Federal de Cór- 
doba impuso a Cavallieri una multa de ciento cincuenta 
pesos; pero la Cámara de aquel circuito ha dejado sin 
efecto tal correctivo, sosteniendo que los hechos aludi- 
dos, si bien contrarían la reglamentación del Poder 
Ejecutivo, no tienen señalada sanción expresa en la 
ley. 

Entiendo que V. E. no debe aceptar el criterio de 
la Cámara Federal de Córdoba. En efecto, ni el senti- 
do de la ley ni su texto literal autorizan, a mi juicio, 
la exoneración de pona al infractor. 

Corresponde, pues, revocar el fallo apelado, y así 
lo solicito a fin de que se mantenga en todas sus partes 
la sentencia del señor Juez obrante a fs. 24. Con costas. 
Buenos Aires, septiembre 2 de 1936. — Juan Alvares. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, noviembre 27 de 1936. 

Y Vistos: Los del recurso extraordinario contra 
la sentencia de la Cámara Federal de Apelación de 
Córdoba que absuelve a Pedro Cavallieri en la causa 
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que por infracción a la ley N* 3959 y Decreto Regla- 
mentario de la misma se siguió ante el Juzgado de Sec- 
ción de Córdoba; y 

Considerando : 

1' Que, como queda expresado en el exordio, la 
sentencia apelada es contraria al derecho que la Di- 
visión de Ganadería del Ministerio de Agricultura de 
la Nación y el Ministerio Fiscal invocaron para que se 
penara a Cavallieri como infractor de la ley N 9 3959, en 
los términos que expresa el art. 29 de la misma y art. 52 
de su Decreto Reglamentario; por lo que, de acuerdo 
con el inc. 3* del art. 14 de la ley N* 48 y art. 6 9 de la 
ley N* 4055, el recurso extraordinario es procedente y 
así se declara. 

2 g Que la aludida ley se propuso defender la ga- 
nadería argentina — fuente básica de la economía na- 
cional — de las enfermedades contagiosas que la des- 
truyen o desmedran y dejó al Poder Ejecutivo la fa- 
cultad — al reglamentarla — de hacer "la nomencla- 
tura de las enfermedades a que se refiere el art. 1* y 
sobre las cuales lia de recaer su acción; pudiendo va- 
riarla cuando lo estime conveniente" (art. 3°); lo que 
es bien explicable pues la variedad, gravedad y exten- 
sión de las enfermedades animales, como las que afec- 
tan a los humanos, escapan a la predeterminación le- 
gislativa y debe confiarse en los organismos técnicos 
encargados de su previsión, profBitxis y extirpación. 
De conformidad con dicho artículo, el Reglamento Ge- 
neral de Policía Sanitaria de los Animales ha estable- 
cido cuales son las enfermedades contagiosas que exis- 
ten o se conocen hasta el presente y que son: la fiebre 
carbundosa, el carbunclo sintomático, la tuberculosis, 
la sarna, la tristeza, la peste porcina y la rabia (art. 
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6 9 ); dé manera que toda infracción a las medidas que 
la ley y el reglamento establecen para evitar la propa- 
gación de esas enfermedades, está virtualmente previs- 
ta y efectivamente penada conforme al art. 29 de la 
primera, concordante con el art. 9 9 de la misma. 

3* Que en cuanto a la tristeza se refiere, el art. 49 
del Reglamento preceptúa que a fin de evitar su pro- 
pagaeión a la región actualmente indemne y de obtener 
su extinción en la zona donde sólo existe por razones 
de introducción de ganado atacado de garrapata pro- 
cedente del Norte divídese el territorio de la República 
en tres zonas a saber: zona infectada, zona intermedia 
y zona indemne; y según el art. 51 los establecimientos 
de las zonas intermedia e infectada se clasifican en: 
"limpios", " senil limpios" e "infectados" según que 
tengan o no fjarrapata y bañen o no sus haciendas en 
las condiciones profilácticas necesarias. Es decir la de- 
fensa sanitaria en cuanto a la tristeza se refiere se ha 
organizado sobre la base de la lucha contra la garra- 
pata, y confirman esta conclusuóijJta&Jirts. 52, 53, 54, 55 
56 y 57 de dicho Reglamento, porque la garrapata co- 
mún del ganado vacuno — Jtoophilus microplus — es 
el único medio trasmisor del agente causal de la tris- 
teza el cual es un heraoparásito que vive en estado la- 
tente en la garrapata y cuyos dos géneros — el ano- 
plasma man/inales y el piroplasma bigeminus — se 
fijan, luego de ser inoculados por la garrapata en el 
glóbulo rojo del animal. Xo existe tristeza sin fjarrapata 
y no puede haber defensa contra la enfermedad (art. 
1' de la ley N 9 3959) si no se ataca la causa que, en sín- 
tesis, es exclusivamente la existencia de la garrapata ya 
que los hemoparúsitos necesitan ese intermedio vector. 

4 ff Que si la presencia de la fiarrapata en el ani- 
mal implica presunción de tristeza — menos que prc- 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 



287 



sunción exige la ley, pues sólo menciona animales sos- 
pechosos de tenerla (art. 4") — es natural que en ese 
elemento vector encuentren la ciencia, el legislador y 
la administración el signo que determine la lucha sa- 
nitaria y ha de agregarse que, aun suponiendo que el 
vacuno portador de garrapata estuviera — por cual- 
quier causa — inmunizado contra el parásito de la 
tristeza, lo cual no se presume, ni en los auto» se alegó 
ni menos se probó para el caso en examen, siempre que- 
da el peligro de infección para los otros animales por- 
que la garrapata puede caer a tierra y prenderse des- 
pués a otro animal, como es público y notorio, por cuya 
causa se reglamenta y controla el transito de animales 
entre zonas limpias, intermedias e infectadas (art. 52 
y siguientes del Reglamento). En el fallo de primera 
instancia — que el de la Cámara no rectifica en ese 
punto — se declara que los animales transportados por 
Cavallieri sin aviso y sin baño, venían de zona infec- 
tada a zona intermedia y que tenían garrapata; cues- 
tiones que la Corte no puede revisar en función del re- 
curso extraordinario y que son suficientes para fundar 
la sanción penal recurrida de acuerdo con los arts. 4 
y 29 de la ley X o 395!> y 52, 83 y concordantes del Re- 
glamento de Policía Sanitaria de los Animales. 

En su mérito y de conformidad con lo dictaminado 
por el señor Procurador General, se revoca la resolu- 
ción apelada y se declara firme la del señor Juez Fe- 
deral de Córdoba. Hágase saber y devuélvanse. 

Roberto Repetto — Antonio 
Saoarna — Luis Linabes 
— B. A. Nazab Ancho- 
bena. 
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APORTES DE LA LEY N v 10 650 — INTERESES — 
MORA. 

SUMARIO: Los intereses correspondientes a los aportes 
debidos a la Caja Nacional de Jubilaciones y Pernio- 
nes de Empleados y Obreros Ferroviarios, corren des- 
de la oportunidad en que esos aportes debieron efec- 
tuarse, sin necesidad de intimación previa, pues se tra- 
ta de un caso de mora legal. 

JUICIO: Srhage H. L. c/. Caja Nacional de Jubilacio- 
nes y Pensiones de Empleados Ferroviarios. 

Caso: Hesulta de las piezas siguientes: 

DICTAMEN DEL PROCURADOR GENERAL 
Suprema Corte: 

El señor 11. L. Scbuge trabajó como ingeniero en 
la construcción del túnel que posee en esta ciudad el 
Ferrocarril Terminal Central de Buenos Aires, obra 
que estaba por entonces a cargo de contratistas; y ter- 
minada que fué ella, continuó vigilando, durante algún 
tiempo, su funcionamiento con sueldo pagado por el 
Ferrocarril. Este, sin embargo, no hizo los aportes a la 
Caja de Jubilaciones Ferroviarias, por entender que se 
trataba de un empleado no permanente y comprendido, 
por lo tanto, en la exención del art. 4 del decreto regla- 
mentario de la ley N v 10.650. 

Después de alguna discusión con la Caja a tal res- 
pecto, esta última decidió exigir, no sólo los aportes 
aludidos sino también intereses, que deberían liquidar- 
se a partir del décimo día posterior al vencimiento de 
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<;ada mes en que se pagaron sueldos al señor Schagej 
y el Ferrocarril, invocando la disposición del art. 55 
de la ley expresada, sostuvo que sólo debería abonarlos 
a partir del momento en que se le intimó, al efecto, por 
el Directorio (fs. 13 vta.). Planteada así la cuestión 
procede, a mi juicio, el recurso extraordinario. 

En cuanto al fondo del asunto, considero que las 
disposiciones del Código Civil son de escasa aplicación 
al caso, ya que el art. 55 de la ley 10.650 se caracteriza 
por establecer un sistema opuesto al que diebo Código 
establece en su art. 689 (655). En efecto, tratándose de 
la obligación de aportar fondos a la Caja, está permi- 
tido acumular los intereses a la multa o cláusula pe- 
nal. Por ello, parece razonable que, a los efectos de la 
ley X* 10.650, intereses y multa se conceptúen regidos 
por una misma norma, y si ella ex.ge intimación pre- 
via liara que la multa sea exigible, se entienda que 
también es necesaria intimación para que empiecen a 
correr los intereses. 

Por otra parte, y ya como consideración accesoria, 
cabe tener en cuenta, todavía, que en este caso hubo 
motivos para que el Ferrocarril conceptuara dudosa la 
obligación que se le atribuía de efectuar aportes. 

Considero, pues, que el actor está en lo cierto, y 
que sólo debe intereses desde la intimación de fs. 12 
en adelante. En talos términos debe modificarse, a mi 
juicio, la sentencia de la Cámara Federal, obrante a 
fs. 34. — Buenos Aires, noviembre 18 de 1936. — Juan 
Alvares. 
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Buenos Aires, noviembre 27 de 1936. 

Y Vistos: Que el art. 10 de la ley N« 10.650 estable- 
ce la oportunidad en que las empresas ferroviarias de- 
ben efectuar los aportes correspondientes a su personal. 

Que de acuerdo con lo que dispone el art. 9 inc. 9» 
de la misma, el fondo de la Caja ha de formarse entre 
otros con los intereses de las cantidades acumuladas. 

Quo como se observa, la organización financiera de 
la Institución, descansa también en la acumulación de 
esos intereses, con los cuales ha de atender conjunta- 
mente con otros recursos, los beneficios de la ley. 

Que en consecuencia, es sólo la sanción penal de 
una multa diaria de mil pesos m/n, la que se halla su- 
bordinada — en los términos del art. 55 — a la previa 
intimación del Presidente do la Caja, y no los intereses 
de los aportes debidos, pues aquéllos se devengarán 
desde la oportunidad de la mora legal que señala el 
art. 10 de la ley. 

Por ello y oído el señor Procurador General, se 
confirma la sentencia de fs. 34 en cuanto ha podido ser 
materia de recurso. Notifíquese y devuélvanse los pre- 
sentes 44 H. L. Sehnge en autos con Caja Ferroviaria". 

Roberto Repetto — Antonio 

SaGABNA — LUIS LlNABES 

— B. A. Nazar Ancbo- 

RENA. 
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NOTAS 

t 

IMPUESTO AL CONSUMO — BEBIDAS ALCOHO- 
LICAS — INCONSTITUCIONALIDAD DE LEY 

PROVINCIAL. 

Don Félix C. Arngone demandó a la Provincia do 
Buenos Aires, por devolución de $ 70.930.65 m/n, su- 
ma que aquélla le había cobrado por concepto de la ley 
N* 3907, y que él pagó bajo protesta. De conformidad 
con lo resuelto en juicios anteriores, y con lo dictamina- 
do por el señor Procurador General, la Corte Suprema 
por sentencia de noviembre 4 de 1936, declaró que el 
impuesto cobrado al actor es contrario a los arts. 9, 10 
11, 108 y 67 inc. 2» de la Constitución Nacional y conde- 
nó a la provincia a devolver al actor dentro de veinte 
días, la cantidad reclamada, con intereses y costas. 



En el juicio seguido por Cabanas Hnos., García y 
Cía., Pérez Cuerda e Hijos y José Ferrero contra la 
Provincia de Buenos Aires, por devolución de $ 49.192.89 
m/n cobrados indebidamente por concepto de la ley 
N* 3907 y pagados bajo protesta, la Corte Suprema, 
por sentencia de fecha noviembre 25 de 1936, y de 
acuerdo con lo resuelto en los juicios seguidos contra 
la misma provincia por la sucesión de don Luis Tiras- 
so y por don Antonio Robotti y en otros ulteriores, re- 
solvió declarar que el impuesto cobrado al actor es in- 
constitucional y condenar a la provincia a devolver la 
suma reclamada, con intereses y costas. 
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RECURSO EXTRAORDINARIO — BANCO DE LA 
PROVINCIA — DESALOJO DE OCUPANTES 
— INCONSTITUCIONALIDAD. 

SUMARIO: Procede el recurso *** gian **f* ,% ft f ' M * contra 1a 
sentencia definitiva que reconoce U validez de una ley 
provinc ia l impugnada como violatoria de la Constitu- 
ción Nacional. 



La disposición de la Carta Orgánica del Banco de 
la Provincia de Buenos Aires que autoriza el procedí* 
miento sumario y directo del m is m o contra sus deudo- 
res morosos y ocupantes de loa bienes hipotecados, no 
es violatoria de los principios y garan¿» constkudo- 
nilea. 

JUICIO: Banco de la Provincia de Buenos Aires c. 
Juan Majmeres. 

Caso: Resulta de las piezas siguientes: 

SENTENCIA DE LA CORTE SUPREMA DE LA PROVINCIA 

DE BÜEN'OS AIRES ¡ 



En la ciudad de La Plata, a diecisiete de julio de 
mil novecientos treinta y seis, reunida la Suprema Cor- 
te de Justicia en acuerdo ordinario para pronunciar 
sentencia definitiva en la causa B. N» 23.221, caratula- 
da: "Banco de la Provincia contra Magneres Don Juan. 
Adjudicación"; se procedió a practicar la insaculación 
de ley, resultando que en la votación debía observarse 
por los señores jueces el orden siguiente : Doctores Ca- 
saux Alsinn, Ocampo, Argañarás, Aran; no intervi- 
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niendo el señor Juez Dr. Díaz Cisneros por hallarse 
con licencia. 



El Juzgado X 9 3 en lo Civil y Comercial del Depar- 
tamento de la Capital dictó resolución en estos autos 
declarando que el recurrente — Don Claudio Simón — 
no revestía el carácter de parte, por lo que no hacía lu- 
gar a lo que solicitaba, todo sin perjuicio de que el pe- 
ticionante dedujera ante quien correspondiera las ac- 
ciones que viere convenirle. 

La Cámara Segunda de Apelación de la Capital, 
revocó esa decisión en virtud de que el peticionante po- 
dría revestir ei carácter de tercero. 

Se dedujo recurso de inaplicabilidad de ley. 

Llamados autos y hallándose la causa en estado de 
dictar sentencia, la Suprema Corte resolvió plantear 
y votar la siguiente cuestión: ¡Es fundado el recurso 
de inaplicabilidad de ley* 

A la cuestión planteada, el señor Juez Dr. Casaux 
Alsina dijo: 

Don Claudio Simón en su carácter de arrendata- 
rio del establecimiento "Las Malvinas" cuya adjudica- 
ción y posesión han motivado estas actuaciones, se pre- 
senta a fs. 56, solicitando la nulidad de lo actuado en 
ellas, en cuanto lo manda desalojar con la fuerza pií- 
blica lo que lo priva, sin juicio previo, del uso y goce 
del inmueble a que tiene derecho como arrendatario, 
mientras no se declare con su intervención que tal ca- 
rácter no existe. 

Que la circunstancia de ser locatario y mero tene- 
dor — fs. 49 — no autoriza a los jueces a despojarlo 
del uso y goce del inmutable sin su audiencia — lo que 
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tampoco autoriza la doctrina del art. 55 de la ley con- 
tato — por lo que, y demás motivos expuestos en dicho 
•ito pide se declare la nulidad alegada, establecién- 
que no puede ser privado del uso y goce de la cosa, 
como arrendatario, sin antes haber sido oído y juzgado 
en forma. 

A fs. 59, el juzgado de primera instancia, decide 
que el recurrente no reviste el carácter de parte, sin 
perjuicio de que deduzca ante quien corresponda las 
acciones que viere convenirle, resolución que es revoca- 
da a fs. 81 en atención a que el peticionante pudiera 
revestir el carácter de tercero y do la que se recurre, y 
[Ue esta Suprema Corte hiciera lugar al recurso, en 
atención a que se trataba de la interpretación de la ley 
intrato del 1G de septiembre de 1910. 

El recurrente sostiene a fs. 102, que tratándose de 
un juicio de adjudicación regido por un procedimiento 
especial — ley contrato del Ifi de septiembre de 1910 — 
no hay, ni puede haber, sino dos partes: el Banco y 
el deudor; razón por la cual se ha aplicado errónea- 
itc el art. 2462, inc. 1% Código Civil, cuando lo que 
correspondía era aplicar los arts. 54, 55 y 56 de la 
carta orgánica y su doctrina que es la siguiente: el 
Banco da la posesión, no obstante la oposición de due- 
ños u ocupantes, la que los jueces harán efectiva a la 
«ola presentación de aquél, sin más recaudos; en aten- 
ción a ello y demás fundamentos expuestos en dicho 
escrito, pide se revoque la resolución recurrida. 

A mi juicio el recurso es fundado. Ya lo ha deci- 
dido esta Suprema Corte en la causa N* 22.983 — y en 
la que si bien no he intervenido en razón de la excusa- 
ción por mí formulada, concuerdo con la interpretación 
y doctrina sentada en dicho fallo — que al disponer el 
art. 55 de la ley del 16 de septiembre de 1910, que el 
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Banco de la Provincia podrá tomar posesión del in- - 
mueble afectado a la hipoteca, cuando, esté facultado 
para hacerlo y en caso de hallarse ocupado por terceros, 
al recurrir a la autoridad judicial, ésta ha ni efectiva la 
posesión que pida el Banco a la sola presentación de 
su pedido, se ha entendido señalar un procedimiento 
de jurisdicción voluntaria, que no admite la intromi- 
sión de oponente alguno que vendría a perturbar y ha- 
cer frustra non la medida. 

Además, la resolución recaída en ese procedimien- 
to de jurisdicción voluntaria, no impediría la acción 
ulterior que podría ejercitar el tercero afectado por la 
medida para oponer al Banco el contrato que tuviere, 
a fin de demandar su cumplimiento y la indemnización 
correspondiente en su caso. 

A tales fines, la presentación del Banco no puede 
verse trabada por articulación alguna, sobre nulidad 
de procedimientos so pretexto de no haberse dado au- 
diencia al tercero oponente, desde que la ley citada 
acuerda al Banco el tomar la posesión del inmueble, y 
la facultad judicial de hacer efectiva dicha posesión. 

Por ello y demás consideraciones expuestas en la 
causa mencionada, conceptúo que la resolución recurri- 
da, al dar audiencia, al tercero y considerar la cuestión 
de nulidad que pretende promover viola la ley del 16 
de septiembre de 1910 en los preceptos citados, razón 
por la cual corresponde revocarla declarando impro- 
cedente la a iculación que se promueve a fs. 56. Así 
lo voto. 

A la cuestión planteada, el Sr. Juez Dr. Ocampo, 
dijo: 

Por razones análogas a las que expuse en la causa 
N v 22.983, y a mérito de los fundamentos concordantes 
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aducidos por el Sr. Juez preopinante, voto en igual 
sentido. 

El Sr. Juez Dr. Argañarás reprodujo lo expuesto 
precedentemente por el Sr. Juez Dr. Ocampo y votó 
en igual sentido. 

A la cuestión planteada, el Sr. Juez Dr. Arau, dijo: 
El Banca de la Provincia invoca en el sub-judice 
para hacer valer sus derechos de acreedor hipotecario 
una legislación especial cuyas nonnas se hacen aplica- 
bles mediante un procedimiento de jurisdicción volun- 
taria. 

Entiendo en consecuencia que, mientras no se in- 
voque de parte de tercero una situación legal que pueda 
oponerse a la que los arts. 50, 54, 55 y 59 de la ley 
contrato de 16 de septiembre de 1910, establecen a fa- 
vor del Banco, no cabe su intervención como parte, en 
las actuaciones por dicha institución iniciadas. 

Y éste es el caso en examen, creo pues que es fun- 
dado el recurso. 

Con lo que terminó el acto, firmando los señores 
Jueces de la Suprema Corte de Justicia. Casaux Ahi- 
na. Ocampo. Argañarás. Arau. Ante mí. Víctor J/. 
Fernández. 



SENTENCIA 

La Plata, julio 17 de 1936. 

Vistos y Considerando: 

(¿ue la resolución recurrida al dar audiencia al ter- 
cero y considerar la cuestión de nulidad que pretende 
promover, viola la ley de 16 de septiembre de 1910 en 
su nrt. 55, ya que como lo lia resuelto esta Suprema 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 



Corte en la causa N° 22.983, el Banco puede, de acuerdo 
a él, exigir que se le dé la posesión libre de ocupantes 
para transmitirla en esas condiciones a los comprado- 
res, sin que esa petición pueda ser obstaculizada por 
terceros, pues, se trata de un procedimiento voluntario 
que deja libre la acción para ser ejercitada en juicio 
aparte. 

Por ello y demás fundamentos del acuerdo que an- 
tecede, se revoca la resolución recurrida y se declara 
improcedente la articulación que se promueve a fs. 56. 
Dev. los autos. Ismael Casaux Ahina, Carlos Ocampo, 
Manuel J. Argañarás. Enrique Arau. — Ante mí: Víc- 
tor 3/. Fernández. 



DICTAMEN DEL PROCURADOR GENERAL 
Suprema Corte: 

La procedencia del recurso extraordinario a que 
se alude en esta queja ha sido resuelta por V. E. en un 
caso similar "Gilligan P. tercería en juicio Banco de 
la Provincia de Buenos Aires contra Carlos E. Belloeq" 
con fecha 25 de septiembre ppdo., de acuerdo a lo dic- 
taminado por el suscrito. Corresponde, por las razo- 
nes allí dadas, declarar mal "¿negado el que aparece 
interpuesto n fs. 127 de los autos principales. — Bue- 
nos Aire», noviembre 12 de 1936. — Juan Alvarez. 
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Buenos Aires, noviembre 18 de 1936. 



Autos y Vistos : El presente recurso de queja que 
por denegación del extraordinario deduce Claudio Si- 
món en los autos "Banco de la Provincia de Buenos 
Aires v|. Juan Magnercs, su concurso", contra la sen- 
tencia pronunciada por la Suprema Corte de Justicia 
de la Provincia de Buenos Aires, y 

Considerando: En cuanto a la procedencia del re- 
curso: 

Que en el caso traído u conocimiento del Tribunal 
aparece planteada la situación a que alude el art. 14 
inc T de la ley W 48, por lo que de acuerdo con la doc- 
trina sustentada in re "Gilligan, Patricio en los autos 
Banco de la Provincia de Buenos Aires, v|. Bellocq, 
Carlos E. y otros", en fecha 25 de septiembre ppdo., 
y el precedente dictamen del señor Procurador Céne- 



se declara mal denegado el recurso extraordinario 



En consecuencia: Autos y a la Oficina a los 
efectos del art. 8* de la ley N 9 4055. Señálanse los lunes 
y viernes o el siguiente día hábil si alguno de aquéllos 
no lo fuera, para notificaciones en Secretaría, Ñotifí- 
quese y ^repóngase el papel. 




y procedente la queja. 



Roberto Repetto. — Luis Li- 
nares. — B. A. Nazar An- 
onoREXA. — Juan B. 
Terán. 
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Buenos Aires, diciembre 9 de 1936. 

Vistos: Los del recurso extraordinario de Claudio 
Simón contra la sentencia de la Suprema Corte de la 
Provincia de Buenos Aires, que desestima la nulidad 
argüida por aquel contra el desalojamiento dispuesto 
por la justicia en la ejecución hipotecaria seguida por 
el Banco de la Provincia contra Juan Magneres; y 

Considerando : 

Que el desalojamiento de todos los ocupantes del 
campo "Las Malvinas" sito en el partido de Tandil, 
de propiedad de Magneres e hipotecado al Banco de la 
Provincia, se pidió y ordenó después que el Registro 
de la Propiedad, en mayo :?1 de 1935, fs. 62 — rectifi- 
cando un informe anterior de febrero V del mismo 
año — fs. 17 vta. manifestó que el aludido inmueble no 
reconocía locación inscripta. 

Que en el acto de la toma de posesión, libre de 
ocupantes, por el personero del Banco, se presentó Si- 
món, invocando su carácter de arrendatario, sin exhi- 
bir documento alguno demostrativo de tal calidad, por 
lo cual se suspendió la operación, fs, 47, pero, en cono- 
cimiento de los alegatos pertinentes — fs. 48 y 56 — 
se reiteró la orden de desalojamiento y Simón manifes- 
tó que "en vista de la imposición que se le hace en 
desalojar, consiente en que se tome posesión del campo 
libre de todo ocupante, pidiendo al señor Andrade, co- 
mo una concesión especial se le permita conducir sus 
implementos agrícolas, etc., a lo que se accede — fs. 65 
vta. — Posteriormente se presentó arguyendo la nuli- 
dad de ese desalojamiento, por falta de audiencia y 
juicio, y, en definitiva, el tribunal a-quo lo declara 
legal. 
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Que el recurrente Simón no ha alegado, ni menos 
probado, que su contrato de arrendamiento celebrado, 
según afirma, con Magnercs, en la época en que éste se 
encontraba ya en mora con el Banco, se ajustara a las 
condiciones que establece ol art. 9 del contrato de hi- 
poteca corriente a fs. 31, que repite el art. 46 de la ley 
contrato de la institución, sección hipotecas, sin cuyas 
condiciones resultará inválido porque nadie puede trans- 
mitir a otro mayores o mejores derechos que los que 
para sí tiene — art. 3270 del Código Civil. 

Que, como lo recuerda la parte apelada, esta Corte 
ha tenido la oportunidad de declarar y decidir que la 
Provincia de Buenos Aires pudo conservar su Banco 
cuando, mediante el Acuerdo de Paz y Unión de Flores 
de 11 de noviembre de 1859 y la reforma constitucional 
de 1860, se incorporó definitivamente a la Nación 
(Conf. "Condomí vi. Caja de Subsidios del Banco de 
la Provincia de Buenos Ai res 1 9 sobre disminución de 
pensión, tomo 170, pág. 12), y como, además, las pro- 
vincias pueden, por la ley orgánica del Banco Hipote- 
cario Nacional N 9 K172, art. 79, crear instituciones si- 
milares, es indudable que la ejecutante actuó en fun- 
ción de atribuciones que le son inherentes. 

Que también ha declarado esta Corte, en fallo de 
noviembre 16 del año en curso — en el caso "Jensen 
v|. Banco Hipotecario Nacional", que no viola princi- 
pios o garantías constitucionales el precepto que auto- 
riza el procedimiento sumario y directo del Banco con- 
tra sus deudores morosos y ocupantes de los bienes hi- 
potecados; de manera no cabe pronunciamiento 
contrario, diferencial, en el sub-lite. 

Kn su mérito se confirma la resolución recurrida 
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en cuanto pudo ser materia de la apelación. Hágase 

saber, repóngase el papel y devuélvanse. 

Roberto Repetto — Antonio 
Sagarxa — Luis Linares 
— B. A. Nazar A.s'cuoke- 
na — Juan B. Terán. 



RECURSO EXTRAORDINARIO - CUESTION FE- 
DERAL — OPORTUNIDAD DE PLANTEARLA. 

SUMARIO: La cuestión federal base del recuno extraor- 
dinario debe plantearse en lo» escritos que establecen 
los términos de la litis, y sólo por excepdó» y causa 
justificada, puede suscitarse después. Es así improce- 
dente el recurso que el demandado funda en la impug- 
nación de mconstítudonaUdad dé un decreto, formula- 
da por él al contestar la expresión de agravios del Mi- 
nisterio Fiscal, que lo había invocado desde el comien- 
zo en su acusación. 

JUICIO: Barreiro Magariño, José, infracción a la ley 
N« 346. 

Caso: Resulta de las piezas siguientes: 



DICTAMEN DEL PROCURADOR GENERAL 
Suprema Corte: 

José Barreiro Magariño fué procesado ante el Juz- 
gado Federal de Salta, por infracción a la ley N* 346, 
sobre ciudadanía; y en primera instancia no planteo 



302 



FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 



cuestión alguna acerca de la inconstitucionalidad de 
dicha ley, o de su decreto reglamentario del 19 de di- 
ciembre de 1931. Recién al tiempo de informar in voce 
ante la Cámara, promovió esa cuestión, no habiéndola 
tomado en cuenta el tribunal, por conceptuarla extem- 
poránea. Ahora se la trae ante V. E. por vía de recurso 
directo. 

No encuentro motivo para que las controversias 
relativas a la inconstitucionalidad de una ley o un de- 
creto, lleguen a la Corte sin haber sido sometidas al 
Juez que intervino en primera instancia. Ninguna dis- 
posición legal autoriza esa supresión; y en el caso sub- 
judicc media todavía la circunstancia de que, al Minis- 
terio Publico ni siquiera se le corrió traslado en segun- 
da instancia del nuevo argumento traído al debate. El 
caso federal no aparece, pues, debidamente substancia- 
do. Opino, por tanto, que debe desestimarse la presen- 
te queja. — Buenos Aires, octubre 22 de 1930. — Juan 
Alvarez. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, diciembre 11 de 1936. 

Visto el recurso de queja por denegación del ex- 
traordinario interpuesto por don José Barreiro Maga- 
rifios contra la sentencia de la Cámara Federal de 
Córdoba de fs. 34 que, revocando la de l* instancia, 
declara perdidos los derechos políticos del recurrente, y 

Considerando: 

Que la impugnación de inconstitucionalidad del de- 
creto reglamentario del 10 de diciembre de 1931, en 
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que hace descansar el recurso, ha sido hecha por el 
agraviado recién al contestar la expresión de agravios 
en 2» instancia, habiendo sido extraña a la litis contes- 
tación y al pronunciamiento de 1" instancia. 

Que, en consecuencia, no ha podido ser discutida 
ampliamente por las partes, ni considerada en las dos 
instancias del juicio, como correspondía, en resguardo 
de los derechos puestos en debate. Que, por otra parte, 
la disposición del art. 8 del citado decreto cuya incons- 
titucionalidad se pidió, fué invocada por el Ministerio 
Fiscal en su acusación de Es. 14 vta., de tal manera que 
la parte ha podido desde ese momento alegarla. 

Que esta Corte Suprema en el fallo del tomo 133, 
pág. 319, causa Tobal y Cía., contra Mihánovich Ltda., 
dijo: "Que, aun cuando sea exacto, como lo ha decla- 
rado la jurisprudencia, que la cuestión federal, base 
del recurso extraordinario, puede plantearse en el es- 
crito respectivo de expresión de agravios, esto debe 
entenderse cuando dicha cuestión haya podido traerse 
a juicio en la oportunidad debida". 

Que, en principio, toda cuestión federal que tienda 
n fundar el recurso extraordinario debe promoverse 
en los escritos que establecen los términos o bases de 
la litis, y sólo por excepción y por causa justificada 
puede ser suscitada después, como cuando en la sen- 
tencia de 1' instancia se aplica una disposición legal o 
administrativa no citada por las partes durante la se- 
cuela del juicio y que, en concepto del litigante agra- 
viado, ella está afectada de inconstitucionalidad y una 
vez alegada haya podido ser debatida suficientemente. 
Es en este sentido que se ha pronunciado la jurispru- 
dencia de este Tribunal. (Fallos: t. 142, pág. 37; t. 131, 
pág. 289; t. 125, pág. 14; t. 135, pág. 51; t. 139, pág. 91 
y los en éstos citados). 
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En su mérito, no ha lugar a la queja elevada. Xo- 
tit'íquese y archívese, devolviéndose los autos princi- 
pales al tribunal de procedencia con transcripción de 
la presente resolución. 

ROBRRTO RkPETTO — AXTONIO 

Saü.vrna — Luis LlXARES 
— B. A. Nazar AxcnonE- 
k a — Juan- B. Tkrán. 



RECURSO EXTRAORDINARIO — EMBARGABILL 
DAD DE SUELDOS, SALARIOS, JUBILACIO- 
NES Y PENSIONES — LEY APLICABLE. 

SUMARIO: Procede el recurso extraordinario contra la 
sentencia que hace prevalecer la ley provincial sobre 
b ley nacional. 

La ley N" 2092 de la Provincia de Santa Fe, en 
cuanto legisla sobre ¡nembargabilidad de sueldo», ju- 
bilaciones, etc., usa de una facultad que corresponde 
a la Nación y que ¿su ha ejercido al dictar la ley N* 
9511, la cual rige y debe, pues, aplicarse en todo el 
país. 

JUICIO: Grau, Santiago c. Gutiérrez, Carinen Díaz, 
viuda de, s/. cobro ejecutivo de pesos. 



Caso ; Resulta del siguiente 
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Buenos Aires, diciembre 11 de 1936. 

Vistos- Los del recurso extraordinario deducido 
en el juicio Santiago Gi'au y|. Carmen Díaz Vda. de 
Gutiérrez sobre cobro de pesos; y 

Considerando en cuanto a la procedencia del re- 

curso : . 

Que el recurso interpuesto se ajusta a lo dispuesto 
por el ¡nc. 2% art. 14, ley Ñ» 48, por cuanto se declara 
por la sentencia la prevalcncia de la ley provincial de 
Santa Fe N* 2092 sobre la ley nacional W 9oll. 
En cuanto al fondo de la cuestión: 
Que la lev provincial de Santa Pe N* 2092 en cuan- 
to legisla sobre inembargabilidad de sueldos, jub.lacio- 
nes etc., lia usado una facultad que las provincias de- 
legaron a la Nación y de cuya virtud ésta dicto los 
Códigos: Civil, Comercial, Penal y de Minería con vi- 
gencia uniforme en toda la República. 

Que la Nación ha dictado la ley N' 9511, con la que 
ha entendido modificar el Código Civil, según lo tiene 
resuelto esta Corte. (Fallos: t. 159, pag. 108; t. 16.5, 
pág. 96 v los casos allí citados). 

Es la ley 9511, la que rige cu todo el país con rela- 
ción a la embargabilidad de salarios, sueldos, pensiones 
y jubilaciones y que en consecuencia corresponde api.- 

car en este caso. 

En mérito de lo expuesto se revoca la sentencia 
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apelada en cuanto lia podido ser materia del recurso. 
Hágase saber, repóngase el papel y devuélvanse. 

Hohrhto Rkpktto — Antonio 
Sagarna — Luis Linares 
— B. A. Xazar Anciiore- 
Ká — Juan B. Teran. 



RECURSO EXTRAORDINARIO — EXPROPIACION 
— PLANOS — MODIFICACION. 

SUMARIO: Procede el recuno extraordinario contra la 
sentencia definitiva que interpreta una ley nacional en 
. sentido contrario al derecho fundado en ella. 

La expropiación de un inmueble debe realizarse 
con arreglo al plano a que se refiere la ley respectiva» 
aunque ulteriormente se presente por el P. E., otro 
plano definitivo que rectifica errares del anterior acer- 
ca de las condiciones del terreno. 

JUICIO: Estado argentino contra Urquizú, Joaquín 
C. y Ramona, sobre expropiación. 

Caso: La ley N* 11.921 declaró de utilidad pública "la 
expropiación de un terreno de cien hectáreas de 
superficie, ubicado en el partido de Quilines, en 
las adyacencias de la estación "Don Bosco" del 
Ferrocarril del Sud, teniendo los siguientes linde- 
ros: la calle Lomas de Zamora, la calle Caseros, 
el campo de propiedad de doña Gerónima Lezica 
de Crámer, y otros terrenos pertenecientes a don 
Joaquín C. y doña Ramona Urquizú, y el límite de 
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los partidos de Avellaneda y Quilines, de acuerdo 
con el plano propuesto por el Poder Ejecutivo , y 
autorizó a éste último a expropiar el terreno indi- 
cado, de acuerdo con la ley de la materia. 

Iniciado el juicio respectivo por el Procurador 
Fiscal de la Nación, obtuvo la ocupación provisio- 
nal del inmueble delimitado en el plano que pre- 
sentó con la demanda. 

Posteriormente, en el juicio verbal que se rea- 
lizó a los efectos del art. 6' de la ley N' 189, las 
partes convinieron que los peritos, ademas de esti- 
mar el precio, deberían establecer "la situación 
exacta del bien a expropiar la que no resulta con 
evidencia del plano de fs. 20" (acta de fs. 30). 

El perito designado a propuesta de los deman- 
dados presentó su mensura y tasación manifestan- 
do que en ellos no figuraba la pericia del nombra- 
do a propuesta del actor, en virtud de que _ este 
último perito entendía que era necesario moditicar 
el trazado de la fracción expropiada. 

En esta situación, el Procurador Fiscal acom- 
pañó el expediente administrativo 6814|936 Minis- 
terio del Interior, con el plano definitivo corres- 
pondiente al inmueble a expropiarse pidiendo que 
se lo tuviera como parte integrante de la demanda 
v fuera tenido en cuenta por los peritos para ex- 
oedirse. Solicitó, además, que se le diera posesión 
del inmueble de acuerdo con las constancias de o> 
clio plano. 

El señor Juez Federal, resolvió hacerlo saber 
a los peritos y ordenar que so practicara nueva- 
mente la diligencia de foja 21 vta Esta providen- 
cia fué recurrida por los demandados, asi como 
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otras dos que se dictaron a consecuencia de la 
misma 



RESOLUCION DEL JUEZ FEDERAL 

La Plata, mayo 22 do 193)8. 
Vistos y Considerando: 

Que la ley X 1&.921 al autorizar la presentí' ex- 
propiación lo hace con referencia a un terreno de cien 
hectáreas de superficie ubicado en el partido de Quil- 
ates «le esta Provincia, en las adyacencias de la estación 
Don Hosco del F. C. del Sud, con los linderos que se 
indican en el art. 2? de la misma y "de acuerdo con el 
plano propuesto por él Poder Ejecutivo de la Nación» \ 
Que el informe de foja 121 vta. del archivo de la 
"H. Cámara de Diputados dé la Nación acredita que ese 
plano es el que en copia corro a foja 120 y con arrollo 
al cual el Sr. Procurador Fiscal ha deducido la acción 
a foja 15 y se le ha concedido a foja l(i la posesión 
provisoria del bién expropiado. 

Que debiendo interpretarse restrictivamente toda 
ley de expropiación, por constituir una excepción al 
principio de la inviolabilidad del dominio, es indudable 
que el expropiante al ejercitar su acción no ha podido 
apartarse de los términos expresos de dicha ley, que 
como se ha visto determina con precisión la superficie 
y linderos del bien declarado de utilidad publica, y cu- 
yas enunciaciones son las que deben tener en cuenta 
los peritos para formular su dictamen. 

Que siendo así, corresponde dejar sin. efecto la pro- 
videncia de foja 100 vta. dictada por error y en el con- 
cepto de que el plano presentado con el escrito de foja 
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100 era el propuesto por el P. E. de la Nación al solici- 
tar la sanción de la ley N" 11.921 y mantener la de 
foja 10 con arreglo a la cual se ha llevado a cabo la 
diligencia de foja 21 vta. 

Que si bien el perito Sr. Denis ha dejado vencer 
el término fijado a foja 60, para presentar su dictamen, 
teniendo en cuenta que la incidencia que ha motivado a 
presentación del plano acompañado ^jNf*«| 
foja 100, le ha colocado en la imposibilidad de saber 
con arreglo al cual debía llevar su cometido, resuelta 
ya dicha incidencia, corresponde que se le fije un ter- 
mino breve y perentorio a ese cfcefó. 

Por tanto se resuelve: Revocar por contrario im- 
perio el auto de foja 100 vta., y en su consecuencia 
mantener el de foja 16 y emplazar al perito Don Adol- 
fo Juan Denis, para la presentación de su dictamen en 
el término de quince días bajo apereib.m.e..to de de- 
jarse sin efecto su designación. - Rodolfo Medina. 



RESOLUCION DE LA ("AMANA FEDERAL 

La Plata, octubre 2 de 1936. 

Y Victos- Considerando: Que el Estado Argenti- 
no, expropiante de un terreno destinado a la instalación 
dc una estación radioeléctrica, cambiando la ubicación 
del mismo, ha dado lugar a la oposición del expropia- 
do, quien sostiene que la expropiación, ajustándose al 
plano presentado, ha quedado perfeccionada y en su 
mérito, la modificación hecha, afecta al principio de la 
inviolabilidad del dominio. 

Así planteada la cuestión en estos autos, corres- 
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poude examinar la ley de expropiación X" 11.291 y la 
X ISi) qué rige la materia. 

El art. 12 de la primera de las citadas declara "de 
utilidad pública la expropiación de un terreno de cien 
hectáreas de superficie, ubicado en el partido de Quil- 
mes, dentro de los linderos que menciona, y de acuerdo 
con el plano propuesto por el Poder Ejecutivo". Abar- 
cando dicho plano una fracción perteneciente a una 
airea mayor, es indudable que fué aplicado en ésta te- 
niéndose en cuenta las necesidades sugeridas por la 
construcción de la estación y sus dependencias, subor- 
dinándolo a la obra proyectada, sobre la cual, por lo 
tanto, no puede tener el valor o la preeminencia que 
se le asigna. 

Que posteriormente a la elaboración de dicho pla- 
no, según el Poder Ejecutivo, se comprobó un error de 
orden material acerca de las condiciones del terreno, 
que debió ser subsanado so pena de hacerse imposible 
la realización parcial o total de la obra de qué se trata, 
pues el terreno resultó ser bajo y anegadizo en todas 
sus partes. 

Que si bien la ubicación propuesta en este caso 
fuese insusceptible de modificación, podría obstar, como 
Sü ha visto, al cumplimiento y ejecución de la ley de 
expropiación mencionada y a la voluntad del legislador, 
siendo que ésta -cuando la letra puede contrariarla 
en los herlios debe determinarse de acuerdo con el es- 
píritu de la ley". 

Que la X" 189 dispone en el art. 3 que: "la de- 
claración de utilidad publica se hace siempre con refe- 
rencia a los planos descriptivos para determinar con 
exactitud la cosa que ha de expropiarse", pero el Ho- 
norable Congreso, apartándose de la acepción literal de 
los términos imperativos transcriptos, ha acordado 
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concesiones pava construir vías férreas, puertos, etc.» 
autorizando simplemente la expropiación de los terre- 
nos necesarios a esos fines y aún de los que necesidades 
futuras exigieran, vale decir, ha prescindido por com- 
pleto de lu presentación previa de planos, entendiendo 
que basta proponerlos en la oportunidad debida, ya que 
en ningún caso pueden estar en oposición con la utili- 
dad pública declarada. 

Que la Corte Suprema lia resuelto reiteradamente 
«,ue las concesiones dadas en la forma indeterminada 
que se acaba de expresar, no violan la Constitución .Na- 
cional, puesto que lo que ésta exige en el art. li es la 
calificación por ley y la previa indemnización. Fallos 
que registran los ts. 93, pág. -21¡>; H9¿ pág. o; 128, 

P Que tanto uno como otro requisito fundamental se 
encuentran plenamente acreditados en el sub-.judice, y 
ol Poder Ejecutivo; autorizado por ley para expropiar 
v realizar todas las operaciones pertinentes, una vez 
constatada la errónea ubicación, ha podido disponer el 
desplazamiento que se impugna, como lo lia hecho, a 
fin de tomar una mínima parte de tierras altas adecua- 
das, dentro desde luego del área mayor deser.pta pol- 
la lev N« 11.291, donde originariamente pudo, con ta- 
enltádes indiscutibles, elegir las más convenientes y con 
arréelo a las mismas confeccionar el plano. 

Que esta conclusión concuerda en lo substancial 
con la interpretación y jurisprudencia citadas y de ello 
se infiere que, manteniéndose inalterable el sentido > 
el fin con que la mencionada ley de expropiación ha 
sido sancionada, la objetada modificación no atenta 
contra la inviolabilidad del dominio. 

Por estos fundamentos y concordantes del informe 
in-voce del señor Procurador Fiscal de Cámara se re- 
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voca la resolución apelada dé tojas ciento veintitrés y 

so mantiene el auto de fojas den vnelta. Ñotifíquese y 
devuélvase: — Luis (í. Zervino, U. Ilrmi, A. Láscaiio. 
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Buenos Aires, diciembre Li.de 1936. 

V Vistos: La presente cansa seguida por el Es- 
tado Argentino contra Urquizú don Joaquín y otra 
.sobre expropiación para conocer en el recurso extra- 
ordinario deducido por estos últimos contra la senten- 
cia, dictada por la Cámara Federal de La Plata co- 
rriente a Es- 129, y 

( 'onsidernndo: 

(¿ue la sentencia citada interpreta la ley nacional 
X" L1.921 en sentido contrario al derecho fundado en 
ella y en la N v 1S!) por la parte demandada, y, lo hace 
de una manera definitiva dentro del juicio, pues es 
visible que !a determinación del valor del inmueble 
objeto de la expropiación no puede ser realizada sin 
conocer previamente con exactitud la ubicación real 
de aquél. 

Kn su mérito y de conformidad con lo dispuesto 
por el art. 14 dé la ley X" 48 se declara bien concedido 
el recurso extraordinario interpuesto a fs. 131. 

Y considerando en cuanto al fondo de la cuestión 
debatida : 

Que la ley 11,921 declaró de utilidad pública la 
expropiación de un terreno de 100 hectáreas ubicado 
en el Partido de Quilines on las adyacencias de la es- 
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tación "Don Bosco" del Ferrocarril del Sutl, compren- 
dido dentro de los siguientes linderos: calles Lomas 
de Zamora y Caseros, campo de doña üerónima Lezica 
de Cramer, demás terrenos de propiedad de Joaquín C- 
y linmona Urquizú y el límite de los partidos de Ave- 
llaneda y Quítales todo de acuerdo con el plano pro- 
puesto por el P. E. cuya copia corre agregada a fs. 120. 

Que la Nación lia lomado posesión de ese terreno 
con arreglo al plano do la referencia según resulta de 
las diligencias corrientes a t's. 16, 21, 21 vta., 11$, 120 
y 121. 

Que la declaración de utilidad pública, indispensa- 
ble por precepto constitucional para allanar la propie- 
dad privada, se ha referido exclusivamente a la parte 
de terreno eoni prendido dentro (le los límites señalados 
en el plano qne el Honorable Congreso tuvo a la vista 
al sancionar la ley X o líMl y se extiende también a la 
figura geométrica atribuida en aquel plano al inmue- 
ble en cuestión. 

Que, entretanto, la alteración de este último pro- 
ducida por el cambio de valor de los ángulos del pri- 
mitivo rectángulo envuelve la consecuencia forzosa de 
aplicar la declaración de expropiación a terrenos qne 
no- se encuentran afectados por aquélla y que no po- 
drían, consiguientemente, ser tomados del patrimonio 
privado sin autorización de sus dueños o sin una nueva 

ley en su defecto. 

Que otra manera do ver no sólo sería inconciliable 
con la preocupación tomada por el art. :* de la ley N' 
189 al requerir que lian de determinarse específicamen- 
te los bienes u objeto do la expropiación haciéndose 
referencia a planos descriptivos, informes periciales, 
etc., siuó también a la naturaleza de la expropiación 
que por constituir una excepción al principio de la in- 
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violnhilidad ele la propiedad debe ser de interpretación 
estricta. (Fallos: t. U2 f pág. 83). Debe observarse 
asimismo aue la sentencia del t. 150, píig. 354, no es 
aplicable al caso de autos pues no se trata aquí de una 
Obra de carácter general. 

Que ni la sentencia de primera instancia ni la de 
segunda han hecho mérito pura resolver esta incidencia 
de la manifestación formulada a fs. 30 vta>, en él sen- 
tido de qúé los peritos quedaban autorizados para "es- 
tablecer la situación exacta del hien a expropiar la 
que no resulta cou evidencia del plano de fs. 20". Pe- 
ro, en todo caso, tal autorización no podría ser inter- 
pretada en el sentido de que tanto la Nacióla como el 
expropiado estuvieron «lo acuerdo en prescindir por 
completo del plano que sirvió de antecedente ñ la san- 
ción de la ley ubicando el polígono diseñado en el en 
terrenos situados fuera de la zona delineada por aquél. 

Que la presente decisión no comporta anticipo al- 
guno por parte de esta Corte sobre la cuestión de sa- 
ber si el hecho de lomar posesión de la tierra y de con- 
signar su precio ha consumado la expropiación como lo 
sostiene el demandado. 

En su mérito se revoca la sentencia apelada en la 
parte (pie ha podido ser materia del recurso, decla- 
rándose firme la do primera instancia. Xotifíquese y 
devuélvanse, reponiéndose el papel en el juzgado de 
o rigen. 

KoBKttTo RÍ2PETT0 — AXTON-XO 
SaOAUXA I¿T?IS LlXAKKS 

— B. A. Nazar Axciiokkxa 

— Jrw B. Teran. 
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INCONSTITUCIONALIDAD — IMPUESTO AL 
CONSUMO — ADUANA INTERIOR. 

SUMARIO: El impuesto a los alcoholes y tabacos que 
establecen las leyes Nos. 2631 y 2735 de U Provincia 
de Entre Ríos, grava el consumo interno de los mis- 
mos y no viola las disposiciones de la Constitución 
Nacional. 

JUICIO: Cámps Juan c/ Provincia de Entre Ríos 
sobre ineoiistitucionalidad do las leyes Nos. 2631 
y 2735 y cobro de pesos. 

Caso i Resulta de las piezas siguientes : 



DICTAMEN DEL PROCURADOR GENERAL 
Suprema Corte: 

La Provincia de Entre Ríos, creó por leyes Nos. 
*2G:il v 2735, un impuesto al vino que se produjera o in- 
trodujera en su territorio; y se discute si pudo gravar 
constitucioualmente al que se halle en este segundo ca- 
so por haber sido traído de otras provincias. 

Supuesto que Entre Ríos produce vino en canti- 
dad, no pueden existir dudas acerca del derecho con 
quo exige a los productores de fuera, la misma contri- 
bución que a quienes producen vino dentro de sus fron- 
teras territoriales. No hay aquí traba a la libre circu- 
lación interprovincial, sino simplemente igualdad ante 
el impuesto: v así acaba do declararlo V. E., con gran 
acopio de doctrina, en el caso Morello v. Provincia de 
Corrientes, dictado con fecha 5 del corriente mes. Por 
otra parte, hay prueba plena en autos (fs. 99 vta.), cíe 
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QUC el Gobierno provincial de Entré Ríos devolvió al 
recurrente las sumas pagadas por impuestos, cuando 
se tintó tic productos que voMnn a salir de la provin- 
cia sin consumirse «mi ella (arfe 10 de la ley X" 2631). 

Es cierto, que alguna de las disposiciones regla- 
mentarias adoptadas para controlar la percepción del 
gravamen, se asemejan a las crac el Fisco Nacional 

utiliza en su sistema aduanero; pero no resulta de au- 
tos que las sumas reclamadas por el recurrente fuesen 
pagadas a consecuencia de dichos decretos. Lo fueron 
en cumplimiento de la ley. 

Xo siendo ésta repugnante a cláusula alguna de 
la Constitución Xacional, procede, a mi .juicio, el re- 
chazo de la demanda — Buenos Aires, agosto -1 de 
1935. — Juan Alvarez. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, diciembre 11 de lí>^(». 

V Vistos: Los presentes autos seguidos por don 
Juan Camps, contra la Provincia de Entre Ríos, sobre 
¡nconstitucionaliílad «le las leyes Xos. 2631 y 27.'?ó de 
impuestos a los cascos de vino y cobro de pesos; de 
los cuales resulta : 

Que íi fs. 4, se presenta el procurador don Kuinón 
D. Luna, en representación del actor, entablando de- 
manda contra la Provincia de Entre Ríos por cobro de 
la suma de once mil cuatrocientos noventa y cuatro 
pesos con cuatro centavos, fundado en la inconstitu- 
cionalidad del impuesto aplicado a los cascos de vino, 
por las leyes Xos. 2631 y 2735, su decreto reglamenta- 
rio y los complementarios, solicitando se haga lugar a 
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la toeonstitucipnalidad alegada y a la devolución de la 
suma reclamada, con más sus intereses y costas. 

A esc efecto, expone que su representado es im- 
portador de vinos en la provincia demandada, merca- 
dería que le es enviada desde las provincias de Cuyo 
v que vende a terceras, tal como l n recibe sin transfor- 
mación alguna y en los mismos envases. 

Qué el volante que acompaña de fecha 13 de marzo 
ilc 1934 índica cómo proceden en la práctica las auto- 
ridades provinciales. La mercadería llega por ferro- 
carril, hasta lo ciudad do Santa Pe, donde es retirada 
por los camiones de su mandante que cruzan el río 
Paraná en balso automóvil, y al desembarcar éstos en 
la ciudad de Paraná, los inspectores de la Dirección 
General de Mentas, intervienen de hecho la mercadería, 
entregan al conductor el volante adjunto, y constituyen 
eii depósito el negocio de su representado imponiéndole 
la obligación de aplicar el estampillado provincial a los 
«•ascos, dentro del término de diez días. 

Que cumpliendo esta imposición, pagó bajo la pro- 
testa que exterioriza el telegrama que dirigiera al señor 
Gobernador de la Provincia los valores que detalla 
y que ascienden a la suma cuya devolución demanda. 

Que el impuesto al vino en cascos establecido pol- 
las leves provinciales citadas, y sus decretos regla- 
mentarios, es contrario a los arts. 0", 10, (»7, inc. 12 y 
IOS de la Constitución Nacional que garantizan la li- 
bre circulación de los efectos de producción nacional y 
declaran la abolición total tic las aduanas interprovin- 

eiales. . 

Que entre las facultades del Congreso Nacional 
está la de reglamentar el comercio de las provincias 
entre sí y éstas no pueden ejercer la facultad que dele- 
garan en el poder central. 
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Qjae e8t»á leyes, impositivas no gravan en realidad 
el consumo, sino la introducción en la provincia do un 
artículo producido o fabricado lucra de su jurisdic- 
ción, sin que el producto haya sufrido ninguna trans- 
formación y sin que se haya incorporado a la riqueza 
general de la provincia, con el agravante de que los 
cascos de vino llevan ya aplicadas las boletas* respec- 
tivas que acreditan el pago del impuesto nacional para 
su libro circulación por el territorio de la Repiiblicn. 

Que para la percepción del impuesto se lian esta- 
blecido métodos que significan la implantación de una 
aduana interior, como se desprende de los arts. 9 y 18 
de la ley X* 2031, del art. 1 1 de la ley X* 2735 y de los 
arta. 4, fi, 17 y 18 del decreto reglamentario del 12 
de enero de 1920, llevados a la práctica en la forma 

que queda indicada. 

Que ppr mucho empeño que la Legislatura provin- 
cial haya puesto en disimular la verdad, las leyes y 
decretos referidos constituyen como se lia dicho la ca- 
racterística aduana interprovincial 

Que la doctrina y la jurisprudencia, han dado un 
alcance extensivo al sistema económico de la Constitu- 
ción, en lo que respecta a la circulación territorial y 
comercio interprovincial, con el móvil de establecer un 
solo territorio para un solo pueblo. 

Por todo lo cual solicita se haga lugar a la deman- 
da y se condene a la provincia a la devolución do 1» 
sttmtt reclamada, intereses y costas. 

Que corrido el traslado de ley lo evacúa a fs. 22, 
el señor Ernesto K. Fregosi por la Provincia do Entre 
Píos, solicitando so desestimo la demanda con expresa 
imposición de costas, exponiendo: 

Que la Legislatura de la Provincia de Entre Ríos, 
ejercitando facultados y poderes no delegados al flo- 
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bienio Nacional, sancionó la ley 2631 por la cual creó 
un impuesto al consumo interno en la provincia, de 
alcoholes* bebidas alcohólicas, vinos, cervezas, tabacos, 
cigarros y cigarrillos. 

Que dicha ley no es ilegal ni inconstitucional, pues, 
uparte de estar inspirada en razones higiénicas y so- 
ciales, grava artículos que no son de primera necesidad 
no siendo agraviante ni afectando a ninguna disposi- 
ción de la Carta Fundamental. Xo grava la importa- 
ción ni el tránsito de mercaderías ni afecta al comercio 
interprovincinl; grava únicamente al consumo, al co- 
mercio interno de los artículos citados y cuando éstos 
ya se han contundido con la masa general de bienes 
existentes dentro del territorio de la provincia. No es 
tampoco diferencial, pues gravita con carácter general 
sobre todos los artículos de la especie que la ley men- 
ciona y sin tener en cuenta su origen, sean o no de pro- 
' ducción local. Por último, el producido de dicho im- 
puesto no está destinado a empleo determinado desde 
que ingresa a rentas generales para atender las nece- 
sidades de la administración y el regular funciona- 
miento de los servicios públicos de la provincia. 

Que la Corte Suprema ha decidido reiteradamente 
que las provincia?, en ejercicio de los poderes no dele- 
gados a la Nación, tienen facultades de crear y establecer 
los recursos necesarios para el sostenimiento de su 
villa autónoma y fomento de sus servicios y riquezas. 
Que el Tribunal ha resuelto asimismo que las provin- 
cias no pueden establecer gravámenes sobre las mer- 
caderías o productos procedentes de otra provincia 
por la móra causa de la introducción a su territorio; 
pero que recobran su plena capacidad impositiva a 
partir del momento en que las mercaderías pasan a 
confundirse y mezclarse con la masa general bie- 
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nes de lu provincia, porque yo entonces no es posible 
afirmar que el impuesto gravita sobre el mero hecho 
de la importación; es lo que ocurre en el cuso de la ley 
N v 2031 que exime del pago de impuesto a los artícu- 
los, cumulo todavía no han sido librados a la venta al 
público. 

Que es pues evidente el error en que incurre ln 
demanda, cuando afirma «pie la Provincia de Entre 
Ríos obliga a pagar un verdadero derecho de aduana 
y cjñe la referida ley no grava el consumo sino la intro- 
ducción de mercaderías, pues «leí articulado de la mis- 
ma, resulto que lo que se grava es el consumo interno, 
el expendio de los artículos a «pie la ley se refiere, cuyo 
gravamen paga el consumidor, pues va involucrado en 

el precie» del artículo. 

Que lo expuesto demuestra (pie las leyes Nos. "JG:il 
y l!7.'>r>, no sen ilegales ni afectan en modo alguno a la 
Cuta fundamental. Por todo lo cual solicita el recha- 
zo de la demanda con costas. 

( L >ue abierta la causa a prueba se produce la (pie 
informa el certificado de secretaría corriente a fs. 103, 
con lo (pie previa alegación de las partes y vista del 
señor Procurador General a fs. 120 vtn. se llama autos 
para definitiva. 

V considerando: 

1" (¿ue la parte adora probó cumplidamente ha- 
ber efectuado los pagos y por los conceptos (pie expre- 
só en la demanda: como también probó haber efectua- 
do la protesta y reserva de derechos (pie esta Corte ha 
declarado indispensables para repetir sumas obladas 
por impuestos fiscales. 

2» Que las leyes (pie, en la Provincia de Entró 
liíos. fijan los impuestos pagados por Cánips, son, se- 
irún su mismo representante lo dice (fs. 4), las que 
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llevan los números 2631 y 2735 que corren impresas 
en el folleto de fs. 32; dichas leyes fijan con claridad 
los artículos afectados y el procedimiento para la efec- 
tividad del gravamen así como las sanciones a los in- 
fractores; y el P. E, reglamentó el primero de dichos 
estatutos por decreto de enero 12 de 1920 — pág. 13 
del folleto aludido— el cual, según ei actor, confluye 
a configurar u . impuesto inconstitucional como viola- 
torio de los arts. 9, 10, 67, inc. 12 y 108 de la Carta 
Fundamental de la Nación (escrito de demanda, a fs. 5). 

3 o Que es necesario discriminar previamente los 
defectos de las leyes y del decreto reglamentario res- 
pecto de la Constitución Nacional, pues no solamente 
el impuesto no puede crearse ni cobrarse sino por ley 
(Fallos: t. 155 f pág. 290), sino que contra las leyes y 
decretos provinciales que se califican de ilegítimos, ca-. 
ben tres procedimientos y jurisdicciones según la ca- 
lidad del vicio imputado: a) si son violatorios de la 
Constitución Nacional, tratados con las naciones ex- 
tranjeras, o leyes federales, debe irse directamente a 
la justicia nacional: b) si se arguye que una ley es 
contraria a la Constitución provincial o un decreto es 
contrario a la ley del mismo orden, debe ocurrirse a la 
justicia provincial (t. !)!>, pag. 52 y t. 154, pág. 250) ; y 
c) si se sostiene que la ley, el decreto, etc., son viola- 
torios de las instituciones provinciales y nacionales, 
debe irse primeramente ante los estrados de la justicia 
provincial, y on su caso, llegar a esta Corte por el re- 
curso extraordinario del art. 14 de la ley N* 48. En 
esas condiciones se guardan los legítimos fueros de las 
entidades que integran el Gobierno Federal, dentro de 
su normal jerarquía; pues carece de objeto llevar a la 
justicia nacional una ley o un decreto que, en sus efec- 
tos, pudieron ser rectificados — como más de una vez 
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ha ocurrido — por la magistratura local (caso reciente 
de Nacíano Moreno cj Municipalidad de la Capital por 
inconstitueionnlidad de impuesto a los "studs", falli- 
do en mayo 13 del año en curso. — "Gaceta del Foro", 

t. 122, pág. 217). 

4' Que la ley N* 2631 de 4 'impuesto a los alcoho- 
les y tabacos" fija un gravamen fiscal a esos artículos, 
'•al consumo interno" de los misinos, art. 1\ es decir, 
tanto a los que se introduzcan de afuera como a los 
que se producen en la provincia; "el impuesto debe 
pagarse en el momento de librarse el artículo a la venta 
al público" y "los artículos en depósito no librados 
todavía a la venta al público podrán conservarse sin 
el previo pago del impuesto" (art. 9), obligándose el 
Estado a devolver el importe de impuestos pagados 
por artículos que luego, por voluntad de su dueño, 
cambian de destino y son sacados de la provincia (art. 
10); aplicándose penas al comerciante que tiene, en 
venta al público, artículos gravados por la ley sin te- 
ner adheridos los correspondientes valores fiscales 
(art. 11). Parece excusado "xponer fundamentos ex- 
tensos para llegar a la conclusión elemental de oue 
esta ley es francamente arreglada a las normas cons- 
titucionales, pues no lia de pretenderse que los vinos 
cntrerrianos soportaran un gravamen al consumo del 
que se exceptuaran los de Mendoza o San .luán, que 
el sí- ñor Campe recibo para revender en Entre Ríos. 

¡V Que la ley N f 2735 de noviembre 2 de 1921 
modificó la anterior pero solamente en cnanto al mon» 
tu de los impuestos y a la reglamentación de l is pena- 
lidades y el único artículo que tiene interés a los efec- 
tos de este pleito — y que la actor» señala— es el TI 
que dice así: "La existencia de artículos gravados por 
c«|a ley expuestos al público en locales destinados a 
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la venta al menudeo, sin tener adherido su correspon- 
diente valor fiscal, se considerará en infracción y el 
tenedor será penado con multa de dos veces el valor 
del impuesto, sin perjuicio del pago del impuesto res- 
pectivo. Si la mercadería no estuviera expuesta al pú- 
blico, manteniéndose en cajas o bultos cerrados o en 
locales a que no tiene acceso el público, la multa será 
de cinco veces el valor del impuesto correspondiente. 

De este último párrafo deduce la parte del señor 
Camps, que hay un gravamen a la simple introducción, 
un impuesto aduanero, desde que la mercadería que se 
pena no se ha incorporado aún al consumo y a la ri- 
queza interna (alegato de bien probado, fs. 108 y vta.) ; 
pero el error de tal conclusión es notorio: a) porque 
la sanción alcanza no sólo a la mercadería introducida 
sino también a la de producción interna; b) porque 
dicha penalidad va contra la ocultación que se realiza 
con el fin de eludir el impuesto, a pesar de que las 
mercaderías se venden o entregan ai consumo y no 
contra los que simplemente introducen esa mercadería 
sin incorporarla al tráfico y a la economía local; c) 
porque no se concibe que la ley sancione más rigurosa- 
mente — quíntuplo en vez del doble — a la mercadería 
no librada al comercio o al consumo que a aquella que 
ya entró a eso movimiento económico. El viñatero de 
Concordia o el comerciante que adquiere vinos de Con- 
cordia para atender su negocio interno y esconde sus 
lumia lesas o cajones o botellas en el fondo de la casa 
o en un sótano disimulado — como tantas veces ocurre 
en todo el país con ciertos comercios e industrias, se- 
gún lo han comprobado las oficinas de Impuestos In- 
ternos y los Tribunales — sufre la pena del art. 11 lo 
mismo que el que trae sus vinos o alcoholes o cervezas, 
etc., de fuera de la provincia; y en tal situación de 
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igualdad, se comprende bien que es ni defraudador su- 
brepticio al que se persigue y pena, en ejercicio de fa- 
cultades que no pueden discutirse a las provincias, 
como que las infracciones y sanciones no son de las 
previstas en el Código Penal y comprendidas, por lo 
tanto, en el inc. 11 del art (>7 y en el art. 108 de la 
Constitución Nacional. 

C v Que, como consecuencia de lo expuesto, aun- 
que el actor sea comerciante por mayor como pretende 
— fundado en el hecho de revender el vino en cascos — 
y aunque solamente se le otorguen diez días de depó- 
sito libre de impuesto para gravarlo después con el do 
la ley, procedimiento que juzga arbitrario e incurso en 
violación constitucional, como tajes deficiencias — 91 es 
que loTáÉ¡5— * surgen del decreto reglamentario de 12 
dé enero de 1920 y no de las leyes, lia debido el actor 
pedir SU reparación, por ilegalidad, ante los tribunales 
locales va que «'1 es vecino de la misma provincia y, 
como queda expresado en el considerando 2 9 , en caso 
omiso o denegado, Venir recién a esta Corte por medio 
del recurso extraordinario; pueá la Constitución de 
Entre Ríos tiene preceptos similares a la nacional en 
lo referente a prohibición de alterar la letra o él espí- 
ritu do las leyes por decretos O reglamentos del 1*. K. 
(art, Yí'k ¡no. 29) y n la facultad judicial de declarar 
la ¡nconstitucionnHdad ele esas leyes, decretos y orde- 
nanzas (art. 1ÍJ7, inc. c). 

7* Que cabo agregar — a mayor abundamiento — 
que el decreto impugnado por la parte actora no adolece 
dpi defecto o de los defectos constitucionales que se le 
atribuyen o imputan; esos defectos consistirían: a) en 
la obligación, por parte de los introductores de merca- 
derías gravada», de denunciar esas introducciones; b) 
en la obligación de papar impuesto aun por cascos do 
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vino, alcohol, cerveza, etc.; c) n la obligación de efec- 
tuar el pago después de diez días de introducida la 
mercadería (arta 4, (i y 7 del aludido reglamento y 
nota de la Dirección General de lientas do fs. (iíí). 

El pago de impuestos por grandes bultos —cas- 
cos, cajones, lardos, etc.— no afecta ningún principio 
ni infringe ninguna prohibición constitucional y como 
queda dicho —considerando G"— si ello no se" aviene 
con el concepto tle venta al menudeo que menciona la 
ley, la justicia provincial, es la competente para deci- 
dirlo. Mn cuanto a la denuncia y pago dentro del plazo 
de diez días de introducido el vino — que es lo que a 
Campa interesa— se comprende que, más o menos pru- 
dencial es lu determinación del término en el cual se 
supone que la mercadería se incorpora a la riqueza 
local; es una cuestión de policía interna (pie la Nación 
no puede rever. Si la presunción administrativa fa- 
llase porque el artículo sale de ía provincia, la misma 
ley 2(i.'{l — art. 10— y el decreto de 16 de mayo de 1ÍÍ32 
— fs. (17 — proveen, con toda garantía, a la rectificación 
y devolución de lo pagado, previsiones cuya efectividad 
comprobó el actor en la oportunidad que menciona en 
la absolución de posiciones de fs. iíí). Si Camps es co- 
merciante en vinos, con negocio en Paraná y para la 
venta en Entre Ríos, en algún momento lu mercadería 
•pie recibe entra a la circulación económica, pues lo 
contrario importaría constituirse en depositario en 
tránsito, do tiempo indefinido, sujetando a la adminis- 
tración a un régimen de vigilancia, contralor y fiscali- 
zación engorrosas y costosas, como que todos los co- 
merciantes que reciben mercaderías del exterior 
provincial podrían acogerse a un sistema más restric- 
tivo de lo libertad y menos eficaz que el organiztulo 
que so critica. 
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8* Que esta Corte Suprema, estudiando el caso 
"Merello \7 Corrientes' 1 , que menciona el señor Pro- 
curador General (Fallos: t. 173, pág. 192) y que es 
acaso menos claro y categórico que el presente, se pro- 
nunció en contra de la» pretensiones del actor que ar- 
güía la iiiconstitucionalidad de un régimen impositivo 
en el que» aparte de algunas medidas de policía refe- 
fKntes » mercaderías introducidas, las gravaba sola- 
mente cuando eran expuestas a la venta al público; y 
en cuanto a los cascos o envases mayores, permitía 
— como el decreto de Entre Kíos, art. 5 — fraccionarlos 
en envase? menores pagando en esta forma el impues- 
to. Los fundamentos de ese fallo y los concordantes 
del recaído en el caso "Avih's, Moroni y Cía.» Couso 
Hoberto J. y otros v/. Sania Fo", de fecha septiembre 2¡l 
del año en curso se dan aquí por reproducidos para 
«•vitar inútiles repeticiones. 

En su mérito y de conformidad con lo dictamina- 
do por el señor Procurador General, se desestima la de- 
manda y se absuelve a la Provincia de Entre Ríos. Sin 
costas. Hágase saber, repóngase el papel y en su opor- 
tunidad archívese. 

Antonio Saoakka — ham Li- 
nares — RA. Nazar An- 
CHORENA — Juan B. Te- 
nis. 
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JUBILACION — COMPUTO — SOBRESUELDO. 

SUMARIO: A los efectos de fijar la jubilación a que de- 
ne derecho el actor, corresponde computar el sobre* 
sueldo de que gozó en vfatud de un decreto dictado 
por el P. E. de la Nación, en ejercicio de una facultad 
constitucional. 

JUICIO: Giagnqni Bartolomé E. c/. la Nación, amplia- 
ción «lo jubilación. 
Caso: Resulta dél siguiente: 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

liuenos Aires, diciembre 14 de 1936. 

Vistos: Los tlel proceso formado por don Barto- 
lomé E. Giagnoni v/, la Nación sobre ampliación de 
jubilación, y 

Considerando: 

Que la cuestión que debe decidir la Corte consiste 
en saber si para fijar la jubilación a que tiene «i rocho 
el actor, del>e computarse el sobresueldo de que gozó 
en virtud del decreto de 22 de agosto de 15>27 que reor- 
ganizaba el personal de la Dirección General de Nave- 
gación y Puertos. 

Que se ha objetado contra el derecho del actor a 
qWe se compute el sobresueldo de trescientos pesos que 
le otorgó el decreto aludido, la circunstancia de que por 
su propio texto tenía carácter transitorio la tarca ex- 
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truordinnriu que se compensaba; y que como tal no 
puede ser tenido cu cuenta. 

A este respecto debe considerarse que si ta ley X' 
4:í4íi, establecía que la jubilación se otorgaba a "ios 
fmicionarios petinmeities cuya r&müiwraóiáii figure 
eí* úl ptésupUG&tó anual de gastos de la Sacian" (art. 
2, ¡m\ l v ), la íey W 4870, ha modificado oso texto y dijo 
en su reemplazo que el dotéÉiO jubilatorio pertenece 
a los funcionarios, empleados y agentes civiles que des- 
empeñen eargos en la administración. 

Debe entenderse, pues, que han desaparéenlo aque- 
llos requisitos suprimidos en la reforma de la ley. 

(¿ue el título en cuya virtud el aetor cobró sueldo 
duranle tres años es un decreto suscripto por el Pre- 
sidente de la República y su Ministro respectivo, fun- 
dado y orgánico, cuyo art. 3? dice: "determínase que 
el ingeniero jefe de la sección tráfico y conservación 
de los puertos de Buenos Aires y La Plata devengará 
hasta tanto tenga a su cargo los trabajos de instala- 
ción dé vías férreas, adoquinados, servicios sanitarios 
y edificios para las dependencias de la explotación 
portuaria, etc., en concepto de sobrecarga de tareas 
ta suma mensual dé trescientos pesos m|n M con im- 
putación al anexo L. inc. 5?, iteni 4, partida 10% 

Procede, pues, su remuneración de una disposición 
del P. K. Nacional en ejercicio de una facultad consti- 
tucional que apl¡C« fondos votados por él Congreso, 
(art 86, ines. 2 y 13 de la Constitución). 

El hecho do tratarse dé partidas globales no impi- 
de que los empleados cuyo trabajo se abona con ellas 
tengan derecho a jubilación, como lo demuestran los 
casos; citados en la exposición de la minoría de la Jun- 
ta Administradora de la Cajo de Jubilaciones, (fs. 100 
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y siguientes del expediente administrativo traído a es- 
te juicio). 

Que el sobresueldo de que disfrutó el actor sufrí*' 
el descuento de la ley, la que lo pone fuera de la excep- 
ción establecida en el árt. :i v ine. 2 V de la ley N* 4849. 

Que no puede considerarse el presente como com- 
prendido en lo dispuesto por el art. 35 de la ley que 
prevé la acumulación de puestos, desde que lu función 
que desempeñó el actor fué únicamente retribuida con 
la asignación ordinaria del presupuesto y un sobre- 
sueldo fijado en razón de sobrecarga de tarea. 

(¿ue el art. 21 de la lev X" 11.2(50 consitiera como 
último sueldo a los ef celos de la jubilación 44 el prome- 
dio del sueldo mensual que el interesado hubiera per- 
cibido" y es evidente que el sueldo del actor incluía 
la suma que !e otorgaba el decreto de 22 de agosto do 
1Í127. 

Que, en consecuencia, en el estado actual de nues- 
tra legislación, mientras no sea objeto de mayores pre- 
cisiones, es indudable que el aumento de sueldo de que 
disfrutó el actor debe ser computado a los efectos de 
la jubilación. 

Para juzgar así se considera (pie procedo no de 
una disposición transitoria administrativa sino de un 
decreto del P, K, de la Nación, orgánico y fundado, 
que aplica fondos votados por el Congreso. (Véase in- 
forme de fs. 27). 

Kn mérito de lo expuesto se revoca la sentencia 
apelada. Sin costas, fiábase saber y devuélvanse, repo- 
niéndole el papel. 

1ÍOBI-.KTO RrPBTTO ANTONIO 

Sagarna — Luía Linares 
— B. A. Nazak Anchork- 

N A Jl*AN B. TkR.ÁX. 
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RECURSO EXTRAORDINARIO — CONCESION 
MUNICIPAL — ORDENANZA MUNICIPAL — 
INCONSTITUCIONALIDAD. 

SUMARIO: Procede el recurso extraordinario contra la 
sentencia de ta Suprema Corte de Justicia de la Pro- 
vincia de Buenos Aires, dictada en juicio substanciado 
ante ella en instancia única, si en éste se ha planteado 
una cuestión federal que aquel tribunal no ha resucito 
por considerarse sin jurisdicción para dio. 

El derecho de un concesionario de suministro de 
corriente eléctrica a un municipio» surge tan sólo de la 
concesión respectiva* Vencido el plazo de ésta, la 
municipalidad puede hacer efectivo el cese de la mis- 
ma e impedir el uso de las calles con los postes e im- 
plementos correspondientes. La ordenanza que asi lo 
dispone no contraria los preceptos de la Constitución 
Nacional, y no puede obstar al cumplimiento de aqué- 
lla la ley de la provincia que autoriza a la compañía 
para utilizar todos los caminos de jurisdicción provin- 
cial con el fin de colocar las líneas destinadas al trans- 
porte de corriente. 

-IT ICIO: Compañía «lo Electricidad del Suri Argenti- 
no <v Municipalidad {leí Azul. 

Caso : Resulta de las piezas siguientes: 

DICTAMEN DEL PKOCrKADOH (1KXKKAL 

Suprema Corte; 

La Compañía «le Electricidad del Sud Argentino, 
demandó a la Municipalidad del Azul, pidiendo se de- 
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clarase inconstitucional, ilegal y nula, una ordenanza 
sancionada por el Concojo Deliberante de dicha ciu- 
dad, ordenanza a la que conceptuaba viotatoría de los 
arts. 14, 16, 17, 28 y 31 de la Constitución Nacional. Bsa 
demanda tramitó ante la Suprema Corte de Justicia de 
la Provincia de Buenos Aires, tribunal al que corres- 
pondía conocer originariamente. 

La Corte aludida rechazó la demanda, expresan- 
do al mismo tiempo que no se pronunciaba sobre las 
violaciones de la Constitución Nacional invocadas, por 
conceptuarse sin jurisdicción para ello, No hay, pues, 
próimnciajniento expreso sobre la validez de la orde- 
nanza dictada por poderos locales, frente a las disposi- 
ciones de la Constitución Nacional que invoca el recu- 
rrente; pero existe de todos modos la sentencia do un 
Tribunal Superior de provincia, que al rechazar la do- 
munda, hace prácticamente obligatorio el cumplimiento 
de la ordenanza impugnada. 

De acuerdo con lo dispuesto por el art. 14, inc. 2* 
de la ley N v 48, considero, pues, que debe concederse el 
recurso extraordinario (Fallos: t. 110, pág. 281; t. 115, 
pag. 111). — Buenos Aires, agosto 7 de 1935, — Juan 
Alvarez. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, septiembre 18 de 1935. 

Autos y Vistos; Considerando: 

Que la sentencia pronunciada por la Suprema Cor- 
te de la Provincia de Buenos Aires en esta causa lo ha 
sido en virtud de la jurisdicción originaria que le está 
atribuida por los arts, 157, inc. 3% de la Constitución de 
la provincia y 371 de la ley reglamentaria. Hállase or- 
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ganizada con el fin d¡e reparar los agravios que experi- 
menten los particulares por la aplicación dé leyes, de- 
cretos u ordenanzas diotados por las autoridades ad- 
ministrativas. 

(¿ut\ conforme a los preceptos citados, la causa se- 
guida ante aquel alto tribunal en única instancia y jui- 
cio pleno ha versado sobre* la invalidez de una orde- 
nanza dictada por la Municipalidad del Azul en perjui- 
cio de la Compañía de Electricidad del Sud Argentino, 
fundándose aquélla no sólo en preceptos de la Consti- 
tución de la provincia sino también en los arts. 14, Ití, 
17, U8 y '51 <le la Constitución Nacional. 

Que la sentencia basada en su propia ley y en la 
jurisprudencia reiterada del susodicho tribunal ha omi- 
tido pronunciarse sobre la aplicación al caso de las 
garantías de la Constitución Nacional a que se acogió 
la parte autora. Para reparar esta omisión y obtener 
un pronunciamiento sobre la cuestión federal planteada 
en el litigio se lia deducido el presento recurso extraor- 
dina rio. 

{juv este Tribunal ha declarado en numerosas de- 
eisiones que no procede el recurso extraordinario con- 
tra una sentencia de la Suprema Corte de la Provincia 
de Buenos Aires, que fundándose en la interpretación 
y aplicación de leyes locales no resuelve el punto de 
derecho federal, porque dicho tribunal no es en el orden 
local el de última instancia a que se refiere el art. 14 de 
la ley X- 4S (Fallos: t. 1G3¿ pág. «1; t. 128, p% M7; t. 
130, páir. f> y muchos otros). 

Que cuando» a la inversa, la Suprema Corte de la 
Provincia de Buenos Aires se ha pronunciado sobre la 
cuestión do derecho federal y concurrían las condicio- 
nes señaladas por los arts. 14 y 15 de la ley N* 48, el 
recurso extraordinario ha sido admitido iK>rque si aqué- 
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Ha, única intérprete de las leyes locales, que gobiernan 
su funcionamiento y jurisdicción, así lo hace, el tribunal 
nacional no tendría competencia pura examinar la os- 
tensión y contenido de las leyes en cuya virtud tal pro- 
nunciamiento se ha realizado (Fallos- t. 150, pág. 3í>). 

Que en las dos hipótesis aludidas se ha tratado 
siempre de causas en que la jurisdicción de la Corto 
provincial so ejercitaba en virtud de apelación, esto es, 
presuponía la intervención previa de los Tribunales 
de la justicia ordinaria local en sus varias instancias. 
Aquí en cambio, se trata de juicios contencioso-admi- 
niátrativps comprendido» en la jurisdicción originaria 
de la Corte, substanciados ante ella en única instancia 
y en juicio pleno. Si en aquéllos existe pues la posibi- 
lidad do plantear la cuestión federal ante las instancias 
ordinarias, en Los últimos, en cambio, sólo puede eso 
ocurrir ante la Corte local pues, como se ha dicho os és- 
te el único tribunal judicial que interviene en la causa. 

Qtíé en este último caso, aun cuando la Suprema 
Corte provincial no se baya pronuciado sobre las cues- 
tiones federales que le fueron plnnteadas declarando 
no hallarse habilitada para hacerlo, el recurso debe 
abrirse pues en tal supuesto, ella viene a ser el tribunal 
de última instancia a que so refiere el art. 14 de la ley 
N" 4H. De no resolverse la cuestión en esta forma, prác- 
ticamente todos los litigios derivados de sentencias que 
puedan afectar a particulares por obra de leyes, regla- 
mentos u ordenanzas administrativos sancionados en 
la Provincia de Buenos Aires quedarían sustraídos a 
la jurisdicción extraordinaria de esta Corte y privados, 
por consiguiente, de las garantías a que se refieren la 
Constitución Nacional y el art. 31 de la misma cuya 
efectividad se obtiene en tod« el territorio de la Re- 
pública por medio de los arts. 14 y 15 de la ley N* 48. 
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En su mérito v de conformidad con lo dictamina- 
do por el señor Procurador General so declara proco- 
dente la queja y mal denegado el recurso extraordina- 
rio que lo motiva; y hallándose el expediento en el Tri- 
bunal 44 Autos" y a la oficina a los efectos del art. 8 de la 
ley N* 4055. Scnálansc los lunes y viernes de cada se- 
mana o el siguiente día hábil si alguno de ellos no lo 
fuero, para notificaciones en secretaría. Repóngase el 
papel. 

Roberto Bepetto — Antonio 
Sagarxa — Luis Linares 
— B. A. Nazah Ancho* 
rena. 



DICTAMEN' DEL PROCURADOR GENERAL 

Suprema Corte; 

Abierto por V. K. el recurso extraordinario (fs. 
279), paso a dictaminar sobre el fondo del asunto. 

La Compañía de Electricidad de la Provincia de 
Buenos Aires obtuvo de la Municipalidad del Azul una 
concesión para suministro de energía eléctrica, que 
vencía en 1914 y a partir de tal fecha, continuó prestan- 
do SUS servicios a la población, a mérito de simples per- 
misos anuales. Algunos años más tarde, como pare- 
cieran elevadas las tarifas, se organizó una sociedad 
local, con el mismo objeto, de la que participaba el mu- 
riieipio eomo accionista; procedimiento que, ai estar 
a ta versión del demandado (fs. 103 a 106) permitió re- 
ducir los precios a menos de un tercio de lo que aquélla 
cobrara en un principio. 

Entretanto (noviembre de 1ÍHJ7), dos compañías de 
electricidad habían conseguido del gobierno de la pro- 
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vincia, por ley N* 3938, permiso para utilizar durante 
veinticinco anos todos los caminos públicos de jurisdic- 
ción provincial, para la colocación de sus líneas aereas 
o subterráneas y de las demás instalaciones destinadas 
a la producción o transporte de corriente; y fué, pen- 
diente esa situación, que la Municipalidad del Azul 
dictó una ordenanza (noviembre de 1932) por la que 
negaba a la Compañía de Electricidad del Sud Argen- 
tino, suceso ra de la primitiva concesionaria, el derecho 
de seguir suministrando energía a la ciudad, intimán- 
dole al mismo tiempo retirase de las calles públicas los 
postes e implementos correspondientes. Conceptuando 
la compañía aludida que existía colisión entre la ley 
1927 y la ordenanza de 1932, llevó el caso ante la Corte 
Suprema de la provincia ; y como el fallo le fuera ad- 
verso (fs. 223), interpuso recurso ante V. B. alegando 
que la ordenanza en cuestión viola garantías acordadas 
por la Constitución Nacional. 

Estudiando el fundamento de los derechos que in- 
voca el recurrente, salta a la vista que el único origen 
lia de buscarse en la ley provincial de 1927, pues la con- 
cesión municipal había expirado en 1914. Como lo ha 
dicho V. E. en el fallo t. 164, png. 235, estudiando los 
efectos jurídicos del vencimiento de una concesión do 
alumbrado eléctrico en la localidad de Cerrillos (Sal- 
ta), el derecho del concesionario para ocupar con pos- 
tes, hilos u otros artefactos las calles públicas no emer- 
ge del derecho de ejercer industria lícita, garantido por 
la Constitución, sino de la concesión o permiso otorga- 
do por las autoridades, pues si se reconociera a todos 
los habitantes de la localidad el misino derecho a ocu- 
par la vía pública de ese modo, se perturbaría el libre 
tránsito, la comodidad y aún la seguridad del vecin- 
dario. Demás está recordar que quien tiene facultad 
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para otorgar concesiones, h» tiene también para negar- 
se a otorgarlas. Xo hay pues, aquí, derecho alguno cons- 
titucional violado, romo no sea el que emerja de la con- 
cesión provincial, 

Toda la cuestión estriba, entonces, en determinar 
si estuvo en las facultades del gobierno provincial otor- 
gar concesiones relativas al uso de las calles públicas 
del Azul, por empresas dé alumbrado. Kn efecto, la ley 
N v 3938 no otorgó a sus concesionarios el derecho de 
suministrar, por plazo fijo, energía eléctrica al vecin- 
dario de dicha ciudad ni de otra alguna «le la provincia: 
simplemente permitía el uso de loa caminos públi- 
cos de jurisdicción provincial Expresamente lo esta- 
blece en su art. lí v : en cada localidad o comuna, las com- 
pañías estarán sujetas a las concesiones que tengan u 
obtengan de las municipalidades para la distribución y 
venta de dicha energía; de donde emerge con claridad 
que la colisión o conflicto entre la ley y la ordenanza 
no podría, en caso alguno, referirse al pretendido de- 
recho del recurrente para suministrar energía eléctri- 
ca a la ciudad del Azul, sino tan sólo, al do ocupar 
las calles con sus postes e instalaciones. 

¡Pudo el gobierno provincial hacerlo validamente! 
La cuestión requiere, para su esclarecimiento, analizar 
hasta dónde llegan las facultades legislativas de la pro- 
vincia y de las municipalidades, ¡i ese respecto; y para 
dio no podría prescindí rsc «le las muy atinadas con- 
sideraciones que contiene el fallo de la Cort(» Suprema 
de la provincia, obrante a fs. 223. Referidos l«s dere- 
chos d<» una y otra parle, como necesariamente lo es- 
tán, a la delimitación cío atribuciones de los poderes lo- 
cálfeSi la violación que se invoca «le Artículos de la Cons- 
titución Nacional, resulta directa e inmediatamente 
referible a lo allí resuelto. 
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Ahora bien; como dicho tribunal lo pone de relieve, 
con arreglo a La Constitución y ai la ley orgáiuca munici- 
pal de Huellos Aires, la utilización de las calles de las 
ciudades es asunto del resorte municipal. Bu tal sentido, 
los "caminos públicos de jurisdicción del gobierno de la 
provincia'*, a que alude bl art. l v de la ley 3938, no po- 
drían confundirse con las vías (le comunicación ur- 
banas. Desaparecen, entonces, a un tiempo el pregunto 
conflicto de poderes y los derechos invocados por la 
parte recurrente: el gobierno provincial permite se utili- 
cen los caminos provinciales, pero al transformarse 
esos caminos en calles de la ciudad del Azul, entra en 
juego una nueva autoridad, la municipal, única faculta- 
da para permitir, negar o condicionar la utilización 
de la vía pública. 

En resumen, la compañía actual adquirió los dere- 
chos de otra, que había reconocido expresamente el de- 
recho de la municipalidad del Azul para otorgar con- 
cesiones y la obtuvo de ella. Vencida tal concesión, 
no estuvo obligada a seguir ejerciendo allí esa indus- 
tria; y si aceptó volunta rmmeritc hacerlo ron permisos 
precarios, no puede ahora alzarse contra un resultado 
.posible y previsible de cea situación inestable, pues 
mo lo establece el art. 23 II del (Vid. ('¡vil, el derecho de 
¡os particulares para usar los bienes públicos, está su- 
jeto a lo que establezcan llis ordenanzas lía-ales. 

Opino, en consecuencia, que no lia demostrado 
en autos la ¡nconstitueionnlidad de la ordenanza aludi- 
da, — Buenos Aires, junio 30 de 1936. — Juan Alvares. 
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Buenos Aires, diciembre 14 de 1936. 

Y Vistos: Los del recurso extraordinario en los 
seguidos por la Compañía de Electricidad del Sud Ar- 
gentino contra la Municipalidad del Azul, por ineons- 
tituciotwlidad, venidos de la Corte Suprema de Justi- 
cia de la Provincia de Buenos Aires. 

Considerando: 

Qfte esta Corte por sentencia de fs. 279 declaró 
procedente la queja y en consecuencia mal denegado 
«•1 recurso extraordinario deducido ante el tribunal pro- 
vincial. 

Que trátase en el "siib-lite" de una cuestión 
análoga a la decidida por este Tribunal en la causa Ma- 
oaferri v./ Municipalidad de Cerrillos, por ineonstitu- 
cionalidad (Fallos: t. 104, pág. 213 y los allí citados) 
por cuyo motivo se dan aquí por reproducidas las ra- 
zones allí expuestas. 

Í3n su mérito y por los fundamentos del dictamen 
del señor Procurador General de fs. 342 se confirma la 
sentencia apelada de fs. 233 en cuanto ha podido ser 
materia del recurso extraordinario. Xotifíquese, re- 
póngase el papel y devuélvanse los autos. 

v Roberto Rkprtto — Antonio 
Saoarxa — Luis Linauks 

— B. A. Xazak Anchokkna 

— Juan B. Teráx. 
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INCONSTITUCIONALIDAD — IGUALDAD — IM- 
PUESTO A LA HERENCIA — EXENCION DE 
IMPUESTO — MONTO IMPONIBLE. 

SUMARIO: La interpretación dada por una sentencia al 
art. r de la ley N 9 11.287, según la cual la exención 
establecida por éste debe aplicarse sobre el monto to- 
tal de los bienes dejados por el causante y no sobre 
el monto de cada hijuela, es contraria a la igualdad 
del impuesto y, por lo tanto, al art. 16 de la Consti- 
tución Nacional. 

JUICIO: Suñrez Mariano H. R, sucesión. 
Caso: Resulta de las piezas siguientes: 

SENTENCIA DK 1" INSTANCIA 

Buenos Aires, julio 27 de 1935. 

Y Vistos y Considerando: 

V El art. 3 de la ley N v 11.287 establece: 44 las suce- 
siones y donaciones en línea recta, ascendente y descen- 
dente y entre esposos, cuyo monto total sea menor* de 
ocho mil pesos, quedan exentas del impuesto estable- 
cido en esta ley". La claridad meridiana de este tex- 
to no autoriza a interpretarlo, sino simplemente a apli- 
carlo. Conscientemente, cuando el monto total del 
caudal hereditario llega a ocho mil pesos, o lo supere, 
deberá abonarse impuesto aun cuando en este último 
supuesto el importe de cada hijuela no alcance esa su- 
ma. Es, pues, la herencia considerada en su conjunto 
lo que tiene presente la ley para imponer o no grava- 
men, y no el número de herederos. 

El ejemplo que se invoca a fs. 30 para apoyar en 
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el la tesis do ineonstitucionalidad del precepto legal ci- 
tado, carece de toda eficacia. Porque, en efecto, es más 
absurdo y de una desigualdad más irritante que una he- 
rencia de $ 79.999 m n., resulte eximida de impuesto 
porque debe dividirse entre diez personas, frente a otra 
afectada por el gravamen, porque su monto llega a 
ocho mil y debe percibirlo un solo heredero. 

2 9 De lo expuesto y «Inda la liquidación de fs. ."{0 
se infiere que, en principio, la transmisión hereditaria 
de autos está sujeta al pago de impuesto. En consecuen- 
cia, procede hacer las justificaciones pedidas a fs. 46, 
atento a lo expresamente proscripto por el art. S in fine 
déla ley X 11.287. 

Por ello, no ha lugar a la declaración pedida en el 
escrito de fs. 30 y hágase como se pide a fs. 4(!. Rep. 
el sello. Eduardo Hojas. Ante mí: Emilio Parodi. 



SKNTKN'CIA DE LA CAMARA CIVIL 1* 

Huenos Aires, octubre 18 de 1935. 

Y Vistos: 

De acuenlo con lo dictaminado por los señores 
representantes de los .Ministerios públicos, y por sus 
fundamentos, se desestima la ineonstitucionalidad ale- 
gada y se confirma la resolución de fs. 51. Con costas, 
(art. 24, ley 4VJS). |)c\\ y rep. los sellos. — Sauce. — lia- 
rraquero. — Coronado^ — Ante mí: M. Sánchez fie Bm- 
lámanle. 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 



341 



DICTAMEN DEL PROCURADOR GENERAL 
Suprema Corto: 

En el juicio sucesorio de Mariano H. F. Suárez, 
tramitado ante la justicia ordinaria de esta capital, 
después de ofrecerse los bienes de la sucesión en ga- 
rantía del impuesto fiscal, fueron declarados únicos y 
universales herederos la esposa y tres hijos del cau- 
sante (fs> 21 y 22). Poco después, dichos herederos so- 
licitaron la entrega do una suma de dinero depositada 
en el Banco de la Nación, previo pago del expresado 
impuesto, sin formular reserva acerca de su legitimi- 
dad (fs. 24 a 28) ; pero quince días más tarde, pidieron 
al juez los eximiera de pagarlo por ser inconstitucional 
la ley X 9 11.287, en cuanto pudiera afectarles. Consiste la 
tacha opuesta en que la ley, en su art. 3% exonera del 
gravamen a las sucesiones menores de ocho mil pesos, 
pero no a las hijuelas de los herederos que reciben par- 
tes alícuotas inferiores a dicha cantidad, aun cuando el 
total de la herencia exceda del límite fijado. En este 
caso, según cálculo hecho por los mismos actores a fs. 
30, ningún heredero alcanzaría a recibir ocho mil pesos. 

V. E., en el fallo del t. 149, pág. 417, concordante 
con otros posteriores, tiene resuelto que es inconstitu- 
cional liquidar los impuestos sucesorios en la forma que 
ahora se objeta ; pero ello no obstante, creo de mi de- 
ber formular objeciones al pedido de los actores. 

En primer lugar, el recurso aparece fundado en 
forma tan somera, que no se sabe bien si lo discutible 
es la constitucionalidad de la ley, o la aplicación que de 
ella han hecho los tribunales. En efecto, el art. 3 de 
dicha ley, en la parte pertinente, se reduce a exonerar 
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do impuesto a las sucesiones y donaciones en línea rec- 
ta, o entre esposos, siempre que su monto total sea me- 
nor de ocho mil pesos; y los actores, lejos de pedir se 
declare nula tal exoneración, lo que gestionan es que 
se les declare amparados por ella. 

Kn segundo lugar, media la circunstancia ya apun- 
tada, de que ofrecieron pagar y pagaron espontánea- 
mente, sin reparo alguno, parte del impuesto que aho- 
ra sostienen ser inconstitucional. 

Por fin, limitada la controversia a saber si cada 
una de las hijuelas resultará inferior a ocho mil pesos, 
hace falta conocer con exactitud el monto real de ellas, 
pudiendo ocurrir que la de la esposa resulte superior 
a la de Ion hijos, lo que daría lugar a situaciones lega- 
les distintas. Hay, pues, con carácter de previa, una 
cuestión de hecho insuficientemente dilucidada por fal- 
ta de inventario, tasación y partición, operaciones que 
no se han realizado todavía y son obligatorias por exis- 
tir menores (arts. :i4W a 3502, Cód. Civil). Además, el 
Consejo de Educación alega a fs. 4G, que para fijar el 
valor de los inmuebles debe acudir se a peritos por es- 
tar hipotecado uno de aquéllos (art. 8, ley X» 11.287) ; y 
respecto de la tasación de los muebles, sólo existe la do- 
daraoutt-de fs. 19, hecha por la parte interesada, des- 
pués de desistir del nombramiento de avaluador que 
ella misma había solicitado y obtenido, (fs. 3, 9 y 19). 

Kn consecuencia, considero insuficientemente fun- 
dadas las peticiones de las recurrentes y solicito su re- 
chazo. — Buenos Aires, mayo 28 de VXW. — Juan Al- 
rarez. 
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Buenos Aires, diciembre 14 de 1036. 

Vistos: Los del recurso extraordinario deducido 
contra un fallo de la Cámara Civil Primera de la Ca- 
pital en el juicio sucesorio de don Mariano H. F. Suá- 
rez, y 

Considerando: 

En cuanto a la pertinoncia del recurso. 

(¿ue en el caso se ha invocado un derecho fundado 
en la garantía de igualdad en materia de impuestos 
(art. 16 de la Constitución). El recurso es procedente 
por haber sido el pronunciamiento recurrido contrario 
al derecho invocado, (art. 14, inc. 3* de la ley N 9 48). 

En cuanto al fondo: 

T (¿ue la cuestión planteada en autos consiste en 
sostener que en la forma en que ha sido aplicado el art. 
3 de la ley X 9 11.287, es violatorio del art. l(i de la Cons- 
titución, en cuanto establece que la igualdad es la base 
del impuesto y de las cargas públicas. 

El art. 3 de la ley N 9 11.287 exime de impuestos su- 
cesorio a las "sucesiones // donaciones en línea recta 
ascendente o descendente y entre esposos, cuyo monto 
total sea menor de $ 8.000 m|n.". 

Si se ha de entender esta disposición como que se 
aplica sobre el monto total de los bienes dejados por el 
causante, es inconstitucional puesto que resultaría 
exento de impuesto el hijo único heredero de un haber 
de ocho mil pesos y deberán pagar impuesto, en cambio, 
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cuatro hijos que recibieran cada uno dos mil un pesos 
u ocho hijos que recibieran ochocientos un pesos. 

2* Que es un punto de partida importante para el 
examen del presente caso el de que aira siendo la ley 
X v 11.287 una ley nacional no deroga ni modifica el Có- 
digo Civil por cuanto aquélla ha sido dictada por el 
Congreso como legislatura local, con vigencia solamen- 
te en el territorio nacional, mientras que el Código Civil 
es una ley general de la Xación. Si así no fuera se ha- 
bría roto la unidad dé la legislación sustantiva, impues- 
ta por la Constitución. 

U° Que debe confrontarse el art. li* de la ley N? 
11.287 con las disposiciones de la Constitución y del 
Código Civil, que son, lo que el art. 31 de aquélla llama 
héy Suprema de la Nación. 

Kn cuanto a la cuestión constitucional plantea- 
da, esta Corte ha tenido ocasión de establecer la apli- 
cación de la garantía de igualdad ante el impuesto su- 
cesorio, sancionada por e¡ art. 10 de la Constitución, 
(Fallos: t. 149, pág. 417). 

44 La igualdad ante la ley, dijo entonces, comporta 
la consecuencia de que todas las personas sujetas a 
una legislación determinada sean tratadas del mismo 
modo, siempre que se encuentren en idénticas condi- 
ciones". t4 Lai regla no prescribe, añade más adelante, 
una rígida igualdad, y entrega a la discreción y sabi- 
duría de los gobiernos una a' plia latitud para ordenar 
y agrupar, distinguiendo y clasificando los objetos de 
la legislación, pero a su vez el mero hecho de la clasi- 
ficación no es bastante por sí solo para declarar que 
una ley no ha violado la garantía del art. 16, es indis- 
pensable, además demostrar que aquélla se ha basado 
en alguna diferencia razonable y no en una selección 
puramente arbitraria". 
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Más adelante, entre los casos de desigualdad re- 
pugnante a la garantía del art. 16 se señala precisa- 
mente el presente al decir: "cuando la sucesión no 
excede de $ 5.000 m|n„ y queda sólo un hijo, el inc. l f 
del art. 132 (de la ley de la Provincia de Buenos Ai- 
res) exceptúa a aquélla del pago del impuesto, pero si 
alcanza a $ 20.020 mln., y los hijos fuesen cuatro, no 
obstante que la hijuela de cada uno sería de $ 5.000 m!n., 
como en el caso anterior, la exención no existe". "En 
casos iguales, añadía, habrá hijos obligados a satisfa- 
cer el impuesto y otros no". 

La garantía del art. 16 de la Constitución, (afirma 
en otro considerando) requiere que a la uniformidad 
relativa se agregue la situación de igualdad en que los 
herederos deben encontrarse respecto de todo herede- 
ro llamado a recoger una. hijuela del mismo valor, (pág. 
42(5). Ha corroborado esta doctrina en los fallos: t. 
156, pág. 360 y t. 168, pág. 14. 

4° Que en cuanto a la relación del caso actual con 
el Código Civil debe tenerse presente que por nuestra 
legislación hay dos grandes tipos de herederos, defi- 
nitivamente diversos: a) el grupo de los herederos 
necesarios, que lo son aún contra la voluntad de los 
causantes, y a quienes ha reconocido "la posesión here- 
ditaria M en virtud de la cual toman el lugar de sus cau- 
santes, en el momento mismo en que mueren, (arts. 
3410 y 3577 y siguientes del Código Civil) ; b) el grupo 
de los herederos no necesarios y que adquieren su ca- 
rácter y derecho de tales solamente con intervención 
judicial. 

Ehi el presente caso se trata de herederos necesa- 
rios. La distinción social entre ambos obedece a razones 
de organización social (división forzosa de los patrimo- 
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nios, .supresión de libertad de testar y de mayorazgos) 
y a razones de organización familiar (el derecho forzo- 
so a la herencia entre padres e hijos). 

Otro carácter diferencial entre ambos grupos de 
herederos es el de que tratándose del primer grupo, es 
ley la igualdad entre ellos, dentro del mismo grado y 
orden (art. 3565). Para asegurarla ha establecido la 
colación, el derecho de representación, la acción de re- 
ducción, etc. (Xo es el caso de examinar, por carecer 
de aplicación, las diferencias entre los herederos for- 
zosos y los herederos con posesión hereditaria). 

El principio de igualdad de la Constitución ha si- 
do, pues, corroborado |>or la legislación privada. 

La interpretación dada por la sentencia apelada 
al art. 3 de la ley X» 11.287 es contraria a la igualdad 
ordenada por la Constitución y también a instituciones 
del Código Civil, desde que herederos que recogen una 
hijuela igual son desigualmente considerados al efecto 
del impuesto. 

5* Que cuando las leyes han otorgado beneficios 
semejantes al del art. -T de la ley N? 11.287 han tenido 
siempre en cuenta al beneficiario, a la persona viva a 
quien favorece — así en el salario mínimo, en la inem- 
bargabilidad de sueldos, en la renta no imponible, en 
el valor del bien de familia. (Ley X 9 10.284). 

lian fijado un límite para el beneficio, dictado pol- 
la prudencia legislativa, han dicho un sueldo o renta 
mensual de tantos pesos, un terreno de tal valor, etc., 
considerando siempre el interés de la persona a quien 
favorece y dándole una medida. 

En este caso se trataría de un beneficio arbitrario, 
pues que los $ 8.000 mln., eximidos de impuestos, son 
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ocho mil pesos si el heredero es uno, dos mil si son 
cuatro o mil si son ocho. 

Si tal fuera la conclusión del artículo debatido, 
mostraría una hostilidad al pequeño ahorro y a la fa- 
milia numerosa, no sólo desconocida en la legislación 
argentina, sino contraria a la política de estímulo de 
la población, que es uno de los grande* fines de la 
Constitución (arts. 20, 25, 67 inc. 16), que no puede re- 
putarse limitado a realizarse solamente por la inmi- 
gración. 

6 9 Que es extraño a la función de la Corte al co- 
nocer una causa por recurso extraordinario, interpre- 
tar una ley local, como ocurre al presente, correspon- 
diéndole únicamente decidir si la interpretación dada 
por la sentencia traída en apelación se halla o no en 
conflicto con la Constitución y las leyes que su art. 31 
llama Ley Suprema de la Nación. (Fallos: t. 102, pág. 
392; t. 123, pág. 327; t. 124, pág. 404; t. 147, pág. 301 
y muchos otros). 

7* Que se ha argüido para enervar la impugna- 
ción hecha por los apelantes que han consentido la apli- 
cación del impuesto sucesorio al recibir un dinero efec- 
tivo del causante con deducción de dicho impuesto, 
(fs. 28). 

Tal hecho no ha privado a los herederos del dere- 
cho de protestar en adelante la ilegalidad del impuesto. 
(Fallos: t. 131, pág. 219; t. 138, pág. 340) 

En mérito de lo expuesto se resuelve: Que la in- 
terpretación dada por la sentencia apelada al art. 3» 
de la ley N f 11.287 es violatoria de la igualdad en los 
impuestos y cargas públicas establecida por el art. 16 
de la Constitución Nacional. En consecuencia se la re- 
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voca en cuanto ha podido ser materia del recurso. No- 
tifíquesc, repóngase el papel y en su oportunidad do- 
vuélvanse. 

Roberto Bepbtto (En disi- 
dencia) Antonio Sagabna 
— (en disidencia) — Luis 
Linares — B. A. Nazar 
Anciiorena — Juan B. 
Terán. 



DISIDENCIA DE LOS Dns. ROKEUTO KEPETTO Y ANTONIO 

SAGARNA 

Buenos Aires, diciembre 14 de 19.%. 

Y Vistos : Los autos sucesorios de don Mariano H. 
F. Suár^z para conocer en el recurso extraordinario 
deducido por los herederos contra la sentencia pronun- 
ciada por la Cámara en.lo Civil Primera de esta ca- 
pital, y 

Considerando: 

Que el art. 3 de la ley X o il .287 establece lo si- 
guiente: "las sucesiones y donaciones en línea recta, 
ascendente y descendente y entre esposos, cuyo monto 
total sea menor de ocho mil pesos quedan exentas del 
impuesto establecido en esta ley". 

Que los apelantes, herederos en una sucesión cuyo 
acervo excede de aquella suma, sostienen, sin embargo, 
no estar obligados al pago del impuesto correspondien- 
te porque el valor de sus hijuelas no alcanza a la suma 
do $ 8.000. Si se pretendiera, dicen, considerar el va- 
lor total del haber sucesorio para imponerles el pago 
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se vulneraría el principio de la igualdad ante la ley 
garantizado por el art. 16 de la Constitución Nacional. 

Que la presente cuestión se relaciona con el derecho 
que se reconoce al Estado de ordenar y agrupar dis- 
tinguiendo y clasificando los objetos de la legislación. 
Con toda uniformidad se ha reconocido siempre por la 
jurisprudencia que tal facultad do clasificación no viola 
la garantía del art. 16 invocado si se ha fundado en 
alguna diferencia razonable y no en una selección pu- 
ramente arbitraria. 

Que no puede desconocerse que cuando el Congre- 
so exceptúa del pago de impuesto hereditario a todas 
las sucesiones en línea directa ascendente y dcscenden- 
to y entre esposos cuyo valor no alcance a $ 8.000, ha 
usado de una facultad legítima justificada por el uso 
general y que encuentra un fundamento razonable en 
la más equitativa distribución del impuesto. 

Que la exención rige para todas las sucesiones cu- 
yo valor no alcance a $ 8.000; y si ella no se aplica 
cuando existen varias hijuelas por menos de esa suma, 
pero, cuyo conjunto sea superior a la misma, es preci- 
samente, porque es otra distinta la hipótesis contem- 
plada por la ley. Pero, es visible que en condiciones 
análogas el gravamen es el mismo para los contribu- 
yentes. El principio del art. 16 de la Constitución Na- 
cional, ha dicho esta Corte, no exige una igualdad ma- 
temática *i»o simplemente que la ley actúe del mismo 
modo sobre todo lo que se encuentra en iguales circuns- 
tancias — Fallos: t. 168, pág. 5¿* 

Que los jueces so color de interpretación no pueden 
ir más lejos de donde llega la letra clara del texto legal, 
lo que sucedería si el beneficio se extendiera a las "hi- 
juelas" cuando la ley lo acuerda sólo a las "sucesio- 
nes". Y lo que no es posible obtener por tal medio 
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tampoco podría Lograrse a favor de una declaración de 
inconstitucionalidad, toda vez, que el efecto natural de 
esta sería el de la abrogación del estatuto tal como se 
encuentra concebido lo que lo tornaría inaplicable a 
cualquier otra hipótesis. 

Que la doctrina de la sentencia registrada en el 
t. 14!) pág. 417 de la colección de fallos en cuanto define 
la extensión y naturaleza del principio de igualdad es 
aplicable al caso tic autos. La diferencia en las con- 
clusiones fluye de los distintos elementos que configu- 
ran uno y otro caso. En aquel la desigualdad nacía de 
aplicar sobre el valor de cada hijuela un porcentaje 
que se extraía no del valor de la misma sino del que 
correspondía a todo el caudal sucesorio y por eso se 
declaró que no existía un criterio razonable en la cla- 
sificación. En el presente caso, se distingue entre su- 
cesiones mayores y menores de $ K.000, lo que consti- 
tuye una legítima discriminación para eximir del pago 
del impuesto a las que no alcancen esa suma. 

Que en cuanto a la sentencia de la Corte del Esta- 
do de Wisconsin citada en el susodicho pronunciamien- 
to y de la que se prevale el recurrente, son también 
visibles las diferencias con las cuestiones materia del 
sub-jltdiee* La exención aquí es a la sucesión tomándo- 
se en cuenta el valor total de la herencia con prescin- 
dencia de las hijuelas. A la inversa, la exención en el 
caso de Wisconsin era al legatario, no directamente en 
relación al valor del legado mismo, sino de la sucesión 
en que aquél se había producido. 

Qud las desigualdades de que hace mérito el recu- 
rrente son inevitables y no puede fundarse en ellas una 
declaración de inconstitucionalidad. Esta Corte repi- 
tiendo una sentencia de la de Estados 1" nulos de Amé- 
rica (Fallos: t. 1<¡8, pág. 5) ha dicho: "la jurisdicción 
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de los tribunales es fijada por sumas totales y el Con- 
greso ha clasificado de acuerdo con el monto de los 
capitales el derecho de apelación ante las Cortes. Si 
se analizan estas disposiciones se comprobará que exis- 
te la misma desigualdad que se alega en contra de lu 
clasificación contenida en las leyes de herencia. Toda 
ley ile privilegio como todo gravamen específico tienen 
en sí mismos un elemento de desigualdad y su ilegali- 
dad jamás ha sido sostenida- Y estas consideraciones 
son aplicables al caso de exención. La diferencia entre 
imponer — en general — y eximir de imposición en 
ciertos casos del principio general, consiste en que la 
Constitución Nacional menciona la igualdad como base 
del impuesto y de las cargas públicas — art. 16 — 
pero no de las exenciones que, por cualquier circuns- 
tancia, librada su apreciación al legislador, pueda es- 
tablecer éste en la ley. ¡Cómo puede funcionar la igual- 
dad del impuesto donde no hay impuesto? Antes que 
la sucesión se produzca, por acaecimiento del deceso 
del propietario de ciertos bienes, la ley pone tales bie- 
nés al margen de la acción y contribución fiscal, sea 
que vaya después a herederos forzosos o simplemente 
legítimos, o instituidos por testamento, o queden en ca- 
lidad de herencia vacante; toma, como punto de par- 
tida para el gravamen, cierto monto o determinada ca- 
lidad; y a nadie agravia ese criterio de liberación desde 
que el Estado usa de su derecho y de su discreción. El 
impuesto que incide sobre el monto global de una 
herencia es injusto e insconstitucional, por desigual, 
desde que, en definitiva, gravita diversamente, toma 
porciones diferentes de las hijuelas iguales de los he- 
rederos del mismo grado; es decir, les priva de su pro- 
piedad por la misma causa sin la norma que la Cons- 
titución ha establecido como fundamental. 
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(¿ue la ley es clara en su enunciado del art. 3 en 
examen: menciona las sucesiones y donaciones cuyo 
mOtftO total sea menos de ocho mil pesos, y no puede 
confundirle con ello, el término y concepto de hijuela 
que es la parte que de ese monto total sucesorio corres- 
ponde a cada heredero, es el parcial de una cuenta 
tuyo global es el haber hereditario; en la sucesión de 
X., cuyo haber o monto total es de 1 .000. 000 de pesos, 
hubo diez hijuelas de un valor parcial de cien mil pe- 
sos cada una. 4 4 Sucesión " dice el léxico es el conjunto 
dé bienes, derechos y obligaciones que, al morir una 
persona son transmisibles a sus herederos o a sus le- 
gatarios y el art. ;V27!> del Código Civil la define dicien- 
do que "es la transmisión de los derechos activos y 
pasivos qué componen la herencia de una persona muer- 
ta, a la persona que sobrevive a la cual la ley o él tes- 
tador llama para recibirla" y los arts. 3603 y concor- 
dantes del mismo Código distinguen bien entre bienes 
de la sucesión y los de cada heredero, es decir, su hi- 
juela. Xo hay pues, cómo aplicar al art. 3 de la ley 
X" 11.287 <'l alcance de hijuela que fué la base del pro- 
nunciamiento de la Corte en el caso del t. 140, \n\g. 417 
y los posteriores concordantes. 

Que, en tales términos, los recurrentes carecen de 
interés y acción correlativa para demandar la iiicons- 
titueionaüdad del citado art. 3 desde que, desaparecido 
él y su exención de impuesto, no existe otro precepto 
en la ley en el cual puedan apoyar sus pretensiones y 
el art. lí entraría a regir el caso mbAite entrando en 
función la escala del mismo sin limitaciones. 

En su mérito se confirma la sentencia apelada olí 
eunnto ha podido ser materia del recurso. Hágase sa- 
ber, repóngase el papel y devuélvanse. 

KóBERTO RePETÍÓ — ANTONIO 

Sagauna, 
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ORDENANZAS DE ADUANA — TARIFA DE AVA- 
LUOS — AFORO — INCONSTITUCIONALI. 
DAD — RESOLUCION MINISTERIAL. 

SUMARIO: El art. 148 de las Ordenanzas de Aduana no 
obsta al redamo del interesado sobre el aforo que con- 
sidera injusto, cuando no existe divergencia acerca de 
la calidad de la mercadería. 

La resolución ministerial que modifica una par- 
tida de b tarifa de avalúos referente al aforo de los 
vidrios (1764) es contraria a la Constitución. 

JUICIO: Baratta y Savio, contra la Nación, sobre de- 
volución de una suma de dinero. 

Caso : Resulta de la siguiente sentencia y de su respec- 
tiva nota. 
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Buenos Aires, diciembre 18 de 1936. 

Y Vistos: Por sus fundamentos y de acuerdo con 
lo resuelto por esta Corte en la causa seguida entre 
idénticas partes y fallada el 5 de septiembre ppdo. ( ! ), 



(t) Por considerarlo de» inferís, se publica en esta nota, el fallo 
dictado por la Corte Suprema el 5 de septiembre de li»3fl en el juicio 
"Baratta y Savio v| la Nación". (Expediente B. 184 L. VIII). 

1. La" firma mencionada demandó a la Nación ante el Juzgado 
Federal a cargo del Dr. Kdurrdo Sarmiento, por devolución de po- 
so* 7.902.46" m'n., fundada en que ni introducir una cantidad de »vi- 
drios comuma de más de dos milímetros de espesor, a los que corres- 
pondía aplicar la partida 1764 de la tarifa de avalúos, la Aduana le 
habla aplicado la partida 177">, en mrrito de la resolución ministerial 
R. P. X f 07, según la cual a los vidrios cuyo espesor excediera de cuatro 
milímetros correspondía incluirlos en esa partida. La actorn impugnó 
osa resolución como inconstitucional, por entender que el Ministerio 
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se confirma con costas la sentencia de fs. 70 en cuanto 
ha sido materia de apelación. Xotit'íquese y devuél- 
vanse. 

Roberto Repktto — Antonio 
Sauarna — Luis Linarks 
B. A. Nazab Anchobena 
— Juan B. Terán. 

de Hacienda había extralimitado l:is facultades do! 1*. K. (art. SO 
iuc. 2 de la Constitución Nacional). 

2. El representante fiscal so opuso a la demanda sosteniendo que 
la actora onrctfa do acción, do acuordo con lo dispuesto en ol art. 14S 
de las Ordenanzas de Aduana, y que en ouanto a lo demás, la resolu- 
ción ministerial halda sido dictada do acuerdo con el art. del De- 
rroto Reglamentario de la ley Ñ* 11.281 y, al establecer que serian 
considerados comunes los vidrios cuyo espesor no alcanzara a cuatro 
milímetros y finos los demás, no hacia sino aclarar y concretar los 
términos de la ley. 

3. Kl juez, federal rechazó lu defensa referente a la falta de 
noción, por entender que el art. 148 no impide ol reclamo del interesa- 
do cuando mi hay divergencia sobro la calidad o especio do la merca- 
dería, y declaró que la resolución ministerial en cuanto establecía que 
los vidrios planos comunes de más do cuatro milímetros de espesor 
so reputarían como finos y pagarían un derecho mayor, introduce un 
distingo que no contiene la ley, eu¿*a partida 17*i4 se refiere a lo's 
vidrios comunes do más do dos milímetros, sin limite alguno. La de- 
claró así inconstitucional c hizo lugar a la demanda, con intereses 
y costas. 

4. Recurrida esta sentencia, fué confirmada por la Cámara Fede- 
ral por sus fundamentos y porque la divergencia existente entre los 
actores y el Kisco respecto tío la mercadería en cuestión no versaba 
sobre su calidad sino sobre la partida por la t*ual debió aforársela. 

Apelado esto fallo, que fué diotado con la disidencia do uno do los 
miembros del tribunal, la Corte Suprema pronunció la siguiente son- 
teneia: 

Ifuenos Aires, septiembre •"> de 1930. 

V Vistos: Kl presente recurso ordinario deducido por el señor 
Procurador Pisca! contra la resolución de la Cámara Federal do Ape- 
laciones de la Capital, corriente a fs. 50. 

Y Considerando: 

Que la sentencia que dicha resolución confirma, establece la justa 
aplicación do la Ley N* 11.281 y partida 1704 que no ha podido sor 
modificada por el decreto ministerial (R. F. X* 07) en razón de hi 
dispuesto por ol art. 07 iuc. I'' de la Constitución Nacional y 80 
ine. 2» do la misma. 

Kn consecuencia se confirma la sentencia de fs. 50 en cuanto ha 
podido ser materia del recurso. Notiflquoso y devuélvanse. — Roberto 
Repetto. Antonio Sagarna, Luis Uñares, B. A. Nasar Anchorena, 
Juan B. Terán. 
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DEFENSA EN JUICIO — INVIOLABILIDAD — 
PODER DE POLICIA — FACULTADES NO 
DELEGADAS — MULTAS. 

SUMARIO: Las multas aplicadas por la Municipalidad de 
Tucumán a la compañía actora, son sanciones puní 
tonas que aquélla no ha podido establecer válidamen- 
te, porque la Provincia no le delegó el poder de poli- 
cía en cuanto a la concesión de «ficha empresa, que 
ha sido, pues, penada sin juicio previo fundado en 
ley anterior al hecho del proceso, contra lo dispuesto 
en el art. 18 de la Constitución Nacional. 

JUICIO: Municipalidad de Tucumán c. Compañía Hi- 

dro Eléctrica do Tucumán, cobro de multas. 
Caso: Resulta de las piezas siguientes: 
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Buenos Aires, diciembre 21 de 1936. 

Vistos: Los autos del recurso extraordinario in- 
terpuesto por la Compañía Hidro Eléctrica de Tucu- 
mán contra la decisión de los tribunales de dicha pro- 
vincia en juicio que le ha promovido la Municipalidad 
de su ciudad capital por cobro de multas, y 

Considerando: 

V Que la Corte debe abordar el fondo del recurso 
por haber resuelto ya su procedencia ('). 



(i) V¿nso t. ll¡7 pfiff. 123. 
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-" (¿uc la actora funda su reclamo en ser titular 
de una concesión para construir y explotar obras de 
aprovechamiento hidroeléctricas del Río Lulos de la 
provincia de Tucumán, otorgada por una ley de su le- 
gislatura de fecha enero lfi de 1907, y convertida en 
ley-contrato por escritura de 22 de enero del mismo 
año. 

De conformidad con la autorización que confiere 
el art. 9 de la lev-contrato, la concesión se transfirió 
por el concesionario originario señor Tomás J. Fle- 
ming, n favor de la Compañía actora, con acuerdo del 
P. EL de la Provincia (septiembre 19 de 1910). 

La ley-contrato contiene las siguientes disposicio- 
nes que fijan el alcance de los derechos y obligaciones 
de las partes : 

a) Los planos para las obras debían ser someti- 
dos á la aprobación del P. K. (art. 3 y concordantes); 

b) La concesión quedaba libre de todo impuesto 
provincial o municipal durante 30 años (art. 5); 

c) Se faculta al concesionario a usar las calles, 
caminos y terrenos públicos en toda la Provincia por 
donde necesitare conducir sus cables o instalar sus usi- 
nas o dependencias, pero «le manera de no interrumpir 
el tráfico (art. 6). 

El art. 10 dice: "Tanto iá construcción como la — 
explotación de esta concesión estarán sujetas a la ley 
general de seguridad, reglamento de policía e inspec- 
ción para las industrias de la especie, (pie se hayan dic- 
tado o se dicten". 

En ejercicio de la facultad de inspección que la 
Provincia debía ejercer, por ley de 3 de noviembre de 
1916* se autorizó el gasto necesario. 

Consta de los documentos acompañados que han 
sido el P. E. y la Legislatura de la Provincia quienes 
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han manejado el contralor e inspección de la Compañía 
concesionaria. 

Fué también el P. B. quien ha aprobado las tarifas 
a que debía sujetarse la venta de la energía eléctrica 
que producía la Compañía. 

De lo expuesto se infiere claramente que las rela- 
ciones de derecho administrativo surgidas de la ley- 
contrato se han establecido entre la Provincia y el con- 
cesionario, como consecuencia del origen de la conce- 
sión que fué una ley de la Provincia y la fuerza de las 
cosas pues que la obra se realizaba no dentro del Muni- 
cipio de la ciudad de Tucumán sino fuera de él, en el 
Río Lules y los beneficios esperados de ella cubrían 
una vasta zona de la Provincia. Bl art. 7 de la ley- 
contrato dice: "dentro de un radio de 40 kilótoetros 
de la represa del río Lules las tarifas no podrán exce- 
der de 12 centavos por Kwh. de luz eléctrica y 7 centa- 
vos oro por Kwh. hora de fuerza motriz. Después de 
los 40 kilómetros se cobrará un centavo oro más por 
cada 10 kilómetros o fracción". 

3° Que el derecho del concesionario emana, pues, 
de un poder que se halla por encima de la Municipali- 
dad de Tucumán. 

Es evidente que las Municipalidades tienen poder 
de policía pero sin examinar por ahora las condiciones 
dentro de las cuales ese poder debe ejercerse para ser 
legítimo, basta decir, para decidir la cuestión, que la 
Provincia se reservó ese poder de policía con relación 
a la Compañía actora. (Art. 10 de la ley-contrato). 

Para la Constitución no hay sino dos entidades 
con poderes originarios: la Nación y las Provincias. 
Las Municipalidades no tienen sino facultades dele- 
gadas por aquéllas. Bn este caso la Provincia no dele- 
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gó, sino que retuvo para sí, el ejercicio del poder de 
policía. (Fallos: t. 114, pág. 282; t. 123, pág. 313). 

Que, en consecuencia, la Compañía Hidro-Eléctrica 
de Tucumún ha sido penada 4 4 sin juicio previo fundado 
en ley anterior al hecho del proceso", violándose así 
la gann ía del art. 18 de la Constitución Nacional pues, 
reconocido poí la misma Municipalidad demandante 
qué son sanciones punitorias las que se expresan en los 
expedientes X v 14.324 y. otros acompañados (copias 
fs. $9 vta. y siguientes) y de que el recurrente se que- 
ja, lo cual, por lo demás fué declarado por esta Corte 
— Fallos: t. 171, pág. :?fJ6 — es claro que ellas no 
pudieron establecerse por simples ordenanzas munici- 
pales tíida vez que el art. 10 de la Ley de Concesión 
Obliga a la empresa a someterse a la ley general de 
seguridad, reglamento de policía e inspección para las 
industrias que se hayan dictado o se dicten, por el po- 
der cOncedente SC entiende, ya que, como queda dicho, 
la Legislatura no delegó el poder de policía en lo ati- 
nente a la concesión Fleming hoy la Hidro- Eléctrica. 

Que decidida así la cuestión planteada, es inne- 
cesario pronunciarse sobre otros aspectos relacionados 
con garantías constitucionales invocadas y que sirvie- 
ron de base a la apertura del recurso extraordinario. 

En mérito de lo expuesto y oído el señor Procura- 
dor General, se revoca la sentencia apelada en cuanto 
ha podido ser materia del recurso. Xotifíquese, repón- 
gase el papel y devuélvanse. 

Roberto Bbpetto — Antonio 
Susauna — Lns Linares 
— Juan B. Terax. 
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RECURSO EXTRAORDINARIO — INCONSUTU- 
CIONALIDAD — IMPUESTO A LA HEREN- 
CIA — GASTOS CAUSIDICOS Y FUÑERA- 
RIOS. 

SUMARIO: Procede el recurso extraordinario contra b 
sentencia que declara la validez de una ley provincial 
impugnada como inconstitucional por ser contraría a 
lo dispuesto en el Código Civil. 

La ley de impuesto a la herencia de la Provincia 
de San Luis, no es inconstitucional porque no auto- 
rice a deducir del haber imponible los gastos causídi- 
cos ni los funerarios. 

JUICIO: Gertrudis Suarez de Gatica, (suc.), recurso 
de hecho. 

Caso: La ley X" v 776 de la Provincia de San Luis, sohre 
impuesto a las sucesiones, dispone que este dehe 
liquidarse sohre el importe de cada hijuela, sin 
deducirse los gastos causídicos, ni los originados 
por el entierro y los funerales. Kl Sr. José Rn- 
món Suarez declarado heredero en la sucesión de 
Gertrudis Suarez de Gatica, impugnó la liquida- 
ción, por considerarla contraria al art. 347§ del 
Código Civil, afirmando que la ley provincial de 
refereucia, al disponer en su art. 4° in fhifi que 
dichos gastos no serán deducidos, es violatoria de 
la atribución constitucional que la Nación ha ejer- 
cido por medio de dicha ley. 

El Superior Tribunal de Justicia de San Luis, 
confirmando la resolución de primera instancia, 
declaró: 4 4 Que la ley de 44 impuesto* * que se ím- 
44 pugna no impide se cumpla el mandato del Có- 
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44 digo Civil, aquella sólo determina el monto del 
44 acervo hereditario sujeto al impuesto, ejerciendo 
44 la primera una facultad constitucional no dele- 
44 gada, pues entre los derechos que constituye la 
44 autonomía de las provincias, es primordial el 
44 imponer contribuciones y percibirías sin inter- 
44 vención alguna de autoridad extraña." 

Habiéndosele negado al interesado el recurso 
extraordinario que interpusiera contra esta sen- 
tencia, acudió directamente ante la Corte Suprema. 

DICTAMEN DEL PROCURADOR GENERAL 
Suprema Corte; 

La ley 776 de la Provincia de San Luis, sobre im- 
puesto a las sucesiones, establece que este debe liqui- 
darse sobre el importe de cada hijuela, sin descontar 
los gastos causídicos ni los originados por el entierro 
y los funerales. 

Kl señor José Smírez, declarado heredero en la su- 
cesión de Dña. Gertrudis Suárez de Oatica, impugnó 
ese tipo de liquidación por conceptuarlo contrario al 
art. 3474 del Código Civil, y habiéndosele negado el re- 
curso extraordinario que interpusiera contra el fallo 
del Superior Tribunal de San Luis, obrante a fs. 4;V2, 
acude ahora directamente ante V. E. 

No encuentro oposición entre la ley provincial ci- 
tada y las disposiciones del Código Civil acerca de 
cómo haya de hacerse la partición de la herencia. Se 
trata, a mi entender, de cosas separables y nada obsta 
a que la liquidación del impuesto se haga sobre bases 
independientes de las adoptadas pura repartir el acer- 
vo hereditario. Otra sería la situación si se hubiera 
argüido que la ley provincial viola el principio consti- 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 



361 



tucional de igualdad; pero esa cuestión, admitida por 
V. E. en un caso en que también se discutía el modo de 
liquidar el impuesto, no se ha planteado por el recu- 
rrente ni guarda analogía con lo aquí resuelto (t. 149, 
p. 417). 

Considero, pues, que el recurso ha sido bien dene- 
gado a fs. 463 y así corresponde declararlo. — Buenos 
Aires, septiembre 14 de 1936. — Juan Alvares* 
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Buenos Aires, diciembre 28 de 1936. 

Y visto el recurso de hecho interpuesto por el se- 
ñor José Ramón Suárez, por apelación denegada en el 
juicio sucesorio de doña Gertrudis Suárez de Gatica, y 

Considerando: 

Que el recurso extraordinario ha sido fundado en 
que, habiéndose impugnado de inconstitucional la cláu- 
sula 4» del art. 3 de la ley provincial N* 776 por ser 
contraria a lo prescripto por el art. 3474 del Código 
Civil, la sentencia de la Cámara en lo Civil de San Luis, 
al desechar la impugnación, se ha pronunciado a favor 
de la validez de la ley provincial, y por ello el caso es 
de los que prevé el inc. 2* del art. 14 de la ley N 9 48. 
El recurso es procedente y debió acordarse. 

En cnanto al fondo de la cuestión, y estando sufi- 
cientemente discutido, es de notar lo siguiente: Que 
en la liquidación formulada para el pago del impuesto 
se ha cargado a todas las hijuelas proporcionalmente 
los gastos causídicos y funerarios, de acuerdo a la 
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cláusula impugnada de la ley provincial, con lo cual, 
si bien ellas no coincideu con las hijuelas aprobadas a 
los efectos de la partición de la herencia, no altaran 
tampoco el principio de igualdad garantizado por el 
art 16 de la Constitución Nacional, el que, por otra 
parte, no ha sido siquiera invocado por el apelante en 
este juicio. 

Que la creación de los impuestos, elección de los 
objetos imponibles y formalidades de percepción, son 
del resorte exclusivo de las provincias, cuya facultad 
sobre este particular tiene la propia amplitud de su 
Poder Legislativo. Pueden determinar el monto de los 
gravámenes, así como los bienes o valores sobre que 
haii de recaicr, sin que los tribunales de la Nación pue- 
dan declararlos ineficaces a título de ser opresivos, 
injustos o inconvenientes si no son contrarios a la 
Constitución Nacional. (Palios; t. 105, pág. 273; t. 171, 
pág. 390; arts. 104 y 105 de la Constitución). 

Qué en estas condiciones se encuentra el impuesto 
por transmisión de herencia creado por la Provincia 
de San Luis en ley N v 77(5, la que ofreciendo la única 
particularidad de no autorizar la reducción del haber 
hereditario por concepto de los gastos causídicos y 
funerarios, introduce por festfl causa un recargo en el 
impuesto que pesa sobre todos los herederos, pin afec- 
tar ninguna garantía constitucional. 

Que el hecho de no coincidir este procedimiento 
con el preceptuado por el art. 3474 del Código Civil 
para la formación de las hijuelas, no importa crear 
una causa de colisión de las dos legislaciones; pues 
aquél se refiere a la forma y concepto con que ha de 
cobrarse un impuesto provincial, que es del resorte 
exclusivo de la legislatura loeal, mientras éste concier- 
ne a la forma y requisitos requeridos para las hijuelas 
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a los efectos puramente civiles, que tienen una órbita 
de acción distinta. 

En su mérito, y de acuerdo con lo dictaminado por 
el señor Procurador General, se confirma la sentencia 
recurrida en todo cuanto ha podido ser materia del 
recurso. 

Notifíquesc, repóngase el papel y devuélvanse. 

Antonio Sagarna — Luis Li- 
nares — Juan B. Terán. 



EXPROPIACION — RAMAL FERREO — CONCE- 
SION DE SERVICIOS — LEY APLICABLE. 

SUMARIO: El derecho que surge de una concesión de 
servicios públicos se halla protegido por las disposi- 
ciones constitucionales que salvaguardan el derecho 
de propiedad. 

La expropiación de un ramal de una línea férrea 
construida antes de la sanción de la ley N* 5315, no 
se rige por esta sino por la ley en vigor al tiempo de 
construirse aquélla, la N° 189, en el caso, completada 
por las disposiciones del Código Civil. 

El monto del resarcimiento que corresponde pa- 
gar por la expropiación, debe fijarse con el criterio 
del momento económico en que ella se ha realizado. 

JUICIO: Empresa do los Ferrocarriles de Entre Ríos 
v. la Nación, sobre cobro de pesos. 

Caso: La empresa de los Ferrocarriles de Entre Ríos, 
entabló demanda contra el Gobierno de la Nación, 
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por cobro ile la suma de $ 5.265.751 m/n., saldo 
por el cual se consideraba acreedora en mérito tic 
la expropiación dispuesta del ramal Crespo-Ha- 
scncamp, de conformidad con la ley N 9 6341, de- 
creto del P. E. del 8 de junio de 192!) y contrato 
del 25 de junio de 1929. 

El Procurador Fiscal, contestando la demanda, 
expuso que, si bien reconocía la expropiación de 
referencia, desconocía que los Ferrocarriles del 
Estado, por intermedio de su administrador, hu- 
biesen estado debidamente autorizados para nego- 
ciar directamente con la empresa actora. En con- 
secuencia, el caso debía dirimirse conforme al 
decreto del P. E. que dispuso la expropiación, el 
que, por otra parte, fue aceptado por la empresa 
de los FF. CC. de Entre Ríos, siendo de aplicación 
la ley X- 5315. 

El señor Juez Federal T>r. Eduardo Sarmien- 
to, dictó sentencia el 20 de diciembre de 1934, re- 
chazando la demanda entablada, en mérito de las 
siguientes consideraciones: 44 El art. l v del decreto 
del P. E. de 8 de junio de 1929, establece: "Ex- 
propiase por razones de utilidad pública, de con- 
formidad con la ley X v 6341 el ramal Oespo-Hn- 
seneamp de la Compañía de los Ferrocarriles de 
Entre Ríos, cuyo kilometraje se establecerá en el 
acto de tomar posesión del mismo, fijándose al 
efecto su valor por bis inversiones reconocidas en 
su cuenta capital, más el 20 r /í de indemnización. 

La actora, en su nota de fecha 14 de junio 
de 1929, que en copia corre a fs. 2, respecto al re- 
ferido decreto, expresó: "Acata sin reserva algu- 
na la resolución que se le ha comunicado." 
Después de esta terminante manifestación de con- 
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formidad, pide se le permita hacer notar que a la 
autorización que da el art. 2 de la ley N* (¡341, es 
previa la de entrar en negociaciones directas para 
la compra. Esta nota el señor Ministro de Obras 
Públicas por resolución de junio 17 de 1929 (Bxp. 
del M. O. P., N 9 13.272, letra F) la pasó a sus 
electos a la Administración de los Ferrocarriles 
del Estado, cuyo administrador suscribió con la 
actora el contrato de fs. 1 en el que se ratifica (jue 
la Empresa no acepta el precio ofrecido por el P. 
E. y se conviene que el mismo será establecido 
después de haberse realizado el inventario de la 
misma con el material anexo a la misma. 

Estos antecedentes que se invocan como fun- 
damento de la demanda para exigir la fijación de 
determinado precio, al ramal expropiado distinto 
al que estableció el P. E. en el decreto de 8 de ju- 
nio de 1929 acatado sin reserva alguna por la ac- 
tora, no pueden legalmente ser tenidos en cuenta. 
En primer lugar, porque el P. E. nunca tomó en 
consideración ni por lo tanto se pronunció sobre 
las recordadas observaciones formuladas a ren- 
glón seguido de la aceptación sin reseñas del de- 
creto de expropiación y, en segundo término, por- 
que en autos no se ha probado que el contrato de 
fs. 1 lo hubiese suscrito el Administrador de los 
Ferrocarriles del Estado con la debida autoriza- 
ción del P. E. que le era necesario disponer para 
representar y obligar al mismo. En efecto, el P. E. 
decretó la expropiación en la forma y condiciones 
especificadas en el decreto de 8 de junio de 1929 
y como dicho poder lo desempeña el Presidente 
de la Nación conforme al art. 74 de la Constitución 
Nacional es evidente que las consecuencias del 
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mismo no pueden ser alteradas por la resolución 
ministerial del 17 del mismo mes ni la última por 
sí sola ha podido conferir al Administrador de los 
Ferrocarriles del Estado la representación del P. 
K. ni la facultad de suscribir a su nombre el con- 
trato de fs. 1. Por otra parte el citado acto del 
mencionado Administrador tampoco fué aprobado 
por el P. E- como resulta de la resolución del señor 
Ministro de Obras Publicas corriente a fs. 78. 

En la demanda se afirma (fs. S) que la reso- 
lución ministerial del 17 de junio de 192!) evidencia 
que el P. E. reconoció la procedencia de la obser- 
vación formulada por la adora en la recordada 
nota de fecha 14 (leí mismo mes y como consecuen- 
cia de ello las partes Celebraron el convenio de 
fs. 1. Tal afirmación no es exacta, porque, como 
sí» ha visto, el P. E. no hizo dicho reconocimiento 
en momento alguno; la resolución ministerial no 
importa un acto del P. E. ni éste autorizó la firma 
del contrato de fs. 1 al señor Administrador de 
los Ferrocarriles del Estado, ni aprobó luego la 
celebración riel mis?no. 

Ahora bien, el derecho a promover el presente 
juicio ordinario por cobro de una suma de dinero 
superior n la fijada en el decreto de 8 de junio de 
1í>2f> acatado sin reservas, lo hace surgir la actora 
del ya citado convenio al expresar en la demanda 
(fs. 9 vta.) íjiie en o! mismo "se estableció con toda 
claridad que el precio que definitivamente se pa- 
iraría a la Empresa sería el valor actual de la línea 
reconociéndose expresamente la verdad de la tesis 
sustentada por mi representada." De aquí se si- 
gue que si el mencionado contrato no fue suscrito 
por el P. E. ni por persona autorizada a ello la 
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invocación de sus cláusulas contra la demanda es 
legalmente improcedente y, por lo tanto, la acción 
entablada que persigne hacer efectivo el cumpli- 
miento de las mismas debe ser desestimada. 

Por otra parte, cabe dejar establecido que en 
este juicio ordinario que es por cobro de pesos, 
según lo declaró la Excma. Cámara a fs. 50, no 
correspondería en ningún caso aplicar las disposi- 
ciones de la ley N v 189, siendo de observar, por 
último, que atento las conclusiones a que se llega 
precedentemente no hay objeto en pronunciarse 
sobre las demás cuestiones planteadas en la litis 
contest alio, lo que así se declara; sin perjuicio de 
las acciones que puedan tener las partes para ha- 
cer efectiva la expropiación definitiva a que se 
refiere el art. 3* del recordado decreto de 8 de ju- 
nio de 1929. 

Recurrido este fallo, la Cámara Federal de la 
Capital dicto la siguiente sentencia: 

Sentencia dr la cámara federal 

Buenos Aires, 14 de noviembre de 1935. 

Y vistos estos autos seguidos por la Empresa de 
los Ferrocarriles de Entre Ríos contra la Nación por 
cobro de la suma de $ 5.265.77)1 m/n. 

Y considerando: 

1° Kl I\ E. de la Nación, en virtud de lo previsto 
en la ley N 9 (5341, con fecha 8 de junio de 1929, dictó 
el decreto correspondiente a la expropiación del tramo 
Crespo-Hasencamp, de propiedad de la adora. 
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2 9 La Empresa de los FP. CC. de Entre Ríos, a 
fs. 249, se ha limitado a interponer el recurso de ape- 
lación contra la sentencia, de manera que no procede 
tomar en consideración la nulidad de la misma, a que 
si* refiere el recurrente en el escrito de expresión de 
agravios de fs. 25& 

3* La sentencia de fs. 243 rechaza la demanda 
fundándose en que: 

a) No pueden aplicarse en el caso las disposicio- 
nes coatenidas en la ley X o 185) porque no se trata de 
un juicio de expropiación, sino de una acción ordinaria 
por cobro de pesos. 

h) La empresa acto ra, al darse por notificada del 
decreto de 8 de junio de 192!), por medio de una nota 
cuya copia corre agregada a fs. 2, en 14 de junio del 
mismo año, manifiesta al P. E. Que "acata sin reserva 
alguna la resolución que se le ha comunicado". 

c) El P. E. nunca tomó en consideración ni, por 
consiguiente, se pronunció sobre las observaciones for- 
muladas a renglón seguido dé la aceptación sin reser- 
vas del decreto. 

d) Ñp se ha prohado que el documento de fs. 1 
fué suscripto con autorización del I\ E. que era nece- 
saria para representar y obligar al mismo. En efecto, 
el I*. E. decretó la expropiación y como dicho poder 
lo desempeña el Presidente de la Nación, conforme al 
art. 74 de la Toast itución Nacional, es evidente que las 
consecuencias del mismo no pueden ser alteradas por 
una resolución ministerial. 

4° Respecto del punto a) debe tenerse presente 
que si bien es cierto qué esta Cámara declaró a fs. 50 
que no se trataba en el sub-judice del juicio de expro- 
piación a que se refiere la ley N* 189, sino de un juicio 
ordinario por cobro de pesos, esa resolución se fundó, 
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entre otras razones, en que ello resultaba del trámite 
que le habían impreso las partes, distinto al procedi- 
miento especial que determina la ley N* 189. 

Establecido que el procedimiento ordinario fué 
adoptado por la voluntad de las partes, cabe agregar 
que el trámite especial que marea la ley Ñ* 189 es en 
beneficio del actor y, por consiguiente, éste lia podido 
renunciarlo, iniciando una acción ordinaria, que si bien 
es de tramitación más lenta, permite una mayor am- 
plitud de prueba y es más propicia para dilucidar las 
cuestiones que se debaten en el sub-lite. 

También procede observar que, en realidad, la de- 
manda instaurada tiene por finalidad el cobro de una 
suma de dinero, cuyo origen radica en las diferentes 
maneras de interpretar disposiciones legales motiva- 
das por una expropiación ordenada por el Poder ad- 
ministrador. 

Por lo demás, es de tener presente que no existe 
precepto legal alguno que prohiba en el caso la aplica- 
ción de disposiciones de la ley X 9 189 que, por otra par- 
te, no pugnan con la acción iniciada. No son, pues, 
aceptables las conclusiones a que llega a este respecto 
el fallo recurrido. 

Respecto del punto b) : La ñola, cuya copia corre 
a fs. 2, expresa: "En cuanto al alcance que habrá de 
44 tener el decreto citado, nada podría observar la Em- 
44 presa ya que se trata de un hecho previsto de mu- 
44 chos años atrás por el Gobierno de la Nación y hasta 
44 ahora no ha sido realizado por causas que no sería 
44 oportuno considerar. Está tanto más justificado en 
44 la actualidad, cuanto con la prolongación reciente del 
44 Ferrocarril del Este era ese trozo indispensable para 
44 su administración regular y económica. Acata pues 
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44 sin reserva alguna la resolución que se le ha comu- 
44 nieado". 

No .se puede tomar de la referida nota únicamente 
la frase en que manifiesta el acatamiento a la resolu- 
ción que se le hace saber, puesto que dicha frase esta 
vinculada íntimamente a las reservas y cuestiones que 
plantea la empresa en el resto de su nota; y no sería 
legal ni moral tomar del documento una sola parte para 
considerarla aisladamente, haciendo abstracción de las 
demás cuestiones. 

En la aludida nota se expone concretamente: 1° 
que no puede observarse el decreto que dispone la ex- 
propiación, porque ha sido dictado por el P. E. en vir- 
tud de la facultad conferida por la ley N» 6341; 2' In- 
vocando el art. 2" de esa ley X o 6341, propone al P. E. 
un arreglo privado a fin de evitar los inconvenientes 
de un juicio; y 3 Q Fija sus puntos de vista sobre la 
forma de determinar el monto a que se cree con de- 
recho. 

Respecto del punto c) : El hecho de que el P. E. 
no haya contestado la nota de la Empresa o no la haya 
tenido en cuenta como lo sostiene el a quo 9 no sería 
motivo suficiente para tomar de ella lo que obliga a la 
Empresa prescindiendo de las demás consideraciones 
que formula. 

Respecto del punto d): Efectivamente de autos 
no resiilta probado que la proposición hecha por la 
Empresa y los convenios posteriores realizados por su 
representante y el Administrador de los FF. CC. del 
Estado, lo fuesen en virtud de una autorización del P. 
E., ya que lo único que existe al respecto es una reso- 
lución del Ministerio de Obras Públicas que dispone 
pasar el asunto a sus efectos a la Administración de 
los Ferrocarriles del Estado. 
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Es indudable que una resolución del Ministro del 
ramo no puede comprometer al P. K., como lo sostienen 
el Procurador Fiscal y el Juez a qno y, en consecuen- 
cia, los convenios celebrados con posterioridad carecen 
de todo valor legal. (Constitución Nacional, art. 89). 

Pero, es de advertir, que carecen de eficacia legal 
un su totalidad, y no como se sostiene en la contestación 
a la demanda en la que, a pesar de sostenerse la nuli- 
dad de esos convenios, se arguye que la empresa actora 
está comprometida en cuanto se establece (en el art. 1* 
del convenio de fs. 1) "que se deja a resolución del 
Excmo. señor Presidente de la República el procedi- 
miento a emplearse para fijar el precio a pagarse por 
el Gobierno". 

Que por otra parte, no se alcanza la finalidad prác- 
tica de diferir para un nuevo juicio la fijación del 
monto de la indemnización cuando existen en autos ele- 
mentos de juicio suficientes para establecerlo, o, en 
caso de no reputarlos tales, el juez puede obtenerlos 
de acuerdo con la facultad que le confiere el art. 16 de 
la ley N g 50. 

Por estas consideraciones, se revoca la sentencia 
apelada y, en consecuencia, vuelvan los autos a pri- 
mera instancia para que conformándose a las normas' 
que se fijan en este fallo, se establezca el monto de la 
indemnización. Sin costas por no encontrar mérito 
para imponerlas. — Ezeqxtiel S. de Olaso, Carlos del 
Campillo, R. Villar Palacio, J. A. González Calde- 
rón V). 



(i) Esta sentencia fui- recurrida, pero la Corte Suprema declaró 
en 20 de abril de 103<t, que no teniendo carácter de sentencia defini- 
tiva, el recurso era improcedente. 
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SENTENCIA DEL JUEZ FEDERAL 

Buenos Aires, julio 7 de 1936. 

Autos y Vistos: Para resolver estos autos cara- 
tulados 14 Empresa de los Ferrocarriles de Entre Ríos 
contra la Nación, sobre cobro de pesos", de acuerdo a 
lo ordenado por la Exorna. Cámara Federal en su reso- 
lución de fs. 275. 

Considerando: 

I. Que dados los términos en que se ha pronun- 
ciado la Exorna. Cámara Federal a fs. 275, la cuestipn 
a resolver y que se plantea consiste en establecer cuál 
es el criterio que debe orientar la apreciación de la 
indemnización debida a la actora y determinar su 
monto. 

II. El señor Procurador Fiscal al contestar la de- 
manda sostiene que en el presente es de aplicación la 
ley N 9 5:515 y por lo tanto de acuerdo a lo preceptuado 
en el art. 16 de la misma el precio abonado por el Go- 
bierno de la Nación por la expropiación efectuada se 
ajusta a sus términos, no admitiendo en estas condicio- 
nes ninguna otra reclamación por tal concepto. 

Dicho criterio no es compartido por el suscripto; 
la referida ley N* 5315 no es aplicable en el presente 
caso. La concesión ferroviaria que gozaba la actora es 
de feelin anterior a la ley en cuestión, circunstancia 
ésta sola que echaría por tierra la tesis sostenida por 
el señor Procurador Fiscal, ya que las leyes rigen para 
el futuro, no tienen efecto retroactivo, ni pueden alte- 
rar los derechos adquiridos (art. 3°, Cód. Civ.). Pero 
por si quedara alguna duda al respecto, bastará una 
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simple lectura de los términos empleados por la ley en 
su art. I 9 para demostrar lo afirmado. Dicho artículo 
dice textualmente: "Todas las concesiones de ferroca- 
" rrilcs, sean líneas principales o ramales que "en ade- 
" lante se acordaren" serán regidas por las cláusulas 
" de la presente ley. . . etc. 

Tampoco admite el juzgado que la circunstancia 
de haberse adherido la actora a los beneficios estable- 
cidos en los artículos 8 y 9 de la referida ley importe 
la aceptación o adhesión a todo su articulado. Esta si- 
tuación se halla prevista en el art. 19 de la misma para 
las empresas existentes al momento de dictarse la ley, 
de manera que en estas condiciones es evidente que 
únicamente son aplicables a las empresas que así han 
manifestado su voluntad, lo preceptuado en los artícu- 
los citados. 

Con lo expuesto queda demostrado la inaplicabili- 
dad del art. 16 de la ley N* 5315, al caso de autos y 
siendo innecesario abundar en mayores consideracio- 
nes al respecto, así se declara. 

III. Descartado pues el criterio establecido en la 
ley N 9 5315 para apreciar el monto de la indemniza- 
ción, es evidente que en el presente ya que se trata de 
una expropiación, debe regirse por la ley que norma 
la materia la que armonizando con el art. 2511 de) C. 
Civil establece que la indemnización debe comprender 
todos los gravámenes o perjuicios que sean consecuen- 
cia forzosa de la expropiación. 

En estas condiciones es evidente que la justa re- 
tribución que corresponde indemnizar en el caso que 
se nos presenta es el valor económico de la cosa de que 
se ve privada la parte al momento de efectuarse la 
expropiación. 

Los peritos designados en autos, después de un 
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prolijo estudio de los puntos sometidos por las partes 
llegan a la conclusión de que el valor comercial del ra- 
mal expropiado do acuerdo a su productividad prome- 
diada en los tres últimos ejercicios antes de la expro- 
piación, capitalizada al 6.8 % es de $ 5.613.853 m/n. 
y al 8 % es de $ 4.771.775 (fs. 17 vta., pericia adjunta). 

Ahora bien, según resulta del cuadro comparativo 
dé la productividad del ramal en cuestión, ésta ha sido 
ascendente (fs. 11 y 15 de la pericia). Así: en el año 
1926-1927 fué de $ 369.309.— m/n.; año 1927-28 pesos 
408.390.— y 1928-1929 fué de $ 448.158.— m|n., respec- 
tivamente. En estas condiciones es evidente que lo 
justo para poder apreciar el valor comercial del ramal 
al momento de la expropiación, es tomar como base el 
producido de su último ejercicio y no el promedio de 
los últimos tros, ya que siguiendo la escala una co- 
rriente ascendente, el promedio no refleja sino un va- 
lor menor al Qiie corresponde en la actualidad. 

En cuanto al tipo de interés que deberá tomarse 
de baso para capitalizar, corresponde se tome el 8 % 
ya que la actora así lo ha aceptado en su escrito de 
demanda de fs. 7. 

Aceptando el Juzgado las conclusiones a que arri- 
ban los peritos, dada la uniformidad del criterio 
establecido en su informe y no hallando mérito para 
apartarse de sus términos, tomando como base la pro- 
ductividad del último ejercicio o sea la suma de pesos 
448.158— capitalizados al * % estima como justa in- 
demnización la suma de $ 5.601.975. — moneda nacio- 
nal, que es la resultante de las cantidades anterior- 
mente citadas. 

Por estas consideraciones, fallo: Declarando que 
el Gobierno de la Nación deberá abonar a la empresa 
de los Ferrocarriles de Entre Ríos la suma de cinco 
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millones seiscientos un mil novecientos setenta y cinco 
pesos moneda nacional, previa deducción de la suma 
que la actora manifiesta haber recibido en su escrito 
de fs. 7, con intereses desde la notificación de la de- 
manda y las costas del juicio, de acuerdo con lo pre- 
ceptuado por el art. 18 de la ley N v 189. Notifique Giú- 
dice o Lamarca Guerrico y oportunamente archívese, 
previa devolución de los expedientes administrativos. 
— Eduardo Sarmiento. 

SENTENT1A DE LA CAMARA FEDERAL DE LA CAPITAL 

Buenos Aires, 21 de octubre de 1936. 

Y Vistos estos autos sobre expropiación, seguidos 
por la empresa de las Ferrocarriles de Entre Ríos 
contra la Nación, para pronunciarse acerca de los re- 
cursos de apelación concedidos a fs. 312 vta. y 314 vta., 
respecto de la sentencia definitiva de fs. 310; y 

Considerando: 

l 9 Que de acuerdo con lo establecido en la sen- 
tencia de fs. 275, "pasada en autoridad de cosa juzga- 
da" (véase lo resuelto a fs. 306 por la Corte Suprema), 
el monto do la indemnización correspondiente a la ex- 
propiación de que se trata, el que se fija en el pronun- 
ciamiento recurrido de fs. 310, debe ser determinado 
conforme a lo previsto en los arts. 15 y 16 de la ley 
N* 189 y 2511 del Código Civil. En consecuencia "el 
valor de los bienes debe regularse por el que hubieren 
tenido" al realizarse la desposesión del propietario en 
virtud de la expropiación hecha por el Estado; " la in- 
demnización deberá comprender todos los gravámenes 
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o perjuicios que sean consecuencia forzosa de la ex- 
propiación; no se tomará en consideración, sin embar- 
go, "las ventajas o ganancias hipotéticas"; y se en- 
tenderá 44 por justa indemnización en este caso, no sólo 
el pago del valor real de la cosa, sino también del per- 
juicio directo que le venga (al propietario) de la pri- 
vación de su propiedad." 

2* Que, por lo tanto, corresponde tener presente, 
desdo luego, que la desposesión del propietario se efec- 
tuó el V de julio de 1921), lecha en que el Gobierno 
Nacional se hizo cargo del ramal ferroviario de que se 
trata, de acuerdo con lo dispuesto en el decreto de 8 de 
junio del mismo año, en que se ordenó la expropiación 
(véase "Boletín Oficial" agregado a fs. 25, lo que dice 
la actora a fs. 8 vía, y lo que expresa al respecto el de- 
mandado en su contestación de fs. •'?.'{) ; — que en dicho 
acto se entregó al propietario* eu concepto de indemni- 
zación fijada de aciíerdo a las disposiciones pertinen- 
tes de la ley X* 5315, la suma de dos millones novecien- 
tos cincuenta y dos mil tres pesos (2:952.003) m/n. 
(véase las constancias antes indicadas), equivalente al 
importe de la "Cuenta Capital" del referido ramal, 
reconocida por el Gobierno conforme a lo dispuesto en 
aquella ley y a los asientos de los libros de la actora, 
más el 20 % de bonificación; — y que la estimación 
máxima hecha por los peritos que al efecto designara 
la empresa actora, cuando se trató entonces de esta- 
blecer extrajudicialmente el monto de la indemnización, 
fué de cuatro millones cien mil pesos ($ 4.100.000 m¡n.) 
(fs. 1. cuaderno X 9 2 de las actuaciones administrativas 
agregadas). 

S 9 Que contemplando tales antecedentes, con las 
observaciones formuladas al respecto por el señor Pro- 
curador General de la Nación; en su dictamen de fs. 
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291; en presencia de las conclusiones de la pericia 
de que instruye el cuaderno agregado sin acumular- 
se, de las que se hace mérito en el considerado ter- 
cero de la sentencia apelada, y que constituyen, sin du- 
da, un importante elemento de juicio a los fines de una 
equitativa estimación del "valor real" de la cosa ex- 
propiada, y del 4 4 perjuicio directo", o 4 4 consecuencia 
forzosa" de la expropiación, sufrido por la demandan- 
te; y teniendo en cuenta, además, todas las derivaciones 
necesarias y lógicas que para los intereses del propie- 
tario surgen del desapoderamiento forzado de un bien 
cualquiera, este Tribunal estima, con. ol criterio de 
apreciación señalado en las disposiciones legales a que 
se alude en el considerando primero, que la suma de 
tres millones quinientos mil ($ 3,500.000) pesos moneda 
nacional, importa una justa indemnización de la ex- 
propiación que motiva el presente litigio. 

Por estas consideraciones, refórmase la sentencia 
recurrida de fs. 310 en cuanto a la suma que fija como 
importe de la indemnización, la que se reduce a la de 
tres millones quinientos mil ($ 3.500.000) pesos mone- 
da nacional, de la que se deducirá la de tíos millones 
novecientos cincuenta // ths mil tres pesos ($ 2.952.003) 
de la misma moneda, ya percibida por la actora; y se 
la confirma en todo lo demás que decido. Las costas de 
esta instancia también a cargo de a parte demandada, 
en virtud de lo dispuesto en el art. 18 de la ley N* 189. 
Repónganse las fojas en primera instancia. — A T . Gon- 
zález Iramain, Carlos del Campillo, fí. Villar Palacio, 
J. A. González Calderón, Ezequiel 8. de Olaso. 
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Buenos Aires, diciembre 21 de 1936. 

Vista la causa por expropiación seguida por la Em- 
presa Ferrocarriles de Entre Ríos contra el Gobierno 
de la Nación, en el rainal Crespo a llasencamp, venida 
en apelación ordinaria por ambas partes de la senten- 
cia de fs. 327 de la Cámara Federal de la Capital, y 

Considerando: 

(¿ue esta Corte Suprema en el auto de fs. :$06 se 
limitó a declarar la improcedencia de los recursos in- 
terpuestos por el Ministerio Fiscal contra el de fs. 275, 
por no revestir éste el carácter de sentencia definitiva, 
y por ello no puede decirse que, en virtud de tal pro- 
nunciamiento, haya COSa jMfiadú sobre la ley que ba- 
hía de aplicarse a la expropiación. 

Qué es, por lo contrario, uno de los puntos puestos 
en tela de juicio, considerado y resuelto por la senten- 
cia de primera instancia y que formaba materia del 
debate, conformo lo sostiene el señor Procurador Ge- 
nera! (dictamen de fs. 339). 

Que se trata de un ramal perteneciente a una línea 
férrea construida antes de la sanción de la ley N v 5315, 
cuyo origen es el de una concesión provincial y que des- 
pués, al tomar el carácter de línea nacional, quedó al 
amparo de las garantías y franquicias acordadas pol- 
las leyes de la Nación, que regían antes de la sanción 
de aquélla. Se pretende que la expropiación de este ra- 
mal sea regida por el art. 1(5 de la nueva ley y no por 
las anteriores, por cuanto se dice que las leyes admi- 
nistrativas revisten el carácter de orden público y sus 
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principios son de inmediata aplicación aun a las rela- 
ciones de derecho creadas anteriormente a su sanción. 

Que la ley X 9 5315 fué sancionada con el propósito 
de unificar el régimen de construcción y explotación de 
las líneas y ramales que en adelante se acordaran. Su 
alcance se revela en la claridad de los términos emplea- 
dos en el art. 1* confirmado por la exposición hecha por 
su iniciador en la Cámara de Diputados y la de los 
miembros informantes de Comisión en una y otra Cá- 
mara al tratarse el respectivo proyecto. (Diario de Se- 
siones de la Cámara de Diputados de 1907, pág. (>72, 
1022 y 1042. — De Senadores, ídem, pág. 1050). 

Que si en ella, en su ultima parte, se refirió a las 
lineas existentes (art. 19), fué para incorporarlas al ré- 
gimen que se creaba en lo que respecta solamente a las 
obligaciones impuestas por los arta. 8 y 9, en virtud 
de un sometimiento voluntario de su parte; pues la sola 
enunciación de estos dos artículos significa la exclusión 
de los demás. Que la ley X 9 5315 no comprende ni modi- 
fica las facultades de gobierno, policía y superintenden- 
cia sobre las líneas férreas, legisladas en la ley 35í° 287.'?, 
cuya reserva se considera implícita en toda concesión 
de esta naturaleza, porque son esenciales al orden pú- 
blico, y por ello mismo no podríau dejarse de aplicar 
si hubieran entrado en la reforma. Así esas facultades 
son siempre las mismas; continúan definidas y con- 
cretadas en la ley X 9 2873, subsisten garantiendo la se- 
guridad y regularidad del tráfico y su imperio no se 
discute en el presente caso. Se trata de la aplicación de 
otra clase de leyes en que, si bien e! interés público en- 
tra como el elemento determinante, como en toda ley 
administrativa, ese interés puede perfectamente conci- 
liarse con la supervivencia y el respeto de los derechos 
individuales creados y desenvueltos al amparo de con- 
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tratos y de leyes anteriores, tales como las que se re- 
fieren al patrimonio de las empresas, reparto de divi- 
dendos e indemnizaciones por expropiación. Para sa- 
ber, en estos casos, si las nuevas disposiciones pueden 
aplicarse, dice Duvergier, citado por el codificador, art. 
5% lo primero que habría que investigar es la intención 
verdadera del legislador, la cual se "revela algunas 
44 veces claramente ya sea por los términos empleados, 
14 ya sea por implicancia. Así en luga» de consultar re- 
44 glas álganas veces mós ingeniosas que exactas, de 
44 las cuales una sola da pocas veces la solución, de las 
44 cuales casi siempre se debe hacer una combinación, 
44 a menudo basta hacerse esta pregunta: {ha querido 
44 la ley retroaccionar / Y buscar la respuesta en sus 
44 mismos términos (Concordancias del Código Civil 
por L. V. Várela, t. T, pag. 52). La respuesta está ahí 
y la duda no puede subsistir, dada la claridad del texto 
legal y de sus antecedentes antes señalados. 

Que, efectivamente, no se percibe como puede com- 
prometerse el orden público porque una indemnización 
por expropiación sea reconocida por el Fisco con am- 
plitud y la mayor exactitud posible, aplicando la ley 
bajo la cual el derecho ha tenido origen o se ha desen- 
vuelto, en lugar de ajustaría a la nueva norma que es- 
tablece un criterio rígido, restrictivo y que para quien 
no la conoció, puede llegar a ser tiránica. No se vé có- 
mo procediendo así, el Kstado pueda sufrir un desme- 
dro en sus derechos de soberano, ni una perturbación 
en el manejo de estos intereses, y mas bien es creíble 
que se beneficia indirectamente al hacer honor a la con- 
fianza con que el capital privado se ha invertido. 

Que corresponde, pues, la aplicación de la ley en 
vigencia cuando el capital se radicó e invirtió en la obra 
pública, con todas las garantías que le son anexas y 
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que acaso le sirvieron de incentivo. Esta ley es la N* 
189, de septiembre 13 de 1866, completada por las dis- 
posiciones pertinentes del Código Civil (arts. 2511 y 
concordantes ). 

(¿ue no es aceptable, además, la doctrina sustenta- 
da por el Ministerio Fiscal en Primera Instancia, según 
la cual el derecho que nace de una concesión de servicios 
públicos, por no constituir una verdadera propiedad, 
dadas sus características especiales, carece de la garan- 
tía constitucional que protege la propiedad, y puede en 
cualquier momento ser reglamentado y restringido li- 
bremente. 

(¿ue es verdad que el concesionario de una línea 
férrea no es su propietario en el sentido técnico de la 
palabra. Su derecho se diferencia substancialmente del 
dominio privado por su naturaleza y las limitaciones 
que reconoce en favor del interés del Estado. Pero ese 
derecho en cuanto escapa a tales limitaciones, es tan 
efectivo y respetable como los bienes que salvaguarda 
la garantía constitucional en toda la latitud reconocida 
a la cláusula 17 de la Constitución de la Nación por la 
jurisprudencia de esta Corte. Esta ha dicho: "El tér- 
44 mino "propiedad", cuando se emplea en los artícu- 
" los 14 y 17 de la Constitución o en otras disposiciones 
" de ese estatuto, comprende "todos los intereses apre- 
44 ciables que el hombre puede poseer fuera de sí mis- 
44 mo, fuera de su vida y de su libertad"; Todo derecho 
que tenga un valor reconocido como tal por la ley, sea 
que se origine en las relaciones do derecho privado sea 
que nazca de actos administrativos, (derechos subje- 
tivos, privados o públicos), a condición de que su titu- 
lar disponga de una acción contra cualquiera que intente 
interrumpirlo en su goce, así sea el Estado mismo, in- 
tegra el concepto constitucional de propiedad". 
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14 Los derechos emergentes de una concesión de uso 
sobro un bien del dominio público (derecho a una sepul- 
tura ), o de las que reconocen como causa una delega- 
ción de la autoridad del Estado en favor de particula- 
res, (empresas de ferrocarriles, tranvías, luz eléctrica, 
teléfonos, explotación de canales, puertos, etc.), se en- 
cuentran tan protegidos por las garantías consagradas 
en los arts. M y 17 de la Constitución, como pudiera 
estarlo el titular de un derecho real de dominio. 

Kl nrt. 67, inc. 10 de la Constitución, faculta al 
Congreso a emplear como medio adecuado de ob- 
tener lo conducente a la prosperidad del país, las con- 
cesiones temporarias de privilegios y habría visible in- 
consecuencia entre esa autorización que compromete la 
fe pública de la Nación y la conclusión consistente en 
afirmar que los derechos nacidos de aquéllas no bene- 
fician de las garantías y seguridades que otra parte del 
mismo estatuto asegura a la propiedad. (Fallos, t. 145, 
pág. 307). 

Y después, refiriéndose a las tarifas de una em- 
presa ferroviaria agregó: Que ellas constituyen, "una 
propiedad en la acepción constitucional y que no re- 
conoce más limitaciones que la contemplada en el art. 
!>*, de la ley X* 5315". (Fallos: t. 147, pág. 5). 

Y, por último, la Ley Nacional de Expropiaciones 
N* 189, art. I 9 , habla de todos los bienes de una persona 
en su sentido más comprensivo pata acordarles las ga- 
rantías constitucionales. 

Que. por lo dicho, la indemnización deberá com- 
prender: "todos los gravámenes o perjuicios que sean 
** consecuencia forzosa de la expropiación; no se toma- 
44 ra en consideración, sin embargo, las ventajas y ga- 
" nancias hipotéticas, y se entenderá por justa indem- 
44 nización, no sólo el pago del valor real de la cosa, si- 
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44 no también del perjuicio directo que le venga (al pro- 
44 píela rio) de la privación de su propiedad". (Art. 1G 
ley 189 y art. 2511 del Código Civil), con lo cual se 
llegaría a una coincidencia total con las bases estable- 
cidas por la sentencia apelada, considerando I. 

Que, como en la misma se dice, para fijar el monto 
de la expropiación debe tenerse presente que el ramal 
fué entregado al Gobierno el 1' de julio de 1929, confor- 
me lo disponía el decreto del 8 de junio que mandó cum- 
plir la ley N v 6JW1 ; depositándose a la orden de la Em- 
presa $ 2.952.00:5, con lo cual aquélla quedó consumada. 
Podría agregarse: la expropiación debe hacerse con el 
criterio de aquel momento económico, conforme al prin- 
cipio que prescribe que la sentencia debe restablecer 
en lo posible la situación planteada por la litiscontes- 
tatio. 

Que consecuentemente debía esclarecerse cual era 
el valor de las construcciones y accesorios expropiados, 
teniendo en cuenta el precio de los materiales y mano 
de obra referidos a aquella fecha, para luego sumar al 
valor que resultara el del perjuicio directo que la Em- 
presa ha debido sufrir a consecuencia de la desmem- 
bración del ramal del sistema general, en atención a su 
importancia y rendimientos. Que por acuerdo de las 
partes, fs. 84, en la estación de prueba se nombró una 
comisión de tres peritos, cuyo trabajo está agregado en 
legajo aparte, el que se concreta a responder a las pre- 
guntas que las partes formularon en los cuestionarios 
de fs. 83 y 84. Esta es, puede decirse la única prueba 
que existe y a la cual necesariamente hay que referirse. 
Siendo el informe suficientemente fundado y uniforme 
en sus conclusiones, debe dársele el valor probatorio 
que corresponde íart. 141 y siguientes de la ley N* 50 y 
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178 del Código de Procedimientos de lu Capital, su- 
pletorio). 

Que de la pericia resultan comprobados los siguien- 
tes hechos: 

a) que el valor representativo del ramal, calcu- 
lado a base de lo que costarían los materiales y mano de 
obra al V de julio de lí>2í), con todos los descuentos del 
caso es de $ 2.412.196.24, según la comisión de ingenie- 
ros de las FK CC. del Estado y de 4.100.000 según la 
de los de la Empresa. (Cuaderno N° 2, pág. 1 y cuaderno 
N» 1 pag. 17 de las actuaciones administrativas realiza- 
das en conjunto por las dos comisiones). 

b) que el ramal Crespo-Hasencamp era el trozo 
más productivo del sistema de los FF. CC. de Entre 
Ríos, tanto por el volumen de cargas y movimiento de 
pasajeros que absorbían sus seis estaciones en un re- 
corrido de 78 kilómetros, operando en una región de in- 
tenso movimiento agrícola y ganadero, por cuanto te- 
nía un coeficiente de gastos muy inferior al del resto 
de sus líneas. Así, mientras éste es en los últimos diez 
anos de 5(1.(52 %, en el resto de la línea llega a 79.70. 
Su rendimiento líquido y medio en igual período de 
tiempo, arroja una renta de 11 % para el capital in- 
vertido, muy superior, por supuesto, al obtenido por 
toda la línea. 

c) que el ramal en los últimos diez años ha seguido 
en su rendimiento una curva acentuadamente ascenden- 
te, con ligeras alternativas, comenzando a producir en 
1919 una renta de $ 162.726 para alcanzar a la cifra de 
$ 42343? en 1029, lo que evidencia la bondad de la zona 
do su influencia y la firmeza de los factores que obran. 
(Cuadro de fs. 35 del informe). 
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d) que la renta media del ramal durante los diez 
últimos años, referida a un servicio del 8 %, como re- 
munerativo del capital empleado, indica que lo expro- 
piado representaría un capital de $ 3.785.341.25. (Fs. 
42 del informe). Si se la refiere a los últimos cinco anos 
sería de $ 4.935.187.50; si a los tres últimos, $ 4.771.775 
(véase fs. 26) y si al último año $ 5.601,975 (sentencia 
de fs. 310). 

Poro si se considera que. las inversiones ferrovia- 
rias no deben producir más del 6.80, concepto básico 
que sirvió para financiar la Ley Mitre y cuya exactitud 
ha sido corroborada por sus propios resultados, las can- 
tidades anteriores se elevarían en proporción conside- 
rable. Así, por ejemplo, la renta media de los tres úl- 
timos años $ 381.742, representé! ría un capital de pesos 
5.613.853; la de los cinco años de $ 394.818, ascendería 
a $ 5.806.102. (Diario de Sesiones de Senadores y Dipu- 
tados de 1907 antes citado. Informe de los peritos fs. 
17). 

(¿ue eso criterio subsiste si nos hemos de atener a 
la remuneración fijada a los capitales que se van a ex- 
propiar y fusionar por la ley de coordinación de trans- 
portes de la ciudad de Buenos Aires, dictada reciente- 
mente por el Congreso Nacional, en que se reconoce un 
servicio del 7 % por concepto de renta y amortización 
durante 46 años. El interés del 5 % en los títulos nacio- 
nales que se cotizan sin quebranto y aun con premio, 
corrobora que no se atribuye mayor rendimiento a las 
inversiones inmovilizadas de los fuertes capitales, aun- 
que hay que reconocer qué el criterio actual no puóde 
ser exactamente igual al que predominaba en 1929. 

Que como quiera que sea debe creerse que el divi- 
dendo del 8 % es algo elevado, y es del caso decir que 
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si se bn tomado como base para los cálculos anteriores, 
es porque la parte actora así lo pidió en la demanda. 

Que con los esclarecimientos consignados en los 
cuatro párrafos anteriores, hay ya los elementos que 
se precisan para hacer la avaluación. Un bien no vale 
por lo que en él se ha invertido, ni por los valores que 
contenga. Pueden ser elemento de juicio o de informa- 
ción, pero no son decisivos para avaluarlo; porque si 
se hubiesen hecho inversiones inútiles o improductivas, 
en poco o nada deben apreciarse. Un bien vale, princi- 
palmente, por lo que produce o es capaz de producir 
en épocas y condiciones normales y por las perspecti- 
vas que ofrece; elementos constitutivos de lo que se 
llama el negocio en marcha. Y nada puede comprobar 
mejor la capacidad productiva que los resultados de la 
explotación observados a través del tiempo. Una línea 
férrea que ha dado durante cinco años una renta co- 
rrespondiente a un determinado capital, puede decirse 
que ella vale aproximadamente lo que ese capital re- 
presenta, especialmente si. como en este caso sucede, 
se trata de una vía relativamente nueva destinada al 
fomento de una región que se revela en constante cre- 
cimiento o desarrollo. 

Que estando averiguado que el ramal contiene en 
sus construcciones un valor efectivo, por lo menos de $ 
2.412.000, según avaluación hecha, por los propios in- 
genieros del Gobierno y que ha producido en los últimos 
cinco años una renta que corresponde a un capital de 
$ 4.93f>.:541.25, podría ser avaluado en $ 4.500.000, in- 
cluyendo el perjuicio directo causado por su privación. 
Y si prudcnrialmente se tomara como base el promedio 
del dividendo que arrojan los diez y tres últimos años, 
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quedará fijado en la suma de $ 4.278.608.12, tal vez con 
mayor aproximación a la verdad. 

No debe perderse de vista que la expropiación for- 
zada no es en este caso de toda la línea, sino de una 
fracción de ella, la más productiva y que la desinte- 
gración del sistema tiene que tener el efecto de hacer 
subir el coeficiente de gastos, el que guarda siempre 
proporción indirecta con la magnitud de la Empresa. 
Que es más que probable, también, que la disminución 
futura del tráfico en esta línea no sea solamente igual 
al volumen que absorbía directamente el ramal expro- 
piado por sus estaciones, sino algo más, porque el trá- 
fico tiende a desviarse por otras líneas que quedan en 
mejores condiciones t ,ara servir las comunicaciones re- 
gionales. 

En su mérito, se reforma la sentencia apelada ele- 
vando la avaluación e indemnización correspondiente 
al bien expropiado a cuatro millones doscientos setenta 
y ocho mil seiscientos ocho pesos con doce centavos 
m|n., y se confirma en lo demás. Las costas a cargo del 
Gobierno, por la sola consideración de que, habiendo 
tenido la Empresa necesidad de defenderse para llegar 
a este resultado, ellas se incorporan a los gastos de la 
expropiación (art. 18 de la ley X o 189). Notifíquese. 
Repóngase el papel y devuélvanse. 

Robekto Rkpetto — Antonio 
SvGAliXA — B. A. Nazak 
Anchobena — Juan B. 
Tekán. 




ACLARATORIA 

Buenos Aires, diciembre 30 de 1936, 

Autos y Vistos: La aclaratoria solicitada por el 
señor Procurador General, y 

Considerando: 

Que como lo expresa la sentencia de fs. 340, debe 
entenderse que la suma recibida con anterioridad por 
la Empresa debe deducirse de la que ella fija como va- 
lor de la expropiación, quedando así aclarada aquélla. 
Hágase saber y repóngase el papel. 

Antonio Sagarxa — Luis Li- 
nahks. — Juan B. Tebán. 



IMPUESTO A LA HERENCIA — CREDITO HIPO* 
TECARIO — LEY APLICABLE — LUGAR DEL 
CUMPLIMIENTO DE LA OBLIGACION. 

SUMARIO: El impuesto a la transmisión gratuita de un 
crédito hipotecario debe ser satisfecho «le acuerdo 
con la ley que rige en el lugar de su cumplimiento, 
que es aquel donde el deudor debe pagar el capital y 
puede ser demandado judicialmente, aunque otro se 
haya convenido para abonar los internes. 

JUICIO: Lagrutta, Teresa P. y su hija c./ Provincia 
de Buenos Aires, repetición de una suma de dinero. 

Caso: Resulta de las piezas siguientes: 
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DICTAMEN DEL PROCURADOR GENERAL 
Suprema Corte: 

La cuestión que se plantea en esta demanda se re- 
laciona con el impuesto establecido por la ley de la pro- 
vincia de Buenos Aires, N v 4086, sobre impuesto a la 
transmisión gratuita de bienes, que se hace extensivo 
a los derechos reales constituidos sobre bienes situados 
en dicha provincia, aunque los créditos en cuya garan- 
tía se hubiesen establecido fueran exigibles en otra 
jurisdicción, y aun cuando el acreedor tuviere a hu- 
biese tenido su domicilio fuera de la provincia. La parte 
demandante sostiene la inconstitucionalidad del refe- 
rido impuesto en cuanto comprende los derechos reales 
constituidos sobre bienes situados en la provincia, pe- 
ro que garantizan créditos ubicados fuera de la juris- 
dicción provincial, y se funda para ello, en que las fa- 
cultades impositivas de las provincias sólo pueden ejer- 
cerse dentro de sus respectivas jurisdicciones. 

Entre los documentos acompañados con la deman- 
da figura la escritura en que consta el contrato de prés- 
tamo y la constitución de la garantía hipotecaria, en la 
que se establece que las partes se someten, para todos 
los efectos judiciales del contrato, a la jurisdicción de 
los tribunales ordinarios de la ciudad de La Plata. Bas- 
ta esta mención para desestimar la impugnación hecha 
al impuesto exigido con motivo del mencionado contra- 
to, puesto que al someterse las partes contratantes & 
la jurisdicción de los tribunales provinciales, aceptaron 
dicha jurisdicción, y esa aceptación obliga a los here- 
deros a quienes se han transmitido los derechos y obli- 
gaciones constituidos en el referido contrato. 
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Por consiguiente, carece de base la acción fundada 
en la falta de jurisdicción de la provincia demandada 
sobre el contrato de préstamo, y en mérito a ello pido 
a V. K. se sirva desestimar la demanda instaurada. — 
Buenos Aires, febrero 9 de 1934. — Horacio R. Lam ia. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, diciembre 30 de 1936. 

Y Visto: El juicio de jurisdicción originaria, se- 
guido por la señora Teresa P. de Lagrutta y su hija, 
representadas por el doctor Cristian 1. Ferrari, contra 
la Prov incia de Buenos Aires por repetición de la su- 
ma de dos rail pesos pagados por concepto de transmi- 
sión de herencia, y 

Resultando: 

Que las demandantes fundan su acción en que se 
les ha cobrado la suma expresada en la Provincia de 
Buenos Aires por habérseles adjudicado un crédito de 
cuarenta mil pesos en la sucesión de don Francisco An- 
tonio Lagrutta, que fué vecino de la Capital de la Re- 
pública y que por esta circunstancia aquélla se trami- 
tó en esta jurisdicción siendo el deudor un vecino del 
Tandil, Provincia de Buenos Aires, donde también es- 
taba el bien raíz que garantía con hipoteca el crédito. 
Que esos cuarenta mil pesos formaban parte de un cré- 
dito por ochenta mil que el autor de la sucesión había 
contratado en vida con el deudor, don Juan Elizondo, 
según escritura del 16 de noviembre de 1931, celebrada 
ante el escribano don Juan A. Zerrillo, y que, al hacerse 
la liquidación y partición de bienes en aquella sucesión, 
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se dividió en dos partes iguales, cada una de cuarenta 
mil pesos, correspondiéndole una a la cónyuge supérs- 
tite como ganancial y otra a la hija como heredera. 

Que oportunamente el Consejo Nacional de Edu- 
cación exigió que se le abonara sobre esta última parte 
el derecho por transmisión de herencia que correspon- 
día y que ascendió a la suma de $ 1.400, a lo que las de- 
mandantes no tuvieron objeción que hacer y lo pagaron, 
considerando que se trataba de un crédito radicado en 
la Capital de la República, no obstante que el deudor 
tenía su domicilio en la provincia, el bien hipotecado 
estaba situado en ella misma y el contrato se había con- 
cortado y formalizado en el Tandil. Y ésto porque di- 
cho contrato, cláusula 4\ dispone que los intereses de- 
berán abonarse en el domicilio del acreedor o donde él 
indique. 

Que, después, cuando las hijuelas fueron llevadas 
a la Plata para su protocolización se les exigió por la 
Dirección de Rentas el abono previo de $ 2.000 por el 
mismo concepto. Ellas, considerando equivocada e in- 
constitucional tal exigencia, abonaron el impuesto con 
protesta, según consta de los documentos que acompa- 
ñan, para demandar luego su devolución. 

Que la inclusión de este crédito entre los bienes 
sitos en jurisdicción provincial, fué en virtud de lo dis- 
puesto por el inc. d) del art. I 9 de la ley local N* 4086, 
que dice: Quedan comprendidos "los derechos consti- 
tuidos sobre bienes situados en la Provincia, aunque 
los créditos en cuya garantía se hubieran establecido 
fueran exigibles en otra jurisdicción y aun cuando el 
acreedor tuviese o hubiese tenido su domicilio fuera 
del territorio provincial". Consideran que esta cláu- 
sula es inconstitucional, y que, aplicada al caso de un 
crédito ubicado en la Capital Federal, como es este de 



392 



FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 



que se trata, comporta un gravamen arbitrario. Que, 
en efecto, las facultades impositivas del estado provin- 
cial sólo pueden ejercerse sobre los bienes muebles o 
inmuebles y acto* pasados dentro de su jurisdicción, ya 
que, de acuerdo al art 104 de la Constitución, las pro- 
vincias conservan todo el poder no delegado al Gobier- 
no Federal. 

Que tratándose de impuestos a la transmisión gra- 
tuita de bienes, entre vivos o por causa de muerte, el 
principio no se modifica, y se sintetiza así: "Las pro- 
vincias sólo pueden gravar con estos impuestos a los 
bienes muebles o inmuebles dentro de sus respectivas 
jurisdicciones o actos pasados en las mismas"; de tal 
suerte que las leyes provinciales que se salgan de esta 
norma deben ser consideradas como contrarias a los 
arts. 104 y lt! de la Constitución Nacional y declaradas 
sin valor. Agrega que la ubicación de un crédito es el 
lugar donde se hace efectivo, (cita al respecto la juris- 
prudencia de las Cámaras Civiles de la Capital) y con- 
sidera que en virtud de lo dispuesto por la cláusula 4* 
transcripta del contrato, este crédito debía hacerse efec- 
tivo en la Capital de República y por ello debía ser con- 
siderado como ubicado aquí. Que la circunstancia de 
estar garantido por una hipoteca sobre un inmueble 
situado en Buenos Aires, no modifica en nada esa si- 
tuación, desde que la hipoteca no es sino un accesorio 
del mismo y signo la snerte del principal. (Machado, 
t. S, págs. 7 y 102; Llerona, t. 8, pág. 482; Salvat, tomo 
( Aligaciones, pág. 27; liafaille. Derechos Reales, t. 3, 
X* 254; Cammnrota. Derecho Hipotecario, N 9 44). 

Que lo que podría traer alguna confusión respecto 
n la ubicación del crédito es la cláusula del contrato que 
declara que para los efectos judiciales, las partes se so- 
meten a la jurisdicción de los tribunales ordinarios de 
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La Plata. Pero lo que hay es que las partes, haciendo 
uso del derecho que les acuerdan los arts. 101 y 1197 
del Código Civil, han elegido un domicilio especial úni- 
camente a los efectos judiciales de la obligación; siendo 
siempre el lugar del cumplimiento liso y llano de la obli- 
gación el domicilio del acreedor, donde deberá abonarse 
el capital y los intereses. Que este se ha convenido por 
razones de comodidad y economía para las partes, co- 
mo frecuentemente se acostumbra hacer. Que el art. 
747, primera parte, del Código Civil, concordante con 
el 618, segunda parte, dice: "el pago debe hacerse en 
el lugar designado en la obligación", lo que, en su con- 
cepto, es con prescindencia del lugar elegido para de- 
mandar. 

Y en cuanto al fuero sostiene que en este caso se 
trata de un juicio civil que inician vecinos de la Capital 
do la República, (considerada n ese efecto como una 
provincia), contra un Gobierno de Provincia, deman- 
dando la inconstitucionalidad de una ley local, y en con- 
secuencia es procedente el fuero originario de esta 
Corte Suprema por doble motivo. 

Termina pidiendo que se declare la inconstitucio- 
nalidad pedida y se le mande a devolver los dos mi! 
pesos indebidamente pagados, con intereses y costas, 
por la provincia damandada. 

Corrido traslado de la demanda, se presenta el 
doctor Adolfo Bioy en representación del Gobierno de 
la Provincia de Buenos Aires y la contesta, sostenien- 
do que la cláusula 4° del contrato do préstamo no modi- 
fica en nada la situación jurídica que sin ella estable- 
cía la existencia del crédito hipotecario contratado 
pues siempre los intereses y aun el capital hubieran 
debido pagarse en el domicilio del acreedor. Cita en su 
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apoyo el art. 547 del Código Civil y las opiniones de 
varios autores. Pero que, estando estipulado que en 
caso de tener que recurrir a la justicia, las partes se 
someterán « la jurisdicción de los tribunales ordinarios 
de La Plata, el crédito a los efectos de su cumplimiento 
queda al amparo de la jurisdicción provincial, y esto es 
lo importante. Esta estipulación es la que fija con to- 
da eficacia el lugar del cumplimiento de la obligación. 

Que si la parte lia pagado en la Capital de la Re- 
pública el impuesto, será por su propia voluntad se- 
guramente porque consideraba que le convenía más, 
siendo menor el impuesto que el que se paga en la Pro- 
vincia; pero ello no puede ser óbice para que ese im- 
puesto sea exigido y se pague donde corresponde. Des- 
conoce que sean aplicables las citas de autores y fallos 
que se lian hecho por la parte contraria por referirse 
a casos distintos al presente. 

Que la parte contraria no ha desconocido que la 
Provincia tenía potestad para dictar la ley 4086, pero 
como ella ha pagado el impuesto en la Capital de la Be- 
pública sobre el crédito de referencia en virtud de otra 
ley, pretende no estar obligada a pagarlo nuevamente 
a la autoridad provincial. Mas esto no es fundar una 
inconstitucionnlidad, dice, porque si realmente hubiera 
conflicto de» leyes impositivas, correspondería decla- 
rarlo y resolver cuál de las dos leyes debe prevalecer. 

Termina pidiendo el rechazo de la demanda, con 
costas, sin perjuicio de que los damandantes inicien las 
acciones que corresponden para que les devuelvan lo 
pagado indebidamente. 

Que abierta la causa a prueba, por auto de fs. 58, 
se produjo por la parte demandante la que corre de fs. 
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60 a 66. (Informo de fs. 67 vta.). Luego las partes ale- 
garon de bien probado. 

Y oído después el señor Procurador General, se 
llamó autos para definitiva, y 

Considerando: 

Que habiéndose acreditado en los autos que los 
demandantes tienen su domicilio en la Capital de la 
República y tratándose en este caso de un juicio civil 
contra una provincia, sobre repetición de una suma de 
dinero e inconstitucionalidad de una ley provincial, 
corresponde su conocimiento a la juridicción origina- 
ria de esta Corte Suprema, (art. 100 de la Constitución 
Nacional). 

Que es innegable que un estado federal puede gra- 
var con impuesto los bienes muebles o inmuebles y va- 
lores de todo género que se encuentren dentro de sus 
límites jurisdiccionales, o !os actos jurídicos y de co- 
mercio pasados en su territorio, en ejercicio de su pro- 
pia soberanía y en uso de las facultades no delegadas 
al Gobierno de la Nación, según la parte misma lo ha 
reconocido en su escrito de demanda, (art. 104 de la 
Constitución de la Nación. (Fallos: t. 105, pag. 273, 
considerando 3°). 

Que un crédito a cobrar contra una tercera perso- 
na constituye un bien patrimonial, como cualquiera 
otro, y se transmite por herencia o a título gratuito en- 
trando a formar parte del haber del heredero o benefi- 
ciario desde el momento que le es adjudicado o transfe- 
rido, constituyendo así este hecho un acto jurídico que 
puede ser gravado por el soberano bajo cuya jurisdic- 
ción se encontrara el bien transferido o bajo cuyo am- 
paro debe desenvolverse la relación de derecho. 
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Que, como la misma parte actora lo ha dicho, para 
saber cuál es la autoridad que puede imponer, es pre- 
ciso previamente determinar cuál es la ubicación de un 
crédito, y la ubicación la determina el lugar del cum- 
plimiento de la obligación que el mismo entraña. Que, 
en el caso planteado, habría que averiguar dónde debe 
reputarse que es el lugar convenido para el cumplimien- 
to de las obligaciones contraídas por el deudor Eli- 
zondo hacia Lagrutta, antecesor de los demandantes, 
con arreglo al convenio de partes que consta de la es- 
critura pública del 1(> de noviembre de 1931, agregado 
como prueba a los autos. 

Que por este convenio o contrato, celebrado en la 
Provincia de Buenos Aires, teniendo el acreedor do- 
micilio en la Capital Federal y el deudor en la provin- 
cia, debían pagarse los intereses en el domicilió del 
acreedor o donde él indicara, pero en caso de tener que 
recurrir a la justicia para conseguir el cumplimiento 
de todas las obligaciones, debía demandarse ante los 
jueces de jurisdicción ordinaria de La Plata. De ello se 
desprende que solamente a los efectos del pago extra- 
judicial o voluntario de intereses, quedaba fijado como 
lugar del cumplimiento la ciudad de Buenos Aires. Tra- 
tándose del capital, en su silencio, lógicamente debía 
regir el principio general según el cual se determina 
"por el domicilio del deudor o por el lugar donde se ha 
celebrado el contrato, si allí se encontrara el acreedor 
aunque sea accidentalmente", (art. 4* de la Ley de Pro- 
cedimientos de la Capital; art. 547 y siguientes del 
Código Civil). Así, tanto para el capital, como para 
los intereses, cuando hubiera de recurrí rse a las vías 
judiciales, quedaba establecida la jurisdicción provin- 
cial como única competente, por expresa voluntad de 
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las partes, y sin cuya intervención no podría extinguir- 
se el gravamen hipotecario. 

El capital es lo principal en la obligación. Los in- 
tereses son accesorios. Lo dispuesto por excepción pa- 
ra estos, no puede tener el efecto de hacer cambiar la 
obligación ni en su esencia ni en las formas de su 
ejecución. Y cuando se habla del lugar donde ha de 
cumplirse una obligación, no debe entenderse que es 
otro sino aquél donde el deudor debe pagar el capital 
y más auu donde el deudor puede ser llevado a los es- 
Irados de la justicia. La mayor y última seguridad del 
cumplimiento de una obligación está en el poder de so- 
meter al conocimiento y protección de los jueces los 
derechos que emergen de ella, en caso de incumplimien- 
to o desconocimiento de los mismos, y, por ello, puede 
decirse que donde está la justicia que debe ampararlos, 
está el lugar de su ejecución. En el caso sub-l¡te es la 
Provincia de Buenos Aires. 

Pudo, entonces, este Estado gravar con un impues- 
to la transmisión del crédito de que se trata, desde que 
es una operación llamada a desenvolverse dentro de 
su territorio y a la cual le acuerda las garantías de sus 
autoridades judiciales, costeadas por su tesoro. Si el 
impuesto es una retribución directa o indirecta de los 
servicios que recibe del Estado el contribuyente, el im- 
puesto es en este caso perfectamente procedente. 

Que no se ha probado en autos que se hubiese co- 
brado el impuesto por la Provincia en concepto sola- 
mente de que el bien gravado con hipoteca estaba 
ubicado dentro de sus límites territoriales, lo que, por 
ser la hipoteca un accesorio de la obligación principal, 
podría hacjpr discutible la legalidad del cobro, sino que 
parece por todos los antecedentes expuestos, que el 
cobro se fundó en el hecho de la transmisión por heren- 
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cia de un crédito que se consideraba radicado en la Pro- 
vincia por los motivos anteriormente enunciados. 

Siendo así, la impugnación de inconstitucionalidad 
del art. I 9 , inc. d) es improcedente, desde que, decla- 
rada o no, subsistiría la razón porque se ha aplicado 
el impuesto. 

En su mérito y de acuerdo con el dictamen del se- 
ñor Procurador General, se rechaza la demanda, con 
costos. Xotit'íquese, repóngase el papel y archívese. 

Antonio Sagarxa — Luis Lina- 
nares — Juan B. Teráx. 



